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La Ley 5ª de 1992 fue de las primeras leyes en discusión dentro de la legislatura que 
inició en diciembre de 1991, que estableció el Reglamento del Congreso bajo la lupa de la 
nueva Constitución. Desde su promulgación las reformas a éste no han llenado los vacíos que 
quedaron en cuanto al trámite de una ley. Es de importancia y una gran oportunidad hacer un 
estudio al Reglamento del Congreso, buscando una aproximación al criterio de la nueva 
Constitución, de gozar con un poder legislativo más democrático y más moderno, es por esto, 
que no se debería dejar a la interpretación ninguna actividad dentro del trámite, cuando de 
deficiencias normativas se habla. El Reglamento del Congreso comprende las funciones 
constitucionales de la Rama Legislativa que le son exclusivas al Senado de la República y a 
la Cámara de Representantes, y contribuir a contar con una norma de mayor transparencia es 
algo en lo que esta investigación busca enfocarse. 
La presente investigación se realiza con el fin de analizar la normatividad 
concerniente al trámite legislativo, para poder establecer las deficiencias normativas que se 
han presentado al interior del mismo, desde la expedición de la Ley 5ª de 1992; de igual 
forma, busca estipular cómo ha sido subsanada dicha problemática, y determinar si se ha 
incurrido en vicios por la mala interpretación del reglamento como producto de los vacíos en 
él mismo. 
Este estudio es pertinente en el sentido de que hay gran incertidumbre en cuanto a la 
forma de subsanar los vacíos jurídicos en el trámite del proceso legislativo, y de acuerdo con 
la Ley 1437 de 2011, que en su artículo 2° establece el ámbito de aplicación a “todos los 
organismos y entidades que conforman las Ramas del Poder Público en sus distintos 
órdenes”, se incluye la Rama Legislativa.  Así mismo, en el curso del trámite legislativo se da 
aplicación a los principios establecidos en la mencionada ley como son: el debido proceso, la 
igualdad, imparcialidad, moralidad, participación, responsabilidad, transparencia y 
publicidad. 
En el primer capítulo denominado “Naturaleza jurídica del procedimiento legislativo 
y su importancia en el Estado Social de Derecho” se presentan estudios, investigaciones, 
doctrina y jurisprudencia que se relacionan entre otros temas, con el origen del Congreso y 
los Parlamentos, su importancia para el Estado, el Órgano Legislativo, el trámite de 
expedición de leyes o actos legislativos, los vicios de los cuales puede adolecer una ley y su 
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clasificación, los tipos de vacíos evidenciados en las normas, la validez de las leyes, y los 
principios constitucionales y legales que orientan el trámite legislativo. 
Lo anterior demuestra que para determinar e identificar las consecuencias que causan 
las deficiencias normativas que se puedan presentar al interior del trámite legislativo, es 
indispensable tener en cuenta las investigaciones hechas, que, si bien no corresponden a 
fuentes primarias dado que no tocan directamente la cuestión de los vacíos y sus 
consecuencias, si se encuentran relacionadas de manera transversal respecto del órgano 
competente - Congreso de la República - para adelantar dicho trámite. 
El segundo capítulo denominado “Afectación de principios por las deficiencias 
normativas en el trámite de una ley o un acto legislativo” tiene que ver con la forma en la que 
interviene la Corte Constitucional para dirimir los conflictos presentados, ejerciendo el 
control de constitucionalidad que le corresponde, y las consecuencias que estos han causado, 
ya sea, de fondo o de forma durante el proceso de expedición de la ley, para lo cual es 
necesario estudiar casos paradigmáticos, de gran relevancia y de igual forma, identificar y 
analizar los vacíos evidenciados en el Reglamento del Congreso gracias al estudio de la Ley 
5ª de 1992 y al trabajo de campo realizado a quienes intervienen directamente en el proceso 
legislativo, por medio de entrevistas.  
Los documentos usados en esta investigación permiten abordar puntos de interés 
como lo relacionado con la invalidez de la ley por vicios formales y sus consecuencias, y en 
qué medida existe responsabilidad del Estado por la actividad del legislador. Algunos autores 
consideran que la Corte Constitucional debería declarar la inconstitucionalidad de las 
leyes por un vicio como que el proyecto no haya tenido una deliberación suficiente en el 
Congreso. Es por eso que se advierte la necesidad de conocer el alcance de la jurisprudencia, 
la evolución del sistema constitucional y de qué manera se ha visto afectado el procedimiento 
legislativo. Dicho alcance no ha sido siempre el mismo, pues con el tiempo ha adquirido el 
carácter de fuente del Derecho y el carácter vinculante como norma jurídica. En relación con 
esto, la omisión legislativa, también es un concepto ligado con la Corte Constitucional de 
acuerdo con el control judicial de las normas. 
En el tercer capítulo “Estrategia para la solución de las deficiencias normativas 
contenidas en el procedimiento legislativo regulado en el Reglamento del Congreso” se 
presenta una propuesta de solución a las lagunas o deficiencias normativas identificadas en el 
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trámite para la expedición de una ley, que consiste en una explicación jurídica del Proyecto 
de Ley 224 de 2018 para reformar la Ley 5ª de 1992, que contiene la exposición de motivos 
que acompaña al proyecto y la jerarquización de las diferentes modificaciones propuestas 
para la reforma del Reglamento del Congreso.  
Finalmente, el método que se aplica en la presente investigación es el deductivo, el 
cual parte de un conocimiento general para llegar a otro particular o de menor nivel de 
generalidad. A su vez, la investigación tiene un enfoque cualitativo, por cuanto hay una 
recolección de datos de los diferentes puntos de vista y perspectivas de quienes intervienen 
directamente en el trámite legislativo, por medio de entrevistas.  
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Planteamiento y formulación del problema 
Planteamiento del problema  
La Ley 5ª de 1992, que expide el Reglamento del Congreso, Senado de la República y 
Cámara de Representantes, dicta las disposiciones sobre el proceso legislativo, las funciones 
que deben adelantar quienes intervienen en el mismo, el quórum, los debates en comisiones, 
las sesiones conjuntas, los debates en plenaria, entre otros aspectos del trámite, dejando 
vacíos que probablemente han sido subsanados de alguna forma, como la costumbre 
originaria entendida como “el resultado de un procedimiento consuetudinario que no se 
encuentre previsto por el orden jurídico y que regula casos no previstos por la ley” (Orozco, 
1993), o los principios generales del derecho que se entienden como un “concepto jurídico 
indeterminado,  aunque designa una esfera de la realidad de la actividad judicial, no tiene un 
alcance preciso. Esta apertura semántica de la expresión supone, a juicio de la Corte, que, en 
la delimitación de su alcance, las autoridades disponen de un margen de acción o apreciación 
para dirimir la problemática” (Const. C-284/2015, M. González).  
Ya desde la expedición de la Ley 153 de 1887 había preocupación sobre el tema 
objeto de estudio pues, en su parte primera que trata de las reglas generales sobre validez y 
aplicación de las leyes, su artículo 8° refiere que en caso de que no hubiera una ley aplicable, 
se aplicarían leyes de casos o materias similares. 
Por lo anterior se busca establecer las consecuencias jurídicas que los vacíos han 
generado durante el trámite legislativo determinado por el Reglamento del Congreso desde la 
expedición de la Ley 5ª de 1992 y hasta el año 2015, con el propósito de justificar la 
necesidad de presentar un documento que sirva de fundamento para un proyecto de ley que 
modifique ésta ley, y contar con una norma de mayor transparencia. 
 Formulación del problema de investigación  
¿Qué consecuencias jurídicas han generado las deficiencias normativas que se han 
evidenciado desde la expedición del Reglamento del Congreso, en el trámite de una ley o un 
acto legislativo, y cuál ha sido la estrategia para la solución de éstas? 
  




Producto de los vacíos, lagunas o deficiencias normativas en el Reglamento del 
Congreso se han presentado vicios en el trámite para la expedición de una ley o un acto 
legislativo, lo cual ha traído como consecuencia aprobaciones irregulares y transgresiones a 
los principios constitucionales y a los derechos fundamentales por el desconocimiento de la 
norma constitucional y legal, y en algunos casos obedeciendo a decisiones no jurídicas sino 
políticas o extralimitándose en las competencias establecidas a las Ramas del Poder Público. 
La forma como se han llenado dichos vacíos es por las decisiones subjetivas que asumen 
quienes intervienen en el trámite legislativo por medio de la costumbre. 
  




El motivo para adelantar esta investigación es que, aunque se pretenda expedir una ley 
perfecta siempre se tendrán lagunas o vacíos y no es la excepción el Reglamento del 
Congreso, por cuanto el legislador no está en capacidad de tener en cuenta todas las posibles 
situaciones que se puedan presentar en la ejecución de una ley particular o acto legislativo y 
en especial en el trámite. 
 Astarloa (2001), asegura que es cuestión de sentido común el hecho de querer 
reformar o actualizar un reglamento, entendiendo ello como las reglas para el funcionamiento 
del Congreso, las divisiones de trabajo, la mezcla entre el pluralismo y la jerarquía que se 
necesitan para realizar una labor parlamentaria eficaz, el cambio de los procedimientos en lo 
que concierne a las funciones legislativas, la evidencia de vacíos, entre otros.  
A la fecha se evidencia que “los vacíos en el trámite legislativo” ha sido un tema poco 
estudiado en Colombia por lo que se requiere una investigación que permita explorar, 
sondear y examinar el problema de investigación que no ha sido abordado antes de manera 
directa, más aún cuando la expedición de la Ley 5ª se dio hace más de 25 años.  De otra parte, 
la mayoría de las reformas que se han presentado al reglamento no se han referido al 
procedimiento para la expedición de una ley o acto legislativo, excepto algunos artículos de 
la Ley 974 de 2005 que busco adecuar el Reglamento del Congreso al régimen de bancadas y 
lo correspondiente al trámite especial para la paz o “fast track” que no es tema de esta 
investigación por tratarse un mecanismo excepcional y transitorio.  
De las más de 20 modificaciones que el Reglamento del Congreso ha tenido desde su 
expedición a la fecha, ninguna ha correspondido a una modificación de las deficiencias 
normativas en el trámite legislativo, tan solo se han adelantado cambios puntuales a temas 
específicos como: 
 Régimen de Bancadas 
 Modificaciones a la planta de personal y sus funciones  
 Modificaciones puntuales a la votación ordinaria 
 Modificaciones transitorias en virtud del procedimiento legislativo especial para la 
paz 
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 Código de Ética, Función jurisdiccional del Congreso 
Por lo anterior esta investigación es necesaria, porque no se conocen los criterios en el 
manejo que se debe dar a un vacío en el trámite, pues cada comisión constitucional o legal 
determina la forma de solventar estas dificultades, viéndose obligados a buscar técnicas que 
lo llenen para dar continuidad al proceso.  Al respecto, García Meynez sostiene que “si bien 
es posible que en la ley se encuentren lagunas, el Derecho no puede tenerlas” (Const. C-
083/1995, C. Gaviria). 
Por otra parte, la investigación es viable por cuanto la información está disponible, 
teniendo en cuenta que el acceso a ella es público, sin embargo, es de interés profundizar en 
el tema por lo que se requiere adelantar entrevistas a quienes intervienen dentro del trámite de 
aprobación de un proyecto de ley o acto legislativo, para evidenciar las deficiencias 
normativas, e identificar cómo se han resuelto los conflictos entre los diferentes criterios 
usados para solventarlos. Así mismo, poder determinar si la legislación cuenta con recursos 
que le permitan llenar estos vacíos y si se ha incurrido en vicios por la mala interpretación del 
reglamento como producto de los mismos y si estos han causado que un proyecto de ley o 
una reforma constitucional no sean aprobados.  
Esta investigación se realiza con el propósito de identificar las consecuencias jurídicas 
que se hayan podido generar de las deficiencias normativas, a través de un documento que 
sirva como fundamento a un proyecto de ley para reformar el Reglamento del Congreso en lo 
referente al trámite legislativo y así contar con una norma de mayor transparencia. Así 
mismo, beneficia en primer momento a quienes intervienen de manera directa en la creación 
de las leyes, entre ellos los miembros del Congreso de la República de Colombia, los 
funcionarios y asesores de las comisiones constitucionales y legales, entre otros, pues son 
ellos quienes han tenido que llenar los vacíos jurídicos que contiene la Ley 5ª de 1992, de una 
u otra manera. En un segundo plano, a todos los ciudadanos, que son los destinatarios de las 
leyes creadas por el órgano legislativo, pues existirá mayor seguridad jurídica en el trámite de 
expedición de una ley o acto legislativo, y se evitará que las leyes queden a la interpretación 
y nazcan a la vida jurídica con vicios y como consecuencia de ello, que no superen el control 
de constitucionalidad efectuado por la Corte Constitucional, solucionando así un problema 
mayúsculo: la declaratoria de inconstitucionalidad y/o inexequibilidad de las leyes.  






Analizar las consecuencias jurídicas de las deficiencias normativas contenidas en el 
procedimiento legislativo regulado en el Reglamento del Congreso, con el fin de establecer 
una estrategia para la solución de éstas. 
 
Objetivos específicos  
 
1. Identificar la naturaleza jurídica del procedimiento legislativo, su finalidad e 
importancia en el Estado Social y Democrático de Derecho.  
2. Describir las deficiencias normativas del Reglamento del Congreso y sus consecuencias 
jurídicas en los proyectos de ley o de actos legislativos, a través del estudio del trámite 
legislativo establecido en éste y de entrevistas a quienes intervienen en él. 
3. Proponer solución a las deficiencias normativas identificadas. 




Resultados Esperados  
Del trabajo de investigación que se adelanta, se espera contar con los siguientes 
productos: 
1. Entrevistas a quienes intervienen en el trámite legislativo tanto del Senado de la 
República como de la Cámara de Representantes. 
2. Flujogramas que evidencien el paso a paso del trámite legislativo para la expedición de 
una ley o un acto legislativo. 
3. Las deficiencias normativas identificadas desde la expedición de la Ley 5ª de 1992 al 
año 2015.  
4. Exposición de motivos y propuesta de proyecto de ley para modificación de la Ley 5ª 
de 1992. 
5. Material de investigación para la publicación de un libro. 
Resultados Directos  
La identificación de las consecuencias jurídicas que generan los vacíos en el 
Reglamento del Congreso, que permitan construir la exposición de motivos y propuesta de 
proyecto de ley, para la modificación de dicho reglamento en cuanto al trámite legislativo. 
Resultados Indirectos  
1. Experticia en el trámite de una ley o acto legislativo que permita evitar caer en vicios 
de procedimiento. 
2. Evidenciar los vicios que se presentan con mayor frecuencia en el trámite de la ley o el 
acto legislativo y sus consecuencias. 
3. Reducir la presencia de vicios de trámite que afecten la constitucionalidad de un 
proyecto de ley o acto legislativo una vez el reglamento haya sido modificado. 




Para la investigación es importante que los hechos y los resultados sean confiables, 
para esto se debe contar con una metodología a seguir, que permita encaminar la misma. La 
metodología es un procedimiento que permite llegar al objetivo de la investigación. De aquí, 
que la metodología en la investigación proporciona elementos como: el enfoque 
metodológico, el tipo de investigación, las técnicas y los instrumentos necesarios para la 
investigación. 
El método con el cual se llevará a cabo la presente investigación será el método 
hipotético deductivo, que consiste en una forma de razonamiento que parte de un 
conocimiento general para llegar a otro particular o de menor nivel de generalidad. Es así que 
partiendo de la experiencia y la observación en los conceptos del trámite legislativo 
establecidos en la Ley 5ª de 1992, se llega a la comprobación, por medio de las entrevistas a 
quienes intervienen en dicho procedimiento. 
Bajo la utilización del método hipotético deductivo se propone una hipótesis basada 
en la experiencia, en el estudio del procedimiento legislativo determinado en el Reglamento 
del Congreso y en los principios constitucionales que enmarcan el mismo. Así pues, con el 
estudio particular de los vacíos evidenciados en las leyes aprobadas se podrá deducir 
experimentalmente con las entrevistas realizadas, si la hipótesis planteada es válida. 
Por lo anterior, la presente investigación contiene cuatro anexos así: los anexos 1 y 2 
referentes a los flujogramas que evidencian el trámite para la expedición de una ley y de un 
acto legislativo, respectivamente, pues partiendo del estudio de la Ley 5ª de 1992 se realizó el 
paso a paso de dichos tramites, para un mejor entendimiento y claridad del tema estudiado; el 
anexo 3 corresponde a la transcripción de las entrevistas realizadas a los diferentes 
funcionarios del Congreso, en su mayoría Secretarios y Subsecretarios de Comisiones 
Constitucionales o Legales, los cuales vislumbraron dudas y vacíos del trámite que surgieron 
con el estudio hecho al Reglamento por parte de los investigadores, para así tener la 
herramienta de comprobación a la hipótesis planteada, en la práctica; y finalmente, el anexo 4 
correspondiente al articulado del Proyecto de Ley 224 de 2018 con las propuestas de 
modificación a la Ley 5ª de 1992, que nace como producto del estudio a los vacíos y 
deficiencias normativas de ésta, armonizado con las propuestas e intervenciones de las 
personas entrevistadas. Este último anexo es el medio para ver materializada la investigación, 
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pues como investigadores el objetivo es que el trabajo realizado sirva de base para 
transformar de manera positiva, la realidad del objeto estudiado.  
Investigación según el enfoque  
Esta investigación socio-jurídica se adelanta con un enfoque cualitativo bajo un 
diseño narrativo, por medio del cual se recolecta la información, las experiencias y los 
diferentes puntos de vista de quienes participan en el trámite legislativo para captar la 
realidad de los vacíos evidenciados por aquellos, con el fin de describirlos y analizarlos. Por 
tanto, se utiliza un enfoque jurídico pues su objeto de conocimiento es la norma jurídica (Ley 
5ª de 1992, la jurisprudencia y la doctrina) relacionada con vicios, vacíos o lagunas de una 
norma y del trámite legislativo.  
Igualmente, las investigaciones socio-jurídicas requieren que las investigaciones de 
los abogados conozcan los procedimientos y las funciones desempeñadas por las instituciones 
jurídicas, y la coherencia de esto frente a la Constitución Política y sus principios. Este tipo 
de investigación busca poner en práctica lo investigado y así contribuir de forma significativa 
a la sociedad (Torregrosa y Torregrosa, 2012), pues se busca evaluar el comportamiento 
tomado por los intervinientes para superar las falencias en el procedimiento legislativo, a la 
luz de la Constitución Política, el Reglamento del Congreso y de los pronunciamientos de la 
Corte Constitucional y analizar las diferentes opiniones frente a las decisiones que éstos 
toman con el fin de entenderlas.  
Con este enfoque de investigación se espera hallar las omisiones del legislador en la 
norma objeto de estudio y encontrar en los pronunciamientos de la Corte Constitucional los 
vicios en que se ha incurrido, como consecuencia de la interpretación de la norma cuando no 
existe reglamentación aplicable. De igual forma y teniendo en cuenta que ha sido un tema 
poco estudiado y que genera diferentes interpretaciones, se requiere un tipo de investigación 
exploratoria que presente una visión general aproximada a la realidad en la cual se desarrolla 
el procedimiento legislativo en Colombia. Lo anterior por cuanto el tema de estudio elegido 
ha sido poco abordado y estudiado. 
Técnicas a utilizar  
La técnica de investigación es la práctica o de campo que permita un conocimiento 
directo del objeto de estudio y del problema de investigación. Esta consiste en enfocar el 
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estudio en donde se presenta la problemática de manera natural, que para el caso son: las 
comisiones constitucionales de ambas cámaras, las plenarias y las dependencias que tienen 
que ver con el trámite al interior del Congreso de la República de Colombia. 
En la presente investigación se implementa la técnica de entrevista a los distintos 
funcionarios del Congreso que participan directamente o que tengan conocimiento sobre el 
trámite legislativo para la expedición de una ley o acto legislativo, es decir, de los principales 
intervinientes en el trámite y de quienes tienen mayor experiencia por los años que llevan 
desempeñando sus funciones en el Congreso de la República. 
Las entrevistas realizadas buscan evidenciar los vacíos que se presentan en el trámite 
legislativo y las consecuencias jurídicas que éstos han generado, teniendo como base la 
experticia y experiencia de las personas que participan activamente en dicho procedimiento. 
Instrumentos  
Dado que la técnica es la entrevista, el propósito de ésta es recolectar la suficiente 
información respecto de las deficiencias normativas que surgen en el proceso llevado a cabo 
para la expedición de una ley o un acto legislativo y sus consecuencias. 
Se requiere que el instrumento de medición (entrevista) sea confiable y objetivo, es 
decir, que la información obtenida sea consistente y coherente, para lo cual se hará una 
preparación anticipada de un cuestionario con preguntas abiertas que permita conseguir el 
conocimiento requerido para la investigación, con el fin de que posteriormente se analicen los 
datos recolectados sin olvidar el contexto en el que se desarrolla la entrevista.  
 
  




Esta investigación está basada en la teoría de las lagunas del Derecho, entendiéndose 
el término “laguna” como un espacio o vacío, es decir, un estado imperfecto de la norma, y 
que para el caso de estudio es el Reglamento del Congreso. Las lagunas dejan ver una 
deficiencia en el ordenamiento jurídico que afecta la solución jurídica de determinado 
problema y para subsanarlas es necesario tomar acciones que permitan llenar esos vacíos.   
Cuando se evidencia un vacío en una norma, es porque el intérprete de ésta identifica 
que en una materia determinada no existe regulación o porque la norma está inconclusa, por 
tal razón y teniendo en cuenta que la Constitución le confío al legislador la función de crear 
las leyes, solamente a él le corresponde subsanar dichos vacíos que en ellas surjan. 
De acuerdo con Melin (2009) el proceso a seguir después de evidenciar una laguna, 
consiste en denunciar la inseguridad jurídica que nace por el vacío jurídico encontrado, pues 
las lagunas son fallas en la coherencia del ordenamiento jurídico y por ello ponen en peligro 
dicha seguridad. Así mismo, se deben evidenciar los riesgos producto de la inseguridad 
jurídica buscando subsanarlos, lo que consiste en que cada vez que se evidencie una laguna, 
se crea derecho al dar solución a ésta. Una de estas soluciones es la interpretación de los 
jueces o de la Corte Constitucional cuando estudia la constitucionalidad de las normas, no 
obstante, el autor concluye, que idealizar un ordenamiento jurídico sin lagunas llevaría a 
tener una excesiva rigidez en el Derecho. 
Esta investigación ha tenido en cuenta para su desarrollo, la teoría de la división de 
poderes, recordando que los autores Locke, Montesquieu y Hume abarcaron el tema en los 
siglos XVII y XVIII, señalando que cada uno de los poderes realiza sus propias funciones, 
pues no es de recibo permitir que en una sola persona se centren todos, y así, con cada uno 
llevando a cabo distintas funciones, se crea un límite entre ellos que permite tener un 
contrapeso entre sí, lo cual no permite que se presente abuso del poder: el poder frena al 
poder impidiendo el gobierno despótico y buscando una armonía de poderes. 
Para Montesquieu, si los distintos poderes se reúnen en una sola persona, se produce 
el gobierno despótico, entonces, para que haya armonía y equilibrio, los tres poderes, 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, no deben centralizarse en la misma persona. Los poderes 
intermedios son los que permiten la mesura e impiden los excesos del poder, tanto del 
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dirigente como también del poder del pueblo. De otra parte, esos poderes intermedios se 
equilibran entre sí, y esto es lo que se llama la teoría de pesos y contrapesos. 
Hoy se considera que el Congreso debe tener una organización especial que según 
Hernández (2001) tenga suficiencia frente a los poderes Ejecutivo y Judicial, con el fin de 
que haya mayor eficiencia en la actividad legislativa, para mejorar la calidad de las leyes, 
para resolver acertadamente los problemas de la nación, para lograr restablecer el prestigio 
del Congreso y para que éste pueda ejercer un mejor control político sobre la Administración 
Pública. 
Sin embargo, que el control realizado por la Corte Constitucional sobre las omisiones 
del legislador tenga dificultades, no significa que no se busque la posibilidad de que dichos 
silencios no estén en contravía de la Constitución. Por lo tanto, no es un rechazo en sí, sino 
que se pretende buscar la forma de subsanarlos. 
La Corte Constitucional no ha realizado un control de las omisiones absolutas del 
legislador y únicamente lo ha permitido en los casos en que se configura una omisión relativa 
y esto, observando una serie de requisitos.  En la práctica se están corrigiendo los efectos que 
producen de las omisiones absolutas por la aplicación directa de los derechos afectados por la 
omisión del legislador.  
  




Es importante desarrollar los conceptos relacionados con el tema de esta 
investigación, y para ello es necesario precisar que el trámite legislativo constituye los pasos 
ordenados que deben seguirse para la expedición de una ley o acto legislativo por la Rama 
Legislativa, que está conformada por el Senado de la República y la Cámara de 
Representantes y que se definen en el Reglamento del Congreso, Ley 5ª de 1992 y la Ley 3ª 
de 1992. De igual forma, se conoce como “las diferentes etapas formales a cargo de distintas 
instancias del Estado, cuyo resultado o producto final en una ley” (Sepúlveda, 2014). 
En relación con lo anterior, un vicio de procedimiento es el incumplimiento de alguno 
de los pasos establecidos en la Ley 5ª de 1992, para la expedición de una ley o acto 
legislativo.  Un ejemplo de lo anterior es que se debata y apruebe un proyecto de reforma 
constitucional por la comisión competente, mientras a la misma hora se encuentra citada y 
pendiente de iniciar sus labores la plenaria de la misma corporación, tema que se abordara 
más adelante en esta investigación.  
Ahora, los actos legislativos son el instrumento por medio del cual se reforma la 
Constitución Política por parte del Congreso de la República, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 375 de la Constitución Política, dicho acto puede modificar, adicionar o derogar 
textos constitucionales. Para su expedición, la Constitución y el Reglamento del Congreso 
determinan el procedimiento que se debe seguir. 
De otra parte, las leyes están clasificadas en varias clases, por ejemplo, las leyes 
estatutarias fueron establecidas para la protección de los derechos fundamentales de las 
personas, y para ello el artículo 152 de la Constitución Política expone los temas que deben 
ser tramitados bajo este tipo de ley, dentro de los cuales están los derechos y deberes 
fundamentales de las personas y los mecanismos para su protección, las normas relativas a la 
“administración de justicia, la organización y régimen de los partidos y movimientos 
políticos, el estatuto de la oposición y funciones electorales, las instituciones y mecanismos 
de participación ciudadana, los estados de excepción”, las materias consagradas en los 
artículos 116 y 221 de la Constitución, de conformidad con el Acto Legislativo 2 de 2012, las 
garantías de autonomía e imparcialidad de la Justicia Penal Militar, entre otros.  
Las leyes marco son las que regulan los temas económicos de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 150 numeral 19 de la Constitución Política de Colombia, como lo 
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referente a “comercio exterior y régimen de cambio internacional, crédito público, actividad 
financiera, bursátil y aseguradora, régimen salarial y de prestaciones sociales de los 
servidores públicos”, y la igualdad electoral entre los candidatos a la Presidencia de la 
República que reúnan los requisitos que determine la ley.  
Las leyes ordinarias son las expedidas por el Congreso en virtud de las funciones 
ordinarias y de acuerdo con la facultad establecida en la Constitución. Las orgánicas por su 
parte, son un mandamiento al Congreso para regular su función legislativa, donde se le 
exponen límites y condicionamientos. Son leyes orgánicas según el artículo 151 
constitucional “el Reglamento del Congreso y de cada una de las cámaras, las normas sobre 
preparación, aprobación y ejecución del presupuesto de rentas y ley de apropiaciones y del 
plan general de desarrollo, y las normas relativas a la asignación de competencias normativas 
a las entidades territoriales”. 
Otro concepto que debe ser entendido es el de control de constitucionalidad, el cual es 
de mayor importancia tratándose de reformas constitucionales, ya que las mismas deben ser 
tramitadas con la mayor observancia por las normas de procedimiento por cuanto se trata de 
modificar la norma de normas, es decir, la Constitución, que es el instrumento por el cual se 
rige una sociedad, que cuenta con supremacía y rigidez, por lo cual su reforma exige 
procedimientos especiales (Const. C-740/2013, N. Pinilla). 
Finalmente, es necesario referirse al concepto central de la investigación, las 
deficiencias normativas de la ley, que son las lagunas, vacíos o la ausencia de normatividad 
respecto de una materia específica. Se presentan cuando un determinado caso no se encuentra 
regulado en los géneros normativos legales del sistema jurídico cuando deberían estar 
previstos por las normas del derecho positivo.  
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 Marco jurídico 
La Constitución Política de Colombia regula de forma expresa la conformación y las 
competencias de la Rama Legislativa desde su artículo 132 hasta el 149, haciendo referencia 
también a las reglas para la reunión de los congresistas y el funcionamiento del Congreso. 
Desde el artículo 150 se aborda lo correspondiente a las leyes, al trámite legislativo para su 
expedición, su clasificación, las funciones que cumple el Congreso al expedirlas y quienes 
cuentan con iniciativa legislativa, por mencionar algunos temas. Finalmente, del artículo 171 
al 187 la Constitución define los requisitos para ser Senador de la República o Representante 
a la Cámara, las prohibiciones e incompatibilidades de dichos servidores, las atribuciones 
específicas de cada cámara, entre otros aspectos.  
La regulación legal está contenida en la Ley 5ª del 17 de junio de 1992, por medio de 
la cual se establece el Reglamento del Congreso y Ley 3ª del 24 de marzo de 1992 sobre las 
Comisiones del Congreso, pues en ambas se define y regula la conformación del órgano 
legislativo, su funcionamiento, sus prohibiciones, el trámite legislativo de expedición de 
leyes y actos legislativos, y demás temas relacionados con el objeto de investigación que aquí 
ocupa. 
En cuanto a la jurisprudencia, si bien en la presente investigación se abordarán 
múltiples pronunciamientos de la Corte Constitucional, en este marco se citará una de las más 
recientes, que aborda el tema de la división de poderes, como teoría que enmarca el trabajo 
investigativo llevado a cabo.  
En este pronunciamiento la Corte realiza el examen de inconstitucionalidad para 
determinar si el artículo 23 de la Ley 1740 de 2014, que impone al Gobierno Nacional la 
obligación de presentar un proyecto de ley dirigido a crear la Superintendencia de Educación, 
vulnera el artículo 154 de la Constitución Política, al modificar las competencias 
constitucionales que existen en cuanto a la iniciativa legislativa, y además, yendo en 
contravía del principio de separación o división del poder público previsto en el artículo 113 
de la Constitución.    
La finalidad principal de la separación de poderes del Estado en distintas ramas es 
garantizar la libertad de las personas, interviniendo en el ejercicio de éstas y permitiendo el 
desarrollo más efectivo de las distintas finalidades constitucionales del aparato estatal. En 
este sentido la división de poderes permite tener bajo control el alcance del poder con el que 
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cuenta cada rama, poniendo límites para evitar actuaciones indiscriminadas e inadecuadas 
sobre los particulares, para así lograr de una amplia libertad; y, además, le proporciona un 
manejo técnico a cada una de las funciones de cada rama del poder público para que sean 
cumplidas a plenitud con el propósito de satisfacer los fines que se le imponen a cada una de 
ellas. 
La división de poderes permite que la administración sea especializada en cada rama y 
de igual forma impide la formación de poderes absolutos, pues con ello se verían afectados 
los derechos y libertades de los asociados. Lo anterior reconoce la utilización de ciertos 
mecanismos para controlar la actuación entre los mismos órganos del poder público, para que 
así ejerzan cada uno sus funciones de manera coordinada y para finalmente cumplir 
satisfactoriamente los fines del Estado.  
Es así como la Corte Constitucional en la presente sentencia resolvió declarar 
inexequible el artículo mencionado con fundamento en que éste desconocía la autonomía y la 
discrecionalidad del Gobierno para presentar el proyecto de ley que buscaba modificar la 
estructura de la administración nacional, específicamente para crear la Superintendencia de 
Educación, en vista de que esa función no estaba en cabeza del Ejecutivo, sino que nacía de 
una imposición legal del Congreso de la República. 
 Lo anterior iba en contravía de la Constitución, en razón a que quien estaba 
regulando la creación de la Superintendencia de Educación no era el Ejecutivo según lo 
establece el artículo 154 superior, sino el Legislativo por medio de lo dispuesto en el 
mencionado en el artículo 23 de la Ley 1740 de 2014 (Const. C-031/2017, L. Guerrero). 
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1 Capítulo I. Naturaleza jurídica del procedimiento legislativo y su importancia en 
el Estado Social de Derecho 
Para dar comienzo a este capítulo, se ha tenido en cuenta el papel que desempeña el 
órgano legislativo, llámese Congreso o Parlamento, en un Estado Social y Democrático de 
Derecho como es Colombia, y paralelamente, el valor del control de constitucionalidad que 
ejerce en este caso, la Corte Constitucional, sobre las leyes, y las decisiones que toma en 
cuanto a si éstas son o no ajustadas a la Constitución Política. En palabras de Kelsen, el 
Tribunal Constitucional únicamente debe resolver lo que se refiera a la compatibilidad o no 
entre una ley ordinaria y la norma de normas, debiendo anular la ley si es incompatible a esta 
última.  
Para el caso colombiano, la Corte Constitucional maneja un control mixto, entre el 
modelo norteamericano de jurisdicción difusa y el europeo de jurisdicción concentrada, 
permitiendo acceder a dicho control por diferentes modelos, la acción pública de 
inconstitucionalidad, la excepción de inconstitucionalidad, el control automático de decretos 
legislativos y decretos leyes, la acción pública de nulidad y las objeciones del gobierno por 
inconstitucionalidad respecto de proyectos de ley. 
Bajo el modelo de un Estado Social y Democrático de Derecho, se garantizan los 
derechos fundamentales y libertades de todas las personas, lo cual encuentra soporte en la 
supremacía de la Constitución Política, que establece la división de poderes en Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, quienes, a su vez, están sometidos a controles sociales, políticos y 
jurídicos para así poder mantener un equilibrio entre ellos. Dentro de las funciones del 
Estado, surge la legislativa, como aquella aptitud para expedir normas jurídicas e imponer 
conductas a los asociados, función que está a cargo del poder legislativo, en principio, pues 
también el Ejecutivo la ejerce excepcionalmente en virtud del numeral 10° del artículo 150 de 
la Constitución Política. Pero la función legislativa debe controlarse. 
Respecto de los controles que se ejercen en el Estado Constitucional, el jurídico lo 
llevan a cabo los tribunales u órganos jurisdiccionales, en este caso, la Corte Constitucional 
sobre una ley o decreto ley para constatar que no vaya en contravía de la Constitución, por lo 
que  se controla la actividad legislativa como tal y no al órgano que la expide; el control 
político, ejercido por el Parlamento o Congreso, por ejemplo cuando se controla al gobierno 
por expedir un decreto-legislativo,  se está controlando al órgano; y el control social, que es 
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el ejercido por los ciudadanos sobre el poder. Los dos primeros son controles 
institucionalizados a diferencia del último. 
Frente al tema que ocupa en la presente investigación, el control constitucional tiene 
dos clases, el previo y el posterior. El primero de ellos, ejercido por las mismas asambleas 
parlamentarias bajo el entendido de que el órgano judicial solamente puede ejercer control en 
segundo plano. Y el posterior, dividido a su vez en control difuso y control concentrado. El 
control difuso, manejado para el ejercicio de la excepción de inconstitucionalidad al interior 
de un proceso o actuación administrativa con un efecto limitado. Por su parte, el control 
concentrado, es el ejercido para la constitucionalidad de las leyes y lo ejerce un solo Tribunal 
(acción pública de inconstitucionalidad).  
Sobre este primer aparte introductorio se concluye que, en el proceso de elaboración 
de una norma y con la ley como tal ya expedida, se pueden vulnerar valores constitucionales 
consagrados en la Constitución Política, desconociendo los derechos de las personas y las 
minorías, pues la representación con la que cuentan éstas, se encuentra definida en las normas 
electorales y de los partidos, no obstante, los procedimientos al interior del Congreso son un 
factor determinante para la efectiva representación de los grupos minoritarios. Así mismo, se 
dispone la forma en la cual deben participar los representantes en la toma de decisiones a lo 
largo del procedimiento legislativo (Protsyk, 2010). 
. Además, es la ley el elemento fundamental del Estado Social de Derecho, por lo que 
se hace indispensable controlar dicha función jurisdiccionalmente (Forero, 2016).  
En relación con lo anterior, la competencia del Congreso de la República se 
circunscribe a la función legislativa, establecida en la Constitución y la ley, que consiste en 
crear, reformar, derogar e interpretar la ley, por lo cual el órgano legislativo está facultado 
para expedir leyes de cualquier materia, y como fue establecido por la Corte Constitucional, 
se entiende que sí a una autoridad específica no se le ha atribuido la competencia de regular 
determinado asunto, en virtud de la cláusula general de competencia, le corresponderá al 
órgano legislativo, es decir, al Congreso regularla (Const. C-474/2003, E. Montealegre). Por 
esta cláusula existen materias que solo pueden ser reguladas por la ley, como son los decretos 
con fuerza de ley (decretos-ley, decretos legislativos y plan de desarrollo) y también existe 
reserva de ley a materias que son exclusivas del Congreso, como son el desarrollo de normas 
constitucionales, leyes estatutarias, orgánicas, marcos, códigos y leyes sobre impuestos 
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(Const. C-372/2009, N. Pinilla). Además, la Constitución establece cuándo las cámaras 
pueden reunirse en un solo cuerpo y cuándo las comisiones pueden sesionar conjuntamente. 
Según la estructura de los Congresos o Parlamentos, éstos pueden ser unicamerales, 
bicamerales o pluricamerales. Para el caso colombiano se cuenta con un régimen bicameral, 
que tiene como fin promover los intereses nacionales y regionales en las iniciativas que se 
discuten con el único objetivo de buscar el interés general teniendo en cuenta que aquellos 
están representados en dos corporaciones, Senado y Cámara, lo cual ayuda a que haya mayor 
independencia y autonomía en la discusión de los proyectos, promoviendo la teoría de pesos 
y contrapesos. De igual forma, la Corte Constitucional ha identificado los elementos 
legitimadores del bicameralismo: mecanismo de autolimitación, control reciproco, mayores 
espacios de reflexión que permiten la inclusión de factores territoriales, no significando esto 
que representan al electorado especifico que los eligió sino que representan al electorado en 
general; cada corporación actúa como revisora de las iniciativas que se discuten y aprueban 
en la otra cámara, por lo que ninguna prevalece sobre la otra, es decir, tienen el mismo poder 
y cumplen funciones similares en cuanto al trámite y aprobación de leyes, son autónomas e 
independientes para tramitar sus propios asuntos y fomentan espacios de representación de 
las entidades territoriales en instancias nacionales (Lancheros, Mantilla, Pulido, Rincón y 
Suarez, 2010). A más de contar con un Congreso bicameral, éste se renueva cada cuatro años, 
en períodos que inician el 20 de julio siguiente a la elección. 
Frente a la importancia del trámite legislativo, la Corte Constitucional ha definido que 
este procedimiento permite maximizar el valor de la democracia con el fin de alcanzar 
decisiones colectivas en ambientes de desacuerdo, por lo que este procedimiento debe velar, 
entre otras cosas, por garantizar la libertad de expresión, promover la participación y 
discusión de las propuestas, fomentar propuestas fundadas en principios y no en intereses, 
evitar favorecer iniciativas en las que las mayorías impidan el debate, permitir que las 
decisiones legislativas puedan ser modificadas cuando existen nuevos consensos. Por lo 
anterior, lo que le otorga legitimidad al trámite es el respeto a la democracia desde las 
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diferentes connotaciones como valor, principio y regla
1
. Igualmente, el procedimiento 
legislativo vela por los elementos de la democracia
2
 (Lancheros J.C., et al., 2010). 
Los Estados donde prima la democracia son poliarquías, lo que se traduce en sistemas 
donde existe multiplicidad de mandos y, concretamente, por la difusión del poder, hace que 
se alejen del sistema ideal. 
Sin embargo, está demostrado que el hecho de elegir a los mandatarios no garantiza la 
existencia de democracia en un Estado, pues el fraude electoral se presenta de muchas 
maneras, como votos sellados con posterioridad a la elección, o sin firmas de fiscales, 
electores que votan dos veces, lo cual permite que un candidato suba al poder de manera 
fraudulenta. Así entonces, la falla de la democracia no se traduce en cómo se llega al poder, 
sino en cómo se retira del mismo (Carrol, 2008). 
Ahora, cabe preguntarse si producto de las deficiencias normativas evidenciadas en la 
normas, se producen vicios en éstas, pues no hay discusión en cuanto a que, el 
incumplimiento de la Constitución en la elaboración de la ley produce la invalidez de la 
misma; sin embargo, algunos autores han buscado determinar si en el ordenamiento jurídico 
se causa inconstitucionalidad de las leyes por vicios formales en el procedimiento legislativo, 
es decir, cuando se infringen las disposiciones del reglamento, o si solo hay 
inconstitucionalidad cuando hay incumplimiento de la Constitución. Al respecto, hay 
discrepancias al determinar si existe invalidez constitucional cuando la norma que se infringe 
es el Reglamento del Congreso, por tanto, es de analizar si la Corte Constitucional considera 
la declaración de inconstitucionalidad de las leyes por haberse vulnerando la Constitución, así 
como también las leyes cuyo procedimiento se lleve a cabo infringiendo el reglamento. 
Considera Ripollés (como se citó en Biglino, 1988) que no se debe determinar un vicio 
invalidante de la norma creada si no está previsto en la Constitución tal efecto, pero la 
mayoría de los autores consideran que el Congreso está obligado a la observancia de su 
propio reglamento y sostienen que el reglamento es una norma cuyo cumplimiento está 
prescrito en la Constitución. Para el caso colombiano, el artículo 123 superior prevé que los 
                                                          
1 Entendido como el catalogo sobre el cual se deriva la finalidad y el sentido del ordenamiento jurídico. Por 
principios se entienden de los que se infieren directamente los deberes de conducta, suelen ser menos abstractos 
que los valores, y las reglas son proposiciones que le dan claridad a las prohibiciones, obligaciones y facultades. 
2 Fueron definidos en los artículos 3° y 4° de la Carta Democrática Interamericana, por la OEA, como régimen 
plural de partidos, respeto a los derechos humanos y sociales, acceso al poder y su ejercicio, elecciones 
periódicas, libres y justas, separación e independencia de poderes, transparencia, probidad, responsabilidad de la 
gestión pública, libertad de expresión, subordinación constitucional, respeto al Estado de Derecho.  
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miembros de las corporaciones públicas son servidores públicos que están al servicio del 
Estado y ejercen sus funciones de acuerdo con lo previsto en la Constitución, la ley y el 
reglamento; de otra parte, el artículo 151 establece que el Congreso expide leyes orgánicas a 
las cuales está sujeto el ejercicio de la actividad legislativa y que, por medio de ellas, se 
disponen los reglamentos del Congreso y de cada una de las cámaras. Quienes defienden esta 
tesis, argumentan que la inobservancia del reglamento prescrita por la Constitución debe 
constituir una condición de invalidez de las leyes y es por ello que se exige una mayoría 
absoluta para aprobar y modificar el reglamento. 
Aunque la doctrina española reconoce la posibilidad de que la inobservancia del 
reglamento produzca la ilegitimidad de la ley, existe cierto acuerdo al señalar que no toda 
infracción conduce a dicho efecto. Así, para algunos autores, la nulidad se produce si la 
infracción reviste cierta gravedad, como, por ejemplo, que haya truncado las garantías de las 
minorías parlamentarias (Biglino, 1988), o cuando la inobservancia altera de modo sustancial 
la voluntad de alguna de las cámaras. De igual forma Garrorena (1981) considera necesario 
que el Tribunal Constitucional cree jurisprudencia de forma que indique cuáles vicios deben 
ser invalidantes y cuáles no.  
La validez de una ley se determina desde lo material y desde lo formal respecto de la 
Constitución, por lo que cuando en la ley se presentan anomalías frente al procedimiento que 
debe seguirse para su creación, nacen los vicios, bien sean materiales o formales. Frente a 
ello, la Corte Constitucional puede optar por retirar del ordenamiento jurídico una ley o 
puede ordenar que sea subsanado el vicio como lo establecen los artículos 241 de la 
Constitución Política y 202 de la  Ley 5ª de 1992, pero al constatarse que se ha vulnerado 
algún aspecto procedimental en el trámite de expedición de una ley, también es necesario 
establecer si esa infracción es lo suficientemente relevante para concluir, que con ello se 
infringieron los fundamentos constitucionales, y de ser así, ello da lugar a declarar la 
inconstitucionalidad de la ley.  
La Corte considera que, para el cumplimiento de la función legislativa, el Congreso 
debe acatar de forma estricta la Constitución Política, y, además, su propio reglamento, que 
está establecido por medio de una ley orgánica en donde regula el ejercicio de la actividad 
legislativa, por mandato del artículo 151 de la Constitución (Const. C-370/2006, M. Cepeda, 
J. Córdoba, R. Escobar, M. Monroy, A. Tafur, C. Vargas, C. Gaviria).  
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La Corporación ha clasificado los vicios de los cuales puede adolecer una ley en 
formales y materiales, y dentro de estos últimos se encuentran los vicios de competencia. En 
palabras de Sierra, Padrón, & Castillo (2003) “Los vicios por quebrantar el procedimiento 
legislativo, materiales o formales, pueden ser por infracción a la Constitución o a la ley; 
entonces se habla de inconstitucionalidad en el primer caso e ilegalidad en el segundo” 
(p.179). Por una parte, la inconstitucionalidad surge de la contraposición de la Constitución 
con el paso a paso del proceso legislativo, y por otra, la ilegalidad surge del análisis de una 
ley frente a otra ley. Es así como los vicios formales vulneran propiamente las normas 
procedimentales, las referidas a los pasos que debe cumplir un proyecto para que se convierta 
en ley, los cuales están establecidos tanto en la Constitución Política como en el Reglamento 
del Congreso. Sin embargo, como ya se expuso líneas atrás, no todo vicio formal tiene como 
consecuencia la inexequibilidad de la ley, pues algunos de éstos no tienen la relevancia 
suficiente y se pueden subsanar. Por su parte, los vicios materiales son aquellos que vulneran 
el procedimiento y además transgreden normas sustanciales de carácter constitucional. 
Hecha la anterior introducción se ha dividido el presente capítulo en secciones según 
los temas relativos al procedimiento legislativo, en donde se evidencia que la ley puede nacer 
con vicios a la vida jurídica y que en ocasiones son subsanables o que pueden producir la 
declaratoria de inexequibilidad de la ley. Los temas expuestos a continuación van desde la 
generalidad del trámite legislativo, incluyendo una corta referencia al procedimiento especial 
para la paz, hasta las complicaciones que se generan al conformar comisiones accidentales de 
mediación, el cumplimiento de los términos legislativos, la deliberación suficiente y los 
principios que rigen el mismo trámite legislativo.  
1.1 Trámite legislativo 
La teoría de la legislación permite estudiar las prácticas legislativas dentro de un 
determinado ordenamiento político – jurídico.  El ejercicio del poder político se ve 
manifestado por medio de las leyes como una de sus principales formas de legitimación y que 
el Derecho como un fenómeno político, social, ideológico y cultural puede ser mediante 
éstas, creado, modificado o derogado por voluntad del Gobierno, el legislador o los 
funcionarios públicos. 
Una teoría de la legislación debe tener en cuenta el momento, las circunstancias y el 
tipo de relaciones sociales en las que es legítimo que el legislador intervenga para conseguir 
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los propósitos sociales que no se pueden lograr de otra manera. El resultado de un proceso 
legislativo, después de tener un análisis sociológico, es demostrar los puntos claves en que 
coincidieron las distintas fuerzas políticas que estuvieron interesadas en el trámite o la 
autoridad con la que cuenta el gobierno para imponer su voluntad frente a la regulación de las 
relaciones sociales. 
Además, el proceso de producción de una ley debe estar regulado jurídicamente, tanto 
en el ámbito procedimental como en cuanto a los posibles contenidos, es decir, deben estar 
delimitados estrictamente los distintos órganos que están facultados por la ley para ejercer la 
iniciativa legislativa; también deben delimitarse las responsabilidades en cuanto a la 
valoración de las condiciones técnico jurídicas de las disposiciones normativas y debe estar 
delimitada la competencia de los legisladores según la estructura de organización estatal. 
Respecto del carácter parcial y limitado de la legislación, para constituir una teoría se 
debe asumir que ésta satisface solo en cierta medida las necesidades y los intereses de los 
asociados, y, por ende, con cada regulación normativa siempre existirán quienes se sientan 
afectados, lesionados, indiferentes o satisfechos con la disposición. También debe partirse de 
una concepción dinámica de legislación, lo cual se enfrenta al principio de seguridad jurídica, 
pues si bien es cierto, que se debe ajustar la legislación conforme a los cambios sufridos por 
la sociedad para que pueda suplir las falencias que surjan entre las personas y ciudadanos, 
siempre existirá la necesidad de valorar otros mecanismos por medio de los cuales se pueda 
conseguir determinada carencia sin modificar la legislación vigente. Por ello, estos dos 
extremos siempre deben actuar en ponderación (Carrillo, 2009).  
Biglino (2004) considera que el proceso llevado a cabo para la elaboración de una ley 
no es simplemente el curso de actos realizados con un fin, pues a lo largo del trámite se 
destacan las tendencias prevalentes en determinado sistema jurídico. Para el caso español, la 
Constitución establece que la iniciativa legislativa es plural pues los ciudadanos pueden 
ejercerla, sin embargo, los frutos de ese tipo de iniciativa son casi nulos. 
Para el caso colombiano ocurre algo similar, en razón a que los requerimientos para 
ejercer la iniciativa legislativa por parte de los ciudadanos son de difícil cumplimiento, si se 
tiene de presente que ésta debe ser ejercida por un 5% del censo electoral, lo cual hace 
demasiado exigente cumplir con esta condición. Es por esto que la mayoría de leyes que se 
crean en el Congreso son de iniciativa congresional o gubernamental.  
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De igual forma, en lo que respecta a los vicios formales por no observar los términos 
establecidos para la iniciación de los debates, la Corte es clara en afirmar que para todos los 
casos se debe entender que los días estipulados en el artículo 160 de la Constitución son 
calendario, comunes y deben contarse y correrse sin tener en cuenta que el Congreso este 
sesionando o no, y no deben tenerse en cuenta los días en que se surtan los debates (Castillo y 
Padrón, 2002). 
Por otra parte, el procedimiento legislativo que se ha implementado en el sistema 
español, es protagonizado por grupos parlamentarios, y, por ende, son pocos los derechos que 
se les reconocen a los representantes aislados. A su vez, son escasos los partidos políticos 
reconocidos a nivel nacional, pues con el sistema electoral dispuesto por el legislador, solo 
los partidos con una amplia organización tienen representación en el Parlamento. 
Pasando al control que ejerce el Tribunal Constitucional sobre la actuación de las 
cámaras, al igual que ocurre en el sistema colombiano, el Tribunal reconoce que los vicios en 
el procedimiento pueden generar la inconstitucionalidad de las leyes, bien sea por infringir lo 
dispuesto en la Constitución o por vulnerar lo establecido en el reglamento parlamentario. No 
obstante, el órgano judicial no ha declarado la inconstitucionalidad de alguna ley por esta 
razón, lo cual no significa que esté desinteresado por lo que ocurre en el trámite legislativo, 
sino que, en ocasiones, dependiendo de la naturaleza de los vicios, la ley puede sanearse de 
formas distintas, inclusive a lo largo del procedimiento. Las herramientas del Tribunal para 
no declarar la inconstitucionalidad de las leyes son la interpretación conforme a la 
Constitución, la inconstitucionalidad sin nulidad o la nulidad diferida (Biglino, 2004). 
Biglino (1988) plantea que, en cuanto a los vicios en las leyes, hay cuatro puntos de 
interés en España, uno en la doctrina, otro en la jurisprudencia del tribunal Constitucional y 
dos últimos que son el carácter instrumental del reglamento y el principio democrático. Del 
primer punto, la doctrina ha buscado determinar si se da inconstitucionalidad, no solo por 
vicios sustanciales sino por vicios formales entre los que se encuentra incluido el 
procedimiento legislativo, pero la pregunta que se plantea la autora es ¿cuál es la norma que 
provoca la ilegitimidad de la ley?, si es la infracción del reglamento o solo el incumplimiento 
de lo dispuesto en la Constitución, sin discusión la doctrina admite que el incumplimiento 
constitucional produce la invalidez de la ley, el problema y la divergencia está cuando se 
plantea la invalidez de la ley por la infracción del reglamento.  
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Del segundo punto, la jurisprudencia, el Tribunal Constitucional español diferencia 
los actos parlamentarios generales de los singulares; los externos de los internos, por cuanto 
los singulares como los externos son recurribles por vía de amparo, mientras que los internos 
los considera como parte de la independencia del Parlamento. Sin embargo, algunas 
sentencias reconocen competencia para revisar los actos de las cámaras, garantizando 
acatamiento a la Constitución, no obstante, el Tribunal Constitucional español no incluye en 
su control constitucional ciertos actos internos de la cámara por respeto a la autonomía 
parlamentaria, por lo que no existe un control jurisdiccional pleno.  
Aun así, afirma el Tribunal que cualquier acto del Parlamento que tenga relevancia 
jurídica externa está sujeto a las normas del procedimiento legislativo que establece la 
Constitución española como también al conjunto de normas materiales que dicha constitución 
contiene por lo que la inobservancia del procedimiento legislativo contenido en la 
Constitución, puede producir invalidación de la ley. 
El tercer punto al que hace referencia la autora es al reglamento parlamentario, 
considera que en principio es una norma de obligatorio cumplimiento para la Cámara y que 
su inobservancia puede producir la inconstitucionalidad de la ley por cuanto es una norma 
integradora de la propia Constitución Española y dado que es una norma “sobre las normas” 
ocupa un lugar privilegiado sobre las normas producidas dado que determina como producir 
las otras, lo que el autor italiano Pizzorusso (1977) denomina doble jerarquía del 
ordenamiento jurídico. Por una parte, existe la jerarquía: Constitución, ley, reglamento; y de 
otro lado una jerarquía basada en el carácter instrumental que tienen unas normas respecto a 
las otras, por cuanto, unas pueden determinar la vigencia, la entrada en ejecución, la 
terminación de su eficacia, su validez y su alcance. Para el autor esta supremacía del 
reglamento no se da por el contenido de la norma, sino por la relación de instrumentalidad 
entre las normas sobre la producción y las normas de producción, por lo que concluye que el 
legislador debe respetar el reglamento. 
Para la autora el cuarto punto consiste en que hay una conexión entre el 
procedimiento legislativo y el principio democrático. Es así como cada una de las leyes son 
una expresión de la mayoría parlamentaria, pero éstas son adoptadas a través de debates con 
la oposición y las minorías garantizadas en el procedimiento, por lo que el principio 
democrático responde a la independencia entre los titulares de la soberanía española: de un 
lado el Parlamento y de otro lado el Monarca. Por tanto, la norma que regula el 
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procedimiento legislativo es primordialmente instrumento del mismo. Sin embargo, en 
España no toda infracción al reglamento produce inconstitucionalidad de la ley a menos de 
que, como se ha sostenido, la infracción altere de forma sustancial la formación de voluntad 
de las cámaras, por lo que el Tribunal español diferencia las infracciones por motivo de 
forma, a las infracciones de los principios democráticos. 
Teniendo en cuenta que la implementación de los Acuerdos de Paz tiene un trámite 
legislativo especial, es menester hacer una breve referencia a este procedimiento, que, si bien 
no es objeto de estudio de esta investigación, es tema de vital importancia en la actualidad 
legislativa que atraviesa el país, como producto de la implementación del acuerdo final para 
la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera.  
Para este procedimiento expedito y excepcional, se dispuso por medio del Acto 
Legislativo 01 de 2016 que la iniciativa legislativa fuese exclusiva del Gobierno Nacional y 
que se le dé al trámite una preferencia sobre los demás procedimientos para expedir leyes, 
teniendo total prelación en el orden del día.  
Otra particularidad consiste en que el “primer debate de los proyectos de ley se 
tramitará en sesión conjunta de las comisiones constitucionales permanentes, y el segundo, en 
las plenarias de cada cámara”, para un total de tres debates. Por su parte, los “actos 
legislativos serán tramitados en una sola vuelta de cuatro debates”, a diferencia del trámite 
establecido en la Ley 5ª, que consiste en dos vueltas y un total de ocho debates.  
En cuanto a las modificaciones de los proyectos, solo podrán tenerlas siempre y cuando 
éstas se ajusten al contenido del Acuerdo Final y, además, de manera previa deben contar con 
el visto bueno del Gobierno. Así mismo, los proyectos de ley y acto legislativo que se den 
bajo este procedimiento, tendrán un control de constitucionalidad automático y único, 
posterior a su entrada en vigencia, y, respecto del control a los actos legislativos, tratara 
únicamente sobre vicios de procedimiento en su formación.  
La Corte Constitucional por medio de la sentencia C-699 de 2016, con ponencia de la 
Magistrada María Victoria Calle, declaro la exequibilidad del Acto Legislativo 01 de 2016, 
en sus artículos 1° y 2° parciales, por considerar que éste no sustituye la Constitución, 
teniendo en cuenta que la enmienda hecha a la Constitución Política es transitoria, por el 
carácter excepcional del trámite legislativo establecido como “Fast-track” para facilitar la 
implementación del Acuerdo Final, posterior a su refrendación popular. Señaló la Corte que 
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“los actos legislativos especiales que se expidan en virtud del procedimiento especial de 
reforma previsto en el Acto Legislativo 1 de 2016 solo pueden proferirse dentro de un 
término de seis meses siguientes a su entrada en vigencia, prorrogable por un periodo igual. 
Por lo mismo, una vez vencido ese plazo desaparece el mecanismo especial de reforma.” 
(Const. C-699/2016, M. Calle). 
1.2 Comisiones accidentales 
 
De acuerdo con Sierra, Padrón, y Castillo (2003), respecto de las comisiones 
accidentales, señalan que la Constitución de 1991 las consagró con el fin de impedir dilatar el 
trámite legislativo, pues éstas deben resolver las diferencias que surjan en cada uno de los 
textos finales que sean aprobados por cada una de las cámaras, en razón a la facultad que 
tienen las plenarias de introducir modificaciones, adiciones y supresiones al proyecto de ley. 
En el trámite de elaboración de una ley pueden distinguirse tres etapas que son: la fase de 
iniciativa, la fase de discusión y aprobación por cada una de las cámaras y finalmente, la fase 
integradora o también llamada de la eficacia.  
En la práctica, la conformación de las comisiones accidentales ha generado acciones 
de inconstitucionalidad por vicios de forma en el trámite legislativo, pues no hay unanimidad 
en cuanto a la oportunidad y requisitos para conformarlas y la posibilidad que tienen o no 
para crear textos nuevos. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que la comisión 
accidental puede integrarse cuando la diferencia en las plenarias consista en un texto 
adicionado que no fue objeto de los cuatro debates; no obstante, ha manifestado que se exige 
que previamente sean tratados por las cámaras en sus plenarias, como es el caso de la 
sentencia que sostuvo que en las plenarias se pueden introducir artículos nuevos, esto es, que 
no hayan sido tratados en la otra cámara, siempre que guarden unidad de materia con el 
cuerpo legal (Const. C-500/2001, A. Tafur). 
Sin embargo, sobre la posibilidad que tienen las comisiones accidentales de crear 
textos nuevos, la Corte Constitucional, en un primer momento, aseveró que según el artículo 
158 de la Carta era posible hacerlo, pero más adelante mostró una postura más rigurosa 
afirmando que solo podían incluirse temas que hubieran sido tratados por la otra cámara, y 
por último, expuso que podían incluirse temas nuevos siempre y cuando entre ellos existiera 
unidad de materia con el resto del proyecto (Sierra, et al., 2003, p.177).  
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Es así como existen tres diferentes conflictos frente al tema de las comisiones 
accidentales, en primer lugar, a la Corte Constitucional han llegado demandas de 
constitucionalidad donde se argumentan vicios formales por haber conformado dicha 
comisión sin que en realidad existiera una discrepancia entre los textos aprobados por cada 
una de las cámaras. En segundo lugar, lo referente a la oportunidad y los requisitos para crear 
estas comisiones; y, por último, genera controversia la obligación que tienen éstas de crear un 
texto definitivo que deben votar las plenarias de cada cámara, pues la función de esta 
comisión es superar las diferencias que surgen durante el trámite del proyecto de ley. Todo lo 
anterior, sin dejar de lado el hecho de que no hay unanimidad frente a si la comisión 
accidental puede crear textos nuevos o no. 
La Corte Constitucional, bastante se ha pronunciado frente a los inconvenientes 
descritos, respecto del primero, debe entenderse que las discrepancias y la consiguiente 
creación de una comisión accidental solamente surgen luego de que el texto del proyecto de 
ley sea aprobado por cada una de las plenarias de las cámaras. Frente a lo segundo, el 
Tribunal ha señalado que uno de los límites para que la comisión accidental tenga 
competencia, se refiere al respeto que cada cámara tenga en relación con el principio de 
identidad flexible, lo que significa que entre los textos aprobados en Cámara y Senado debe 
existir unidad temática para que así sea válido crear la comisión accidental. Sobre el texto 
definitivo que puede o no crear la comisión accidental, la Corporación ha dicho que es 
necesario hacerlo para que posterior a ello cada cámara someta a votación dicho texto. 
1.3 No adoptar la ley con el tipo adecuado  
Otro vicio que ha surgido en el trámite legislativo es el referente a cuando no se 
adopta la ley con el tipo adecuado, pues el constituyente del 91 y la Ley 5ª de 1992 
establecieron específicamente las materias que deben regularse por cada tipo de ley y el 
procedimiento para cada caso, por lo que la Corte ha sostenido que, por ejemplo, si se 
desconoce el paso a paso previsto para una ley estatutaria se incurrirá en un vicio de forma 
(declaratoria de inconstitucionalidad), y cuando se desconozca el trámite para la expedición 
de una ley orgánica el legislador incurre en un vicio material, que puede ser impugnado en 
cualquier tiempo, y así, las leyes orgánicas pueden salir del ordenamiento jurídico en 
cualquier momento, generando inseguridad jurídica. Al respecto, Sierra et al. (2003) 
consideran que no se debería establecer un vicio diferente para una ley orgánica y una ley 
estatutaria, ya que para la primera el vicio es de naturaleza material y, por el contrario, para la 
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segunda permite que se incurra en un vicio formal, y como consecuencia de ello si no se 
interpone la acción de inconstitucionalidad en el término de un año, opera la caducidad y no 
podría ser demandada la ley. 
1.4 Participación y deliberación de los proyectos  
El Congreso de la República como Rama Legislativa debe observar y no desconocer 
el principio democrático imparcial, pues este es requisito indispensable para ampliar la 
participación y deliberación de los proyectos de ley y de acto legislativo. El mencionado 
principio se ve desplegado en diferentes actuaciones como la publicidad, el respeto de las 
opiniones y las propuestas realizadas por las minorías. 
La Corte Constitucional colombiana ha venido realizando control respecto del fondo y 
la forma de las leyes, controlando la afectación de derechos fundamentales, la controversia de 
las normas orgánicas, la vulneración de la Constitución o el incumplimiento del 
procedimiento legislativo. En consecuencia y debido a que la Ley 5ª establece el paso a paso 
del procedimiento a seguir para la aprobación de una ley o un acto legislativo, existe el riesgo 
de que la ley que lo infrinja sea declarada inconstitucional, por omisiones puramente 
formales. 
No obstante, han habido cambios en la historia constitucional del país, pues en 1912 
después del establecimiento de la acción pública de inconstitucionalidad en Colombia, la 
Corte Suprema de Justicia consideró que no estaba dentro de su competencia establecer que 
una ley no era ley porque no se cumpliera con algún ritual prescrito en la Constitución para 
su formación; ya en 1968 se facultó a la Corte Suprema para decidir sobre la 
constitucionalidad de los proyectos que fuesen objetados por el Gobierno, tanto por el 
contenido constitucional como por vicios de procedimiento en la formación de la ley. 
Por su parte, es deber del legislador votar y aprobar las leyes, así como debatirlas, 
elemento de interés incluso de varias teorías disidentes y opuestas de la democracia, 
entonces, ¿se debería controlar la existencia de debate por parte de la Corte? ¿Se podría 
declarar inexequible una ley por la ausencia de debate?, al respecto, la Corte Constitucional 
ha sostenido dos tesis: la primera sustenta que no corresponde a ella verificar la suficiencia y 
calidad del debate legislativo y la segunda sugiere que las leyes deben ser declaradas 
inconstitucionales cuando se aprueban con una deliberación insuficiente; sin embargo, se 
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debe tener precaución y evitar que la Corte Constitucional termine examinando de manera 
velada el mérito y la conveniencia de las leyes (Otálora, 2013). 
Frente a la deliberación, la Corte ha argumentado que los legisladores tienen derecho 
a participar en los debates de la aprobación de las leyes, pero no tienen el deber de hacerlo, 
no obstante, también ha concluido que la ausencia de debate vicia la constitucionalidad de las 
leyes en temas como la garantía de los derechos sociales o la inobservancia del impacto fiscal 
de las normas. Otálora (2013) cuestiona la posición de la Corte ante la deliberación de las 
leyes, argumentando que se deberían declarar inconstitucionales aquellas que no han sido 
deliberadas suficientemente. 
1.5 Principio de voluntad de las mayorías, consecutividad, publicidad y derechos de 
las minorías 
Pese a lo planteado, lo importante del procedimiento son los valores que éste protege, 
Otálora (2013) los enumera así: primero, la voluntad de las mayorías que se ve protegida en 
las votaciones y en el principio de consecutividad, entendido éste como la exigencia 
constitucional de que cada iniciativa legislativa cuente con cuatro debates para convertirse en 
ley. Este valor ha sido definido por la Corte como: 
“(i) la obligación de que tanto las comisiones como las plenarias deben estudiar y 
debatir todos los temas que ante ellas hayan sido propuestos; (ii) que no se posponga para 
una etapa posterior el debate de un determinado asunto planteado en comisión o en 
plenaria; y (iii) que la totalidad del articulado propuesto para primer o segundo debate, 
al igual que las proposiciones que lo modifiquen o adicionen, deben discutirse, debatirse, 
aprobarse o improbarse al interior de la instancia legislativa en la que son sometidas a 
consideración” (Const. C-277/2011, J. Pretelt). 
En segundo lugar, el principio de consecutividad se refiere a que los proyectos de ley 
deben cumplir con cuatro debates sucesivos, tanto en comisiones como en plenarias y los 
congresistas están obligados a estudiar y debatir todos los asuntos puestos a consideración en 
las sesiones (Const. C-809/2007, M. Cepeda).  Los debates deben darse de forma continuada 
así: a) primer debate en la respectiva comisión de cada cámara, salvo las excepciones 
dispuestas en la ley y b) segundo debate en cada plenaria. 
En cada ponencia presentada se debe discutir la totalidad del articulado propuesto 
para ser aprobado o improbado ya sea por la comisión o por la plenaria, según el caso, de 
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igual manera se deben discutir las proposiciones planteadas, así como las supresiones. La 
Corte ha dicho que bajo el principio de consecutividad se entiende que tanto las comisiones 
como las plenarias de cada cámara están obligadas a estudiar y debatir todos los temas que 
les sean propuestos y en razón a ello, no les es posible posponer el debate, pues de omitirse la 
discusión en alguno de los debates, se generaría eventualmente un vicio en el trámite que va 
en contravía del principio mencionado. Ha dicho también la Corte que el debate tiene 
importancia ya que le otorga legitimidad a la organización estatal, en vista de que por medio 
del debate se materializa el principio democrático en el proceso de creación de las leyes, pues 
permite la intervención tanto de las mayorías como de las minorías políticas, y se convierte 
en el espacio propicio para la discusión y la confrontación de los diferentes pensamientos y 
opiniones en el Congreso (Const. C-801/2003, J. Córdoba).   
Un tercer principio es el de publicidad y anuncio del debate legislativo, valor que fue 
aplicado al declarar inexequible el referendo para la segunda reelección presidencial en 
sentencia C-141 de 2010, del magistrado ponente Humberto Sierra Porto.  Al respecto dijo la 
Corte: 
“El anuncio previo introducido en el Acto Legislativo 01 de 2003, con el fin de 
reforzar el principio de publicidad y, por consiguiente, brindar mayores garantías, se 
estableció el requisito de anunciar en sesión anterior los proyectos que fueran a votarse 
tanto en comisiones, como en plenaria de las cámaras legislativas. La intención de la 
disposición fue evitar votaciones inesperadas que, fruto de la facultad de modificación del 
orden del día, tomaran por sorpresa a las fuerzas políticas con representación en las 
cámaras, al Gobierno y a la sociedad.” (Const. C-141/2010, H. Sierra). 
El cuarto valor es la protección de los derechos de las minorías parlamentarias, que se 
ven resguardadas con la garantía del debate, el cual debe ser respetado por las mayorías, 
observando que se cumplan los requisitos para la deliberación. La declaración de “suficiente 
ilustración” respeta la voluntad de las mayorías de racionalizar el tiempo de discusión y de 
tomar una decisión en caso de que se cierre el mismo, pero si se forzara la terminación del 
debate o se evitara debatir algún tema, se vulneraría el derecho de las minorías. La Corte ha 
señalado frente a este valor que mediante él se hace efectivo el principio democrático: 
“En los regímenes democráticos, el mecanismo mediante el cual se llega a la 
formación y determinación de la voluntad del legislador en cada fórmula legal concreta, 
debe estar abierto a la confrontación de las diferentes corrientes de pensamiento que 
Consecuencias jurídicas de las deficiencias normativas en el Reglamento del Congreso de Colombia. Página 37 
 
  
encuentran su espacio en las corporaciones que ostentan esa representación popular… lo 
cual permite, de un lado, que las propuestas  sean estudiadas y debatidas con la 
especialidad y puntualidad que ello amerita, y de otro, que todo el universo de las 
opiniones representadas en el Congreso, tenga la oportunidad real de incidir en la 
adopción final de ley.” (Const. C-760/2001, M. Cepeda, M. Monroy). 
En un Estado democrático se evidencia como rasgo característico el principio de la 
mayoría, sin embargo, en las decisiones que se tomen al interior del Órgano Legislativo se 
debe contar con quienes representan las minorías parlamentarias, como expresión de 
diversidad, de libertad y de pluralismo.  
Al momento de conocer los resultados electorales en un Estado fundado sobre el 
respeto a la democracia, es posible conocer a las mayorías y minorías, ya que dicha diferencia 
en virtud del derecho al sufragio, hace que éstas tengan un distinto alcance de representación. 
Por tal razón, a más de que las elecciones contribuyan a la designación de los dirigentes de 
Estado, permiten evidenciar la posición de los electores sobre las variadas opiniones 
políticas.  
Los derechos de las minorías políticas se deben ver reflejados al interior del 
Congreso, tanto en la toma de decisiones como en los debates de control político, 
participando en cualquier tipo de discusión que se lleve a cabo entre las cámaras legislativas 
(Requejo, s.f).  
Finalmente, otro valor que se ha pretendido proteger es la deliberación suficiente, así 
lo señaló el magistrado Rodrigo Uprimmy Yepes en su aclaración de voto en la sentencia C-
816 de 2004, estableciendo que se puede declarar inexequible una norma o parte de ella por 
elusión del debate, dado que la deliberación es un elemento importante para la legitimidad de 
las decisiones legislativas, valor que se vio también reflejado en la sentencia C-040 de 2010, 
sobre el Acto Legislativo 01 de 2009, donde la Corte indicó que los asuntos que hacen parte 
del ordenamiento jurídico positivo, deben estar precedidos de una deliberación suficiente.  
“La importancia nodal del debate de esos asuntos radica fundamentalmente en el 
hecho de que, por su intermedio, se permite madurar la decisión definitiva que en torno a 
un proyecto de ley o acto legislativo se va a tomar en el seno de la respectiva célula 
legislativa.” (Const. C-040/2010, L. Vargas). 
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La deliberación es uno de los valores protegidos por el control procedimental de las 
leyes, que permite conocer lo que se está votando, mejorar las decisiones aprobadas, 
reconocer que la oposición ejerza su derecho a ser oída, tener presente cómo van a afectar las 
decisiones aprobadas (deber de cuidado) y defender y justificar la postura de los legisladores. 
A más de lo anterior, Waldron (como se citó en Otálora, 2013) considera que la deliberación 
no busca resolver los desacuerdos ni llegar a un consenso, sino llegar a una solución que 
satisfaga de manera parcial las diferentes visiones a través del voto mayoritario.  
En conclusión, en cuanto a la deliberación la Corte Constitucional considera que ésta 
es facultativa de los congresistas, por cuanto ni la Constitución, ni el Reglamento del 
Congreso obliga a participar o debatir en el trámite de aprobación de una ley o acto 
legislativo, por lo que el control constitucional se centra en que se reconozcan las garantías 
necesarias para que se dé la deliberación. La deliberación tiene dos puntos de vista: el 
primero constituye la democracia representativa que, si bien tiene críticas, cuenta con 
virtudes como el hecho de permitir una mayor representación de las minorías en los trámites 
legislativos y brinda la posibilidad de tener elecciones periódicas, y donde las leyes son 
legítimas por ser aprobadas por mayoría. El segundo se refiere al modelo de democracia 
deliberativa, que debe ser complementario al del Congreso colombiano, donde se debatan y 
no simplemente se voten los proyectos de ley y acto legislativo, y donde se vea una verdadera 
deliberación al interior del Congreso para la protección del principio democrático.  
En el caso colombiano se maneja una democracia representativa, por ello, cada cuatro 
años los ciudadanos por medio de su derecho al voto, eligen a quienes serán sus 
representantes para las decisiones tomadas en el Congreso, sin embargo, este tipo de 
democracia tiene algunas falencias que menciona Durango (2012), quien señala que el 
ciudadano se limita a ser un sujeto pasivo que solo ejerce su derecho al voto el día destinado 
para tal evento, además la crisis de los partidos políticos, el elitismo existente en ellos, los 
favores al interior de los grupos políticos, generan a su vez tráfico de influencias, entre otras 
falencias que se evidencian en esta figura. 
La democracia participativa de la cual habla la Corte se ha fortalecido gracias a los 
designios de la Asamblea Nacional Constituyente, y la Constitución define esta figura de la 
democracia desde un plano político, administrativo, comunitario, económico y social, entre 
otros. Señala la Corte que en las sociedades contemporáneas se ha dado un giro hacia una 
organización política donde la democracia representativa es complementada con mecanismos 
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propios de la democracia directa para así llegar a establecer un modelo de una verdadera 
democracia participativa. Es equivocado pensar que la democracia representativa es opuesta a 
la participativa, o que se excluyen entre sí, pues lo que en realidad sucede es que se 
complementan. (Const. C-180/1994, H. Vergara) 
En Colombia la participación ciudadana está regulada constitucionalmente en el 
artículo 152 de la Carta, donde se delega la responsabilidad al Congreso de la República 
haciendo uso de las leyes estatutarias, pues este tipo de ley es el que está establecido para las 
materias claves del Estado y la sociedad, lo cual permite asegurar el valor y la importancia 
que el constituyente quiso darle a los mecanismos de participación ciudadana.  
Para el autor Paolo Biscaretti Di Ruffia al tratar la iniciativa popular considera que es 
el traspaso de la potestad de la revisión constitucional o de formación de la ley, a parte del 
electorado. A su vez, esta puede ser simple cuando es una moción con el fin de que se 
apruebe determinada ley en el órgano legislativo; o puede ser formulada cuando el proyecto 
de ley sea elaborado en su totalidad por las personas que lo presenten.  
En el sistema colombiano la normatividad establece la iniciativa formulada, pues los 
ciudadanos deben redactar el proyecto de ley junto con su respectiva exposición de motivos. 
Luego de presentar la iniciativa se debe debatir el proyecto sin que esto implique 
necesariamente su aprobación ya que, de igual manera, puede ser negado en su totalidad 
(Echeverri, 2010). 
Por otro lado, no se presenta una verdadera interacción entre los congresistas y los 
ciudadanos que los escogen, por ende, los problemas que los aquejan no siempre son 
abarcados por el legislativo y, además, en ocasiones los proyectos de ley o acto legislativo 
carecen de estudios técnicos de constitucionalidad, por lo que son abatidos por vicios de esta 
índole. 
En España las audiencias públicas son una figura que busca fortalecer la percepción 
de la legitimidad del Parlamento, concebida como participación directa. En los Estados donde 
se permite la participación social en el procedimiento legislativo, se realiza por medio de 
audiencias en las comisiones legislativas con representantes de los grupos sociales que se ven 
afectados por los proyectos de ley. Lo anterior se lleva a cabo según lo prevé el reglamento 
parlamentario.  
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En Estados Unidos y en el Reino Unido a las audiencias asisten los lobbies, quienes, 
de forma profesional y preparada, defienden a los grupos que los financian. Esta participación 
también existe en Alemania, aunque con menos intensidad. Las audiencias presentan una 
dificultad, y es la desigualdad en la defensa de los diferentes grupos sociales, sin embargo, se 
han previsto mecanismos para contrarrestar dicha desigualdad, que consiste en que las 
organizaciones deben inscribirse en un registro llevado por cada una de las cámaras y así 
mismo, los lobbies deben llevar una contabilidad y un registro de las contribuciones que 
perciban, información que deberá ser publicada en el Congressional Record. 
La forma en que son practicadas las audiencias públicas varía según la normatividad 
de cada país. En Alemania lo que se evidencia son presentaciones de cinco o diez minutos, 
seguidas de preguntas realizadas por los miembros de la comisión. La finalidad de éstas, 
principalmente es obtener información sobre la materia que es objeto de debate y conocer la 
posición de los grupos sociales que se ven afectados por el proyecto de ley. Pese a lo anterior, 
en la práctica se observa que en algunos países el resultado de las audiencias tiene una 
influencia importante en la determinación del contenido de la ley. 
Así las cosas, la injerencia de representantes de grupos sociales en el procedimiento 
legislativo es una herramienta de gran utilidad para la recolección de información, para 
contar con una mayor transparencia y control democrático en el procedimiento de 
elaboración de las leyes y reforzar la percepción social de la representatividad del Parlamento 
y acercar esta institución a los ciudadanos (Carrasco, 2014).  
1.6 Principio de confianza legitima 
Otro tema de importancia en el trámite legislativo, es garantizar el equilibrio entre los 
particulares y las autoridades públicas, para lo cual el artículo 83 de la Constitución Política 
fijó los pilares que deben regir las relaciones que surjan, entre otras, la del poder legislativo y 
los particulares. Por lo anterior, si estas relaciones van en contravía de lo regulado, la parte 
que se vea afectada podrá buscar su protección invocando la norma constitucional de 
confianza legítima, para lo cual es importante establecer la forma en la que dicho principio 
genera estabilidad jurídica, en qué situaciones específicas el legislador transgrede la 
confianza de los ciudadanos, y cuáles son las medidas de protección del principio que se 
pueden poner en práctica cuando ocurra un evento de vulneración al mismo (Cubillos y 
Arocha, 2013). 
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Respecto de la confianza legítima la Corte ha dicho que debe entenderse como “la 
expectativa cierta de que una situación jurídica o material, abordada de cierta forma en el 
pasado, no sea tratada de modo extremadamente desigual en otro periodo, salvo que exista 
una causa constitucionalmente aceptable que legitime su variación”, no obstante, ha aclarado 
que la persona no tiene un derecho adquirido sino que tiene una expectativa de que un hecho 
no será modificado imprevistamente y por tanto su situación jurídica podría ser modificada 
(Const. T-308/2011, H. Sierra).  
Para los autores Cubillos y Arocha, por el postulado de buena fe, la confianza legítima 
puede esperar que las condiciones específicas regulativas de una situación continúen igual en 
el tiempo, o que no se creen exigencias menos beneficiosas de las ya existentes, exceptuando 
los casos en donde se presenten razones válidas, desde el punto de vista constitucional, para 
ello. En dichos casos, la Corte ha establecido que el principio de buena fe permite “a las 
partes presumir la seriedad en los actos de los demás, dota de un determinado nivel de 
estabilidad al tránsito jurídico, y obliga a las autoridades a mantener un alto grado de 
coherencia en su proceder a través del tiempo” (Const. T-850/2010, H. Sierra). Lo anterior, 
porque el ciudadano confía en que una declaración se dará para un caso concreto de acuerdo 
a como ha sido usual, es decir, como normalmente se han producido en casos semejantes. 
Los particulares no tienen por qué soportar cambios ocurridos de forma intempestiva 
y sorpresiva que varíen sus situaciones ya consolidadas, y en ese orden de ideas, el Estado 
debe responsabilizarse para tomar las acciones necesarias con el fin de que los cambios que 
se realicen se hagan de manera justa, proporcional y que, en todo caso, afecten en menor 
medida a las personas y ciudadanos (Const. T-097/2011, N. Pinilla). 
“La Corte considera que el principio de confianza legítima como proyección del 
principio de buena fe, se afirma sobre tres supuestos: (i) la preservación del interés 
general; (ii) un cambio cierto, razonable y evidente en la relación entre la administración 
y los administrados; (iii) la necesidad de adoptar medidas de carácter transitorio.” 
(Const. T-745/2012, M. González). 
Recordando que se está bajo un modelo de Estado Social y Democrático de Derecho, 
y que, como tal, el interés general prevalece sobre el particular, no pueden desconocerse los 
derechos y las expectativas adquiridas de manera legítima por los particulares, amparándose 
en la aplicación de este principio. Teniendo en cuenta lo anterior, el principio de confianza 
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legítima busca equiparar los intereses que se contraponen, pues con ello se logra conservar el 
orden social (Cubillos y Arocha, 2013). 
Hay ocasiones en las que, de forma valida, bajo el principio de confianza legítima, 
pueden satisfacerse otros intereses superiores, cediendo ésta ante aquellos. Es decir, el Estado 
puede generar desigualdades razonables entre los particulares, donde, si bien no prevalecerá 
la confianza, no se creará ninguna violación jurídica de la misma (Const. T-284A/2012, M. 
Calle). Habrá defraudación del principio de confianza legítima en cuatro eventos: primero, 
cuando la norma específica ha estado vigente por un tiempo prolongado; segundo, cuando la 
norma no ha sido modificada ni reformada; tercero, cuando la norma es de carácter 
obligatorio, es decir, no es facultativo para las autoridades responsables eliminar el beneficio; 
y finalmente, cuando la norma ha generado efectos en el sentido de que las personas han 
acomodado su comportamiento a lo prescrito. (Const. C-131/2004, C. Vargas). 
En relación con lo anterior, es sabido que el Congreso representa una imagen frente a 
las personas, que en ocasiones se observa con cierta crisis; tan es así que, en los países de 
América Latina, el ejercicio del poder legítimo se observa como una forma de emplear la 
violencia, empero el Derecho presume la existencia de legitimidad, que se ve reducida a la 
imposición de decisiones vinculantes sin que se puedan manifestar reclamaciones frente a 
ellas (Luhmann, 2002). Para el caso colombiano, un ejemplo de la ausencia de legitimidad es 
la baja representación que tienen las minorías en el Congreso. No obstante, la legitimidad y la 
validez en la protección de los derechos fundamentales no se ven reflejadas en la realidad 
política y jurídica que presenta un deterioro en el Estado (Prieto, 1990). 
Ya aterrizando sobre la crisis de legitimidad que se presenta al interior del Congreso, 
Waldron (como se citó en Otálora, 2013) identifica la legitimidad democrática, cuestiona si la 
legislación es legítima teniendo en cuenta que ésta es producto de un proceso democrático, 
pero discute sobre la legitimidad del Congreso ya que su forma de organismo representativo 
se desenvuelve en un espacio de posturas contrarias y desacuerdos, en donde se muestra 
carente de facultad para poner de acuerdo todos los puntos de vista. 
En suma, la legitimidad democrática basada en el consentimiento de la población es 
una utilidad del sistema, una obra de las propias instituciones políticas y administrativas, y el 
poder se apoya en el ejercicio de la imposición de las normas, siendo ésta la clave para que 
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funcione el sistema político de determinado Estado; y permite a su vez, la circulación de la 
comunicación entre las distintas instancias del sistema (Rodríguez, 2014). 
“Este análisis se denomina positivismo crítico, pues significa, por ejemplo, que una 
norma contenida en un texto legislativo no anulado, puede ser aplicada mediante 
decisiones válidas respecto a ella, pero puede también no ser aplicada cuando el juez la 
considere inválida, porque formalmente así se ha declarado, análisis que es posible 
cuando el principio de legitimidad constitucional de las leyes no puede satisfacer la regla 
semántica, contenida en la presunción de legalidad” (Ferrajoli, 2001). 
1.7 Identidad flexible y unidad de materia legislativa 
Dentro del trámite legislativo para la elaboración de una ley o un acto legislativo 
deben tenerse en cuenta una serie de principios, los cuales debe observar el legislador. El 
principio de identidad se refiere a que entre los diferentes textos normativos que surjan frente 
a un mismo artículo exista la llamada unidad de materia, pero ello no significa que el 
proyecto de ley no pueda sufrir cambios y deba permanecer idéntico durante los cuatro 
debates (Const. C-1190/2001, A. Rentería). Tan claro es, que la Constitución permite que los 
legisladores puedan introducir modificaciones, adiciones y supresiones al proyecto de ley o 
acto legislativo, en el segundo debate, según lo establece el artículo 160 inciso 2°. 
El principio de identidad tiende a confundirse con el de unidad de materia: el primero 
de ellos se refiere a que los cambios que le sean introducidos al proyecto en plenaria tengan 
íntima relación con los temas discutidos y aprobados en primer debate, y por su parte, la 
unidad de materia busca que los artículos que conforman el proyecto sean congruentes con la 
materia general o eje central del mismo. Entonces, mientras el primero exige que las 
modificaciones o adiciones que se hagan en plenaria se encuadren a los diferentes temas que 
se aprobaron en primer debate, el segundo se enfoca en requerir que exista conexión temática 
entre todos los artículos de la ley, impidiendo que se adicionen temas ajenos al sentido de la 
misma (Const. C-1147/2003, R. Escobar). 
Ahora bien, si en este transcurrir del procedimiento legislativo no existe un acuerdo 
entre lo que se propuso inicialmente y las modificaciones que se incluyen en los debates 
subsiguientes, se debe acudir a las Comisiones Accidentales de conciliación, tema que ya ha 
sido abarcado en este capítulo, las cuales “no pueden introducir artículos nuevos que no 
hayan sido discutidos y aprobados en el seno de las plenarias, como tampoco pueden 
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introducir normas que no guarden relación directa con la temática principal del proyecto de 
ley” (Const. C-395/1996, J. Hernández). Frente a esto último también se hizo referencia, en el 
sentido de que la Corte Constitucional no ha tenido una postura unánime.  
El principio de unidad en materia legislativa tiene como propósito racionalizar y 
tecnificar el proceso legislativo, de forma que lo que se discute y aprueba este basado en un 
“eje central”, es decir, que el proyecto de ley guarde coherencia y armonía. Sin embargo, la 
jurisprudencia ha señalado que este principio no puede ser extremo de forma que prive de su 
contenido al principio democrático y por esto la unidad de materia tiene un entendimiento 
amplio, en el que se permite comprender diversos temas cuyo límite es la coherencia, de 
forma tal que los apartes o proposiciones que no muestren relación alguna de conexidad con 
la materia de la que trata la ley, deben ser inadmisibles, o declararse inexequibles si ya hacen 
parte de la ley (Const. C-568/1997, F. Morón). 
De forma reiterada la Corte ha sostenido que un proyecto de ley puede contener temas 
diversos, siempre que se presente una conexidad objetiva y razonable entre los mismos, y 
dicha conexidad puede ser de tipo temático, sistemático, o de la finalidad, por lo que se 
afirma que el principio de unidad de materia se ha vulnerado cuando hay una absoluta falta 
de conexión o de congruencia entre los diferentes contenidos que reglamenta la ley y el 
componente dominante de la misma (Const. C-706/2005, A. Tafur). 
1.8 Responsabilidad del Estado por la actividad del legislador en Colombia y apartes 
del manejo de algunos procedimientos en otros países 
Es de gran importancia para esta investigación analizar la responsabilidad que le 
acarrea al Estado la actividad del legislador, para lo cual se considera pertinente hacer 
referencia tanto al caso colombiano, como a las legislaciones de otros países para tener un 
referente que permita diferenciar los órganos legislativos y su correspondiente función 
legislativa. En Francia, por ejemplo, se tiene un primer caso ocurrido en 1934; por su parte, 
en España, se inició el estudio de este tema con la Constitución de 1978, y el primer fallo 
data del año de 1993, mientras que, en Colombia, la Constitución de 1991 dispuso en el 
artículo 90 la responsabilidad patrimonial del Estado, pero fue hasta el año 1998 que el 
Consejo de Estado comenzó a emitir fallos sobre el tema, como también la Corte 
Constitucional con la sentencia C-038 de 2006, la cual estableció las características que posee 
dicha figura jurídica. 
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La Corte, haciendo un recuento histórico consideró que en la teoría acostumbrada 
sobre la división de poderes, en las ramas ejecutiva, legislativa y judicial, quien tenía en 
principio la obligación de reparar los daños ocasionados por la actividad del Estado era 
exclusivamente el poder Ejecutivo, en razón a las lesiones patrimoniales que pudiesen ser 
causadas por la administración, sin embargo, esta postura fue variando y se empezó a 
considerar la posibilidad de que el Estado tuviese la obligación de reparar los daños 
producidos por las acciones cometidas por el poder judicial y el poder legislativo. 
Es regla general que la responsabilidad se derive de las actuaciones, hechos u 
omisiones que realiza la Administración Pública, pese a ello, las demás ramas del poder 
público pueden igualmente, mediante hechos u omisiones, generar responsabilidad del 
Estado, así en principio se haya negado por parte de la doctrina que el poder legislativo 
pudiese generar daños con su actuar, susceptibles de ser reparados, pues no era viable que los 
daños ocasionados por el legislador fuesen antijurídicos por provenir del órgano que 
representa la soberanía del Estado. 
Volviendo sobre la sentencia arriba mencionada, ésta hace referencia a las autoridades 
públicas e incluye los responsables de ejecutar funciones legislativas. Debe tenerse en cuenta 
que, así como en el caso colombiano, en otros países, la responsabilidad del Estado por el 
actuar del legislador ha sido establecida mediante la jurisprudencia, ya que el legislador es 
quien encarna la soberanía del Estado, y como tal, no ha de limitar su actuar ni ha de 
establecer la responsabilidad por causar daños a los particulares mediante la expedición de 
leyes, mucho menos, de reparar estos.   
Así las cosas, en Francia el Consejo de Estado tuvo como fundamento para declarar 
responsable al legislador de causar daños, la violación al principio de igualdad de las cargas 
públicas. Por su parte, en España el Tribunal Supremo acudió a la violación del principio de 
confianza legítima, el cual ya fue abordado anteriormente en esta investigación.  
Para el caso colombiano, con ocasión del artículo 90 constitucional que consagra la 
responsabilidad patrimonial del Estado, los funcionarios públicos pueden incurrir en 
responsabilidades por sus acciones, omisiones o extralimitación de funciones que el 
particular no esté en la obligación de soportar, incluyéndose al poder legislativo, es decir, se 
presenta la responsabilidad cuando sus actuaciones no están acordes a las reglas y parámetros 
de un Estado de Derecho. En sentencia C-587 de 1992 se afirmó que hay responsabilidad del 
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Estado Legislador cuando la ley promulgada se haya declarado inexequible porque vulnera o 
desconoce la protección de los derechos fundamentales. Por lo anterior el Consejo de Estado 




 que emanen de cualquier 
autoridad pública sin que se excluya al Congreso, para lo cual ha establecido dos requisitos: 
uno, que exista un daño antijurídico y dos, que se dé como resultado de una acción u omisión 
de una autoridad pública. En un Estado Social de Derecho, lo que se busca es resarcir o 
indemnizar el daño, cuando éste rompe el equilibrio frente a las cargas públicas, sin importar 
la intención o la licitud de la conducta. 
La Corte ha establecido que el Estado por ser el garante de los derechos 
fundamentales es doblemente responsable, razón por la cual, es indispensable que el poder 
judicial intervenga en caso de que un derecho económico, social o cultural, se sobreponga 
sobre un principio constitucional o un derecho de carácter fundamental, con el fin de que se 
proteja éste último, tema que en principio le corresponde al legislador. Sin embargo, por la 
falta de solución de quien tiene la potestad de decidir, abre la puerta para que el órgano 
jurisdiccional lo haga, con el fin de garantizar la validez y efectividad de la Constitución.  
Si bien es claro que el legislador puede incurrir en omisiones, es de gran importancia 
hacer énfasis en una definición que permita una delimitación, así como una distinción con el 
término “laguna” o vacío, que consiste en que la omisión legislativa se refiere a cualquier 
tipo de abstención de disponer lo que corresponda, según lo establecido en la Constitución. 
Por su parte, las lagunas pueden producirse de modo involuntario, mientras que las omisiones 
constituyen siempre un incumplimiento de una obligación y se generan como resultado de un 
acto voluntario, es decir, son una manifestación de la voluntad del legislador. Pese a lo 
anterior, hay otros autores que obvian la distinción entre omisión y laguna (Ahumada, 1991). 
Respecto de las omisiones legislativas, la Constitución establece expresamente la 
obligación reparatoria como se contempla en los artículos 58, 336 y 365, sin embargo, no 
quiere decir que solo hay responsabilidad por los eventos establecidos en dichos artículos o 
por la declaratoria de inconstitucionalidad de las leyes, sino que la responsabilidad del Estado 
legislador también contempla el daño antijurídico que se basa en los principios de solidaridad 
e igualdad. 
                                                          
3 Escobar Gil, Rodrigo lo entiende como el menoscabo o perjuicio que a consecuencia de un acontecimiento determinado 
experimenta una persona en sus bienes espirituales, corporales o patrimoniales.  
4 Según el profesor Juan Carlos Henao, es antijurídico cuando no existe el deber legal de soportarlo por quien lo sufre. 
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Para María Elena Cano Ayala, diputada federal e integrante del Partido 
Revolucionario Institucional del Congreso de los Estados Unidos de México, la omisión del 
legislador no significa simplemente “no hacer”, pues para ella la omisión es no hacer aquello 
a lo que se estaba obligado según los mandatos de la Constitución. Sin embargo, la 
intervención a las omisiones legislativas o también llamadas “inercia legislativa”, generan 
discusión sobre la legitimidad o no que tiene el Tribunal Constitucional para interponerse en 
los actos del legislador, porque su papel es cuestionado al igual que el alcance que tiene 
ejerciendo su función de control jurídico y de salvaguarda de la Constitución. Algunos 
opositores consideran que la competencia de los órganos judiciales en países del continente 
no contempla dicha función, por cuanto el otorgar esta facultad significaría que los 
Tribunales Constitucionales limitarían indebidamente la libertad de configuración legislativa 
otorgada democráticamente al legislador gracias a su papel de representación.  Lo anterior 
permitiría una intromisión y desconocería el principio de división de poderes. De otra parte, 
en Colombia la Carta Política de 1991 no prevé formalmente ningún instrumento para el 
control a las omisiones del legislativo, pese a ello, la Corte Constitucional mediante su 
jurisprudencia ha tomado un papel de promotor de los derechos fundamentales, en especial 
los de carácter social.  
Ferrajoli ha sostenido que el Estado constitucional de occidente luego de la Segunda 
Guerra Mundial se ha caracterizado por textos constitucionales rígidos y por el control de las 
leyes. Adicionalmente, las constituciones señalan la forma de producción de las leyes e 
imponen límites,  prohíben coartar las libertades de los ciudadanos y consagran la obligación 
de establecer garantías para la satisfacción de los derechos sociales, y si en algún momento el 
legislador se sale de los límites de sus funciones y con ello vulnera los derechos negativos, es 
posible invocar una figura de tipo jurisdiccional para la eliminación de la ley que vaya en 
contravía de la Constitución por parte del Tribunal Constitucional; y en los casos en que éste 
no disponga la legislación por medio de la cual se puede actuar en pro de los derechos 
sociales, se produce una violación por omisión o se configura omisión legislativa. 
De todas formas, la Corte ha sostenido que solo se puede pronunciar sobre omisiones 
relativas, es decir, omisiones del legislador por expedir la norma de manera incompleta o 
defectuosa, puesto que en las omisiones absolutas
5
 no hay texto que analizar por lo que 
considera la Corte que no es competente para pronunciarse sobre este tipo de omisiones, dado 
                                                          
5 Hacen referencia a la obligación del legislador de expedir una norma específica por cuanto hay ausencia total de un texto 
legal. 
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que se requiere que una demanda recaiga sobre un texto real, ya que se analiza si hay o no 
oposición entre el texto demandado y la Carta Superior, de otra parte ha dicho la Corte que el 
silencio del legislador es también una expresión de su voluntad. 
Un caso estudiado por la Corte fue la demanda de inconstitucionalidad contra el 
artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, que establece el trámite de una acción de tutela, al 
contener una omisión por no contemplarse un término para resolver el incidente de desacato, 
para lo cual la Corte consideró que esta omisión permite la dilatación indefinida de un trámite 
establecido en la Constitución para proteger los derechos fundamentales. Se evidenció que 
existía una omisión legislativa relativa, pues no era posible aplicar por analogía, reglas sobre 
trámites incidentales establecidos en otras normas, como códigos de procedimiento, así como 
tampoco era viable emplear las normas relativas a las sanciones que el juez impone al decidir 
un trámite incidental de desacato a un fallo de tutela. Por lo anterior, la Corte debió estudiar 
si hubo omisión del legislador al no crear una norma que consagrara un término para darle 
solución al incidente de desacato, el cual se encuentra necesario para garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y deberes constitucionales. La Corte consideró que la inexistencia 
de dicho elemento esencial implica la presencia de una omisión legislativa relativa, ya que se 
vulnera el artículo 89 de la Constitución que obliga al legislador a crear “los recursos y 
procedimientos necesarios para la protección de los derechos”. Al respecto de dicha omisión 
la Corte planteo dos soluciones: la primera consistía en incitar al Congreso para fijar dicho 
término y la segunda era subsanar la omisión con base en la propia Constitución Política que 
estipula que el término máximo para resolver una acción de tutela es de 10 días. La Corte 
optó por declarar exequible el artículo condicionado a que el término no podría superar el 
término máximo establecido por la Constitución, por tanto, salvó al legislador de la 
posibilidad de una responsabilidad patrimonial (Ruiz, 2016). 
Aunque no es deber de la Corte Constitucional reparar los daños antijurídicos que 
sean causados por el legislativo, en algunos casos, excepcionalmente ha sido posible que por 
medio de la Corte se resarzan perjuicios patrimoniales que hayan tenido ocasión por la 
declaratoria de inconstitucionalidad de una ley, dando eficacia retroactiva a sus sentencias 
como fue el caso de la sentencia C-149 de 1993, que ordenó al Ministerio de Hacienda 
devolver a los contribuyentes los valores recaudados de un tributo declarado inconstitucional 
por reñir con los artículos 338 inciso 3° y 363 inciso 2° (Ruiz, 2016). 
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A la fecha, no se cuenta con condenas al Estado por la actividad del legislador 
propiamente, y a más de ello, son escasas las ocasiones en las que la jurisprudencia 
colombiana, tanto del Consejo de Estado como de la Corte Constitucional, se ha ocupado de 
este tema. El Consejo de Estado cuando se ha pronunciado frente a ello, ha condenado a la 
nación por daño especial y no por la actuación legislativa. Aun así, gracias a los 
pronunciamientos emitidos por vía jurisprudencial puede afirmarse que la responsabilidad del 
Estado por la actividad del legislador ocurre con ocasión de la competencia atribuida a la 
rama legislativa, cuando con una acción u omisión de este órgano se crea un daño antijurídico 
y como consecuencia de ello, se impone una carga superior a la que la persona está en 
obligación de soportar, dejando de lado si la ley que causa el daño es declarada 
inconstitucional o no. 
La doctrina ha contemplado que el legislador puede tener responsabilidad, cuando 
ejerce control político, caso en el cual responderá si la actuación que realiza permite una 
acción u omisión dañosa contra los particulares. En este caso responderá de manera solidaria 
con la autoridad con la que fue permisivo el legislador, ejerciendo dicho control (Alonso, 
2012). 
Ejemplo de lo anterior es el fallo del Consejo de Estado de diciembre 13 de 1995, que 
se dio como consecuencia de la suspensión del periodo legislativo, con ocasión de la 
disposición transitoria de la Asamblea Nacional Constituyente. No obstante, se denegó la 
demanda, por ser consecuencia de un hecho político y jurídico y por no haber órgano 
competente que pudiera juzgar las decisiones de la Asamblea Constituyente, decisión que fue 
confirmada en el artículo 59 transitorio de la nueva Constitución.  
Otro antecedente es el fallo de la Sala Plena del Consejo de Estado del 25 de agosto 
de 1998, por la aprobación de la Ley 6ª de 1972, sobre las relaciones diplomáticas. Dicha ley 
establece la inmunidad de los diplomáticos que impide a las victimas acceder a la reparación.  
El Consejo de Estado consideró que había una trasgresión del principio de igualdad frente a 
las cargas públicas por la imposibilidad de demandar por el daño recibido, por lo que el 
Estado tenía la obligación de reparar en cumplimiento del artículo 13 Constitucional. Por 
tanto, el Consejo de Estado estableció responsabilidad del Estado legislador en la modalidad 
de daño especial basado en la inseguridad frente a la ley. Pese a lo anterior, en las 
aclaraciones de voto se afirmó que no era viable encaminar este caso en la teoría de la 
responsabilidad del Estado legislador por tratarse de un tratado ajustado a la Constitución.  
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En el año 2003  y luego en el 2007 el Consejo de Estado reiteró que la vía procesal 
para reclamar por los hechos y omisiones del poder legislativo, así como por los daños 
causados por la aplicación de una norma declarada inexequible, es la acción de reparación 
directa,  de igual forma indicó que para el caso de una norma declarada inexequible los 
perjuicios no podían declararse como antijurídicos por cuanto la ley es de carácter obligatoria 
desde el momento de su promulgación, igualmente estableció que no era competente para 
modificar el alcance de los efectos en una sentencia de inexequibilidad.  
Ya en el 2012 el Consejo de Estado consideró que el artículo 90 constitucional no 
excluía a ninguna autoridad pública de la obligación de resarcir los daños antijurídicos por su 
acción u omisión, por lo que la rama legislativa no se aparta de dicha responsabilidad. Por 
tanto, a través de la reparación directa se debe revisar si se establecen los requisitos para que 
se declare al Estado como responsable.  
Para lo anterior el Estado legislador puede responder por el hecho de las leyes, cuando 
por la expedición de una norma ajustada a la Constitución un ciudadano soporta un daño que 
no estaba en la obligación de asumirlo, por lo cual el Estado respondería por daño especial, 
por ser una actuación licita la que ocasiona el daño, y cuando la norma es anulada o declarada 
inexequible el Estado respondería por falla en el servicio, dado que es deber del legislador 
expedir normas ajustadas a la Constitución.  
Posteriormente en sentencia del Magistrado Orlando Santofimio de marzo de 2014, el 
Consejo de Estado consideró que “cuando las sentencias de inconstitucionalidad fijen efectos 
retroactivos, debería la Corte determinar las consecuencias de retrotraer las cosas al estado 
anterior” y fijar las indemnizaciones necesarias (CE, (28864) de 2014, J. Santofimio). 
Afirmación que va en contravía de las competencias del Consejo de Estado reconocidas en el 
artículo 90 de la Constitución, así como en el artículo 129 del Decreto 01 de 1984 y en el 
artículo 13 del Acuerdo 55 de 2003.  
Ya en el año 2001 el Consejo de Estado condenó al Congreso por los perjuicios 
causados a Goodyear de Colombia S.A. y a la sociedad Promigas SA E.S.P por los artículos 
56 y 57 de la Ley 633 de 2000, declarados inexequibles, que creaban la obligación de liquidar 
y pagar la Tasa Especial de Servicios Aduaneros.  
De igual forma es obligación del Estado garantizar los derechos fundamentales de 
cada ciudadano, haciendo énfasis en el contenido prestacional de dichos derechos, por la 
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importancia jurídica que éstos representan bajo el entendido del Estado Social y Democrático 
de Derecho. Teniendo en cuenta lo anterior, la doctrina ha visto el control sobre las omisiones 
que ejecuta el legislador, en el entendido de que, las infracciones a la Constitución en razón 
de las leyes, las abstenciones y sus silencios, generan un “juicio jurídico sobre la oportunidad 
política del legislativo para emitir las normas” (Villaverde, 1997). 
De otra parte, el principio de supremacía de la Constitución, consiste en que todas las 
autoridades tienen el deber de ajustar los actos ejecutados en ejercicio de sus atribuciones a 
los preceptos superiores y provoca el cumplimiento de lo buscado por los constituyentes, 
además de la obligación de realizar acciones positivas que se constituyeron en virtud de los 
valores, ideas y convicciones que guiaban el comportamiento del pueblo. 
Surge el cuestionamiento si, con el silencio indebido que en ocasiones hace el 
legislador se genera el mismo efecto vulneratorio y por tanto, de la misma manera que las 
leyes que están jurisdiccionalmente vigiladas, pueden estarlo igualmente esas omisiones del 
órgano legislativo que se ven presentes por la ausencia de leyes que satisfagan los derechos 
sociales y las libertades que el constituyente ha señalado que serán ejercidas en la forma que 
lo establezca el legislador, de manera que si no se da el desarrollo normativo, no pueden ser 
aplicadas dichas libertades.  
 Aparte de lo anterior, quienes no están de acuerdo con el control de 
constitucionalidad por omisiones del legislador, lo hacen basados en cuatro argumentos: 1) la 
ausencia de normas expresas, 2) El cambio del papel de los tribunales constitucionales de 
legisladores negativos a legisladores positivos, 3) la trasgresión a la libertad del legislador y 
4) la violación al principio de división de poderes. 
Por lo que se observa la inconstitucionalidad por omisión nace en la doctrina por 
cuanto, a excepción de Portugal, ninguna Carta Política tiene una disposición que autorice la 
inconstitucionalidad por omisión (Pérez, 2010).  
La verdad es que a la Corte Constitucional le ha sido confiada de manera exclusiva la 
función de legislador negativo, pero nunca de legislador positivo, pues de ser así, se verían 
perturbados los principios de una Constitución libre y de ejercer la función de legislador 
positivo, sin tener como soporte el texto constitucional, se estarían usurpando las funciones 
del legislativo. (Rentería, 2003)  
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 Así las cosas, el Tribunal Constitucional tiene como función la interpretación de las 
normas cuando considere van en contravía de la Constitución, lo que se ve reflejado en las 
sentencias. Por otro lado, en el desarrollo de sus funciones y competencias, la Corte puede 
infringir y entrometerse en la libertad de configuración de la que goza el legislador, al ejercer 
control sobre las omisiones cometidas por éste. Los tribunales constitucionales no pueden dar 
respuesta positiva a demandas en razón a que una ley no haya sido aprobada, por cuanto esto 
solo corresponde al órgano legislativo y como ya se ha mencionado, el legislador no tiene 
término ni límite temporal para el desarrollo de los mandatos de la Constitución, es más, su 
función no solo es discrecional, sino que goza de libertad para adoptar decisiones de tipo 
legislativo cuando las considere oportunas. 
Por último, el rechazo al control por la omisión legislativa se da por la intervención en 
la libertad de configuración legislativa, dado que esto tendría como consecuencia un 
quebrantamiento al principio de división de poderes. De otra parte y como ya fue 
mencionado, en la mayoría de ordenamientos jurídicos las normas no autorizan al Tribunal 
Constitucional para realizar dicho control, el permitirlo le daría facultades de legislador 
positivo a un órgano que solo es competente para oponerse a las manifestaciones 
inconstitucionales del poder legislativo (Quispe, 2006). 
Se ha aseverado por la literatura jurídica que las omisiones de carácter absoluto se 
deben controlar poniendo en aplicación los principios constitucionales, o haciendo uso de su 
exigibilidad judicial, pues de esta forma se puede garantizar la prolongación de la 
Constitución como norma suprema o norma de normas. No obstante, que el control realizado 
por la Corte Constitucional sobre las omisiones del legislador tenga dificultades, no significa 
que no se busque la posibilidad de que dichos silencios no estén en contravía de la 
Constitución. Por lo tanto, no es un rechazo en sí, sino que se pretender buscar una forma de 
subsanarlo. La Corte Constitucional no ha realizado un control de las omisiones absolutas del 
legislador, solo ha aceptado hacerlo en ocasiones donde concurre una omisión absoluta con 
una relativa y con observancia de algunos requisitos. En la práctica ha reparado los efectos de 
las omisiones absolutas por la aplicación directa de los derechos afectados por la omisión del 
legislador.  
En sentencia T-533 de 1992 la Corte señaló que la pobreza atenta contra los derechos 
fundamentales y que la Constitución consagra mecanismos que permiten garantizar a las 
personas en este estado, el derecho a la salud y a la seguridad social, entre otros, por hacer 
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parte de grupos de especial protección. Sin embargo, la Corte sostuvo que para que los 
derechos de carácter económico, social y cultural, tuvieran una aplicación efectiva en el 
marco del Estado Social de Derecho, se deben tener en cuenta las condiciones materiales de 
la sociedad y de su distribución, y que es el órgano legislativo quien determina la forma de su 
satisfacción, que además es la autoridad pública encargada de establecer en qué forma y con 
qué cobertura se lleva a cabo la prestación de dichos derechos, y que la manera de hacerlos 
efectivos en ausencia de las normas, por regla general no es mediante acciones judiciales.  De 
otra parte, añadió que, en casos excepcionales, cuando un ciudadano se encuentre en 
situación de debilidad manifiesta, conforme al artículo 13 de la Constitución, puede darse 
aplicación inmediata del artículo 85 sobre la protección especial (Morales, 2011).  
En otro de sus pronunciamientos, la Corte, mediante sentencia SU-225 de 1998 
recordó que el artículo 44 de la Constitución establece los derechos fundamentales de los 
niños como son la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación 
equilibrada, entre otros, manifestando que este artículo no maneja los derechos mencionados 
de manera igual en el sentido de la naturaleza sustancial de los mismos; así entonces, el 
derecho a la vida, a la integridad física y moral, a la libertad y a la igualdad formal son 
considerados de libertad; y los respectivos a la igualdad sustancial de los niños frente al resto 
de la comunidad, así como de los que atraviesan condiciones de especial vulnerabilidad 
respecto de otros, indican actuaciones efectivas del Estado. 
En este sentido:  
“(…) uno de los rasgos característicos de los derechos fundamentales consiste en su 
aplicación directa, vale decir, en la posibilidad de invocar judicialmente las pretensiones 
y facultades que comprenden, sin necesidad de recurrir a una ley o a una decisión 
administrativa. En consecuencia, si se acepta que, incluso ante omisiones del legislador, 
el poder público está obligado a responder por la satisfacción de los derechos 
fundamentales del menor - los que pueden tener naturaleza prestacional - es ineludible 
preguntarse: ¿puede el juez constitucional ordenar la protección de un derecho 
constitucional de carácter prestacional, que tiene diversos alcances y cuya satisfacción 
implica erogaciones fiscales, en aquellos eventos en los que no existe ley o sus previsiones 
son claramente insuficientes?” (Const. SU-225/1998, E. Cifuentes). 
Los derechos fundamentales prestacionales, como los de los niños, se componen de 
un núcleo esencial, que significa la parte mínima y básica de lo que necesita el menor para su 
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subsistencia, que no es negociable, y que en caso de ser desconocido puede ser reclamado por 
medio de mecanismos como la acción de tutela; y una parte complementaria, teniendo en 
cuenta los recursos de los que dispone el Estado y las prioridades políticas coyunturales. Por 
lo anterior, la Corte reconoció que, en caso de no contar con regulación legal, el “juez 
constitucional puede aplicar directamente el núcleo esencial de aquellos derechos 
prestacionales de que trata el artículo 44 de la Carta” (Const. SU-225/1998, E. Cifuentes). 
En Alemania se desarrolló la figura de inconstitucionalidad por omisión gracias a los 
aportes del Magistrado del Tribunal Constitucional Federal, W. Wessel, quien sostenía que 
hay omisiones legislativas absolutas las cuales surgen en casos donde no existe norma legal 
que desarrolle o dé cumplimiento a un mandato constitucional, lo que trae como 
consecuencia un panorama opuesto a la Constitución; y que las omisiones legislativas de 
carácter relativo ocurren cuando existe una disposición normativa sobre la materia, pero 
constitucionalmente incompleta o defectuosa. El problema recae sobre las omisiones 
absolutas por cuanto las relativas han tenido respuesta a través de sentencias, donde las 
Cortes o Tribunales propenden por subsanar el defecto y así mermar los efectos 
inconstitucionales producidos por dichas omisiones. Por vía jurisprudencial se cuenta con 
algunos pronunciamientos sobre omisiones absolutas del legislador, que fueron resueltos por 
la aplicación directa de la Constitución, y donde se sostenía que las omisiones consisten en el 
incumplimiento de una obligación, expresa o tácita, de desarrollar una disposición o precepto 
constitucional (Bulnes, 2006). 
El Tribunal Constitucional Alemán, ha tratado casos de omisiones legislativas 
absolutas; uno de ellos en 1953, que tuvo que ver con el artículo 117 del capítulo XI 
“disposiciones transitorias y finales” de la Ley Fundamental Alemana de 1949. De acuerdo 
con dicho artículo las normas que se oponían al numeral 2° del artículo 3° (hombres y 
mujeres tendrán los mismos derechos), podían permanecer en vigor hasta que se adaptaran a 
lo dispuesto en dicho artículo 3°, pero que en ningún caso podía ir más allá del 31 de marzo 
de 1953. Lo anterior con el fin de que el legislador contara con un tiempo para la adaptación 
de la legislación vigente en ese momento, al principio de igualdad de género traído por la 
nueva Constitución. No obstante, dicho plazo se venció sin que el poder legislativo hubiese 
actuado. De este modo, se planteó ante el Tribunal declarar contrario a la Constitución el 
artículo 117.1 transitorio del mismo texto constitucional, pues su contenido iba en contravía 
de los principios superiores como la certeza, seguridad jurídica y división de poderes; pero 
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esta controversia debía ser conocida por un juez ordinario. Finalmente, el Tribunal dio 
respuesta negativa a la problemática propuesta, y dado que había vencido el plazo establecido 
por la Constitución y que continuaba la omisión del legislador, declaró “el valor jurídico y 
vinculante de la cláusula sobre igualdad de género” del mencionado artículo 3°, numeral 2° 
de la Constitución (Morales, 2011).   
La segunda decisión conocida fue de 1963, y tiene que ver con el derecho a la 
igualdad entre hijos matrimoniales y extramatrimoniales. De acuerdo con el artículo 6º 
numeral 5º de la Ley Fundamental Alemana se otorga “a los hijos habidos fuera de 
matrimonio las mismas condiciones para su desarrollo físico y espiritual y su inserción en la 
sociedad que a los hijos legítimos”. La legislación debía asegurar dicha igualdad. Sin 
embargo, cuando se produjo el caso en comento que trajo como consecuencia el fallo 
mencionado, el legislador no había cumplido con esta obligación, razón por la cual se hizo 
uso del recurso de queja constitucional contra una decisión del Tribunal Regional de Kiel, 
que dio prelación a ciertas normas del Código Civil, sin importar que con la aplicación de las 
mismas se vulnerara el principio de igualdad de los hijos habidos fuera del matrimonio. El 
Tribunal Constitucional consideró que veinte años de vigencia de la Ley Fundamental era un 
“plazo razonable” para que el legislador se hubiera pronunciado, además de que para esa 
época ya se habían expedido otras leyes de menor envergadura y urgencia desde el punto de 
vista constitucional, por ello consideró que, al ser una norma de carácter constitucional, los 
jueces y tribunales debían aplicarla directamente (Morales, 2011). 
Pasando ahora a España, es importante resaltar dos pronunciamientos sobre la 
omisión legislativa, el primero sobre la objeción de conciencia, donde se desato el pleito 
porque en la Constitución de 1978 se ordenó regular dicho tema y pese a ello, no existía una 
ley que lo hiciera sino un decreto que la regulaba solo en materia religiosa, por lo que el 
Tribunal Constitucional español en sentencia 15 de 1982, después de que se presentara un 
recurso de amparo contra las resoluciones administrativas militares que negaban el 
aplazamiento a la incorporación a las filas, con fundamento en motivos personales y éticos, 
debía determinar los efectos que podía ocasionar la falta de legislación por motivos diferentes 
a los religiosos, concluyendo que el incumplimiento que la Constitución impone al legislador, 
no puede vulnerar un derecho que está protegido por ella, pues de lo contrario, el recurso de 
amparo no tendría efectividad y se produciría la negación de un derecho que goza de 
Consecuencias jurídicas de las deficiencias normativas en el Reglamento del Congreso de Colombia. Página 56 
 
  
protección constitucional (Const. 15/1982, M. Garcia, A. Latorre, M. Diez de Velasco, R. 
Gomez, G. Begué, A. Escudero).  
Por lo anterior, el Tribunal resolvió declarar que el demandante tenía derecho a que su 
incorporación a filas se aplazara hasta que se configurara el procedimiento legal que pudiera 
garantizar su derecho. Finalmente señaló que la demora del legislador en la producción de 
esta regulación no podía ser sustento para vulnerar o desconocer un derecho de raigambre 
constitucional.  
Otro ejemplo de omisión se presentó frente al derecho de libertad de expresión, 
expresado en los fallos 31, 47, 98, 240 y 307 de 1994, 12 de 1995 y 47 de 1996. El Tribunal 
español sostiene que el derecho a la libertad de expresar y difundir los pensamientos, ideas y 
opiniones incluye el derecho a crear los medios de comunicación necesarios para dicho 
ejercicio. El problema consistió en que el legislador no tuvo en cuenta el procedimiento para 
las autorizaciones administrativas a los ciudadanos, pero sí estableció sanciones para quien 
utilizara el servicio de difusión televisivo sin la autorización correspondiente por cuanto la 
administración de la televisión está en manos del Estado (Morales, 2011).  
Los demandantes reclamaban al Tribunal que su derecho a la libre expresión fuera 
protegido, para lo que éste debía establecer las consecuencias de la omisión en la regulación 
sobre cómo se daban los permisos administrativos a los particulares. Por tanto, el Tribunal en 
la sentencia 31 de 1994, consideró que la omisión del legislador impedía la posibilidad de 
obtener el permiso administrativo, lo que resultaba en la prohibición de la gestión de la 
actividad de difusión televisiva mediante cable por particulares y, por ende, la violación de su 
derecho de expresión y comunicación. El Tribunal sostuvo que los derechos consagrados en 
el artículo 20.1 literales a y d de la Constitución, que tienen que ver con los derechos a la 
libertad de expresión y comunicación, debían pensarse de manera amplia, sin limitaciones 
que no estuvieran previstas legalmente, por tanto, la actividad de televisión por cable quedo 
temporalmente sin requisitos previos para su desarrollo. Como consecuencia de lo anterior, el 
Tribunal, en aplicación al derecho constitucional resolvió declarar la nulidad de las 
resoluciones administrativas que ordenaban el fin de las actividades de difusión televisiva por 
cable, las cuales fueron apeladas mediante la figura de amparo constitucional.  En conclusión, 
dado que no existían normas que regularan la autorización, impedían a los particulares 
obtenerlas, lo que significaba la negación del ejercicio de los derechos de expresión y 
comunicación. 
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Bazán (2016) considera que, aunque en los textos constitucionales no se mencione 
expresamente, la doctrina considera que hay un mecanismo para el control de las omisiones 
del legislador sobre preceptos constitucionales y en especial, los ligados a los derechos 
fundamentales. Morales (2011) reseña que el esquema es a través de la aplicación directa de 
las normas violadas con el silencio que en Latinoamérica se ejemplifica con los preceptos 
constitucionales previstos en las Constituciones de Ecuador, Paraguay y Brasil como se 
describe a continuación: 
El artículo 11 de la Constitución ecuatoriana que trata los “principios que rigen el 
ejercicio de los derechos”, señala en el numeral 3° que los derechos “serán plenamente 
justiciables” y que “no podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su violación o 
desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar su reconocimiento”. 
La norma es clara al estipular la forma en la cual se puede hacer exigible y justiciable el 
amparo de los derechos constitucionales, sin importar su clase o categoría, y a su vez, se 
opone a su desconocimiento y a su falta de protección como producto de la inexistencia de 
legislación al respecto, es decir, no admite como excusa las omisiones del legislador, con lo 
cual reafirma su poder vinculante y su aplicación directa, oponiéndose con ello a los efectos 
negativos que pueda llegar a ocasionar la inactividad legislativa. 
Por su parte, la Constitución de Paraguay de 1992 en el artículo 45 trae la cláusula de 
los derechos innominados así: “la enunciación de los derechos y garantías contenidos en esta 
Constitución no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la 
personalidad humana, no figuren expresamente en ella; la falta de ley reglamentaria no podrá 
ser invocada para negar ni para menoscabar algún derecho o garantía”. 
Finalmente, el ordenamiento jurídico de Brasil instaura un mecanismo para subsanar 
las omisiones del legislador cuando en determinado tema hay falta de reglamentación, y con 
ello se vulneran los derechos constitucionales, mecanismo que es visto como un dispositivo 
de control constitucional de los descuidos del legislador, que hace parte del control a las 
omisiones por aplicación directa de la Constitución. 
El artículo 5º inciso LXXI de la Constitución de Brasil trae lo referente al injunçâo, 
que consiste en una acción constitucional utilizada para la protección judicial de los derechos 
y libertades constitucionales que se vean disminuidos por la falta de reglamentación necesaria 
para su satisfacción y fue establecido para controlar de forma individual las omisiones del 
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legislador. Por medio de esta acción el ciudadano afectado impugna la omisión con la que se 
está generando la vulneración de sus derechos, para que posteriormente mediante un fallo, el 
juez declare y ordene su protección. 
Finalmente, la Corte Suprema Argentina afirmó en una de sus doctrinas judiciales, 
que la protección a las garantías individuales existe por el solo hecho de estar consagradas en 
la Constitución e independientemente de su reglamentación, y que los derechos y garantías 
no son simple teoría, sino que cada artículo tiene fuerza obligatoria para los individuos, las 
autoridades y toda la nación, sin embargo este pronunciamiento no se ha visto siempre 
reflejado en las decisiones judiciales de Argentina y como bien lo afirma Sagües (1992) el 
principio de supremacía constitucional además del sustento normativo, requiere la acción por 
parte de los operadores de la Constitución y la voluntad de cumplirla como de castigar las 
infracciones que se den a ella.  
Consecuencias jurídicas de las deficiencias normativas en el Reglamento del Congreso de Colombia. Página 59 
 
  
2 Capitulo II. Afectación de principios por las deficiencias normativas y sus 
consecuencias en el trámite de una ley o un acto legislativo 
De acuerdo con la Ley 5ª de 1992 todo proyecto de ley o de acto legislativo debe 
cumplir con el trámite en ella previsto, al igual que con las normas contenidas en la 
Constitución Política sobre el trámite legislativo para evitar incurrir en la inexequibilidad de 
las leyes o actos legislativos.  
Lo anterior encuentra sustento en que la misma Constitución establece que le 
corresponde al Congreso de la República hacer las leyes, y por medio de éstas, interpretar, 
reformar o derogar las mismas; de igual forma, expedir códigos, aprobar el Plan de 
Desarrollo y de Inversiones Públicas y los actos legislativos, modificar los decretos leyes 
dictados por el Gobierno, entre otras funciones, por tanto, el conocimiento del trámite para la 
expedición de una ley o un acto legislativo es de suma importancia para el desarrollo de esta 
investigación, ya que a través de dicho estudio se pueden evidenciar las deficiencias 
normativas del Reglamento del Congreso y sus consecuencias. Por lo anterior, en los anexos 
1 y 2 de este trabajo se encuentran los flujogramas que especifican paso a paso las 
actividades a seguir para la expedición y aprobación de una ley y de un acto legislativo.  
Es necesario hacer referencia a las investigaciones relacionadas con el control 
constitucional que se ejerce respecto de las leyes o actos legislativos una vez ha culminado su 
trámite en el Congreso. Así las cosas, el autor Mario Cajas Sarria analiza la actividad de 
interpretación del juez constitucional respecto del pronunciamiento sobre las reformas 
constitucionales. Para llegar a dicha finalidad se ha de tener en cuenta que la Corte 
Constitucional, antes la Corte Suprema de Justicia, debe emplear diversos métodos de 
interpretación jurídica al momento de llevar a cabo el control de constitucionalidad de las 
reformas que se le hacen a la Constitución Política.  
En los primeros pronunciamientos de la Corte Constitucional se aplicaron dos 
criterios de interpretación, el literal sobre las funciones de control de la reforma, que se 
refieren exclusivamente al trámite de la reforma, y el sistemático referente a las demás reglas 
del orden jurídico que consagran el procedimiento de creación de una norma en el Congreso. 
Por ejemplo, en sentencia C 543 de 1998 se reitera que las reformas a la Constitución 
solamente pueden ser juzgadas por vicios de procedimiento (Cajas, 2007).  
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En el artículo “Tribunal Constitucional y control de legalidad de los decretos 
legislativos” de Fernando Santaolalla López se hizo referencia al control de la legislación y a 
cómo se ha expandido la competencia del Tribunal Constitucional en España, el cual, como 
su nombre lo indica, debe encargarse únicamente de los problemas o conflictos a nivel 
constitucional, no de los que surjan de normas de rangos inferiores. Si bien las Constituciones 
Políticas vienen acompañadas de un bloque de constitucionalidad, debe ser solo la 
Constitución en sentido amplio la que acapare la atención del Tribunal Constitucional. 
Señala el autor que cuando un decreto legislativo se excede en su propósito, 
omitiendo los límites que señala la ley parlamentaria, se vulnera esta última y no la 
Constitución, por lo tanto, la solución no puede ser la misma que la que se ha previsto para 
violaciones de la norma de normas. Se ha generado, en España, una expansión de lo que ha 
de entenderse por inconstitucional y con ello, han aumentado la cantidad de demandas 
presentadas ante el Tribunal Constitucional, pues cualquier vicio en la ley puede ser tomado 
como inconstitucional (Santaolalla, 1993). 
Sobre el alcance que tiene la jurisprudencia y su significado, no se ha tenido siempre 
un criterio constante. Con el tiempo se ha evolucionado en cuanto a considerarla como fuente 
del Derecho y, además, darle el carácter de vinculatoriedad como norma jurídica, sobre lo 
cual debe resaltarse la labor del juez ya que con las decisiones tomadas en cada caso concreto 
se comienza a establecer un precedente judicial que más adelante puede tenerse como piso 
jurídico para la solución de problemas jurídicos similares y a los que pueda aplicarse. De lo 
anterior se concluye, que el precedente judicial tiene fuerza vinculante gracias a la ratio 
decidendi, es decir, a la razón general que es la base necesaria de la decisión judicial. Así las 
cosas, la Corte Constitucional entra a jugar un papel importante en cuanto a la evolución de la 
jurisprudencia vinculante, es decir, obligatoria como norma jurídica pues las decisiones de 
este alto tribunal de control de constitucionalidad, que se refieren en su mayoría a 
“controversias jurídicas sobre la vulneración de derechos fundamentales, examinadas por vía 
de la acción de tutela, introdujeron el nuevo alcance de la jurisprudencia en el derecho 
colombiano” (Vásquez, 2007). 
Con esta investigación ha sido posible evidenciar que, si se incurre en un vicio 
procedimental por la indebida realización o por desconocimiento de los principios 
constitucionales y legales que regulan el trámite legislativo, se genera como consecuencia la 
inexequibilidad de las normas, sin embargo, la Corte Constitucional ha reiterado que en 
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algunas ocasiones es posible subsanar estos vicios, rehaciendo las etapas del trámite que se 
llevaron a cabo a partir de su ocurrencia, siempre y cuando la subsanación no implique 
rehacer la totalidad del trámite, por tanto, puede ser subsanable un vicio cuando se haya 
presentado en el trámite surtido en la segunda cámara legislativa o en la segunda vuelta si se 
trata de un proyecto de acto legislativo. 
Dicho lo anterior, se han catalogado las deficiencias normativas que generan vicios en 
el trámite, ya sean subsanables o no y que se evidenciaron en el transcurso de esta 
investigación en la Ley 5ª de 1992, según los principios constitucionales o legales que se ven 
afectados a raíz de ello, a través del estudio de algunas sentencias de la Corte Constitucional 
que tratan los temas más importantes del estudio de esta investigación. 
Teniendo en cuenta, que el desconocimiento de los principios constitucionales y 
legales, al interior del trámite para la expedición de una ley o un acto legislativo, genera 
como consecuencia la declaratoria de inexequibilidad de la norma o rehacer el procedimiento 
para subsanar dicho desconocimiento de determinado principio, se han clasificado los 
principios constitucionales y legales de acuerdo con los numerales siguientes; es de aclarar 
que en cada uno de los principios se ha planteado la deficiencia encontrada y su respectiva 
consecuencia jurídica.  
2.1 Principio de consecutividad e identidad relativa 
Estos principios están contenidos en los artículos 157 y 160 de la Constitución 
Política. La falta de consecutividad en el trámite de una ley o acto legislativo ha sido 
entendida por la Corte como un vicio de carácter insubsanable. En cuanto a la identidad 
relativa, en principio, su desconocimiento acarrea un vicio insubsanable, sin embargo, 
dependerá siempre del caso concreto, teniendo en cuenta el número de debates que se hayan 
surtido en el momento en el que se presenta el vicio, por ejemplo, tratándose del trámite de 
un acto legislativo, cualquier inclusión de textos nuevos en segunda vuelta generará un vicio 
que no es susceptible de subsanar y tendrá como consecuencia la inexequibilidad del acto 
legislativo. 
De acuerdo con los artículos 157 y 375 superiores la consecutividad garantiza que los 
proyectos de ley tengan 4 debates o 3 debates cuando hay sesiones conjuntas, además implica 
que se debatan la totalidad de los temas propuestos, en consecuencia, no se puede delegar el 
debate a la siguiente célula legislativa. Lo anterior significa que, en las sesiones, bien sean de 
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comisiones o de plenarias, deben estudiarse y debatirse la totalidad de los temas, es decir, que 
la totalidad del proyecto debe ser objeto de debate en cada uno de los artículos que lo 
conforman, y así mismo, debe emitirse votación en sentido afirmativo o negativo en cada una 
de las sesiones y debates que se requieren para que un proyecto se convierta en ley. No es 
posible trasladar la responsabilidad para que el debate sea considerado posteriormente por 
otra célula congresional, pues de ser así, generaría que la Corte Constitucional declarara 
inexequible el proyecto.  
La jurisprudencia ha reiterado que el “cumplimiento de los requisitos de 
procedimiento para los actos legislativos es mayor que cuando se trata de normas legales”, 
por la dimensión de las consecuencias, aparte de esto, en el trámite de estos proyectos, en 
segunda vuelta, solo pueden debatirse iniciativas presentadas en la primera, es decir, que en 
el segundo periodo se debe adelantar un debate sobre lo aprobado en el primero (Lancheros 
J.C., et al., 2010).  
 La identidad relativa se desarrolló a partir de los artículos 160 superior y 178 de la 
Ley 5ª de 1992, de acuerdo con ésta se abre la posibilidad de que tanto en primer debate 
como en segundo se hagan modificaciones, en el entendido de que exista un vínculo o 
conexión entre la modificación y lo previamente debatido. La Corte ha establecido pautas 
para identificar un tema nuevo en un proyecto: primero, no siempre un artículo nuevo se 
refiere a un tema nuevo, por cuanto puede tratarse de temas ya debatidos; segundo, no 
constituye asunto nuevo cuando con lo adicionado se clarifican aspectos de la materia que se 
está desarrollando, siempre y cuando la adición esté dentro de lo que ya se haya debatido; 
tercero, un asunto nuevo se debe apreciar revisando el  proyecto de ley en su conjunto, no de 
un artículo específico; y por último, no corresponde a un nuevo asunto un artículo que sea 
sugerido por la Comisión Accidental de Mediación que busca superar las diferencias entre las 
cámaras cuando los textos aprobados son disimiles. Tratándose de proyectos de actos 
legislativos, el contexto de un asunto nuevo es menos restringido debido a la íntima relación 
que puede existir entre varios asuntos constitucionales (Const. C-1011/2008, J. Córdoba). 
En el proyecto de Reforma Política estudiado por vicios de institucionalidad en la 
sentencia C-040 de 2010 se violó el principio consecutividad y de identidad relativa, porque 
en segunda vuelta se incluyó un tema que no fue discutido, debatido ni votado en la primera. 
El proyecto proponía modificación a las inhabilidades para ser congresista, establecidas en el 
artículo 179 superior. Sin embargo, el parágrafo transitorio, consagraba una excepción a la 
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regla, excepción que fue incluida en quinto debate, faltándole la discusión y votación de la 
primera vuelta.  
El informe de la Comisión Accidental de Conciliación que fue aprobado en las 
plenarias,  en las dos vueltas, escogió el texto aprobado por la Cámara de Representantes, lo 
cual estaba dentro de sus posibilidades teniendo en cuenta las facultades que la Constitución 
y la ley establecen, sin embargo, incluía un tema que había sido negado en la Comisión 
Primera de Senado, razón por la cual, la comisión de conciliación no podía plantear 
contenidos que no hubieran sido discutidos y votados por las plenarias, por tanto se violó el 
artículo 375 superior.  
Consideró la Corte que la esencia del principio de consecutividad es que los temas 
que hacen parte de un proyecto de ley o de acto legislativo, sean debatidos y votados tanto en 
las comisiones como en las plenarias. Igualmente, dicho principio permite que cada asunto 
que posteriormente vaya a hacer parte del ordenamiento jurídico positivo, haya contado con 
una deliberación suficiente y así asegurar la debida formación de la voluntad democrática. No 
obstante, la Corte advirtió que este principio no significa, que cada texto deba ser aprobado 
de forma exacta en cada debate, por cuanto se debe estudiar en concordancia con el principio 
de identidad relativa, ya que es posible que el proyecto tenga modificaciones, adiciones o 
supresiones, mientras que éstas mantengan relación con los temas debatidos y aprobados en 
las sesiones anteriores del procedimiento legislativo. De la misma forma, la Corte insiste en 
que la función de las comisiones de conciliación abarca la facultad de incluir textos nuevos o 
que hayan sido negados por una de las cámaras, solo si se refieren a asuntos que hayan sido 
debatidos por ambas. En este sentido, se debe entender que, para el caso de proyectos de acto 
legislativo, los principios de consecutividad e identidad relativa exigen que todo proyecto 
debe cumplir con los ocho debates reglamentarios según lo disponen los artículos 157 y 375 
superiores y que en la segunda vuelta no se pueden considerar materias que no hayan sido 
presentadas en la primera vuelta. Por lo anterior, la Corte encontró que el vicio era de 
carácter insubsanable y como consecuencia declaró inexequible la norma acusada (Const. C-
040/2010, L. Vargas). 
Otro ejemplo de afectación al principio de consecutividad está reflejado en la 
siguiente jurisprudencia en la cual se analizó una indebida utilización del mecanismo de 
apelación de un proyecto negado, en donde se ejerció la acción pública de 
inconstitucionalidad contra la Ley 975 de 2005, “por la cual se dictaban disposiciones para la 
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reincorporación de miembros de grupos armados al margen de la ley”, que contribuyeran a la 
consecución de la paz. La ley fue demandada en varios de sus artículos por vicios de fondo y 
de forma, aun así, esta investigación solo hará mención a los vicios de forma en el trámite 
legislativo. Uno de ellos fue el haberse tramitado de forma errónea la apelación de dos 
artículos del proyecto que fueron negados (70 y 71) que en las Comisiones Primeras de 
Senado y Cámara correspondían a los artículos 61 y 64 del proyecto de ley 293 de 2005 
Cámara y 211 de 2005 Senado, los cuales establecían rebajas de penas y sedición, y que 
después de negados fueron apelados, invocando los artículos 166 y 180 de la Ley 5ª de 1992. 
Las Comisiones Primeras de ambas cámaras, en sesión conjunta negaron el artículo 
61, acto seguido, se votó la solicitud de reapertura de la votación a dicho artículo y después 
del debate también fue negada la proposición de reapertura. Frente al artículo 64, en las 
sesiones conjuntas el artículo fue negado en Senado y aprobado en Cámara, también se 
solicitó reabrir el debate, pero la proposición de reapertura fue negada por el Senado y en la 
Cámara la Comisión no tenía quórum para decidir.  
Posteriormente, por el trámite de apelación, los artículos fueron aprobados en la 
Comisión Segunda del Senado y en la Comisión Tercera de la Cámara. Después de este 
trámite de apelación continuó el trámite en la Plenaria del Senado donde se aprobaron los 
artículos 61 y 64 del proyecto aun cuando no hacían parte del proyecto enviado para segundo 
debate, y en su lugar, con esa numeración, habían otros artículos, y además, se evidenció la 
inconformidad de algunos senadores frente a la forma de utilizar el mecanismo de la 
apelación, en razón a que según el artículo 166, dicho trámite está previsto para apelar 
proyectos de ley en su totalidad y no para artículos particulares. De la misma forma, tampoco 
era aplicable el artículo 180 del reglamento, dado que éste establece la facultad de subsanar 
errores o incorrecciones técnicas, terminológicas o gramaticales a artículos en discusión que 
hayan sido aprobados, pese a todo lo anterior los artículos en controversia fueron aprobados.  
Por tanto, la Corte dio razón a los demandantes y se declaró la inexequibilidad de los 
dos artículos, pues en este caso no era aplicable la apelación, ya que no existe norma que 
regule un trámite para apelar artículos que han sido negados. Por lo anterior, las disposiciones 
demandadas fueron aprobadas irregularmente. Para la Corte es claro el contenido del artículo 
159 de la Carta, que dispone la posibilidad de apelar ante la plenaria de la cámara respectiva 
en el evento en el cual el proyecto de ley sea negado en primer debate, sin embargo, lo 
dispuesto en dicho artículo es diametralmente opuesto al caso en el que se nieguen 
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determinados artículos del proyecto de ley. También dijo la Corte que con el trámite 
adelantado de los artículos 70 y 71 de la Ley 975 de 2005 se desconoció el principio de 
consecutividad, por cuanto con la indebida tramitación de la apelación, finalmente los 
artículos fueron remitidos a otras Comisiones que no tenían competencia para conocer del 
tema, y una vez aprobados, fueron introducidos de manera irregular en el segundo debate 
ante la Plenaria del Senado.  
Otro vicio en discusión consistió en que la ley no se tramitó como estatutaria, siendo 
que regulaba derechos que permiten a todas las personas acceder a la administración de 
justicia y derechos fundamentales como la paz, la verdad, la justica y la reparación, como lo 
exigen los artículos 152, 228 y 229 de la Carta. Sin embargo, la ley se tramitó y aprobó como 
ley ordinaria.  
Al respecto la Corte señaló que sobre el tema ya se había pronunciado y puso de 
presente lo advertido en la Sentencia C-319 de 2006, que indicó que no siempre la regulación 
de los derechos fundamentales se hace por medio de leyes estatutarias, pues solo debe 
tramitarse dicho tipo de ley cuando se refiere al núcleo esencial del derecho, es decir, al 
conjunto de facultades y mandatos sin los que el derecho no puede ser reconocido como tal. 
Así las cosas, teniendo en cuenta que en razón al vicio formulado se presentó el fenómeno de 
la cosa juzgada constitucional, la Corte resolvió estarse a lo resuelto en la referida sentencia 
(Const. C-370/2006, M. Cepeda, J. Córdoba, R. Escobar, M. Monroy, A. Tafur, C. Vargas, C. 
Gaviria).  
En otro pronunciamiento la Corte analizó una disposición demandada por no haberse 
debatido en primer y segundo debate de Cámara, como tampoco en el primer debate de su 
trámite en Senado, pues fue incluida en el segundo debate de Senado y posteriormente 
conciliada según lo previsto en la Ley 5ª para el trámite de conciliación.  
Consideró en esta ocasión la Corporación que el segmento demandado, pese a que fue 
introducido durante el segundo debate en el Senado de la República, no adolecía de vicio que 
conllevara a declarar su inexequibilidad, teniendo en cuenta el artículo 160 superior, pues en 
las sesiones de plenaria de cada cámara, pueden introducirse al proyecto modificaciones, 
adiciones y supresiones que se consideren necesarias. Lo anterior, sumado a que el texto en 
cuestión fue sometido a la Comisión Accidental de Conciliación, en donde se perfeccionaron 
los textos aprobados en una y otra cámara, y en el texto definitivo se aprobó por ambas 
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plenarias, razones por las cuales para la Corte se dio cumplimiento a lo ordenado en el 
artículo 161 de la Constitución (Const. C-035/2003, J. Rentería). 
El presente caso causa extrañeza pues la Corte, en situaciones similares ha 
considerado que se vulnera el principio de consecutividad, según el cual ningún proyecto será 
ley sin antes haber cumplido con los cuatro debates reglamentarios, pues en el caso aquí 
referenciado, la disposición demandada no cumplió con este requisito ya que fue introducida 
en el cuarto debate, para lo cual la Corte consideró que el vicio se había subsanado con el 
hecho de que en el trámite de conciliación, el aparte demandado fuera incluido y aprobado 
por las respectivas plenarias. Lo anterior deja ver que la postura del tribunal no es siempre 
unánime y en ocasiones se torna demasiado rígida en cuanto al principio de consecutividad, o 
demasiado permisiva frente al mismo tema. 
Para cerrar lo referente al principio de consecutividad, es preciso traer a colación una 
sentencia que fue abordada en el capítulo 1° de esta investigación, pero ya de forma más 
específica, donde la Corte se pronunció una vez más, sobre la competencia que tienen las 
comisiones accidentales de conciliación, en el sentido de si a un proyecto de ley se le puede 
reformar en una y otra cámara, teniendo en cuenta que cada plenaria puede introducir 
modificaciones al texto según el artículo 178 del reglamento, y así, en la generalidad de los 
casos, los textos aprobados por cada cámara no serán compatibles y, como consecuencia, no 
se habrá cumplido con uno de los requisitos constitucionales indispensables para que un 
proyecto pueda ser ley: tener aprobación en los cuatro debates reglamentarios.  
Dicha dificultad se supera conformando una comisión accidental según lo establece el 
artículo 161 de la Constitución, la cual tendrá como finalidad producir un texto que concilie 
las discrepancias que muestran los proyectos aprobados por las plenarias de cada cámara, y 
así adoptar un texto único, terminando el procedimiento de expedición de la ley de manera 
ágil. Lo descrito es diametralmente opuesto a lo que se establecía en la Constitución Política 
de 1886 en su artículo 81, pues allí la jurisprudencia constitucional exigía que los proyectos 
de ley mantuvieran identidad en todos los debates, en vista de que no se permitía que las 
plenarias introdujeran modificación alguna al proyecto y tampoco existía la figura de las 
comisiones accidentales de conciliación.  
En resumen, la comisión accidental tiene como función principal conciliar los textos 
que resulten de cada una de las plenarias y para ello puede realizar modificaciones que 
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consideren convenientes a los textos, y si es del caso, crear textos nuevos buscando con ello 
superar las diferencias, sin olvidar que se debe obtener aprobación de dichos textos por parte 
de las plenarias de las cámaras, y teniendo en cuenta que no se puede modificar 
sustancialmente el proyecto ni cambiarse su finalidad, es decir, sin desconocer la unidad de 
materia el proyecto de ley.  
En otras palabras, se ha dejado en claro que las modificaciones que se pueden hacer 
por parte de las plenarias sobre los proyectos de ley y que, como consecuencia de ello, dan 
origen a la conformación de una comisión accidental, son las que estén claramente 
relacionadas con la materia de la que trate el respectivo proyecto. Así, los artículos nuevos 
que sean incluidos por las plenarias, serán conocidos por la comisión accidental, solo si hay 
un nexo fundamental con lo que fue debatido y aprobado en la otra cámara, según lo señala el 
artículo 188 de la Ley 5ª de 1992. 
Para el caso concreto, en donde la Corte estudio la constitucionalidad del artículo 47 
de la Ley 640 de 2001 relativa a las normas sobre conciliación, resultó evidente, de las 
pruebas obrantes en el expediente, que dicho artículo no se encontraba en el texto del 
proyecto inicial y no fue publicado con el resto del mismo, antes de someterlo a estudio de la 
Comisión Primera del Senado. Tampoco se incluyó en ninguno de los textos del articulado 
publicados para cada debate, no se mencionó en las ponencias ni en los pliegos de 
modificaciones, lo que significa que el artículo 47 se incluyó cuando la comisión accidental 
presentó el informe ante la Plenaria de Senado, acompañado del texto conciliado, sin 
explicación ni motivación, y sin ninguna observación de quienes aprobaron el informe y el 
texto del articulado.  
Por lo anterior, en esta oportunidad la Corte declaró la inconstitucionalidad y como 
consecuencia, la inexequibilidad del artículo 47, así como de una expresión del artículo 50 de 
la Ley 640 de 2001 por ser ésta inescindible del texto del artículo 47 y así, conllevar el 
mismo vicio en su formación (Const. C-500/2001, A. Tafur). 
2.2 Responsabilidad de los servidores públicos: simultaneidad de las sesiones e inicio 
de la sesión 
La Corte Constitucional ha establecido en qué momento debe entenderse que una 
sesión ha iniciado, señalando, en un primer momento, que es la hora en la que se ha citado la 
misma, con el fin de evitar la simultaneidad de sesiones. Pese a ello, como producto de la 
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investigación se ha considerado que éste no debería ser el inicio de las sesiones, por cuanto 
en la práctica, generalmente hay recesos, el Presidente de la comisión o de la corporación no 
está presente a la hora que se ha citado, o no se ha conformado el quorum deliberatorio ni 
decisorio, por lo cual no podría hablarse de simultaneidad de sesiones cuando en la comisión 
se sigue debatiendo y la plenaria se ha citado para dicha hora en la que la comisión aun lo 
está haciendo. 
En caso de presentarse simultaneidad de sesiones, se incurriría en un vicio 
insubsanable que vulnera el artículo 6° constitucional, en el sentido de que allí se dispone la 
responsabilidad de los servidores públicos, pues los congresistas tienen el deber de asistir a 
las sesiones de comisión y plenaria que les corresponden, sin embargo, no les es posible 
asistir a dos sesiones en el mismo tiempo. 
Para el caso en comento, la Corte se pronunció sobre el Acto Legislativo 02 de 2012 
sobre el fuero militar, el cual fue demandado por múltiples razones, pero la que llevo a su 
declaratoria de inexequibilidad fue la simultaneidad de sesiones que tuvo lugar mientras se 
debatía el proyecto en quinto debate. Recordó la Corporación, que los artículos 83 (en su 
último inciso) y 93 del Reglamento del Congreso, prohíben que las comisiones y las plenarias 
de una misma cámara sesionen en el mismo momento, en razón a que cada congresista forma 
parte de una comisión y de la plenaria, y así, en caso de sesionarse simultáneamente en las 
dos células legislativas a las que pertenece, generaría la imposibilidad de cumplir con sus 
deberes, pues no podría asistir a alguna de las dos sesiones, incumpliendo así con las 
obligaciones y compromisos como lo es asistir a cada una de las sesiones a las que son 
citados y votar los proyectos presentados para tal fin. 
 Lo anterior es diametralmente opuesto al caso en el cual haya sesión simultánea, bien 
sea porque el Congreso se reúna en pleno o bien, de manera independiente, de dos distintas 
comisiones o de las plenarias de las dos cámaras, lo cual es totalmente valido y viable y así 
ha sido previsto por la Constitución. Un ejemplo de lo anterior, se encuentra establecido en el 
artículo 163 superior sobre el trámite de urgencia, pues en vista de que es un trámite que 
requiere premura, es posible que las dos comisiones homólogas sesionen conjuntamente para 
dar trámite a un proyecto, y que las dos plenarias discutan y voten simultánea pero 
separadamente, esa misma iniciativa.  
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Otro evento que permite que las cámaras sesionen conjuntamente es el contemplado 
en el artículo 141 de la Constitución, sin embargo, lo allí establecido corresponde a funciones 
distintas a la legislativa. Por último, es viable que dos comisiones distintas o las plenarias de 
ambas cámaras sesionen de manera paralela, para una eficiente división del trabajo. En los 
casos descritos anteriormente es posible que ocurran sesiones simultáneas, porque los 
congresistas no pertenecen al mismo tiempo a las dos células que están sesionando de manera 
concurrente. 
 En el presente pronunciamiento, la Corte también precisó cuándo debe entenderse 
iniciada la sesión, pues algunos intervinientes en el trámite de constitucionalidad del Acto 
Legislativo 02 de 2012, consideraron que cuando la sesión de la comisión terminó, la sesión 
plenaria no había comenzado. La respuesta a ello requiere el análisis de otras normas del 
mismo reglamento, como los artículos 89 a 92 y el 268, los cuales establecen el deber de los 
congresistas de asistir a todas las sesiones de las comisiones y plenarias de las cuales formen 
parte. 
En primer momento se tiene que el artículo 91 de la Ley 5ª de 1992 establece 
que “una vez verificado el quórum, el Presidente de cada Corporación declarará abierta la 
sesión”, de lo cual podría asegurarse que solo cuando se haya comprobado el quórum, existe 
formalmente sesión de la comisión o de la plenaria respectiva. No obstante, el artículo 89 del 
mismo reglamento dispone que una vez “llegada la hora para la cual ha sido convocada la 
sesión, cada Presidente ordenará llamar a lista para verificar el quórum constitucional”; y el 
artículo 92 señala que, “si llegada la hora para la iniciación de la sesión no existe el quórum 
reglamentario, el Presidente apresurará a quienes no han concurrido para que lo hagan”. Para 
la Corte es evidente que estos artículos pretenden hacer más fácil la iniciación de las sesiones 
de forma ágil y rápida, lo que significa que el deber de los congresistas de asistir a las 
sesiones a las que han sido convocados debe cumplirse desde el momento en el que se 
cumple la hora exacta para la cual haya sido citada la sesión.  
 El análisis sistemático de las disposiciones de la Ley 5ª de 1992, permite que la Corte 
concluya que más allá de lo dispuesto en el artículo 91, en realidad hay sesión desde que se 
abre el registro para la verificación del quórum, lo cual puede ocurrir desde la hora en que 
haya sido citada la misma. Es también a partir de ese momento que deberá procurarse la 
presencia de los ausentes, y podrán comenzar las deliberaciones, siempre que se hubiere 
reunido el quórum requerido. 
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La Sala concluyó que una situación como el debate y aprobación en segunda vuelta de 
un proyecto de reforma constitucional por la comisión competente, mientras a la misma hora 
se encontraba citada y pendiente de iniciar sus labores la plenaria de la misma corporación, 
va en contravía del Reglamento del Congreso y, además, consiste en un vicio de 
procedimiento insubsanable en la formación del acto legislativo, capaz de ocasionar su 
inexequibilidad, como en efecto ocurrió con el acto legislativo que aquí se estudiaba. 
Es importante destacar uno de los salvamentos de voto que se presentó en esta 
sentencia, pues el magistrado disidente manifestó que nunca antes la Corte 
Constitucionalidad había reconocido que la simultaneidad de los debates constituyera un 
vicio de forma de tal magnitud que pudiera causar la inconstitucionalidad de una ley o de un 
acto legislativo. A su juicio, en este caso la Corte convirtió una mera infracción de dos 
normas del reglamento (artículos 83 y 93) en un vicio que generó la inconstitucionalidad de 
una reforma a la Constitución, lo cual desconoce la primacía de la misma y el principio 
democrático. 
Además, de haber sido declarado el vicio, el magistrado que se aparta de la decisión 
mayoritaria expresa que, ya que el vicio se presentó solamente en el quinto debate, hubiera 
sido viable y coherente permitir al Congreso que lo subsanara, dando validez a los primeros 
cuatro debates, en los cuales no se presentó ninguna irregularidad y así, darle la oportunidad 
al legislativo para que adelantara la segunda vuelta (Const. C-740/2013, N. Pinilla). 
Pese a la decisión que tomo la Corte en la sentencia arriba mencionada, sobre el 
instante en el que inicia la sesión, posteriormente modificó su jurisprudencia en el sentido de 
considerar que según el artículo 91 de la Ley 5ª de 1992 “el inicio de una sesión coincide con 
el momento en que, después de verificarse el quórum, el Presidente de la respectiva cámara 
declara la sesión abierta a debate”. Entendiendo esto, la actividad correspondiente a la 
apertura del registro de asistencia se lleva a cabo en un tiempo anterior al efectivo inicio de la 
sesión, por lo tanto, no es posible mantener la postura según la cual se consideraba que el 
inicio de la sesión ocurría en la hora a la que había sido citada. Lo anterior, en concordancia 
con el artículo 145 constitucional. 
Si bien la Corte varió su posición frente al tema, las repercusiones de la decisión 
tomada en la sentencia C-740 de 2013 se mantuvieron, por el hecho de que el Acto 
Legislativo 02 de 2012 fue declarado inexequible, lo cual pudo obedecer más a decisiones 
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políticas que jurídicas, debido a la trascendencia que generaba el tema en ese momento, pues 
pretendía crear un Tribunal de Garantías Penales para los miembros de la Fuerza Pública 
(Const. C-784/2014, M. Calle).  
Frente al tema de los debates simultáneos, en otro pronunciamiento la Corte estudió la 
ley aprobatoria de un tratado internacional, que como es sabido, debe iniciar su trámite en el 
Senado según el artículo 154 de la Constitución Política, pero el principio de prevalencia de 
una de las cámaras no se desconoce cuándo se sesiona conjuntamente en las comisiones por 
solicitud del Gobierno con ocasión de un mensaje de urgencia y posteriormente se aprueba la 
iniciativa en primer lugar en la plenaria de la Cámara de Representantes y luego en la 
plenaria del Senado de la República, o cuando dicha aprobación en segundo debate ocurre de 
forma simultánea en ambas plenarias.    
 La Corte defiende lo anterior, argumentando que el mensaje de urgencia enviado por 
el Gobierno sobre un proyecto de ley y su solicitud para que las comisiones sesionen 
conjuntamente altera el trámite ordinario para la aprobación de una ley, y si se exigiera que el 
proyecto fuera aprobado primero en una de las plenarias de las cámaras y luego en la otra, 
iría en contravía de la previsión que tiene el Gobierno al requerir que las comisiones 
permanentes de ambas cámaras deliberen de forma conjunta, con el fin de darle mayor 
celeridad al procedimiento legislativo y de lograr que el proyecto se apruebe en el menor 
tiempo posible, sin ir en contravía de la integridad del procedimiento y los derechos de las 
minorías. No sería lógico permitir que las comisiones sesionen de manera conjunta y no 
permitir que el proceso continúe su curso de manera simultánea hasta que el proyecto sea 
aprobado por la cámara que tiene prevalencia en su debate, es decir, el Senado en este caso, 
cuando el fin que se pretende es minimizar el tiempo que se extiende el procedimiento 
legislativo ordinario, en razón a que el diseño bicameral del Congreso no le otorga 
prevalencia funcional a ninguna de las cámaras. 
Por otra parte, cuando el Gobierno emplea el mensaje de urgencia sobre un proyecto 
de ley, la respectiva cámara debe decidir sobre la iniciativa dentro de un plazo de 30 días, 
término que ha sido entendido de forma tal que si no se cumple con este, no se genera un 
vicio que invalide la norma sometida a control, porque no es un término preclusivo, ya que su 
objetivo es exigir celeridad en el trámite de la iniciativa; además el Congreso no pierde su 
competencia para seguir tramitando el proyecto si se cumple el plazo de 30 días, pues 
siempre tendrá en su cabeza la función legislativa; y finalmente, en virtud del artículo 163 de 
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la Constitución se le otorga la facultad al Presidente de insistir en el mensaje de urgencia, lo 
que se traduce en que el uso de este mecanismo no se agota con el primer llamado al 
Congreso, pues es posible volver sobre él para lograr una mayor prontitud en el 
procedimiento legislativo dándole prelación en el orden del día, hasta que la cámara o 
comisión decida sobre él. 
En lo que respecta al caso concreto, pese a que el proyecto no se decidió en cada una 
de las cámaras en el término de los 30 días siguientes a la solicitud del Gobierno de mensaje 
de urgencia, no significa que se esté en presencia de un vicio de procedimiento, pues dicho 
termino es puramente indicativo, y su finalidad es conseguir un examen más rápido del 
proyecto en razón de su interés y urgencia (Const. C-225/2014, L. Guerrero). 
Desde otro punto de vista, el precepto consagrado en el artículo 6° de la Constitución 
Política frente a la responsabilidad de los servidores públicos, puede verse transgredido si un 
servidor público realiza funciones que no le están permitidas según lo establecido en la ley.  
Para este caso se tiene que el Gobierno objetó el artículo 3° del proyecto de Ley 006 
de 2005 Cámara y 235 de 2005 Senado “Por medio de la cual se declara el repentismo como 
patrimonio artístico, social y cultural de la nación”, lo anterior en razón a que en el artículo se 
redactó una orden del legislador al Ejecutivo, para que anualmente se asignara una partida 
presupuestal con el fin de dar cumplimiento a lo requerido en el proyecto, situación que es 
inconstitucional en virtud de ser una clara usurpación de funciones, de otra parte, dicha 
disposición va en contravía de lo establecido en el artículo 346 de la Constitución, respecto 
de la potestad del legislador en temas de gasto público. 
Sobre el principio de legalidad del gasto público la Corte Constitucional ha indicado 
que una orden al Gobierno para incluir gastos en el presupuesto es inconstitucional, por 
cuanto es una usurpación de funciones por parte del Congreso de la República, a causa de que 
dicha facultad es propia del Ejecutivo (Const. C-360/1996, E. Cifuentes y Const. C-729/2005, 
A. Beltrán). 
Por consiguiente, la Corte pudo evidenciar que el Congreso no insistió sobre la 
aprobación del proyecto objetado, ni en la constitucionalidad del artículo en discusión, ni 
tampoco justificó una insistencia, dado que sólo examinó el artículo tercero y en la ponencia 
conjunta de Senado y Cámara decidió acoger la objeción del Ejecutivo, pues la redacción del 
artículo daba una orden directa para incluir un gasto en el presupuesto, siendo que esa 
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potestad le corresponde únicamente a dicha rama. Así mismo, el Congreso no insistió en el 
proyecto de ley, sino que sugirió otra redacción del artículo 3° objetado y continuo el trámite 
del mismo, enviando el expediente a la Presidencia del Senado, para que posteriormente se 
remitiera a la Corte Constitucional. 
La Corte Constitucional de manera reiterada, ha precisado que su competencia al 
examinar la constitucionalidad de los proyectos que han sido objetados por el Gobierno, es 
sobre lo sustancial como sobre lo procesal. Dijo la Corte que en virtud de la objeción 
presidencial y del informe presentado por Cámara y Senado, se evidenció que el Legislativo 
no insistió en la constitucionalidad del proyecto, sino que acogió la objeción formulada. 
Teniendo en cuenta esto, para la Corte no hubo discrepancia con el Ejecutivo sobre si la 
objeción presentada, era requisito sine qua non para que la Corte tuviera competencia para 
manifestarse de fondo sobre la constitucionalidad. Por lo anterior la Corte decidió no 
pronunciarse sobre la exequibilidad o no del artículo 3º del proyecto (Const. C-883/2007, N. 
Pinilla). 
2.3 Principio democrático: votaciones y reproducción de disposiciones declaradas 
inexequibles 
Para efectos de las votaciones, la mayoría simple se determina de acuerdo con los 
asistentes de la célula legislativa y la mayoría absoluta con los integrantes de ésta. La Corte 
Constitucional ha dicho que será la mitad más uno de los votos de quienes pueden ejercer el 
voto cuando el número de asistentes o de integrantes constituya un numero par (Const. SU-
221/2015, G. Ortiz).  
De igual forma la Corte aclaró en Sentencia SU-221 de 2015 que cuando el total de 
integrantes o asistentes es un número impar “la mitad no es un número entero, sino un 
número con decimal”, por lo cual, para determinar la mayoría se deberá aproximar la mitad 
aritmética al siguiente número entero.  
En virtud de la Sentencia C-784 de 2014, lo importante para fijar “el porcentaje de la 
mayoría es que ésta agrupe más de la mitad de los votos. En consecuencia, cuando la mitad 
aritmética es un número con decimal, la mayoría la constituye el número entero superior.” 
Así, por ejemplo, para la aprobación de artículos que requieren mayoría absoluta, la Corte 
realizó el siguiente análisis: 
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“Según la constancia expedida por el Secretario General de la Cámara de 
Representantes, el "número exacto" de congresistas que integraban esta Corporación, (…) 
era de ciento sesenta y uno (161). En consecuencia, la mayoría absoluta era de ochenta y 
un (81) representantes, es decir, la mitad más uno de los miembros.” (Const. SU-
221/2015, G. Ortiz). 
“En ese sentido, no se requiere sumar un voto a la cifra de la mitad de los integrantes, 
pues la aproximación al número entero superior es suficiente para evidenciar que la 
opción que obtuvo tal mayoría, contó más respaldo que cualquier otra opción.” (Const. 
SU-221/2015, G. Ortiz). 
Ahora bien, el principio democrático establecido en el artículo 1° de la Constitución 
Política es el pilar fundamental de la aprobación de una ley o un acto legislativo, teniendo en 
cuenta que la Rama Legislativa representa al pueblo, por lo que las opiniones de sus 
miembros son necesarias para garantizar la libertad de expresión, promover la participación 
de todos, en especial de las minorías; y es por medio de este principio que se llega a un 
consenso a través de las votaciones. 
En cuanto a la votación, menciona la Corte que es el acto cumbre y más importante en 
el proceso de formación de una ley, pues a causa de ésta, las voluntades individuales del 
Senado de la República y la Cámara de Representantes pueden formular una decisión 
colectiva, sea a favor o en contra del asunto considerado. Es por esto que la jurisprudencia ha 
sido enfática en señalar que la votación no puede suponerse ni suprimirse, y, además, debe 
ser expresa y específica para garantizar la participación de todas las instancias legislativas sin 
olvidar el carácter bicameral de la Rama Legislativa (Const. A-118/2003, J. Palacio). 
Cuando se acude a la votación unánime como forma de votación ordinaria para 
aprobar una iniciativa legislativa, ésta debe ser debidamente registrada por la respectiva 
célula legislativa, de no hacerse así se configura un vicio de inconstitucionalidad. Este vicio 
se presenta de dos formas: primero, cuando hay aprobación del proyecto, pero no es posible 
saber si la votación fue o no unánime; segundo, cuando no se tiene certeza del resultado de la 
votación. Dichas situaciones llevan al desconocimiento de un requisito de validez en el 
trámite legislativo. De allí que la Corte ha dispuesto que es necesario tener claridad suficiente 
para confirmar que la votación fue unánime y no simplemente aprobatoria, con el objetivo de 
conocer si se contó con el quorum decisorio que se requería para el proyecto de ley, así como 
con las mayorías constitucionales exigidas para que sea ley de la República. 
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En estudio de constitucionalidad de la Ley 1734 de 2014 la Corte concluyó que no se 
acreditaron todos los requisitos exigidos para tramitar leyes que aprueben tratados 
internacionales y que el vicio de procedimiento era insubsanable por cuanto en la votación 
ante la Plenaria del Senado no se pudieron verificar las exigencias constitucionales de 
quórum decisorio y de aprobación por mayoría simple y tampoco se logró comprobar el 
cumplimiento del requisito legal establecido en el artículo 123 numeral 4° de la Ley 5ª de 
1992. Dado que la anomalía que se evidenció tuvo lugar en una etapa estructural del proceso 
legislativo y afectó la conformación democrática de la voluntad parlamentaria del Senado, la 
ley en mención se declaró inexequible (Const. C-337/2015, M. Ávila).  
Otra muestra de la importancia de las votaciones y la eventual vulneración al principio 
democrático está relacionada con lo establecido en el artículo 133 constitucional, que dispone 
de manera concreta que las decisiones de las comisiones y cámaras legislativas que emplean 
la votación ordinaria (excepto las secretas), se les aplica la votación nominal y pública.  De 
igual forma, el artículo 130 de la Ley 5ª de 1992 determinó como regla general, que las 
votaciones serán nominales y públicas, a excepción de las que determine la misma ley. Por 
tanto, esta exigencia es aplicable al informe de objeciones gubernamentales y no contar con 
dicho tipo de votación se configura en un vicio de procedimiento. 
Para el caso de estudio podría no existir vicio porque para la votación del informe de 
objeciones que está prevista en el numeral 16 del artículo 129 de la Ley 5ª de 1992, no se 
requiere votación nominal y pública cuando en el trámite de un proyecto de ley hay 
unanimidad para aprobar o negar el proyecto o parte de él, circunstancia que ocurrió, sin 
embargo, la Sala no compartió esta posibilidad por dos razones: primero, porque se trata de 
exclusiones taxativas establecidas por el legislador, con el fin de que la regla general de la 
votación nominal y pública no se convierta en la excepción; y segundo, porque el informe de 
objeciones gubernamentales, no hace parte del articulado del proyecto de ley, a menos que 
prosperen las objeciones. 
Identificado el vicio, la Corte estudió si se trataba de un vicio subsanable para dar 
aplicación al artículo 241 superior, por ende, determinó unos criterios: primero, que una vez 
cumplidas las etapas básicas o estructurales del proceso legislativo, se presentara el vicio, que 
para el caso concreto se dio durante la aprobación del informe de objeciones 
gubernamentales, es decir, cuando ya había completado todo el proceso de aprobación; 
segundo, el contexto dentro del cual tuvo lugar el vicio, donde se evidenció que el informe se 
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aprobó por unanimidad en ambas cámaras, esto es, se manifestó la voluntad del legislativo 
para aprobar el informe de objeciones; tercero, garantizar los derechos de las minorías 
mientras se surte todo el trámite legislativo, como también el principio democrático al 
momento de votar el proyecto, de donde se comprobó que no existió inconformidad u 
oposición de las minorías; y cuarto, el tipo de ley de que se trata y su evolución a lo largo del 
debate, paro lo que se acreditó que se trató de una ley orgánica que desarrollaba el artículo 
133 de la Constitución y modificaba el Reglamento del Congreso, cuyas discrepancias entre 
las plenarias de una y otra cámara fueron resueltas en la Comisión de Conciliación.  
Sin embargo, en reiteradas jurisprudencias la Corte ha verificado como requisito de 
aprobación del informe de objeciones gubernamentales, la votación ordinaria, pero en virtud 
de la entrada en vigencia de la Ley 1431 de 2011, reglamentaria del artículo 133 de la 
Constitución Política, reformado a su vez por el Acto Legislativo 01 de 2009, el parámetro de 
constitucionalidad cambió. Adicional a esto, es indispensable que los informes de las 
objeciones presidenciales sean aprobados por mayoría absoluta, en las plenarias de cada 
cámara, en la medida de que el proyecto objetado es devuelto a las cámaras para segundo 
debate, por lo que debe cumplir los requisitos establecidos en el artículo 167 constitucional. 
Ha señalado la Corte que la posibilidad de subsanar vicios de procedimiento 
corresponde a la observancia del principio de conservación del derecho, y también a una 
expresión del principio democrático, si se tiene en cuenta que es directamente el Congreso 
como órgano representativo del pueblo, el que debe subsanar los yerros constitucionales en 
los que haya incurrido. Pese a lo anterior, dicha facultad no significa que el procedimiento 
legislativo deba repetirse íntegramente, ya que una cosa es un vicio en el procedimiento, y 
otra totalmente opuesta es la ausencia de procedimiento, por tanto, el límite para devolver el 
proyecto al Congreso con el fin de corregir un vicio, es el principio de razonabilidad, que se 
refiere a la posibilidad de subsanar vicios de procedimiento siempre que el trámite legislativo 
se haya llevado a cabo efectivamente. Así las cosas, no es viable desde el punto de vista 
constitucional, presentar como subsanación de un vicio en el procedimiento lo que en 
realidad corresponde a surtir etapas que no se llevaron a cabo en el momento preciso (Const. 
C-760/ 2001, M. Monroy y M. Cepeda). 
De lo anterior se tiene que, la Corte consideró en este caso, que la votación nominal y 
pública exigida por la Constitución, aplica para el informe de las objeciones presidenciales. 
Como consecuencia de esto, se ordenó devolver el proyecto de ley al Congreso para subsanar 
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el vicio de procedimiento evidenciado realizando la votación nominal y pública del informe 
de objeciones, según lo establecido en el artículo 133 constitucional (Const. A-031/2012, M. 
Calle). 
Otro ejemplo de vulneración del principio democrático es el evento en el cual hay 
unas exigencias excesivas para ejercer un derecho político o para efectuar un mecanismo de 
participación, por cuanto el pueblo constituye el poder soberano y origen del poder público, 
por lo que de él nace la potestad de constituir, legislar, juzgar, administrar y controlar, por lo 
tanto va en contravía de los artículos 1° y 4° de la Constitución Política, que disponen que 
Colombia es un Estado democrático, participativo y pluralista, y que ésta es norma de 
normas, y en caso de existir discrepancia entre una norma jurídica y ésta, prevalecerá la 
Constitución.  
De acuerdo con el control de constitucionalidad para proyectos de ley estatutaria, la 
jurisprudencia ha establecido que éste es de “carácter jurisdiccional, automático, previo, 
integral, definitivo y participativo”. Es jurisdiccional, en el sentido de que se encuentra a 
cargo de un órgano judicial (Corte Constitucional); automático, porque procede por mandato 
constitucional; previo, debido a que la revisión constitucional es anterior a la sanción de la 
ley; integral, a causa de que se hace la confrontación de la totalidad del proyecto respecto de 
posibles vicios materiales, de competencia o de trámite; definitivo, por cuanto constituye el 
cierre constitucional respecto del proyecto de ley estudiado, y por último, participativo, por el 
hecho de que permite la intervención ciudadana y de autoridades durante el proceso de 
control. 
De otro lado, las reglas aplicables a las leyes estatutarias están previstas en la 
Constitución y la Ley 5ª de 1992, como son: que el trámite aplicable es el procedimiento 
ordinario, que la aprobación se desarrolla en una sola legislatura y se exige que sea por 
mayoría absoluta según los artículos 153 de la Constitución y 119 de la Ley 5ª. 
Cuando la Corte examinó el trámite del proyecto de Ley Estatutaria 134 de 2011 
Cámara (acumulado al 133) y 227 de 2012 Senado “Por la cual se dictan disposiciones en 
materia de promoción y protección del derecho a la participación democrática”, advirtió la 
presencia de un vicio en el procedimiento por la falta de votación nominal y pública al 
proyecto en cuarto debate de la Plenaria de Senado, de igual forma, la falta de claridad en la 
aprobación unánime, en contravía del artículo 133 Superior. Sin embargo, y dado que el vicio 
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era subsanable, consideró devolver el expediente al Senado para que remediara el trámite 
respectivo. 
La Corte señaló, además, que el Congreso no consumó las etapas posteriores a la 
votación en la plenaria del Senado ya que no se conformó la comisión de conciliación de 
acuerdo con el artículo 161 de la Constitución, por tanto, no se elaboró el informe de 
conciliación ni la aprobación del mismo, condición necesaria para contar con el texto final. 
En atención a lo mencionado, la Corte dispuso devolver a la Presidencia del Senado el 
proyecto, con el fin de que las cámaras completaran el trámite y una vez terminado y 
aprobado se remitiera a la Corte Constitucional, con el fin de que se pronunciara sobre la 
constitucionalidad, de acuerdo con el artículo 153 Superior.  
Por tanto, el Presidente del Senado remitió el expediente del proyecto, señalando que 
el vicio de procedimiento del que adolecía el Auto 008 de 2014 se encontraba correctamente 
subsanado, pese a ello, la Corte mediante Auto 149 de 2014 señaló que no se encontraron 
todos los documentos que se piden para considerar la constitucionalidad del trámite 
adelantado. Por lo anterior, la Corte dispuso abstenerse de decidir la constitucionalidad del 
proyecto hasta tanto fueran remitidos los documentos necesarios, pues las leyes estatutarias 
son de carácter especial en el ordenamiento jurídico, dado que se integran al bloque de 
constitucionalidad y en ese sentido, pueden instituir una medida para fijar la validez de otras 
leyes o decretos con fuerza de ley.  
La Corte finalmente concluyó que no había vicio alguno de constitucionalidad en el 
trámite del proyecto de ley estatutaria en cuestión, por cuanto el Congreso subsanó lo 
indicado en el Auto 118 de 2013 y llevó a término el trámite señalado en el Auto 008 de 
2014. Por lo anterior, la Corte procedió al control de constitucionalidad material, donde 
explicó que para el caso en estudio, un proyecto de ley estatutaria, el carácter democrático, 
participativo y pluralista de la Constitución tiene unos efectos que, entre otras cosas, significa 
que en el pueblo se constituye la soberanía y nace el poder público, razón por la cual, del 
pueblo proviene la potestad de constituir, legislar, juzgar, administrar y controlar; además, el 
pueblo, bien sea por medio de sus representantes o directamente, interviene en la 
conformación de los órganos mediante elecciones y también, en el ejercicio y control del 
poder público. Por tanto, la democracia es el eje central del sistema jurídico y de los temas 
asociados a ella como “soberanía”, “pueblo”, “participación” y “representación” (Const. C-
150/2015, M. González). 
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La participación ciudadana se refleja de manera activa o pasiva en el entendido de que 
hay libertad para enfrentar la fijación de requerimientos excesivos para ejercer un derecho 
político o para la ejecución de un mecanismo de participación, lo que implica una 
materialización de la democracia. El Estado por su parte, tiene el deber de evitar que se 
impida la libre participación, y de adoptar medidas que eviten que se interfiera o afecte la 
misma, además, tiene el deber de optimizar las formas de participación como oponerse a las 
decisiones de la mayoría en casos donde se afectan los derechos constitucionalmente 
reconocidos; en segundo lugar, la participación de comunidades étnicas cuando se pueda 
afectar su forma de vida; en tercer lugar, los tipos de participación social creados para que los 
ciudadanos creen organizaciones que vayan en pro de sus intereses; en cuarto lugar, las 
formas de participación en entes gubernamentales o en el ejercicio de funciones públicas; en 
quinto lugar, las acciones administrativas o judiciales necesarias para controlar las 
actividades en cabeza del Estado o para la garantía de los derechos de carácter colectivo; en 
sexto lugar, la participación que se materializa mediante la representación; en séptimo lugar, 
las establecidas en los artículos 155, 170, 375, 377 y 378 de la Constitución, entre otras, por 
cuanto es dable identificar y desarrollar otras herramientas que permitan que los ciudadanos 
participen de las decisiones que los afectan (Const. C-150/2015, M. González). 
Así mismo, la participación ciudadana tiene unas modalidades establecidas en la 
Constitución que son: el referendo que es una modalidad de participación semi-indirecta, el 
referendo constitucional derogatorio, el referendo legal derogatorio, el referendo derogatorio 
de disposiciones tomadas en el ámbito del orden territorial, el referendo aprobatorio, el 
referendo constitucional aprobatorio, el referendo aprobatorio territorial, el plebiscito, la 
consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa popular legislativa y normativa ante las 
corporaciones públicas, la revocatoria del mandato, entre otros. Es indudable que el 
Constituyente de 1991 buscó la existencia de espacios democráticos para los ciudadanos.   
La medida exigida por la Corte para el análisis de constitucionalidad de la presente 
ley estatutaria asegura la alta presencia del concepto de democracia en la Constitución, ya 
que además de un extenso cuadro de derechos y obligaciones, la presencia de más de quince 
mecanismos de participación permite vislumbrar la apertura de la Constitución para 
consolidar la eventualidad de que los ciudadanos participen activamente en las decisiones que 
los afecten. Lo anterior en razón a que se parte de la base que reconoce varias formas de 
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representación, dirección y control que algunas veces chocan en los mecanismos 
contemplados. 
En distintos ámbitos la Corte ha indicado que las iniciativas de participación 
reconocidas tienen la naturaleza de derecho político fundamental de origen constitucional, 
dado a toda persona, con el fin de que participe en la formación, ejercicio y control político. 
Así entonces, la Constitución reconoce, promueve y garantiza la democracia. Este amparo 
regula las diferentes relaciones, funciones y tensiones, entre ellas las que permiten a los 
ciudadanos intervenir activamente en el ejercicio y control del poder político. La Corte ha 
apreciado la participación en el ordenamiento constitucional, concluyendo que: 
“La democracia participativa como principio, finalidad y forma de gobierno (CP 
Preámbulo, arts. 1 y 2) exige la intervención de los ciudadanos en todas las actividades 
confiadas a los gobernantes para garantizar la satisfacción de las necesidades crecientes 
de la población. Sin la participación activa de los ciudadanos en el Gobierno de los 
propios asuntos, el Estado se expone a una pérdida irrecuperable de legitimidad como 
consecuencia de su inactividad frente a las cambiantes y particulares necesidades de los 
diferentes sectores de la sociedad” (Const. T-540/1992, E. Cifuentes). 
Y diferenciando los principios materiales de los principios estructurales de la 
democracia la Corte sostuvo que: 
“Resulta indudable que, dentro de los elementos de la democracia sustantiva o también 
denominados principios materiales de la democracia, se encuentran la dignidad humana, 
libertad, la igualdad y el pluralismo y, dentro de los elementos propios de la democracia 
procedimental o principios estructurales encontramos, por ejemplo, la participación, la 
representación, la adopción de decisiones por mayoría, el respeto por las minorías, la 
prohibición de la arbitrariedad y el principio de imparcialidad.” (Const. C-674/2008, M. 
Monroy).  
Por tanto, se debe incentivar la manifestación de formas democráticas de decisión y 
de control que se necesitan para la participación del ordenamiento constitucional, y cuando se 
requiera, la expresión de sus espacios representativos. Lo anterior, de modo que el legislador 
debe tener presente el alcance de cada expresión de la democracia, según los lineamientos de 
la Constitución, estando obligado a crear los medios para que los mecanismos de 
participación sean efectivos.  
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De la misma manera, la Corte cuando se ha ocupado de las tensiones de las diferentes 
manifestaciones democráticas, concluye que la diferencia entre la participación y 
representación, nace en la noción de soberanía de cada una. El artículo 3° de la Constitución 
dispone que la soberanía reside en el pueblo y se constituye por la suma de todas las 
voluntades individuales en soberanía popular. De igual forma, la Corporación ha manifestado 
que tratándose de la democracia representativa (soberanía nacional) los funcionarios electos 
democráticamente representan a toda la nación y no solo a quienes los eligen, por lo cual, en 
la democracia participativa, los representantes elegidos significan la voluntad del pueblo y 
reciben un mandato imperativo. Por otra parte, la misma Corte ha afirmado que los conceptos 
de democracia participativa y representativa, en lugar de ser opuestos, se complementan, ya 
que, por un lado, los ciudadanos mediante votación eligen a sus gobernantes y, por el otro, 
tienen a su disposición los mecanismos que les permiten intervenir en los asuntos que les 
afectan directamente. 
La Corte al referirse a la facultad del Congreso para introducir reformas, no puede 
desconocer los límites que tiene cuando se trata de proyectos de iniciativa popular. Una 
interpretación de la Constitución debe tener en cuenta la competencia, la democracia 
representativa y el ejercicio de derechos de participación política del Congreso, y por otra 
parte, la soberanía popular, el principio de democracia participativa y el derecho de 
participación política que los ciudadanos practican por medio de la iniciativa popular para 
convocar a un referendo constitucional, así como la limitación expresa del artículo 378 
superior, respecto de la iniciativa del Congreso para someter a referendo una reforma 
constitucional (Const. C-141/2010, H. Sierra).  
Por lo expuesto, la existencia de límites al Congreso indica que éste no cuenta con 
iniciativa para tramitar este tipo de leyes y no le es dado suplantar la voluntad del pueblo, 
introduciendo modificaciones que cambien de forma tal el proyecto, que se convierta en otro 
totalmente distinto al respaldado por los ciudadanos que por lo menos corresponden al 5% de 
la ciudadanía. 
De otra parte, los ciudadanos tienen derecho a la participación con organizaciones 
sociales, movimientos y partidos políticos, para ello la Constitución previó los mecanismos 
como el plebiscito, el referendo y la consulta popular. Así mismo la norma de normas 
estableció las clases de participación del pueblo con decisiones indirectas, pero que 
involucran la eventualidad de incidir en decisiones de gran valor, por ejemplo, la acción 
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pública de inconstitucionalidad. Más aún, la Constitución estableció una política de partidos 
y movimientos políticos que reconocen las expectativas de las personas mediante propuestas 
ideológicas que constituyen entre otras cosas, el derecho a la democracia como organización 
política.  
El derecho que tienen los ciudadanos a participar, y que está reconocido por la 
Constitución Política, otorga a éstos la facultad de poder exigir participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político. Lo anterior explica porque la jurisprudencia ha 
reconocido que dicho derecho es de carácter universal y expansivo, en palabras de la Corte 
Constitucional, de la siguiente manera:   
“La breve relación anterior de las normas constitucionales sobre las que se edifica la 
democracia participativa, es suficiente para comprender que el principio democrático que 
la Carta prohíja es a la vez universal y expansivo. Se dice que es universal en la medida 
en que compromete variados escenarios, procesos y lugares tanto públicos como privados 
y también porque la noción de política que lo sustenta se nutre de todo lo que vitalmente 
pueda interesar a la persona, a la comunidad y al Estado y sea por tanto susceptible de 
afectar la distribución, control y asignación del poder social. El principio democrático es 
expansivo pues su dinámica lejos de ignorar el conflicto social, lo encauza a partir del 
respeto y constante reivindicación de un mínimo de democracia política y social que, de 
conformidad con su ideario, ha de ampliarse progresivamente conquistando nuevos 
ámbitos y profundizando permanentemente su vigencia, lo que demanda por parte de los 
principales actores públicos y privados un denodado esfuerzo para su efectiva 
construcción” (Const. C-089/1994, E. Cifuentes).  
De acuerdo con estas características de la democracia, la Corte ha dicho que la 
influencia del principio de democracia participativa y los derechos que nacen de éste, no se 
limitan a las figuras políticas tradicionales o en los escenarios representativos, ya que, por el 
contrario, cuentan con aptitud de actualizarse, ampliarse, ajustarse o corregirse con el fin de 
optimizarse y es por ello que el Congreso tiene la potestad de regulación de acuerdo con la 
Constitución debido a que el constituyente, refiriéndose a las distintas dimensiones de la 
democracia, en ocasiones fue más preciso, en cuanto le dio al Congreso la opción de elegir 
entre diferentes opciones regulatorias y, en otras, lo despojó de esa posibilidad. Por medio de 
una ley estatutaria, el legislador tiene la posibilidad de plantear el sistema normativo que 
considere necesario y conveniente para desarrollar el derecho a la participación, esto, siempre 
que las condiciones sean conformes con la norma constitucional que pretenda desarrollar. 
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 Según el carácter de la participación, los ciudadanos están en la posibilidad de ir en 
contra de la imposición de requisitos desmedidos para poder ejercer un derecho político o 
para poner en práctica un mecanismo de participación. A pesar de que se le ha reconocido al 
legislador un margen de configuración, no pueden hacerse regulaciones excesivas que hagan 
inviable la práctica de las formas de participación de los ciudadanos.  
“Y es que en una democracia constitucional como la colombiana, que es 
esencialmente pluralista, la validez de una decisión mayoritaria no reside únicamente 
en que ésta haya sido adoptada por una mayoría sino además en que ésta haya sido 
públicamente deliberada y discutida, de tal manera que las distintas razones para 
justificar dicha decisión hayan sido debatidas, sopesadas y conocidas por la 
ciudadanía y que, además, las minorías hayan podido participar en dichos debates y 
sus derechos hayan sido respetados. Por consiguiente, para esta concepción, la 
democracia no es la tiranía de las mayorías, pues los derechos de las minorías deben 
ser respetados y protegidos” (Const. C-816/2004, J. Córdoba y R. Uprimny). 
Con fundamento en las anteriores consideraciones, la Corte, en el caso estudiado, 
declaró exequible el articulado del proyecto con excepción de algunas expresiones de éste. 
De igual forma, declaró exequibilidad condicionada en los siguientes casos: 
1. En el inciso 1° del literal a) del artículo 20 del proyecto que prevé que: 
 
“el Congreso, mediante ley que requiere la aprobación de la mayoría de los 
miembros de ambas Cámaras, podrá someter a referendo un proyecto de reforma 
constitucional o de ley. Lo anterior en consideración a que la Constitución solo prevé 
la exigencia de la mayoría absoluta en el caso de los referendos constitucionales, por 
tanto, dicha condición no podía establecerse cuando se trate de un referendo legal 
aprobatorio. En consecuencia, declaró que el literal a) es exequible en el entendido de 
que la aprobación de la ley que somete un proyecto de reforma legal a referendo, se 
aprueba con la mayoría simple de los miembros de ambas cámaras”. 
 
2. El literal c) del artículo 20 del proyecto trata ciertos aspectos del plebiscito y dispone: 
 
“que no podrá versar sobre la duración del mandato presidencial ni podrá 
modificar la Constitución Política. La Corte consideró, siguiendo el precedente 
establecido en la sentencia C-180 de 1994, que al plebiscito le eran aplicables las 
mismas restricciones temáticas previstas en el artículo 170 de la Constitución para el 
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caso de los referendos legales. En consecuencia, dispuso declarar su exequibilidad en 
el entendido de que el plebiscito tampoco puede versar sobre leyes aprobatorias de 
tratados internacionales, leyes de presupuesto, ni las referentes a materias fiscales o 
tributarias”. 
Y, por último, declaró inexequibles las siguientes expresiones: 
1. “excepto en los casos de revocatoria del mandato” del literal b) del artículo 8º por 
cuanto contraría la Constitución, al permitir que la figura de revocatoria del mandato 
incluya alusiones personales o publicidad que, de acuerdo con el artículo mencionado 
“desconocería la imparcialidad de las autoridades electorales y la institución del voto 
programático que subyace a la revocatoria del mandato”. 
 
2. “salvo que el comité promotor esté de acuerdo con el archivo” del parágrafo 2º del 
artículo 19 del proyecto de ley. A juicio de la Corte, habilitar al Comité Promotor 
para manifestarse positivamente frente al archivo de la iniciativa de participación 
ciudadana que requiera el trámite ante una corporación pública de elección popular, 
cuando hubiere vencido la legislatura, a pesar de haber conseguido el apoyo 
ciudadano, implica afectar de manera inconstitucional la expresión popular y el 
principio democrático (artículos 3 y 40 de la Constitución Política).  
 
3. Habilitar al Presidente de la República para suspender la votación de un determinado 
mecanismo de participación ciudadana, en casos en los que no ha sido formalmente 
declarado alguno de los estados de excepción regulados por los artículos 212, 213 y 
215 de la Carta, desconocería el principio democrático y pondría en riesgo la 
efectividad de los mecanismos de participación, confiriéndole al presidente una 
facultad extraordinaria no contemplada por la Constitución. En esa medida, se declaró 
inexequible del artículo 40 la expresión “Igual facultad le asiste al Gobierno Nacional 
para suspender la votación de un mecanismo de participación ciudadana si se 
observare un ambiente de intimidación para los votantes.” y la expresión “o de 
haberse decidido por el Gobierno Nacional que ha desaparecido el ambiente de 
intimidación para los votantes”. Precisó la Corte que, en todo caso, la existencia de un 
ambiente de intimidación para los votantes podría cumplir las condiciones para la 
declaración de un estado de excepción y, en consecuencia, solo después de hacerlo 
podría justificarse la suspensión de las votaciones. 




4. “o el edil” contenida en el inciso final del artículo 42 del proyecto de ley pues va en 
contravía de la Constitución emitir una norma local cuando la junta administradora 
local no lo ha hecho. 
 
5. Se opone a la Constitución lo establecido en el tercer inciso del artículo 60, al señalar 
que quien realice el control social al final del año debe realizar un balance de su 
ejercicio y presentarlo a la ciudadanía, por cuanto exige una obligación que puede 
tornarse excesiva y, por esa vía, desconocer la libertad de los ciudadanos para asumir 
actitudes activas o pasivas como manifestaciones de la democracia.  
 
6. No es posible establecer mecanismos de control de reserva de ley estatutaria mediante 
una ley ordinaria, pues se infringe el procedimiento de las leyes estatutarias cuando se 
trata de materias que deben ser reguladas por este tipo de ley. Adicionalmente, 
desconoce la Sentencia C-180 de 1994, por tanto, se declara inexequible el inciso 
final del artículo 65 que señalaba: “Para el cumplimiento de estas disposiciones, el 
control social se sujetará a las normas especiales contenidas en la Ley 142 de 1994.” 
 
7. Teniendo en cuenta la importancia del Consejo Nacional de Participación, que apoya 
al Gobierno Nacional en la gestión de la política pública de participación ciudadana, 
no es viable autorizarlo para que decida por mayoría y sin contar con los grupos 
sociales, reemplazando a un grupo significativo de representantes de la sociedad civil, 
ya que con esto se quebranta el principio democrático y además, el deber que tiene el 
Estado de garantizar la participación en las decisiones que afectan a los ciudadanos. 
Por lo anterior, se declaró inexequible el parágrafo transitorio de artículo 79 que 
disponía: “A los dos años de conformado el Consejo Nacional de Participación, la 
mitad de los miembros de la sociedad civil serán remplazados por aquellos miembros 
que el Consejo decida por mayoría. Los nuevos miembros ejercerán su periodo por 
cuatro años”. 
2.4 Principio de participación  
Este precepto está establecido en el artículo 3° del Código de Procedimiento 
Administrativo y Contencioso Administrativo, y reglamentado para la iniciativa legislativa en 
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el artículo 154 de la Constitución que trata lo concerniente a sus clases. Para esta 
investigación es importante hacer referencia a tres clases de iniciativa legislativa, la 
congresional, la gubernamental y la popular.  
Respecto de la iniciativa gubernamental, se establecen una serie de temas que son 
exclusivos de iniciativa por parte del Gobierno, como son los relativos a los numerales 3°, 7°, 
9°, 11 y 22; y los literales a, b y e del numeral 19 del artículo 150, es decir, lo relacionado 
con: la aprobación del Plan Nacional de Desarrollo, la estructura del Estado, la celebración de 
contratos, la enajenación de bienes nacionales, celebración de empréstitos, determinar las 
rentas nacionales y reglar los gastos administrativos, la normatividad del Banco de la 
República, lo relativo a los créditos públicos, la reglamentación del comercio internacional y 
su régimen cambiario y fijar mediante decreto las prestaciones sociales y salariales para los 
funcionarios y miembros del Congreso y de la Fuerza Pública. De no ceñirse a los temas 
descritos de iniciativa gubernamental, se incurre en un vicio insubsanable que acarrea la 
declaratoria de inexequibilidad de la ley.   
Esta función legislativa les compete única y exclusivamente a los ministros, por lo 
cual no es posible delegarla a ningún otro servidor público, ni siquiera a los Directores de 
Departamentos Administrativos, presumiéndose en estos casos que el Presidente de la 
República avala lo presentado por sus ministros a menos que expresamente manifieste lo 
contrario. La intervención y coadyuvancia del Gobierno en el trámite de un proyecto de ley 
de iniciativa reservada a éste, evidencia la voluntad legislativa del Ejecutivo, teniendo en 
cuenta el Reglamento del Congreso que prevé dicho aval frente a cualquier proyecto de su 
propia iniciativa que se esté estudiando en el Congreso, siempre que dicha coadyuvancia se 
manifieste antes de la aprobación del proyecto por parte de las plenarias (Restrepo, 2009). 
Desde el año 1998 ya señalaba la Corte la competencia de los ministros de ayudar en 
la formación de leyes, presentando ante el legislativo, proyectos de su competencia, de 
conformidad con lo establecido por los artículos 200 y 208 de la Constitución Política los 
cuales disponen que el Gobierno presente proyectos de ley “por intermedio de los ministros”.  
Cabe resaltar que en este pronunciamiento de la Corte Constitucional hubo varios 
salvamentos de voto, de los cuales se destaca uno en el que el magistrado discrepante señala 
que, omitir cualquier requisito de los señalados por la Constitución para el trámite legislativo 
como la iniciativa privativa del Ejecutivo, constituye un vicio de forma pues se trata del 
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procedimiento que se debe observar para la aprobación válida del acto. No debe considerarse 
esto como un vicio de fondo de la ley, pues no afecta la materia de ésta, aunque sea la materia 
misma la que define los casos en que la iniciativa ha de provenir del Gobierno. En el caso 
examinado en la sentencia aquí referenciada se trató, para el magistrado, de un vicio de forma 
para el cual operó el fenómeno de la caducidad y por ende la Corte había perdido 
competencia para pronunciarse, por expreso mandato del artículo 242-3 de la Constitución 
Política (Const. C-498/1998, H. Herrera). 
El procedimiento legislativo es una forma de manifestar el principio democrático 
cuando se desempeña la labor de configuración normativa, la cual se compone de un conjunto 
de acciones desplegadas por quienes están autorizados constitucionalmente, y cuyo producto 
final es la expedición de una ley. El procedimiento se pone en marcha por uno de los sujetos 
legitimados para la presentación de proyectos de ley, es decir, por la iniciativa legislativa, que 
es definida como la facultad que tienen distintos personajes políticos o sociales para presentar 
proyectos de ley ante el Congreso. Con la iniciativa legislativa se obliga al órgano legislativo 
a encargarse de la propuesta presentada mediante el procedimiento previsto para la 
elaboración y creación de las leyes.  
La iniciativa legislativa puede ser de varias clases, dentro de las que se encuentra la 
gubernamental, que es un medio con el que cuenta el Gobierno para llevar a cabo las 
funciones que tiene a cargo, especialmente, lo que se refiere al cumplimiento de los objetivos 
de política pública dispuestos en el Plan Nacional de Desarrollo. Frente a esta clase de 
iniciativa legislativa, la Corte ha mencionado que los ministros de despacho pueden ejercerla 
como voceros del Gobierno, sin que necesariamente deba hacerlo el Presidente de la 
República, ajustándose esto a lo previsto en el artículo 208 constitucional. 
Conforme con lo anterior, no es viable exigir al Gobierno que radique de 
manera obligatoria un proyecto de ley, que busque crear una entidad del orden nacional, 
como lo sería la Superintendencia de Educación. Distinto sería el caso en el que la propia ley 
cree una entidad, sus objetivos y régimen jurídico y difiera al Ejecutivo adelantar los trámites 
para asegurar su puesta en marcha (Const. C-031/2017, L. Guerrero).  
La Corte ha reiterado en sus pronunciamientos, como en la sentencia C-840 de 2003 
que:   
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“La iniciativa legislativa es la facultad atribuida a diferentes actores políticos y 
sociales para que concurran a la presentación de proyectos de ley ante el Congreso de la 
República con el fin de que éste les imparta el trámite constitucional y reglamentario 
correspondiente” (Const. C-177/2007, H. Sierra).  
Según el texto constitucional el Gobierno Nacional tiene iniciativa legislativa en todas 
las materias y de forma privilegiada en los casos señalados en el segundo inciso del artículo 
154 constitucional. Ha señalado la Corte, en primer lugar, que la iniciativa legislativa con la 
que cuenta el Gobierno no se materializa exclusivamente con la presentación de proyectos de 
ley ante el Congreso por parte de los ministros en los asuntos relacionados en el artículo 154 
de la Constitución, pues también puede darse por medio de la aprobación que el Gobierno 
imparte a los proyectos que se estén gestionando en el Congreso inclusive cuando no sean 
presentados por el Ejecutivo. Tal aprobación se ha llamado jurisprudencialmente como “aval 
del Gobierno”. 
Así mismo, la Corte se ha encargado de fijar las condiciones para que se entienda 
otorgado el aval, pues éste debe estar probado al interior del trámite legislativo. Se ha 
sostenido que, en caso de ausencia de prueba escrita del aval a una disposición a lo largo del 
procedimiento legislativo, se valore la mención que se haya hecho en las ponencias, sobre el 
tema. Por ejemplo, se entiende que hay aval cuando en el expediente se evidencie la 
presencia del ministro en la sesión correspondiente y también, cuando haya ausencia de 
contradicción hacia el aval. 
Además, el aval sólo pueden otorgarlo los ministros, pero sólo aquél cuyas funciones 
estén relacionadas temáticamente con el proyecto de ley del que se trate. Sumado a esto, es 
menester que la contribución se manifieste de forma oportuna antes de ser aprobado en 
plenaria. 
Finalmente, respecto del tema del aval, se ha sostenido por la Corporación que cuando 
se aprueben por el Congreso, disposiciones o temas que no cuenten con iniciativa del 
Gobierno o el aval del mismo, según el artículo 154 inciso 2° de la Constitución Política, las 
mismas estarán viciadas de inconstitucionalidad y por ende, pueden salir del ordenamiento 
jurídico, bien sea como consecuencia de una acción de inexequibilidad o porque al efectuar el 
control previo de constitucionalidad con ocasión de las objeciones presidenciales, se 
determine la inobservancia de lo exigido por el artículo 154 (Const. C-177/2007, H. Sierra). 
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2.5 Principio de identidad  
Este principio está regulado en el artículo 158 constitucional, que denota que un 
proyecto de ley debe tratar de una misma materia, razón por la cual no es admisible incluir 
modificaciones o disposiciones que no se relacionen con ésta. Se refiere a que exista unidad 
de materia entre los diferentes contenidos normativos que se planteen sobre el mismo artículo 
y a lo largo de todo el proyecto, sin que esto signifique que el proyecto de ley tenga que 
permanecer idéntico durante los cuatro debates. La vulneración de este principio es de 
carácter insubsanable debido a que no es admisible que un proyecto de ley regule materias 
que no tengan relación entre ellas.  
La Corte se pronunció sobre el control automático de la Ley 1354 de 2009 “por medio 
de la cual se convoca a un referendo constitucional y se somete a consideración del pueblo un 
proyecto de reforma constitucional” con lo cual se buscaba aumentar en un periodo 
constitucional la reelección del Presidente de la República que hubiese sido elegido por dos 
periodos anteriormente. La ley que aquí se estudió, para la convocatoria del referendo, fue de 
iniciativa popular, razón por la cual, el referendo no puede ser convocado directamente, pues 
debe existir debate y aprobación por parte del Congreso y, sumado a esto, la ley que permite 
convocar al pueblo tiene control automático de constitucionalidad, según el artículo 241 
numeral 2° de la Constitución Política, solo por vicios de procedimiento.  
En estos casos, además del control ejercido por la Corte, los ciudadanos ejercen la 
acción pública de inconstitucionalidad contra el acto que pretenda reformar la Constitución. 
A esto se le llama control reforzado. La Corte Constitucional señala que la Constitución 
establece dos etapas de control jurídico en cuanto a las reformas a la Carta mediante 
referendo. Una primera etapa de control automático sobre la ley que convoca al referendo, el 
cual se refiere a los vicios de procedimiento y de competencia evidenciados en el trámite de 
la ley. Y la segunda fase sobre el referendo constitucional - reformatorio de la Carta Política, 
cuando ya haya sido promulgado por el Presidente. El mecanismo idóneo para llevar a cabo 
la segunda etapa de control es mediante demandas por inconstitucionalidad ejercidas por los 
ciudadanos, donde la Corte evalúa que en el procedimiento se hayan cumplido los requisitos 
de formación señalados en la Constitución (Const. C-551/2003, E. Montealegre). 
En el control realizado por la Corte, ha de tenerse en cuenta que no cualquier 
irregularidad o infracción al Reglamento del Congreso o a la Ley 134 de 1994 sobre el 
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trámite del referendo conllevan a la inconstitucionalidad o ilegalidad de la ley, es necesario 
que esa anomalía sea de tal importancia que se pueda identificar como un vicio en la creación 
de la ley. Es así como, solamente las infracciones al Título XIII de la Constitución, o lo 
dispuesto en el Reglamento del Congreso y la Ley 134 que versen sobre principios y valores 
constitucionales, configuran vicios que generan la inconstitucionalidad de la ley de referendo. 
El artículo 241 numeral 2° de la Constitución Política, cuando hace referencia a 
“vicios de procedimiento en su formación” se refiere tanto a los vicios que se evidencien a lo 
largo del trámite que surta el proyecto de ley por medio del cual se convoque a un referendo, 
como a los que puedan surgir en las etapas anteriores a esto, y también a los nacidos en la 
fase que se da entre la sentencia que emite la Corte y la publicación de la reforma 
constitucional. 
Frente a la facultad que tiene la Corte Constitucional para revisar y pronunciarse sobre 
los vicios de competencia en el escenario de una reforma constitucional, se señala en distintas 
providencias que estos no son en sí mismos evidentes, pues pueden presentarse en el trámite 
mismo o en etapas anteriores a ello. 
La Corte diferencia entre la iniciativa legislativa popular que ocurre cuando un grupo 
de ciudadanos conforma un Comité de Promotores y lo valida ante la Registraduría, radica 
ante el Congreso un proyecto de articulado y recoge firmas que lo apoyan, para que se trámite 
el proyecto de ley instando a los ciudadanos a un referendo constitucional, y si es aprobado, 
se somete al control automático que ejerce la Corte Constitucional; y el referendo en sí 
mismo, que es el instrumento democrático por medio del cual los ciudadanos deciden si 
aprueban o no el texto de reforma constitucional. 
En este caso, de gran importancia jurídica para el país, a lo largo del trámite de la 
iniciativa popular se evidenciaron anomalías relacionadas con la financiación de la campaña 
que propendía por la reforma constitucional, con lo que se configura una violación grave a 
los principios de transparencia y respeto del pluralismo político, según lo dispone la 
Constitución y la Ley 134 de 1994. 
En cuanto al procedimiento legislativo que debe seguirse para expedir una ley 
mediante la cual se convoque a la ciudadanía a un referendo, es el mismo sustancialmente 
hablando, al procedimiento ordinario, excepto por lo señalado en el artículo 378 
constitucional, pues debe aprobarse por la mayoría de los miembros en cada una de las 
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cámaras. Lo anterior significa que la ley de referendo no tiene condiciones especiales en su 
realización, a excepción de la mayoría exigida por el artículo 378. 
Frente a los principios de consecutividad e identidad relativa, los cuales están 
presentes en el trámite legislativo, la Corte señala que deben entenderse conforme a la 
protección de derechos y principios abarcados en el procedimiento donde se estudia una 
iniciativa de origen ciudadano y deberán concebirse de forma más estricta, de conformidad 
con las limitaciones que se presentan en cuanto a la aprobación de modificaciones al proyecto 
presentado, para el Congreso.  
Ya se ha mencionado en el primer capítulo que el principio de identidad, consagrado 
en el artículo 157 de la Constitución, es el que consiste en que “ningún proyecto será ley sin 
haber superado cuatro debates, dos en comisiones permanentes de ambas cámaras y dos en 
plenarias”. Conforme con lo anterior, es un ideal que un proyecto de ley discutido y aprobado 
en primer debate corresponda al aprobado en el último debate, en cuanto a lo esencial. Sin 
embargo, se permite que se hagan modificaciones al proyecto sin que se cambien la esencia 
del mismo, como ya se ha indicado. 
Antes de la Constitución Política de 1991, se concebía una identidad absoluta, en el 
sentido de no admitir modificación alguna en los proyectos de ley, pero esto fue variado 
posteriormente para permitir la eventualidad de hacer modificaciones en las discusiones de 
los proyectos de ley en las plenarias de las cámaras, según lo señalado en el artículo 178 de la 
Ley 5ª de 1992, designándole jurisprudencialmente el nombre de principio de identidad 
flexible o relativa.  
Tratándose de proyectos de ley de iniciativa popular como el que se estudió en la 
presente sentencia, que convocaba a un referendo para reformar la Constitución, el principio 
de identidad relativa adquiere mayor importancia, teniendo en cuenta que el Congreso debe 
respetar la soberanía popular y la participación democrática por medio de los mecanismos de 
participación, al momento de actuar bajo su libertad de configuración.  
Por su parte, por el principio de consecutividad ya estudiado, se entiende que el 
articulado propuesto para los dos primeros debates y sus modificaciones o adiciones deben 
tener discusión, debate, aprobación o rechazo en la instancia legislativa donde se haya 
sometido a consideración. 
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Ahora, en lo que respecta a las modificaciones hechas al texto que contendría el 
referendo, pretendía la modificación del artículo 197 constitucional en cuanto a que “Quien 
haya ejercido la Presidencia de la República por dos períodos constitucionales, podrá ser 
elegido para otro período”; y por otro lado, el texto que fue aprobado finalmente por el 
Congreso rezaba que “Quien haya sido elegido a la Presidencia de la República por dos 
períodos constitucionales, podrá ser elegido únicamente para otro período”.  
La regla general en cuanto a las modificaciones, es que el Congreso puede hacer las 
que considere pertinentes a un proyecto de ley, inclusive si con ellas se modifica 
sustancialmente el mismo, de conformidad con los artículos 161 y 179 de la Ley 5ª de 1992. 
Sin embargo, no ocurre igual cuando de proyectos de ley de iniciativa legislativa popular se 
trata, pues ello significaría que se aprobara, accidentalmente, un proyecto distinto al 
presentado por los titulares de la iniciativa. Así las cosas, el texto presentado por los 
ciudadanos proponía una reforma a la Constitución, en cuanto a que la segunda reelección del 
Presidente fuera de forma mediata, y el texto aprobado por el Congreso se refería a una 
reforma a la Constitución, que buscaba de forma inmediata la segunda reelección del 
Presidente. 
Observa la Corte, en este caso, que, al realizarse una modificación sustancial, el 
Congreso se salió de los límites que establece el principio de democracia participativa, frente 
a los proyectos de ley de iniciativa ciudadana, que a su vez trae como consecuencia un vicio 
de procedimiento. Concluye entonces la Corporación que se pasaron por alto los principios 
de identidad y consecutividad a lo largo del trámite legislativo, lo cual es un vicio 
insubsanable que genera inconstitucionalidad de la norma.  
Pasando a otro punto, en el presente trámite no se presentaron las dos certificaciones 
de las que hablan los artículos 24 y 27 de la Ley 134 de 1994, sobre mecanismos de 
participación, lo cual constituye un vicio de procedimiento no subsanable. 
Respecto de la publicidad, se tiene que el Decreto 4742 de 2008 que citaba a sesiones 
extraordinarias no se publicó en el Diario Oficial, y, por ende, la ausencia de publicación del 
mismo, antes de llevar a cabo la respectiva sesión extraordinaria que se convocó, es una 
anormalidad que no fue subsanada con la lectura del decreto en la plenaria de la Cámara. Por 
el contrario, dicho evento genera un vicio insubsanable de inconstitucionalidad en el trámite 
legislativo que terminó con la expedición de la Ley 1354 de 2009. 
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Ahora, respecto del tema de funcionamiento de la bancada, ésta debe tener un mismo 
criterio respecto de los temas que lleven a debate y a votación dentro de los cuerpos 
colegiados de elección popular; sin embargo, esta regla encuentra una excepción en los casos 
de objeción de conciencia, cuando los miembros manifiestan que bajo ésta desean separarse 
de las decisiones tomadas al interior de la bancada. 
En el caso bajo estudio, la Mesa Directiva de la Cámara de Representantes, estaba 
informada de la sanción atribuida por el Consejo de Control Ético del Partido Cambio 
Radical a 5 de sus miembros, por lo que no podía permitirse que estos congresistas 
participaran en la votación. Por lo anterior, no podían tenerse en cuenta como votos válidos 
los realizados por los representantes en cuestión, en la sesión plenaria de la Cámara de 
Representantes. 
Es de aclarar que un hecho como el aquí ocurrido no genera de forma inmediata un 
vicio en el procedimiento, pues al momento de anular una serie de votos de algunos 
congresistas no se afecta necesariamente la voluntad de toda la cámara de la cual hacen parte. 
Según la doctrina debe utilizarse la figura denominada “prueba de la resistencia” que se 
refiere a que, frente a la anulación del voto de un congresista, solo se verá perturbada la 
voluntad de la célula legislativa cuando “la sustracción de los votos afecte el número de 
apoyos mínimo exigido para alcanzar la mayoría prevista por las disposiciones 
constitucionales para la aprobación de un determinado proyecto”.   
Así las cosas, en la sesión plenaria de la Cámara se aprobó el proyecto con la 
siguiente votación: por el sí: 85 votos; por el no: 5. Pese a ello, los representantes cuyo 
derecho al voto estaba suspendido votaron a favor del proyecto, por lo que al restar esos 
votos del total obtenido arrojó 80 representantes y, como consecuencia, no se contó con la 
mayoría requerida, que para el caso en cuestión eran 84 votos a favor.  
Lo anterior genera un vicio de carácter insubsanable, en vista de que no se cumplió 
una de las exigencias para la aprobación del informe de conciliación, que es el apoyo de la 
mayoría absoluta de la Cámara de Representantes. 
Por todo lo expuesto, la Corte Constitucional declaró inexequible la Ley 1354 de 2009 
“Por medio de la cual se convoca a un referendo constitucional y se somete a consideración 
del pueblo un proyecto de reforma constitucional” (Const. C-141/2010, H. Sierra).  
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2.6 Principio de publicidad 
Este principio hace parte de los requisitos indispensables para que cualquier proyecto 
se convierta en ley, según el artículo 157 de la Carta Política. En cuanto a la publicación de la 
ponencia, se ha señalado que cumple con el fin de que todos los congresistas tengan 
conocimiento del articulado a debatir, con el objetivo de analizar su conveniencia, su 
exequibilidad o inexequibilidad. Lo anterior está relacionado a su vez, con el principio de 
celeridad, para así evitar un desgaste legislativo si en el estudio de la iniciativa se prevé que 
ésta es contraria a la Constitución. 
De otro lado, a pesar de que con esta investigación se ha evidenciado que este 
principio es de carácter indispensable, no solo para los miembros del Congreso, si no para las 
entidades y ciudadanos a los que pueda afectar determinado proyecto de ley, la sentencia 
analizada muestra una postura de la Corte laxa en cuanto a la exigencia de esta garantía, sin 
observar la rigurosidad que la Constitución establece. 
La Corte Constitucional somete a revisión la Ley 833 del 10 de julio de 2003, “por 
medio de la cual se aprueba el ‘Protocolo facultativo de la convención sobre los derechos del 
niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados’, adoptado en Nueva York 
el veinticinco 25 de mayo de 2000”, de acuerdo con el artículo 241 numeral 10° de la 
Constitución, que señala la competencia de la Corte para examinar el instrumento 
internacional y su respectiva ley aprobatoria.  
Este examen realizado por la Corporación consiste en “un control completo y 
automático de constitucionalidad sobre el contenido material del protocolo y de su ley 
aprobatoria”, y también, del cumplimiento del trámite legislativo. El control es anticipado 
pues pese a que se efectúa después de la sanción de la ley, es anterior al perfeccionamiento 
del instrumento internacional. 
Teniendo en cuenta que la Constitución Política no estableció un procedimiento 
legislativo específico para la aprobación de una ley aprobatoria de un tratado internacional, se 
sigue para ello el mismo trámite que para una ley ordinaria. Sin embargo, hay que recordar 
que, tratándose de temas referidos a relaciones internacionales, el procedimiento debe 
empezar en el Senado según el artículo 154 constitucional, y el Gobierno, dentro de los seis 
días siguientes a la sanción de la ley, debe remitirla a la Corte Constitucional para su revisión 
definitiva. 
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Conforme con lo anterior se examina el trámite que surtió la ley. El protocolo fue 
suscrito y aprobado por el Presidente de la República. El proyecto de ley aprobatoria del 
tratado lo presentaron el Ministro de Defensa y el de Relaciones Exteriores. El respectivo 
texto se publicó en la Gaceta del Congreso N° 466 del 19 de septiembre de 2001. El primer 
debate se surtió en la Comisión Segunda del Senado, para lo cual la ponencia se publicó en la 
Gaceta del Congreso N° 632 del 10 de diciembre de 2001. 
El primer debate arrojó un resultado de 12 votos a favor y 0 en contra, por lo que el 
proyecto fue aprobado. La ponencia para segundo debate se publicó en la Gaceta del 
Congreso Nº 67 del 2 de abril de 2002, y se aprobó también con el voto de 98 senadores. 
Dos Representantes a la Cámara rindieron ponencia para primer debate y la respectiva 
publicación se hizo en la Gaceta del Congreso N° 213 del 22 de mayo de 2003. El Presidente 
de la Comisión Segunda de la Cámara consintió la distribución en fotocopia de la ponencia 
para primer debate, sin perjuicio de su posterior publicación. Lo anterior no se torna 
inconstitucional porque el requisito de darle publicidad a la ponencia puede darse por dos 
vías, la primera, con la publicación previa que se haga en la Gaceta del Congreso o bien, 
realizando el reparto adelantado a los congresistas y publicándola después del debate según el 
artículo 156 de la Ley 5ª de 1992, que fue lo ocurrido en el presente caso. 
Las siguientes etapas del trámite continuaron con apego a la normatividad que regula 
el procedimiento legislativo, por lo que la Corte concluyó que se había dado cumplimiento a 
las exigencias contenidas en la Constitución Política, artículo 160. 
Una vez estudiada la constitucionalidad del Protocolo, la Corte resolvió declarar 
exequible el “Protocolo facultativo de la convención sobre los derechos del niño relativo a la 
participación de niños en los conflictos armados”, dado en Nueva York en mayo de 2000, así 
como la Ley 833 del 10 de julio de 2003, por medio de la cual fue aprobado. 
Aun así, esta sentencia cuenta con tres salvamentos de voto, por lo que se hace 
necesario hacer referencia a ellos, en cuanto al tema de la publicación de la ponencia dentro 
del trámite legislativo. Señalaron los magistrados Alfredo Beltrán Sierra, Jaime Araujo 
Rentería y Clara Inés Vargas, que la Corte se equivocó cuando declaró exequible la ley en 
comento, por cuanto no se había publicado la ponencia en la Gaceta, pues para ellos, este es 
un requisito sin el cual no se puede dar primer debate a un proyecto de ley, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 157 de la Ley 5ª de 1992. Debatir el proyecto de ley sin haberse 
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publicado la ponencia, además va en contravía de los artículos 156 de la Ley 5ª y 157 
Superior. 
Para el caso concreto, la ponencia del proyecto de ley fue publicada en la Gaceta un 
día después de que hubiese surtido el primer debate en la Comisión Primera de la Cámara de 
Representantes, pues se argumentó que el Presidente de la Comisión Segunda de la Cámara 
autorizó la publicación de la ponencia en un medio diferente a la Gaceta, exactamente el 
mismo día en el cual se le impartió aprobación a la misma.   
Para los magistrados discrepantes, la Corte debió declarar inexequible la Ley 833 del 
2003 “por medio de la cual se aprueba el ´Protocolo facultativo de la Convención sobre los 
derechos del niño relativo a la participación de niños en los conflictos armados´, adoptado 
en Nueva York el veinticinco (25) de mayo de dos mil (2000).”  
No es aceptable para los magistrados, la conclusión a la que llegó la Corte de que en 
virtud de lo establecido en el artículo 156 del reglamento, el presidente de la comisión puede 
facultar para que la ponencia se distribuya a los miembros de la comisión, con el fin de 
aligerar el debate, ya que la norma establece que “la reproducción mecánica puede hacerse 
sin perjuicio de su posterior y oportuna publicación en la Gaceta” y para establecer cuándo es 
oportuna la publicación, debe remitirse al siguiente artículo, el cual señala que “la iniciación 
del primer debate no tendrá lugar antes de la publicación del informe respectivo”. 
En similar sentido, el magistrado Rodrigo Escobar Gil aclaró su voto, señaló como 
vicio grave de procedimiento, realizar el debate sin que de manera previa haya sido publicado 
el proyecto en la Gaceta, pues es un requisito de carácter constitucional y como tal, adquiere 
una mayor relevancia dentro del trámite legislativo. La publicación de la ponencia tiene un 
fin que consiste en que los miembros de la comisión, así como los demás congresistas, 
conozcan el articulado que se pretende debatir, para analizar su conveniencia, su 
exequibilidad o inexequibilidad, antes de someter el proyecto de ley a votación (Const. C-
172/2004, J. Córdoba). 
Otra muestra que está relacionada con el principio de publicidad, es el evento en el 
que no se cumplen los plazos establecidos tanto en el artículo 160 constitucional como en el 
168 del reglamento, los cuales están previstos para que se tenga total conocimiento de la 
iniciativa que se va a debatir y que el constituyente estimó beneficioso para la mejora de la 
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ley en trámite. Este vicio es de carácter subsanable, teniendo en cuenta la etapa en la que se 
haya presentado. 
Dispone el artículo 160 de la Constitución que en el trámite de un proyecto deben 
mediar unos lapsos: no menos de “8 días entre el primero y el segundo debate, y por lo menos 
15 días entre la aprobación del proyecto en una cámara y la iniciación del debate en la otra”. 
No obstante, cuando se realizan sesiones conjuntas en las comisiones, como producto del 
mensaje de urgencia enviado por el Gobierno frente a un proyecto de ley, se hace innecesario 
el cumplimiento del plazo de 8 días señalado para el primer y segundo debate. De igual 
forma, estos plazos corresponden a días calendario en virtud de lo establecido en la Ley 5ª de 
1992, que dispone que todos los días de la semana son hábiles para las actividades 
legislativas. Así mismo, la jurisprudencia ha determinado que cada uno de los días que 
componen el plazo deben ser días completos, por lo cual las fechas en que se llevan a cabo 
los debates, no se tienen en cuenta para dicho término. Por ello, si estos plazos no son 
observados en el trámite para la expedición de la ley, los actos correspondientes carecen de 
validez y eficacia. 
Ha dicho la Corte que las formas dan seguridad y estabilidad jurídica, de modo que 
los derechos se garanticen y no queden sometidos a la interpretación subjetiva y a la 
incertidumbre de su existencia. Y, aunque toda norma de derecho está compuesta de materia 
y forma, y prevalece la primera sobre la segunda, no se pueden desconocer las formas, por 
cuanto las normas procedimentales como las sustanciales tienen la misma importancia y 
jerarquía, además de estar prescitas en la propia Constitución, por lo que deben ser cumplidas 
sin distinción alguna. De otra parte, los términos consagrados tienen dos propósitos: el 
primero, asegurar que los miembros del Congreso tengan tiempo de estudiar el contenido y 
de evaluar la conveniencia y el segundo, atender el principio de participación, permitiendo 
que la opinión pública se manifieste sobre los proyectos en curso y contribuya a un mejor 
análisis e ilustración de éstos.  Al respecto de la inobservancia a dichos términos la Corte 
consideró que, por tratarse de vicios de procedimiento subsanables, se debe devolver el 
proyecto de ley al Presidente del Congreso para que enmiende la omisión, en virtud del 
artículo 241 de la Constitución (Const. C-510/1996, V. Naranjo). 
Finalmente, respecto del requisito del anuncio que se debe hacer de los proyectos de 
ley antes de someterlos a votación, puede verse vulnerado el principio de publicidad si el 
anuncio no se hace con apego a lo señalado por el artículo 160 de la Constitución Política, 
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pues el fin último de este requisito es poner en conocimiento de los congresistas los proyectos 
de ley que votaran en la siguiente sesión y no sorprenderlos con votaciones inesperadas.  
 En relación con el artículo 241 numeral 10° de la Constitución Política, la Corte tiene 
la facultad de realizar “el examen de constitucionalidad de los tratados internacionales y de 
las leyes aprobatorias de los mismos”. Dicho control se hace de manera anticipada al 
perfeccionamiento del tratado, y posterior a la aprobación y sanción del mismo; es 
automático, ya que el proyecto es enviado por el Presidente a la Corte; es integral, en vista de 
que la Corte debe estudiar aspectos formales y materiales tanto de la ley como del tratado; y 
finalmente, tiene carácter de cosa juzgada, y su propósito es velar por el cumplimiento de la 
Constitución y de los compromisos internacionales del Estado, en virtud de su función 
preventiva (Const.  C-468/1997, A. Martínez).  
Por tanto y de acuerdo con el Acto Legislativo 01 de 2003 que en su artículo 8° 
dispone que si antes de la entrada en vigencia del mismo, se habían iniciado trámites 
legislativos de proyectos de ley o de acto legislativo, pero que hubieran continuado bajo su 
vigencia, se les debía aplicar lo consignado en el último inciso del artículo 160 de la Carta 
Política adicionado por el acto legislativo mencionado, es decir, se debía anunciar el proyecto 
en sesión previa y realizar la convocatoria para votación en “una fecha futura prefijada y 
determinada o determinable”. En otras palabras, el Acto Legislativo 01 de 2003, estableció 
que ningún proyecto de ley sería sometido a votación en sesión diferente a la que se hubiera 
anunciado y que el aviso del sometimiento a votación lo establece la presidencia de cada 
cámara o comisión en una sesión previa diferente a la que se realice la votación. 
En el caso en estudio, el proyecto inició su trámite en la Comisión Segunda del 
Senado antes de entrar en vigencia el Acto Legislativo 01 de 2003, donde fue debatido y 
aprobado. Los tres debates siguientes se llevaron a cabo bajo la vigencia del acto legislativo 
en mención. Sin embargo, en la Plenaria del Senado, se hizo una interpretación equivocada 
de la Constitución (artículo 160), por cuanto se anunció el debate y se realizó la votación del 
proyecto en la misma sesión en que fue anunciado. Por lo anterior, la Corte consideró que, 
como el anuncio de votación se presentó en la misma sesión de la aprobación, se incumplió lo 
establecido como requisito constitucional, anunciar en sesión previa y convocar para votación 
en una fecha futura prefijada y determinada o por lo menos determinable.  
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La Corte estudió si ese tipo de vicio era subsanable, por cuanto se habían respetado 
los requisitos exigidos en el artículo 157 de la Constitución y se podía dar aplicación al 
parágrafo del artículo 241 Superior, sin embargo, la Corte consideró que esa interpretación no 
era válida y contrariaba los principios del proceso de formación de la ley, ya que en concepto 
de la Corte, la aplicación del artículo 241 superior no opera de manera automática en todos 
los casos, solo en aquellos donde la naturaleza del error permite su corrección, esto es, 
cuando los vicios de procedimiento no tienen una trascendencia constitucional indiscutible. 
La Corte consideró que la Constitución, al establecer los requisitos para la aprobación de las 
leyes, no solo presta atención a los requisitos básicos establecidos en el artículo 157 de la 
Constitución, sino que los amplía a otros de igual categoría y trascendencia como sucede con 
los previstos en los artículos 158, 159, 160, 161 y 162 donde se encuentra el artículo 8° del 
Acto Legislativo 01 de 2003. (Const. C-333/2005, J. Córdoba).  
Por lo anterior, la Corte Constitucional concluyó que la finalidad del precepto 
constitucional estudiado es que los Congresistas conozcan desde antes de asistir a las 
sesiones, los proyectos de ley o informes de objeciones presidenciales que serán sometidos a 
votación, para evitar votaciones intempestivas; además sostuvo que el Congreso no agotó en 
su totalidad los requisitos formales de carácter constitucional para la aprobación de un 
proyecto y que el requisito violado en el presente caso está establecido en la norma superior, 
por lo que en su jurisprudencia ha reiterado:  
“La Constitución como lex superior precisa y regula las formas y métodos de 
producción de las normas que integran el ordenamiento y es por ello fuente de fuentes, 
norma normarum. Estas características de supremacía y de máxima regla de 
reconocimiento del orden jurídico propias de la Constitución. …, en todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las 
disposiciones constitucionales” (Const. T-006/1992, E Cifuentes). 
De lo anterior se desprende que las normas expedidas por el Congreso, que 
desconozcan lo traído por la Constitución (el procedimiento de formación de las leyes), 
carecen de validez. La Corte no podía ignorar que el vicio observado era de rango 
constitucional, y que además corresponde a “una exigencia establecida por el propio 
Congreso para afianzar el principio democrático, el respeto por las minorías parlamentarias y 
la publicidad y transparencia del proceso legislativo”. Teniendo en cuenta lo anterior, se 
concluye entonces que se omitió un requisito de los exigidos por la Constitución durante el 
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segundo debate en la Plenaria del Senado, con lo que se vició también el trámite posterior del 
proyecto de ley en la Cámara de Representantes y en vista de esto la Corte Constitucional 
resolvió declarar la inexequibilidad de la Ley 898 de 2004 (Const. C-333/2005, J. Córdoba).  
2.7 Principio de instrumentalidad de las formas  
Sobre el mismo tema del anuncio, pero en caso de “cadena de anuncios”, recordó la 
Corporación que cuando el debate de un proyecto se prolonga en el tiempo, como regla 
general, debe asegurarse la reiteración del anuncio, en todas las sesiones previas a la de la 
aprobación del proyecto, ya que no se cuenta con otra figura que permita conseguir el 
objetivo que se cumple mediante el anuncio. No obstante, la Corte ha dispuesto que en los 
casos en los que se presente “la ruptura de la cadena de anuncios”, no se genera en un vicio 
de inconstitucionalidad, siempre que en la sesión inmediatamente anterior a la sesión en la 
cual se aprueba el proyecto, se cumpla el mandato constitucional de anuncio a votación del 
proyecto en determinada fecha.  
Lo anterior tiene relación con la distinción que debe hacerse entre los vicios de 
procedimiento al interior del trámite legislativo, y las simples irregularidades que se tornan 
irrelevantes, pues no cualquier falencia procedimental es necesariamente un vicio que 
conlleve a la inconstitucionalidad del proyecto de ley, haciéndose viable su aprobación en 
virtud del principio de instrumentalidad de las formas, sin que ello signifique la 
inobservancia de las normas procesales que garantizan valores de gran importancia como el 
principio democrático (Const. C-240/2012, N. Pinilla).  
Es así como, para fijar la importancia de un vicio en el procedimiento legislativo se ha 
de tener en cuenta el contexto en el que se presentó, dado que no toda anomalía afecta los 
asuntos sustanciales, y por ello no se produce la invalidez de la norma. Debe verificarse en 
cada caso, el cumplimiento de las garantías establecidas en la Constitución Política referentes 
al procedimiento legislativo, lo cual está encaminado a reconocer que las mayorías, así como 
las minorías cuenten con la oportunidad de conocer y estudiar los textos que deban considerar 
y poderlos discutir de manera anticipada a su aprobación. 
En virtud del principio de instrumentalidad de las formas frente a una alteración en el 
trámite legislativo, la Corte tiene la opción de estipular en primer lugar, si esa falla es de una 
importancia tal para crear un vicio que aqueje la validez de la ley; en segundo lugar, si la 
irregularidad es de tal entidad, se debe verificar si hubo corrección formal en el trámite del 
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proyecto y en el evento de que no se haya subsanado el vicio, finalmente la Corte procede a 
determinar si es viable devolverla con el fin de que el Congreso corrija la anomalía 
evidenciada. 
Concluye la Corte que para establecer que existe un vicio de procedimiento o una 
irregularidad irrelevante al interior del trámite legislativo como consecuencia de la 
inobservancia de un paso relativo al debate parlamentario, es necesario aplicar el principio de 
instrumentalidad de las formas, el cual tiene origen en la Constitución y consiste en un 
desarrollo concreto del precepto de primacía del derecho sustancial sobre las formas, según el 
artículo 228. Su aplicación depende del contexto en el cual se presentó la deficiencia en el 
trámite legislativo.  
2.8 Principio de colaboración armónica entre las ramas del poder público: Objeciones 
presidenciales 
Cuando el proyecto de ley es enviado al Presidente para que se efectué la sanción por 
parte de él, puede ocurrir que se presenten objeciones al mismo, bien sea por razones de 
inconveniencia o de inconstitucionalidad. Tanto la Constitución Política como el Reglamento 
del Congreso, establecen los términos con los que cuenta el Gobierno para objetar, sin 
embargo, una vez el proyecto es objetado y vuelve al Congreso, no se estableció en la Ley 5ª 
cuánto tiempo tiene el legislativo para pronunciarse sobre dichas objeciones, para lo cual, la 
Corte Constitucional ha llenado este vacío, manifestando en sus pronunciamientos que “el 
Congreso debe tramitar las objeciones gubernamentales en un lapso inferior a dos 
legislaturas”, teniendo en cuenta el artículo 162 superior, según el cual un proyecto de ley, 
para ser tramitado, cuenta con este mismo término.  
La Corte ha sido enfática en afirmar que las cámaras cuentan con un límite en el 
tiempo para insistir sobre las objeciones presentadas por el Gobierno a un proyecto de ley. 
Por ningún motivo el término puede superar el establecido para la formación de la ley, es 
decir, dos legislaturas. Lo anterior encuentra sustento en el artículo constitucional 
mencionado anteriormente, tiempo en el cual el Congreso debe tramitar las objeciones y 
resolver si las acoge o insiste en ellas para que el proyecto de ley sea enviado a la Corte 
Constitucional. Ahora bien, el término de las dos legislaturas comienza a correr “en forma 
adicional al de las dos primeras legislaturas que tuvo el Congreso para expedir el texto que 
fue objetado por el Presidente”. 
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Se concluye entonces, que realizando una interpretación amplia del artículo 162 de la 
Constitución Política, el Congreso cuenta con dos legislaturas para tramitar la ley y dos más 
para las objeciones presidenciales que se puedan presentar por parte del Ejecutivo frente al 
proyecto de ley. 
En el caso concreto de las objeciones presidenciales presentadas al proyecto de ley 
N°119 de 1999 Senado y 129 de 1998 Cámara por medio del cual “se rinde homenaje a la 
ciudad de Soledad de Colombia con motivo de los cuatrocientos años de su fundación y se 
dictan otras disposiciones”, encontró la Corte que las mismas fueron resueltas por el 
legislativo, después de transcurridas dos legislaturas, pues el Gobierno objetó el proyecto el 
día 7 de julio de 2000 y el Congreso se pronunció sobre las mismas así: por el Senado el 28 
de octubre de 2003 y por la Cámara de Representantes el 2 de diciembre de 2003. Se tiene 
entonces que lo descrito comprendió cuatro legislaturas: primera legislatura del 20 de julio de 
2000 al 20 de junio de 2001; segunda legislatura del 20 de julio de 2001 al 20 de junio de 
2002; tercera legislatura del 20 de julio de 2002 al 20 de junio de 2003; y la cuarta legislatura 
que inicio el 20 de julio de 2003, en la cual se pronunció el Congreso sobre las objeciones, 
cuando el término para ello se encontraba más que vencido, lo cual trajo como consecuencia 
la declaratoria de inexequibilidad del proyecto de ley en comento, por vicios en el 
procedimiento legislativo y se ordenó igualmente su archivo (Const. C-068/2004, J. Araujo). 
2.9 Principio de corrección formal de procedimientos 
Para que la Corte pueda pronunciarse de fondo en el trámite de las objeciones 
presidenciales es necesario que se cumplan dos requisitos: el primero, que el Gobierno las 
formule oportunamente y el segundo que el Congreso las haya rechazado y haya insistido en 
la aprobación del proyecto. Dicha regulación está consagrada en el artículo 166 de la 
Constitución Política y 197 del reglamento.  
Si el legislativo considera que el articulo aprobado es constitucional y no insiste, no 
habría lugar a diferencia sobre la constitucionalidad con el Gobierno, requisito necesario para 
que la Corte tenga competencia y pueda pronunciarse de fondo sobre su constitucionalidad 
del proyecto de ley; en caso contrario deberá abstenerse de pronunciarse y declararse 
inhibida.  
En la Sentencia C-323 de 2009, se estudió la objeción presidencial por la inclusión de 
una partida económica por parte del Congreso, a la que el Ejecutivo expresó rechazo por ser 
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incompatible con el marco fiscal. El Congreso inicialmente aceptó la objeción formulada y 
modificó la redacción del artículo cuestionado, excluyendo la partida y dando solución al 
vicio presentado. Sin embargo, se presentó un problema adicional que consistió en que el 
Congreso tramitó dos informes de objeciones: el primero, donde se acogen los reparos 
formulados y se da continuidad al procedimiento votando y aprobando el informe en las 
plenarias, en virtud de los artículos 160 y 167 de la Ley 5ª de 1992, y el segundo, que 
también fue tramitado acogiendo la tesis de corrección de vicios de procedimiento del primer 
informe, también votado y aprobado. La Corte consideró que el trámite que se dio al primer 
informe estuvo ajustado a la Constitución, y que al no existir vicio de procedimiento en dicho 
trámite ni tampoco aclaración sobre el vicio cometido, se impedía la aplicación del principio 
de corrección formal establecido en al artículo 2° del reglamento, por tanto, el Congreso 
carecía de competencia para dejar sin efecto la decisión de las plenarias. En consecuencia, no 
existía discrepancia entre el Gobierno y el Congreso y no se cumplía el segundo requisito 
necesario para que la Corte se pronunciara de fondo. Además, la Corte aclaró que el 
“principio de corrección formal de procedimientos” no puede permitir la apertura y votación 
de un proyecto tramitado y concluido en debida forma. De otra parte, indicó la Corte que 
dicho principio es una herramienta que permite al Congreso superar algunos errores o 
deficiencias en el trámite de aprobación de una ley, siempre que no se alteren los elementos 
esenciales del mismo (Const. C-323/2009, J. Palacio). 
2.10 Principio de especificidad: competencia de las Comisiones Constitucionales 
La estructura de las comisiones constitucionales tiene como fundamento especializar 
y tecnificar el trabajo legislativo para cada período constitucional. Por tanto, el 
desconocimiento del artículo 2° de la Ley 3ª de 1992, que dispone las materias de estudio de 
cada comisión, encamina a un vicio insubsanable de procedimiento y de relevancia 
constitucional por no acatarse la especialidad temática en un proyecto de ley. Sin embargo, la 
Corte ha sido cuidadosa en casos donde las materias del proyecto no aparecen claramente 
asignadas a una comisión específica y por tanto, pueden ser estudiadas por varias de ellas, en 
estos casos el presidente de la respectiva corporación enviará el proyecto a la comisión que 
considere pertinente, en consideración con la temática y en acatamiento del principio 
democrático, puesto que, para estos eventos el control de constitucionalidad adelantado debe 
ser laxo, de manera que solo exista inconstitucionalidad en el caso de que la clasificación del 
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proyecto según la competencia de cada comisión resulte irrazonable y contraria a lo 
establecido en el artículo 2° de la Ley 3ª de 1992 (Const. C-975/2002, R. Escobar).  
La sentencia en mención, revisó la constitucionalidad de la Ley 719 de 2001, por 
cuanto a juicio de los demandantes, la Ley 3ª desarrolló el artículo 142 de la Constitución, 
estipulando las competencias de las siete comisiones constitucionales, siendo las comisiones 
primeras las encargadas de dar primer debate a proyectos referentes a propiedad intelectual y 
derechos de autor, y en el caso concreto la ley acusada fue discutida y aprobada en las 
Comisiones Sextas. 
Al respecto se estudió si las Comisiones Sextas de la Cámara y el Senado eran las 
competentes para dar inicio al estudio del proyecto de ley 026 de 2001 Cámara y 142 de 2001 
Senado; o si éste debió empezar su trámite en la Comisión Primera de cada cámara. La Corte 
tuvo en cuenta los artículos 142 y 157 de la Constitución, por cuanto el inciso 1° del artículo 
142 fija a cada cámara la potestad de seleccionar la comisión que conocerá en primer debate 
los proyectos de acto legislativo o de ley que deban expedirse, y el numeral 3° del artículo 
157 es preciso en estipular que ningún proyecto será ley si no es aprobado en primer debate 
en la correspondiente comisión permanente de cada cámara.  
De igual forma, la Constitución demanda la conformación de comisiones 
permanentes, en el sentido de que la validez de una ley depende de que el proyecto sea 
aprobado en primer debate por la respectiva comisión. De otro lado, las materias como el 
número de comisiones permanentes y el de sus miembros, las determina mediante ley el 
propio legislador, de acuerdo con el inciso 2° del artículo 142 Superior.  
De acuerdo con lo descrito, el artículo 2° de la Ley 3ª de 1992 “por la cual se expiden 
normas sobre las Comisiones del Congreso de Colombia y se dictan otras disposiciones” 
consagra que las comisiones constitucionales son las delegadas para dar primer debate a los 
proyectos de acto legislativo o de ley dependiendo de sus facultades. 
Para el caso en estudio la Ley 3° le asignó a las Comisiones Primeras de Senado y 
Cámara la preponderancia para conocer el tema de propiedad intelectual, entre muchos otros, 
y de igual forma, la competencia de las Comisiones Sextas de ambas cámaras estudian lo 
relativo a: “comunicaciones, tarifas, calamidades públicas, funciones públicas y prestación de 
los servicios públicos, medios de comunicación, investigación científica y tecnológica, 
espectros electromagnéticos, órbita geoestacionaria, sistemas digitales de comunicación e 
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informática, espacio aéreo, obras públicas y transporte, turismo y desarrollo turístico, 
educación y cultura”. 
Por tanto, el desconocimiento del contenido del artículo 2° de la Ley 3ª, produce un 
vicio que impone a la Corte el deber de expulsar del ordenamiento jurídico la norma. En el 
sentir de la Corte, el mismo constituyente dispuso que cada comisión se ocupará de materias 
determinadas en la ley, y la inobservancia de este precepto genera un vicio que afecta la 
constitucionalidad del trámite legislativo por no respetarse la voluntad constitucional de la 
forma en que se estableció en la Ley 3ª, cuya categoría es la de ley orgánica de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 151 de la Carta Política. De otra parte, desde 1995 la Corte se ha 
venido ocupando de explicar la importancia del control constitucional frente a lo dispuesto 
por el artículo 2° de la Ley 3ª de 1992: 
“Según lo dispuesto en el artículo 142 de la Constitución Política, cada cámara 
elegirá, para el respectivo período constitucional, comisiones permanentes que tramitarán 
en primer debate los proyectos de acto legislativo o de ley (…)  
El artículo 157 Ibídem establece con claridad que ningún proyecto será ley sin haber 
sido aprobado en primer debate en la correspondiente comisión permanente de cada 
Cámara… Es evidente que los citados preceptos no pueden interpretarse de manera 
aislada o en contradicción con el artículo 151 C.P., entonces, cuando en el artículo 142 
deja en manos de la ley la determinación sobre las materias en las que habrá de ocuparse 
cada comisión constitucional permanente, debe entenderse que esa ley es una ley 
orgánica, por la cual se establece todo lo relacionado con las funciones legislativas del 
Congreso, entre ellas la función primordial de las comisiones, que consiste en dar primer 
debate a los proyectos de ley, es, por ello, esencial y primariamente legislativa” (Const. 
C-353/1995, J. Hernández).  
No obstante, en caso de conflictos para establecer la comisión, cuando la temática del 
proyecto de ley no esté claramente determinada o cuando regule asuntos de competencia de 
varias comisiones, la Ley 3ª de 1992 y el Reglamento del Congreso prevén recursos para ello. 
Frente a lo primero, el artículo 146 de la Ley 5ª dicta que, el reparto de un proyecto de ley 
que contenga varias materias debe hacerse a la comisión de la materia predominante, y ésta 
tiene la potestad de solicitar a las demás comisiones competentes un concepto sobre el 
proyecto, el cual no será imperativo. Respecto de lo segundo, los parágrafos 1° y 2° del 
artículo 2° de la Ley 3ª disponen que, en caso de presentarse conflictos de competencia, 
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deberán resolverse con observancia del principio de especialidad y el presidente de la 
respectiva cámara, enviará el proyecto a la comisión que considere es competente. Por esto, 
cuando los temas de que trate un proyecto de ley no estén definidos con claridad para ser 
asignado a determinada comisión y, por el contrario, el proyecto pueda ser conocido por 
varias comisiones, ha dicho la Corte que el control de constitucionalidad que se adelante debe 
ser flexible: 
“Al identificar la naturaleza material de un proyecto de ley para remitirlo a la 
comisión permanente, si se genera duda ésta debe resolverse a partir de la finalidad de la 
ley y no con base en un criterio cuantitativo o matemático. No será necesariamente el 
mayor número de artículos que se refieran a un mismo tema dentro del proyecto el que se 
constituya en el criterio prevalente para tomar la decisión, pues pueden darse casos en 
que la esencia temática del proyecto se extracte de algunos de sus artículos solamente.   
De esta manera, para apreciar el alcance de la expresión ´comisión respectiva´ del 
artículo 157 de la Constitución Política, hay que asumirla en un sentido material, en 
referencia al tema y a la finalidad de la ley y este será el criterio para determinar la 
comisión permanente a la que se remita el proyecto para su trámite en primer debate” 
(Const. C-540/2001, J. Córdoba).  
Así las cosas, y en razón a que el artículo 2° de la Ley 3ª de 1992 reglamenta de forma 
inequívoca que las Comisiones Primeras Constitucionales tienen la facultad para conocer de 
proyectos de ley sobre propiedad intelectual, la Corte no halló una duda razonable ni un 
principio de razón suficiente que justificara la decisión tomada por el Presidente de la 
Cámara de Representantes para haber designado el estudio del proyecto a las Comisiones 
Sextas, además, se evidenció que no se está en presencia de un proyecto que regule asuntos 
que competan a diferentes comisiones, y que por ende, requiera aplicar el principio de 
“especialidad” comprendido en los artículos 146 de la Ley 5ª y 2° parágrafos 1° y 2° de la 
Ley 3ª de 1992, ya que resultaba suficientemente claro que la ley demandada regulaba un 
tema específico de competencia de las Comisiones Primeras de Senado y Cámara. 
De esta manera, la Corte resolvió declarar la inexequibilidad de la Ley 719 de 2001 
por ir en contravía de lo dispuesto en el artículo 151 de la Carta, pues las Comisiones Sextas 
constitucionales permanentes no contaban con la facultad funcional para avocar el 
conocimiento de proyectos relacionados con la “propiedad intelectual”.  
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3 Capitulo III. Estrategia para la solución de las deficiencias normativas 
contenidas en el procedimiento legislativo regulado en el Reglamento del 
Congreso 
Este capítulo de la investigación busca, primero, presentar un análisis de la 
información recolectada; segundo, exponer la necesidad de una reforma a la Ley 5ª de 1992 
para lo cual se realiza la explicación jurídica del Proyecto necesario para reformarla, con 
miras a: subsanar las deficiencias normativas, incluir ajustes de modernización por los 
cambios tecnológicos, decisiones de la Corte Constitucional sobre temas del procedimiento 
legislativo y mejoras en la redacción de la ley. Como anexo a este capítulo se proporciona el 
trabajo de campo adelantado mediante la transcripción de la totalidad de entrevistas 
realizadas (Anexo 3) y el articulado del Proyecto de Ley (Anexo 4).  
3.1 Análisis de la información recolectada 
La identificación de las deficiencias normativas del Reglamento del Congreso fue de 
gran importancia teniendo en cuenta que la Ley 5ª se expidió hace más de 26 años, y desde 
entonces quedó establecido el trámite para la expedición de una ley o acto legislativo, sin que 
hasta la fecha se cuente con una reforma total al procedimiento, pues si bien la Ley 5ª ha 
tenido modificaciones, por lo general éstas no versan sobre el trámite legislativo como tal, 
encontrándose vacíos y deficiencias, que como consecuencia han traído la declaratoria de 
inexequibilidad de las leyes por parte de la Corte Constitucional, al momento de hacer el 
control de constitucionalidad sobre éstas. 
Fallas en el anuncio de los proyectos, violaciones al principio de consecutividad, 
unidad de materia e identidad relativa, no tramitar la ley en la comisión competente, sesionar 
en comisión mientras la plenaria esta sesionando, son algunos de los vicios de los que puede 
adolecer una ley como consecuencia de los vacíos que tiene el Reglamento del Congreso, 
pues no son temas regulados por él, o que, estando regulados, no son completamente claros y 
suficientes, y como producto de esos vicios las leyes no superan el control que realiza la 
Corte Constitucional.  
Para conseguir que menos leyes sean declaradas inexequibles se deben enmendar las 
deficiencias que dejó la Ley 5ª, y lograr que el trámite legislativo, si bien no puede ser 
totalmente reglado, tenga más claridad y abarque la mayoría de situaciones que se presentan 
al expedir una ley o acto legislativo. Por esta razón, se han recogido en los dos capítulos 
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anteriores algunos de los pronunciamientos más importantes de la Corte para poder 
reglamentarlos en la Ley 5ª, pues la jurisprudencia también es fuente del Derecho como la 
Ley, no obstante, a lo largo de la investigación se pudo evidenciar que no siempre es tenida 
en cuenta por no estar contemplada en la norma. Además, al enmendar las deficiencias 
normativas del reglamento se propende eliminar la subjetividad al interior del trámite, ya que 
como se verá más adelante, en las entrevistas se pudo observar que, frente a un mismo tema, 
se presentan diferentes formas de interpretarlo, y pese a que todas son válidas, no se ha 
establecido cuál es la mejor por cuanto no son conductas plasmadas en la ley.  
Para dar respuesta a la hipótesis que se planteó en la investigación, se concluye que 
los vicios, subsanables o insubsanables, que se presentan en el trámite para expedir una ley o 
acto legislativo, en ocasiones obedecen a circunstancias que no están previstas o claras en el 
reglamento y que se prestan para interpretación de quienes intervienen en el procedimiento, 
siendo la Corte quien evalúa en cada caso concreto, el vicio ocurrido para determinar si el 
proyecto puede ser devuelto al Congreso para subsanarlo o si definitivamente la ley no puede 
nacer a la vida jurídica y debe ser declarada inexequible. La forma en la que han sido 
llenados los vacíos o deficiencias del reglamento, inicialmente los vacíos se han solucionado 
por medio de la costumbre y la interpretación que de cada evento hagan los miembros de 
cada comisión constitucional, mesas directivas y demás dependencias que intervienen en el 
trámite, en cada periodo legislativo; sin embargo, con el transcurso del tiempo, los 
pronunciamientos de la misma Corte han permitido encaminar el trámite legislativo respecto 
de las deficiencias a las que se han enfrentado. 
De las variadas posturas que se pueden encontrar sobre cómo afrontar un vacío o una 
laguna en el trámite legislativo, uno de los entrevistados se refirió al tema asimilándolo al 
evento en el cual alguien va conduciendo por una carretera y se encuentra con un hueco en la 
vía, pues es en ese instante en el que debe determinar qué decisión tomar para superarlo, más 
aún cuando no exista norma que regule el tema. 
Con el fin de vislumbrar de la mano de los expertos los vacíos y deficiencias que 
presenta el Reglamento del Congreso en lo respectivo al trámite legislativo, es necesario 
realizar el análisis de las entrevistas que fueron llevadas a cabo. Para ello se contó con la 
participación de personas, en su mayoría secretarios de las distintas comisiones 
constitucionales y legales tanto del Senado de la República como de la Cámara de 
Representantes, quienes han participado activamente en los debates y el procedimiento 
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legislativo, y que, por su amplia experiencia en el Congreso, de más de 10 años, realizaron 
aportes de gran importancia a lo que servirá de fundamento para elaborar un proyecto de ley 
con el cual se reforme la Ley 5ª de 1992.  
Las contribuciones conseguidas con las entrevistas fueron la base para las 
modificaciones al articulado de la Ley 5ª que se propone como anexo de esta investigación, 
pues si bien, con el estudio del mismo reglamento y de las sentencias de la Corte 
Constitucional se pudieron hacer algunos cambios, fue necesario tener en cuenta los puntos 
de vista de los entrevistados, quienes tienen presente y manejan a la perfección el 
procedimiento para la expedición de una ley o de un acto legislativo, con el fin de encontrar 
la mejor alternativa de solución a las deficiencias evidenciadas. 
Una vez estudiadas las entrevistas se pudo observar de manera general, que la 
posición de los funcionarios escogidos es unánime frente a la mayoría de las preguntas 
realizadas, y que las posturas diversas en unos pocos temas, obedecen a la interpretación que 
cada uno puede hacer de acuerdo con su criterio, bien sea constitucional, legal o político, 
entre otros.  
Por ejemplo, de algo tan complejo como el trámite de apelación de un proyecto 
negado, cada persona tiene una visión diferente en vista de que la Ley 5ª se quedó demasiado 
corta al regularlo, pues no estableció términos ni la etapa en la que puede ser utilizado dicho 
recurso y, además, no ha sido manejado hasta ahora, por lo que tampoco se cuenta con 
pronunciamientos de la Corte Constitucional al respecto. Hay quienes consideran que dicha 
apelación debería surtirse en el mismo momento en el que el proyecto es negado, es decir, en 
el mismo debate, así como se interpone en un proceso judicial, y que tres días después el 
recurso sea sustentado. Otros se inclinaron por establecer un término de 5 u 8 días para apelar 
el proyecto y un término adicional de 15 días para resolverlo. Así mismo, desde la Comisión 
Legal de Cuentas de la Cámara de Representantes se considera que únicamente puede 
apelarse un proyecto cuando ha sido negado en primer debate de la cámara de origen; por su 
parte, la mayoría de entrevistados asienten que se puede apelar en primer debate de 
cualquiera de las dos cámaras, dependiendo la corporación donde haya sido negado.  
Otra postura frente al trámite de la apelación de un proyecto negado, fue lo 
mencionado por la Subsecretaria de la Comisión Primera de Senado en el sentido de que en 
Sentencia C-370 de 2006 se resolvió lo respectivo a la apelación de dos artículos de un 
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proyecto de ley, donde ésta fue admitida y se siguió el trámite previsto en el artículo 166 del 
reglamento, para lo cual la Corte aclaró que no se pueden apelar artículos por separado pues la 
norma es clara al establecer que debe ser el proyecto completo. Posiblemente esto se dio por 
la interpretación errónea del artículo 166 debido a la poca utilización que ha tenido la figura.  
Sobre el tema de aprobar o no un acta resumida, todos consideran que ello no debe 
hacerse y debe procurarse hacer una transcripción literal de lo que ocurra en cada sesión, bien 
sea de comisión o de plenaria, pues no pueden dejarse a la interpretación de los transcriptores 
o relatores las intervenciones de los congresistas.  
Coincidieron, además, en que la alteración del orden del día la realiza en la práctica el 
presidente de la respectiva célula legislativa, a solicitud de cualquier congresista, pese a que 
en la ley dicha facultad está atribuida a la mesa directiva. De otro lado, frente a los mensajes 
de urgencia e insistencia, fue aclarado por los entrevistados que solo el mensaje de insistencia 
hace inmodificable el orden del día, pues ningún otro asunto puede considerarse hasta que no 
se evacue el proyecto que tiene dicho mensaje, mientras que con el mensaje de urgencia 
puede considerarse otro aspecto antes de éste, así se encuentre en el primer punto del orden 
del día. Cabe aclarar que los proyectos emitidos en virtud del procedimiento especial para la 
paz tienen absoluta prelación en el orden del día, lo cual hace que éste sea inmodificable, sin 
embargo, este procedimiento no es tema de esta investigación por ser de carácter transitorio.  
Sobre la sesión informal se tuvo unanimidad de respuestas en cuanto a que no se tiene 
una definición de la misma, y, por ende, es necesario hacerlo; por otra parte, desde la 
Comision Quinta de la Cámara de Representantes se considera innecesaria la declaratoria de 
sesión informal, pues en ella se reciben opiniones e intervenciones valiosas para el debate de 
aquellas personas que, en virtud de la Constitución y la ley no están autorizadas para 
intervenir en la sesión formal. A su juicio, en nada afecta que se declare sesión informal para 
permitir la intervención de alguien que va a enriquecer el debate que se está llevando a cabo.   
Ahora, desde la Comisión Primera de Senado fue planteada la inquietud de que si 
bien, consuetudinariamente solo puede sesionarse una vez al día, debería plantearse la 
excepción cuando se presenten casos de sesiones de congreso pleno o de sesiones conjuntas, 
pues no debería ser impedimento para que una comisión sesione individualmente, el hecho de 
que se haya reunido el congreso pleno o se haya sesionado conjuntamente el mismo día. Lo 
anterior obedece a que las comisiones primeras de ambas cámaras cuentan con un alto 
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volumen de trabajo legislativo, ya que, en éstas, además de los temas propios de su comisión, 
se conoce lo referente a reforma constitucional, leyes estatutarias, organización territorial, 
reglamentos de los organismos de control; y es importante para ellas poder sesionar más 
veces a la semana por los temas que reciben. Posteriormente, se les preguntó a los demás 
secretarios que opinaban de implementar dicha excepción en el reglamento, a lo que en su 
mayoría respondieron que estaban de acuerdo, atendiendo al volumen de proyectos que deben 
evacuar las comisiones primeras.  
Otro tema de gran importancia dentro del trámite legislativo es el uso de las 
proposiciones, que están reguladas en los artículos 112 al 115 del Reglamento del Congreso, 
sin embargo, no existe claridad en la práctica sobre cómo deben ser utilizadas cada una de 
éstas, pues es común que se presentan erróneamente, lo que genera un desgaste 
administrativo para entender lo que realmente quieren los congresistas; además, no se 
establece hasta que momento pueden ser presentadas las mismas, a lo que los entrevistados 
consideran que lo ideal sería que todas las proposiciones fueran presentadas antes de iniciar 
la sesión, así se podrían dar a conocer a los demás congresistas que intervienen en el debate, 
no obstante, es difícil que esto ocurra en la práctica, sumado al respeto del principio 
democrático, pues en el mismo debate surgen las ideas que dan cabida a las proposiciones, 
por lo que una propuesta viable sería permitir que éstas se presenten antes de cerrarse la 
discusión de determinado tema. Pese a lo anterior, se contempló la idea de incluir esta 
modificación en la Ley 5ª pero con el análisis de la información obtenida, no se debería 
limitar el derecho de los congresistas a presentar propuestas, pues aun cuando ha sido cerrado 
el debate sobre un tema, se puede reabrir la discusión si así es aprobado por el pleno, para 
discutir una proposición.  
De otra parte, cuando se radican proyectos de ley que tratan sobre el mismo asunto, 
éstos pueden ser objeto de acumulación siempre que no se haya rendido ponencia para primer 
debate, pese a ello, en ocasiones puede que dos proyectos de ley con similar contenido sean 
tramitados en Senado y Cámara al mismo tiempo, o dentro de la misma corporación en 
momentos distintos, hasta que llegan a la sanción por parte del Gobierno, y uno es 
sancionado mientras que el otro debe ser objetado por razones de inconveniencia.  
Lo anterior genera un desgaste legislativo que debería ser remediado, razón por la 
cual, en las entrevistas se propuso crear para los secretarios de comisión y los jefes de leyes 
la responsabilidad de reunirse periódicamente y así estar al tanto de los proyectos de ley que 
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sean radicados, para establecer a tiempo cuáles pueden ser objeto de acumulación debido a la 
materia que regulan y así propender por la economía tanto procesal como legislativa. Sin 
embargo, en algunas ocasiones los autores de los proyectos, por razones políticas, prefieren 
no acumularlos para poder exponer la gestión adelantada sobre el tema específico del 
proyecto en sus regiones y así mostrarse como autores de las iniciativas. En otros casos, 
cuando el asunto del cual trata el proyecto es polémico y delicado, y se sabe que no se va a 
aprobar porque el tiempo no va a alcanzar, los autores lo radican con el fin de ambientarlo y 
conocer las diferentes posturas de los congresistas, los ciudadanos y el Gobierno.  
En los eventos en los que los textos aprobados en cada plenaria sean diferentes, el 
reglamento dispone que debe integrarse una comisión de conciliación cuya función consiste 
en superar las discrepancias que han surgido entre las corporaciones; sin embargo, no hay 
establecido un término para que dicha comisión presente el texto definitivo que sea votado en 
cada plenaria, a lo cual los entrevistados manifestaron que era de gran complejidad establecer 
un término para dicha función, pues por lo general, los trámites de conciliación se llevan a 
cabo cuando la legislatura ya está culminando, y por ello se acostumbra realizarlos con la 
mayor premura del caso para que el proyecto no sea archivado. Aun así, se acogen las 
posturas que consideran que, de no estipularse un término, sigue quedando al arbitrio de cada 
persona, y es precisamente esa postura laxa y abierta a la interpretación la que se deberia 
corregir en el reglamento.  
Llegando al final del trámite que cumple un proyecto de ley, se encuentran las 
objeciones presidenciales, sobre lo cual se plantearon dos preguntas en las entrevistas, la 
primera respecto al tiempo que puede estar un proyecto de ley en el Congreso cuando ha sido 
objetado por el Gobierno, coincidiendo los entrevistados en que el término es el de dos 
legislaturas, según lo ha establecido la Corte Constitucional; pese a ello, sería de gran 
importancia incluir dicho término en el Reglamento del Congreso. Y, por otra parte, la 
segunda pregunta sobre el tema estuvo dirigida a establecer cuánto tiempo tiene el Congreso 
para integrar o rehacer las disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de 
acuerdo con el dictamen de la Corte, a lo que se respondió en gran mayoría, que el término lo 
especifica la Corte en cada caso concreto, pues no hay ninguno establecido en la Ley 5ª, pero 
que para fijar uno, podría ser viable el mismo que tiene el Congreso para enviar el proyecto a 
sanción presidencial, o que podrían ser 60 días ya que rehacer las disposiciones afectadas es 
más difícil que pronunciarse simplemente sobre las objeciones, pero que en cualquier caso, 
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dependería del proyecto en específico, de su longitud y complejidad, por lo que se determinó 
que no era conveniente establecer un término sino que se siga el dictamen de la Corte para 
cada caso. 
Ahora, una vez superadas las objeciones presidenciales, sea que se presenten o no, el 
proyecto de ley pasa al Gobierno para su sanción, para lo cual se cuestionó sobre los términos 
de esta actividad, pues una vez más, la Ley 5ª no los establece, así mismo se indagó, si en 
algún evento se había presentado que el Presidente de la República no sancionara una ley y lo 
tuviese que hacer el Presidente del Congreso y la mayoría de los entrevistados coincidieron 
en que el caso más recordado es el de la Presidenta Nancy Patricia Gutiérrez que sancionó la 
Ley del Plan Nacional de Desarrollo del año 2007, en razón a que el Presidente de la 
República de la época presentó objeciones al proyecto pero de manera extemporánea. 
Conforme con lo anterior, los entrevistados consideraron importante especificar un término 
para que el Gobierno sancione las leyes, pues éstas no se pueden quedar suspendidas en el 
tiempo. Para el caso de los actos legislativos que no se sancionan, sino que se publican, se 
propuso desde una de las comisiones que se dejara plasmado en la ley la posibilidad de que el 
Presidente del Congreso también pueda hacer dicha tarea cuando el Gobierno no la haga.  
Se cuestionó también sobre la importancia de incluir en el reglamento una definición 
de los principios que se requieren a lo largo del trámite legislativo como son los de 
consecutividad, unidad de materia e identidad relativa, en vista de que la Corte Constitucional 
los ha regulado a través de sus pronunciamientos, pero no están definidos en la ley. Como 
respuesta, los entrevistados en su totalidad consideraron que sí era necesario incluirlos, pues 
estos principios enmarcan todo el trámite legislativo y son pilar fundamental del mismo, para 
una correcta expedición y aprobación de un proyecto de ley o de acto legislativo.  
Finalmente, los entrevistados respondieron sobre qué otros vacíos en el reglamento 
consideraban importantes corregir, en vista de que más allá del cuestionario realizado, existen 
otras falencias que solo ellos con su experiencia pueden tener presentes. Por ejemplo, sería 
importante establecer que la plenaria no pueda continuar el trámite legislativo si no se cumple 
con el requisito del parágrafo del artículo 142 de la Ley 5ª de 1992, en cuanto a temas que 
afectan el gasto público y generan un impacto fiscal. Por otro lado, en la Ley 5ª no se 
encuentra lo respectivo al anuncio de los proyectos, que debería ser incluido, pues algunos 
proyectos son declarados inexequibles por fallas en el anuncio.  
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Otro tema que genera controversia es el conflicto de competencias, tratado en la 
sentencia C-975 de 2002 con ponencia del magistrado Rodrigo Escobar Gil  y que se presenta 
cuando se hace el reparto de proyectos de ley, pues en la Ley 3ª de 1992 se establecen las 
competencias de cada comisión constitucional permanente de ambas cámaras, pero en 
ocasiones los proyectos pueden ser encaminados en dos temas que se relacionen con los 
asuntos de dos comisiones distintas, y pese a que la misma Ley 3ª dispone cómo debe 
resolverse tal conflicto, se sigue presentando en la actualidad que los proyectos se tramitan en 
la comisión que no corresponde; esto además obedece, en ocasiones, a que en el reparto de 
los proyectos hay incidencia política, tema que podría ser abarcado en otra investigación. 
Sobre las proposiciones con ponencias de archivo de un proyecto de ley, se 
encontraron posturas diversas, pues es sabido que éstas tienen prelación sobre el resto de las 
proposiciones que se presenten, pero si hay más de una ¿deberían votarse cada una por 
separado?, la Comisión Quinta de Senado manifestó que las votan de forma conjunta, pero en 
Cámara votan una por una, así todas sean de archivo, o en ocasiones se vota la primera que 
fue radicada y con ello se entiende que quedan votadas las demás que también son de 
archivo. Sin embargo, la Ley 5ª solo se refiere a cuando la proposición principal de las 
ponencias es positiva, mas no si son negativas o de archivo, por ello es que cada comisión 
resuelve este vacío de forma diferente. 
Desde la Comisión Quinta de Cámara y la Séptima de Senado se consideró importante 
reglamentar que las comisiones de conciliación no se puedan exceder en sus competencias ya 
que deben ceñirse a lo que fue aprobado en cada cámara, y además, que la competencia para 
designar a quienes conforman esta comisión accidental debería tenerla el presidente de la 
cámara donde tuvo origen el proyecto; también, que deberían ser equilibradas las 
competencias de cada comisión, en vista de que las comisiones primeras de ambas cámaras 
tienen más cúmulo y volumen de trabajo que cualquier otra, y sería importante establecer que 
los congresistas que pertenezcan a cada comisión sean expertos o tengan experiencia en los 
temas que trata la misma. 
Así mismo, el Secretario de la Comisión Quinta de la Cámara de Representantes, 
mostró la importancia que tiene dentro de las funciones de la Rama Legislativa, la de ejercer 
control político, que en su opinión es una de las razones de ser del Congreso, incluso con más 
valor que la función de hacer las leyes. Lo anterior, soportado en que el control político 
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permite al legislativo practicar el equilibrio de poderes, o también llamado sistema de pesos y 
contrapesos.  
Por parte de la Comisión de Ordenamiento Territorial de Senado se sugirió la 
reglamentación en la Ley 5ª sobre el trámite básico de los conceptos emitidos por estas 
comisiones, teniendo en cuenta que deberían contar con discusión y aprobación de las 
plenarias. Las Comisiones de Ordenamiento Territorial emiten concepto sobre conflictos 
limítrofes, creaciones de distritos y regiones administrativas. 
Se tuvo conocimiento de diferencias conceptuales en el trámite entre Comisión de 
Ordenamiento Territorial y la plenaria de Senado.  
Por otra parte, la subsecretaria de la Comisión de la Mujer mencionó lo relativo a las 
audiencias públicas pues considera que, ante la solicitud de cualquier ciudadano de celebrar 
una audiencia pública en el trámite de una ley o acto legislativo, ésta debe ser atendida y 
realizarse efectivamente, pues es una forma de participación que tienen los ciudadanos en el 
proceso de creación de las leyes. 
Por último, se comentó lo respectivo a la designación del ponente cuando se trata de 
ponencias colectivas, ya que el artículo 150 del reglamento se presta para múltiples 
interpretaciones en cuanto se debe asegurar la participación de los distintos partidos políticos 
que se ven representados en la ponencia, para lo cual se acogió lo sugerido por parte de la 
subsecretaria de la comisión primera, en el sentido de designar un ponente por cada partido 
político.  
3.2 Explicación jurídica del proyecto necesario para reformar la Ley 5ª de 1992 
Con base en la teoría de las lagunas del Derecho que varios juristas defienden, entre 
ellos Hans Kelsen, bajo el principio de que lo que no está prohibido está permitido, aseguran 
que el Derecho es un conjunto de prohibiciones y, por lo tanto, no hay vacíos en él, pues de 
no existir una norma que prohíba cierta conducta, estará permitida; sin embargo, juristas 
ingleses y americanos, consideran que este principio no es válido porque basado en dicha 
premisa, lo permitido puede estar reglado en una norma o simplemente no existir en el 
ordenamiento jurídico, lo cual no garantiza que la inexistencia de una norma en el 
ordenamiento jurídico justifique que la misma no este prohibida.  
Consecuencias jurídicas de las deficiencias normativas en el Reglamento del Congreso de Colombia. Página 116 
 
  
Aplicando lo anterior y haciendo una analogía con el trámite legislativo, la 
inexistencia de normas en el procedimiento ha permitido que la solución de estas deficiencias 
quede a la interpretación de quienes intervienen en el trámite y a los pronunciamientos que 
sobre el tema ha hecho la Corte Constitucional; y aunque “las autoridades disponen de un 
margen de acción o apreciación para dirimir la problemática”, como lo menciona el 
magistrado Mauricio González en Sentencia C-284 de 2015, no siempre significa que las 
decisiones tomadas para adelantarlo sean las correctas. Por otra parte, y debido a que algunos 
vacíos han sido llenados por medio de la interpretación, se producen múltiples soluciones a 
un mismo tema y que en ocasiones, pueden llegar a ser contrarias entre sí, lo cual crea una 
inseguridad jurídica que no corresponde al deber ser del mismo trámite. 
El actual Reglamento del Congreso de 1992 reemplazó el de los años 1859 y 1888, y 
buscó dar flexibilidad y agilidad a las labores legislativas y adecuar éste instrumento a la 
actual Constitución Política, con el fin de organizar las competencias de las comisiones 
constitucionales permanentes según los temas tratados por los distintos ministerios para así 
redistribuir de una mejor forma las tareas y la especialización y fiscalización de los asuntos 
de algunas de las comisiones. Propendió igualmente por derogar las normas que hasta 
entonces existían de manera aislada (Giraldo, L.G. (1991) Exposición de motivos del 
Proyecto de Ley 01 de 1991. Anales del Congreso, (21), 5-6). 
Otro proyecto de ley que quiso reformar el Reglamento del Congreso pretendía hacer 
un poder legislativo más democrático, moderno, eficiente, profesional, con racionalización de 
sus actividades y agilización del trámite de las leyes, en el entendido de que lo que un 
Congreso puede hacer, lo determina su reglamento; de igual forma buscaba actualizar el 
reglamento conforme a la nueva Constitución Política, manteniendo disposiciones que podían 
permanecer vigentes, e incluir temas traídos del derecho comparado que estuviesen acorde 
con el régimen presidencial. Así mismo, una redacción más clara, entendible y de fácil 
consulta, que permitiera a los congresistas una mejor aplicación de las disposiciones, de una 
manera más sencilla.  
Dicho proyecto quiso garantizar la participación de las minorías, buscar que las 
decisiones reflejaran la voluntad de las mayorías y hacer imperativo el cumplimiento de los 
principios de disciplina y ética de los congresistas, darles mayores atribuciones a las mesas 
directivas en lo relacionado con la organización interna, se incluyó lo respectivo a la votación 
electrónica y se desarrollaron las funciones para las comisiones accidentales con el fin de dar 
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solución a las discrepancias que surgieran entre las cámaras en el trámite legislativo, entre 
otras mejoras (De la Calle, H. (1991) Exposición de motivos del Proyecto de Ley 07 de 1991. 
Anales del Congreso, (23), 5-6). 
En un tercer proyecto se quiso actualizar el trámite legislativo, que se tornaba 
obsoleto, pues el reglamento no evolucionaba conforme lo hacían las instituciones jurídicas y 
las reformas realizadas al mismo no se veían reflejadas en dicha evolución, por ello se quiso 
mejorar lo respectivo a que gran parte de leyes y actos legislativos eran declarados 
inconstitucionales por la Corte Suprema de Justicia por vicios de procedimiento 
insignificantes (Blackburn, J. (1991) Exposición de motivos del Proyecto de Ley 13 de 1991. 
Anales del Congreso, (23), 15-16). 
Ahora bien, la propuesta de proyecto de ley que se elaboró como parte de esta 
investigación está enfocado a llenar algunas de las deficiencias normativas de la Ley 5ª de 
1992, entendiendo que éstas hacen referencia a vacíos o lagunas y no a errores en la ley, en 
cuanto al trámite legislativo que se surte para la expedición de una ley o de un acto 
legislativo, especialmente en lo que se refiere al Título II. Igualmente, se centró el estudio en 
temas de carácter general como son los principios que rigen el Reglamento del Congreso, 
pero el eje fundamental de este proyecto es lo contenido en los capítulos IV, V y VI del 
Título II, en cuanto al régimen de las sesiones, las votaciones, el orden del día, los debates, 
tanto en comisión como en plenaria, el trámite adelantado por las comisiones accidentales de 
conciliación, las objeciones presidenciales, la sanción de las leyes, entre otros. 
  Aunque este proyecto busca llenar la mayoría de deficiencias normativas 
evidenciadas en la Ley 5ª de 1992, se tiene de presente que es imposible para el legislador 
prever todas las situaciones que se puedan presentar en el desarrollo legislativo de una ley o 
un acto legislativo, más aún cuando esta labor se lleva a cabo en el Congreso, órgano que 
representa el poder democrático y está sustentado en el respeto a la Constitución y la ley. 
En virtud del principio de cooperación entre los órganos del Estado y teniendo en 
cuenta que algunas de las deficiencias normativas han traído como consecuencia la 
declaratoria de inexequibilidad de las leyes por parte de la Corte Constitucional, esta 
Corporación ha debido pronunciarse “creando derecho” al no existir norma que regule el 
tema en cuestión. Pese a que el juez constitucional no tiene la facultad de legislar, pues esta 
función se encuentra limitada al órgano legislativo, en sus pronunciamientos se ha observado 
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que la Corte se ha manifestado sobre actividades del procedimiento que no están 
contempladas en el Reglamento del Congreso, y de esta forma, ha logrado evitar, en cierta 
medida, las diversas interpretaciones que dan lugar a inseguridad jurídica; no obstante, 
existen casos en los que el Tribunal ha variado su jurisprudencia en cuanto al trámite 
legislativo obedeciendo a decisiones de carácter político, generando igualmente inseguridad 
jurídica. 
Ahora bien, el principio de supremacía constitucional impone a toda autoridad, entre 
ellas la Rama Legislativa, ajustar su actuación, que para el caso que ocupa este proyecto está 
contenida en la Ley 5ª de 1992, a los preceptos constitucionales, además de la obligación de 
llevar a cabo aquellas actuaciones positivas que se han venido estableciendo por medio de la 
jurisprudencia desde la expedición de la ley. 
Es tan importante componer las deficiencias normativas de la Ley 5ª de 1992, por 
cuanto hasta la misma Corte Constitucional, al regular los distintos temas, ha tenido diversas 
posturas frente a un mismo asunto, como es el caso del principio de consecutividad, donde ha 
manifestado que un proyecto de ley debe cumplir con los cuatro debates que se exigen según 
el artículo 157 de la Constitución Política, así: primer debate en la comisión permanente de 
cada cámara y segundo debate en la plenaria de cada cámara, sin perjuicio de que el primer 
debate pueda surtirse en comisiones conjuntas.  
Al respecto, la Sentencia C-801 de 2003 se refirió a que el procedimiento legislativo 
se debe regir conforme a los principios de consecutividad, identidad y unidad de materia, y 
que, según el primero de ellos, todo proyecto de ley debe cumplir con los cuatro debates 
exigidos por la Constitución, que se surten de manera sucesiva. Sin embargo, esta premisa 
permite excepciones traídas por la Carta Política y la ley, en el sentido de permitir, por 
ejemplo, que el primer debate se dé mediante sesiones conjuntas de las comisiones 
homólogas de cada cámara, e igualmente, que el segundo debate se lleve a cabo de manera 
simultánea, según lo establecido en el artículo 183 de la Ley 5ª de 1992. 
De acuerdo con lo anterior, el principio en mención requiere que en comisiones y en 
plenarias estudien y debatan la totalidad de los asuntos que hayan sido propuestos para ello, y 
no está permitido desistir de su deber constitucional, ni asignar la competencia a otra célula 
legislativa, con el fin de que con posterioridad sea discutido el tema en cuestión; ello 
significa que la totalidad del articulado puesto a consideración en la ponencia debe ser 
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discutido, debatido y aprobado o improbado por la comisión constitucional permanente o por 
la plenaria, según sea el caso.  
No obstante, se facultó a los congresistas para que en segundo debate puedan realizar 
adiciones o modificaciones al proyecto, siempre que lo propuesto este directamente 
relacionado con las materias debatidas en el primer debate, sin que sea necesario rehacer la 
totalidad del proceso legislativo. Esta posibilidad se creó con el principio de identidad 
considerado en la Constitución Política de 1991, según el cual, no significa que un proyecto 
de ley necesariamente deba mantenerse exacto durante los cuatro debates a los que se refiere 
el artículo 157 superior, lo cual busca que los temas propuestos del proyecto en discusión, 
cuenten con unidad de materia entre sí. Esto con el fin de fortalecer el principio democrático 
dando la posibilidad de que las diferencias entre las cámaras sean conciliadas sin contrariar el 
principio de consecutividad.  
La Corte señaló que las leyes deben ser el “resultado de un sano debate democrático 
en el que los diversos puntos de regulación han sido objeto de conocimiento y 
discernimiento” y que la unidad de materia permite evitar “la aprobación de normas sobre 
materias que no hacen parte o no se relacionan con aquellas que fueron debatidas y se impide 
el acceso de grupos interesados en lograr normas no visibles en el proceso legislativo” 
(Const. C-801/2003, J. Córdoba). 
La Corte ha considerado en diferentes pronunciamientos que la unidad de materia no 
puede tener un control excesivamente rígido y que por ende, un proyecto de ley puede 
contener temas diversos, siempre que entre ellos haya una efectiva relación de conexidad 
objetiva y razonable, y dicha conexidad puede ser de tipo temático, sistemático, o de la 
finalidad, por lo que se afirma que el principio de unidad de materia se ha vulnerado cuando 
hay una absoluta falta de conexión o de congruencia entre los diferentes contenidos que 
regula la ley y la materia dominante de la misma (Const. C-706/2005, A. Tafur). 
Al respecto sostuvo: 
“La interpretación del principio de unidad de materia no puede rebasar su finalidad y 
terminar por anular el principio democrático, significativamente de mayor entidad como 
valor fundante del Estado Colombiano. Solamente aquellos apartes, segmentos o 
proposiciones de una ley respecto de los cuales, razonable y objetivamente, no sea posible 
establecer una relación de conexidad causal, teleológica, temática o sistémica con la 
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materia dominante de la misma, deben rechazarse como inadmisibles si están 
incorporados en el proyecto o declararse inexequibles si integran el cuerpo de la ley” 
(Const. C-801/2003, J. Córdoba). 
A pesar de lo anteriormente mencionado, la Corte ha tomado decisiones diferentes 
para resolver casos similares, como se presenta a continuación:  
 




ley o acto 
legislativo 
Proyecto de ley N° 56/02 Cámara 
y 57/02 Senado “por el cual se 
dictan normas para promover 
empleabilidad y desarrollar la 
protección social 
Proyectos de ley N° 038, 065 y 081 
de 1998 de Cámara (acumulados) y 
234 de 2000 de Senado, por el cual 
se modifica parcialmente la Ley 
142 de 1994. 
“Reforma Política”, acumulación  proyectos de acto 
legislativo Proyecto 106/08 Cámara acumulado con 
proyectos 51/08, 101/08, 109/08, 128/08, 129/08  y 
140/08 Cámara, que correspondieron al Acto 
Legislativo 1º de 2009 “por el cual se modifican y 
adicionan unos artículos de la Constitución Política de 
Colombia”. 
Sentencia  C-801 de 2003 C-035 de 2003 C-040 de 2010 
Magistrado 
Ponente 
Jaime Córdoba Triviño Jaime Araujo Rentería  Luis Ernesto Vargas Silva 
Caso a 
evaluar 
Inclusión de nuevo artículo en 
plenaria  
Adición de un aparte de un artículo 
en plenaria 
Inclusión en segunda vuelta de un parágrafo a un 









El artículo sobre cesantías no fue 
incluido en la ponencia para 
primer debate por ser 
inconveniente en las comisiones 
séptimas de ambas cámaras, en 
sesión conjunta. 
El aparte demandado no estuvo 
comprendido en las ponencias para 
primer debate en la Cámara de 
Representantes, así como tampoco 
en el Senado de la República. 
El artículo fue aprobado en primer debate en Cámara 
(1ª vuelta). 
El artículo fue negado en primer debate en Senado (1ª 
vuelta). 
Se adiciono en primer debate de Cámara un parágrafo 
al artículo aprobado (2ª vuelta). 
El artículo junto con el parágrafo fue negado en 
primer debate en Senado (2ª vuelta). 











El artículo fue leído y aprobado 
en plenaria de la Cámara de 
Representantes, y en plenaria de 
Senado, aunque fue debatido, fue 
retirado para ser analizado en 
comisión de conciliación.  
El aparte demandado se adicionó 
en la ponencia para segundo debate 
en la Cámara de Representantes. 
El artículo fue aprobado en segundo debate en Cámara 
(1ª vuelta). 
El artículo no fue ni discutido ni votado en segundo 
debate en Senado (1ª vuelta).  
Se aprobó el artículo junto con el parágrafo en 
segundo debate de Cámara (2ª vuelta). 
No se discutió ni aprobó el artículo ni el parágrafo en 






de las dos 
vueltas  
Se conformó con el fin de 
unificar los textos aprobados en 
plenarias de ambas cámaras, 
donde se propuso la aprobación 
del artículo sobre cesantías, que 
fue incluido en plenaria de la 
Cámara, pero no en la de Senado. 
Se conformó comisión de 
conciliación donde ambas cámaras 
aprobaron el informe presentado 
donde se acogió el texto que figura 
conciliado el artículo 23, que 
corresponde a la modificación del 
artículo 130 de la Ley 142 de 1994. 
El artículo fue incluido en el informe de conciliación y 
aprobado por las plenarias (conciliación 1ª vuelta) 
El artículo y el parágrafo fueron incluidos en informe 
de conciliación que fue aprobado por las Plenarias 




Aprobado en ambas cámaras, 
incluido el artículo en discusión.  
Aprobado en ambas cámaras el 
aparte incluido. 
Aprobado en ambas cámaras en las dos vueltas. 
Decisión de 
la Corte 
Declarar inexequible el artículo 
en comento, por cuanto “las 
comisiones de conciliación o 
La Corte concluyo que, aunque el 
aparte fue adicionado en el 
segundo debate de Senado, no 
La Corte sostuvo que cuando las comisiones de 
conciliación incluyen en el informe final para segundo 
debate, asuntos diferentes a los que fueron discutidos 
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mediación no están llamadas a 
sustituir la función de las 
comisiones constitucionales 
permanentes de cada una de las 
cámaras, ni de éstas mismas y 
que toda iniciativa legislativa 
para que sea ley debe ser 
discutida y aprobada por las 
comisiones y por las plenarias de 
cada cámara”. 
Así mismo, se violó el principio 
de consecutividad, por incumplir 
la exigencia de los cuatro debates 
reglamentarios con los que debe 
contar un proyecto de ley, según 
los artículos 157 de la Carta 
Política y 147 de la Ley 5ª de 
1992. 
adolecía de inconstitucionalidad 
por cuanto a la plenaria le es 
permitido introducir al proyecto 
modificaciones, adiciones y 
supresiones que considere 
necesarias. Además, lo incluido fue 
sometido a comisión de 
conciliación y aprobado por ambas 
cámaras con lo cual encontró que 
se dio cumplimiento a lo ordenado 
en el artículo 161 de la 
Constitución, por tanto el cargo de 
la demanda no prosperó.  
en comisiones y plenarias, se exceden en sus 
facultades, violando así el principio de 
consecutividad. 
Tratándose de proyectos de acto legislativo, los 
principios de consecutividad e identidad relativa 
deben observarse por parte de las comisiones 
accidentales de mediación, en el entendido de que las 
diferencias a conciliar deben estar acordes con los 
temas que se hayan discutido y votado, en cualquier 
sentido, por las plenarias de las cámaras. 
En el caso concreto se incluyó en las dos vueltas, por 
parte de las comisiones de conciliación, un asunto que 
nunca fue discutido por la plenaria del Senado tanto 
en cuarto como en octavo debate.  
Por lo anterior el acto legislativo fue declarado 
inexequible. 
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La comparación hecha anteriormente muestra un ejemplo claro de que la Corte 
Constitucional ha regulado temas no previstos en la Ley 5ª de 1992, que deben ser 
incorporados a la normatividad para unificar criterios y con el fin de que quienes intervienen 
en los debates y en el procedimiento legislativo en general, conozcan a fondo dichas 
determinaciones hechas por la Corporación, pues con la gran cantidad de jurisprudencia sobre 
el tema, no es fácil tener todo el conocimiento sobre el procedimiento legislativo.  
Si bien la Ley 5ª de 1992 en su artículo 3° previó la posibilidad de llenar los vacíos de 
ésta, considerando la aplicación de disposiciones que regulen casos, materias o 
procedimientos semejantes, al igual que con la jurisprudencia y la Constitución, y algunas 
leyes como la 974 de 2005 y la 1431 de 2011, han realizado modificaciones importantes al 
reglamento, y en ellas se han encontrado soluciones a ciertos temas del procedimiento, como 
la designación de ponentes, las votaciones, entre otros; no se cuenta con una reforma de 
fondo al procedimiento de expedición de las leyes y actos legislativos que modifique la 
norma en el sentido de adecuarla y modernizarla a los cambios tecnológicos, 
jurisprudenciales y normativos que ha tenido el trámite legislativo durante los 26 años de 
vida jurídica de la Ley 5ª de 1992. 
Todo lo anterior en virtud de lo establecido por la Constitución Política en su artículo 
113, que consagra el principio de separación de poderes, principio que ha sido ampliamente 
estudiado por la Corte Constitucional, quien lo ha contemplado desde dos puntos de vista. 
Uno de ellos, en el sentido de limitar el ejercicio del poder de las entidades del Estado, 
teniendo en cuenta que cada entidad desempeña funciones específicas y diferentes a las de las 
demás instituciones. Sin embargo, este modelo requiere que exista reciprocidad y 
complementariedad de las funciones de cada entidad, de forma tal que haya una cooperación 
con el propósito de dar cumplimiento a los fines del Estado. Al respecto la Corte ha dicho 
que: 
 “Desde esta perspectiva, el equilibrio de los poderes es una consecuencia natural de 
la autonomía de órganos con funciones constitucionalmente bien delimitadas. En 
consecuencia, el control que ejerce un órgano sobre otro en relación con el cumplimiento 
de sus propias funciones, es básicamente un control político, que se da de manera tanto 
espontánea como ocasional, y sólo frente a casos extremos. Precisamente, la rigidez de 
la separación de poderes condenaba este modelo al fracaso, por la dificultad de su 
implementación práctica, pues la falta de vasos comunicantes entre los distintos órganos 
estatales conducía a enfrentamientos difíciles de solucionar en la práctica, cuyo 
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resultado natural y obvio tendía a ser la reafirmación del poder en los órganos, 
autoridades o funcionarios que se estiman política y popularmente más fuertes.” (Const. 
C-141/2010, H. Sierra). 
De otra parte, el segundo punto de vista se refiere al sistema de pesos y contrapesos 
que se centra en el reconocimiento de las libertades y los derechos de los ciudadanos para lo 
cual se requiere controlar el ejercicio del poder del Estado, por medio del control ejercido por 
cada una de las ramas del poder público, de manera recíproca. Para el cumplimiento de éste 
modelo es necesario igualmente, que los distintos poderes del Estado se complementen y 
cooperen en el ejercicio de sus funciones, con el propósito de garantizar el reconocimiento de 
dichas libertades y derechos. La Corte se ha pronunciado en el siguiente sentido:   
“De acuerdo con el segundo modelo, la delimitación rígida de las funciones 
constitucionales, es insuficiente para garantizar el cumplimiento de los cometidos 
estatales e impedir el ejercicio arbitrario del poder. Desde dicha perspectiva, este modelo 
le otorga un papel preponderante al control y a las fiscalizaciones interorgánicas 
recíprocas, como reguladores constantes del balance entre los poderes públicos (Sistema 
de checks and balances)” (Const. C-141/2010, H. Sierra). 
Lo que caracteriza al Estado Constitucional es poner límites y controlar el poder 
mediante la división del mismo y para ello se requiere el conocido sistema de pesos y 
contrapesos donde cada Rama del Poder Público se encargue de sus respectivas funciones 
constitucionales de forma autónoma e independiente pero coordinada, pues en los Estados 
donde el poder Ejecutivo y el Legislativo radican en la misma persona, no se puede 
garantizar la libertad, es decir, la separación de los poderes públicos, permite que los 
ciudadanos vean reconocida su libertad y sus derechos fundamentales. A su vez, el control 
que ejerce una rama del poder público sobre la otra, es lo que le da sentido a dicha división 
de poderes (Anselmino, 2016). 
Gracias al concepto de división del poder público, las Constituciones Políticas 
cuentan con su parte orgánica, donde se les asignan a los distintos órganos sus funciones y 
competencias, distribuyéndose en facultades ejecutivas, legislativas y judiciales. 
Según la teoría de Jhon Locke, el ser humano en su estado natural tiene en su cabeza 
dos poderes, el de conservación y el de castigar los agravios cometidos contra sus intereses 
personales y patrimoniales, pero al entrar en la sociedad civil debe ceder dichos poderes para 
que los ejerza el Estado por intermedio de los poderes públicos, el Legislativo para la 
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conservación de la sociedad y sus integrantes y el Ejecutivo para aplicar las leyes, lo cuales 
deben ser ejercidos por dos órganos diferentes, pues de no ser así, se presentaría abuso del 
poder (Villanueva, 2014). 
En virtud del principio de separación de poderes, le está dado al legislador definir las 
competencias de los diferentes órganos del Estado, sin perjuicio de que haya concurrencia de 
funciones entre los distintos órganos, con lo cual se busca que se integren armónicamente 
para llevar a cabo los lineamientos consagrados en la Constitución Política y la ley. 
Se concluye entonces, que este principio no es de carácter absoluto pues el 
ordenamiento jurídico dispone los mecanismos que admiten cooperación y control mutuo 
entre los distintos órganos, mecanismos donde a su vez el legislador encuentra límites en el 
ejercicio de sus funciones de control político, debiendo respetar y guardar cierta distancia 
frente a los campos de acción de las demás ramas del poder público, según lo consagra la 
norma superior, y así mismo, precisar con exactitud las competencias de cada órgano (Const. 
C-630/2014, G. Ortiz). 
El Proyecto de ley requerido para subsanar los vacíos evidenciados fue elaborado 
como parte de esta investigación y busca poder modificar, aclarar, organizar, modernizar, 
establecer soluciones a las deficiencias normativas evidenciadas en el Reglamento del 
Congreso y armonizar éste último con lo dispuesto en la Constitución Política de 1991 y la 
jurisprudencia. Cabe aclarar que el Proyecto de Ley fue radicado ante la Secretaria General 
de la Cámara de Representantes bajo el número 224 de 2018 y a la fecha se encuentra 
surtiendo su trámite en primer debate, y abarca los temas que se describen a continuación:  
 Principios del trámite legislativo: 
Se incorporaron a la norma los principios de consecutividad, identidad relativa y 
unidad de materia que rigen el trámite legislativo, teniendo en cuenta los pronunciamientos 
de la Corte Constitucional al respecto y a la luz del artículo 157 de la Constitución Política 
señala que todo proyecto, para ser ley de la República, debe ser aprobado en primer debate en 
la comisión correspondiente de cada cámara y en segundo debate en la plenaria de cada 
cámara, es decir, que los temas incluidos en los proyectos deben contar con los cuatro debates 
correspondientes, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 160 de la Constitución Política 
según el cual, en el segundo debate se podrán introducir al proyecto las modificaciones, 
adiciones o supresiones que sean necesarias; igualmente, teniendo en cuenta el artículo 178 
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del Reglamento del Congreso que dispone que si las discrepancias entre la comisión y el 
pleno se basan en razones de conveniencia, el proyecto podrá volver a la comisión para que 
se haga un reexamen definitivo.  
De otra parte, y en caso de haber controversia entre lo aprobado por cada plenaria, se 
puede recurrir al artículo 161 constitucional y 186 del Reglamento que prevén el trámite que 
se debe surtir ante las Comisiones Accidentales de Mediación, las cuales prepararán un texto 
definitivo que supere las discrepancias surgidas, que deberá ser sometido a consideración de 
las cámaras. 
Con miras a ratificar los principios de consecutividad, unidad de materia e identidad 
relativa, inherentes a la aprobación de cualquier proyecto, se dispuso que las enmiendas 
podrán ser a la totalidad del proyecto o a su articulado, siempre y cuando se conserven estos 
principios para evitar que se modifique el espíritu del proyecto y que se incluyan temas que 
no corresponden a las materias tratadas por éste. 
 Las actas y el principio de publicidad: 
En las actas que se levanten en las sesiones de comisión y plenaria no pueden ser un 
resumen de lo acontecido y deben incluir lo respectivo a las votaciones nominales y 
ordinarias, en armonía con lo dispuesto por la Ley 1437 de 2011. Lo anterior se encuentra 
razón de ser para las posibles demandas que pueda presentar la ley o el acto legislativo en 
cuanto a las votaciones que se requieren, bien sea que se trate de un acto legislativo o de una 
ley marco, orgánica, estatutaria u ordinaria.  
Frente al principio de publicidad, se adecuo el Reglamento teniendo en cuenta los 
avances tecnológicos ya que se puede dar cumplimiento a este principio a través de los 
medios magnéticos y electrónicos actuales. 
 Orden del día: 
Se requiere en el reglamento algunos ítems que no se encuentran contemplados en el 
orden del día y que sí se presentan en la práctica, y se busca realizar una mejor organización 
de los mismos. Además, se requiere claridad en cuanto a los eventos en los cuales se puede 
modificar el orden del día y eliminar la aprobación de éste, dado que dicha aprobación impide 
que se inicie el debate con quorum deliberatorio, pues para la aprobación se requiere un 
quorum decisorio, lo cual genera un retraso en el inicio de las sesiones.   
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 Cuestiones del trámite de un proyecto: 
Con el fin de organizar y unificar los requerimientos establecidos para la presentación 
de los proyectos de ley o de acto legislativo se requiere establecer que el mismo, además de 
ser entregado en original, debe proporcionarse en una versión en medio electrónico o 
magnético y en caso de que la versión en medio físico no coincida con aquella, se dará 
trámite al proyecto presentado en medio físico. La Sección de leyes o quien haga sus veces, 
una vez radicado el proyecto, debería clasificarlo por materia, autor y clase de iniciativa, con 
el fin de llevar un histórico de proyectos por materia. 
En cuanto a los proyectos de bancada se demanda que, para la presentación de éstos, 
el proyecto este acompañado de un acta expedida por quien desempeñe funciones de 
secretario de la bancada. De igual forma, para proyectos de ponencia colectiva, es necesario 
aclarar lo respectivo a la representación de las diferentes bancadas para lo cual se debería 
designar un ponente por cada partido o movimiento político que tenga representación en la 
Comisión respectiva. Lo anterior en virtud del principio democrático de participación y con el 
fin de que las minorías sean tenidas en cuenta. 
Sobre el retiro de proyectos se busca que cuando sea de autoría de bancada o 
colectiva, solo se pueda retirar por la bancada o sus autores respectivamente, y, además, si es 
de bancada debería constar acta expedida por quien desempeñe funciones de secretario de la 
misma.  
Con el fin de dar orden en la acumulación de proyectos y ser ecuánimes y objetivos en 
dicho proceso, se debería implementar en el artículo 151 del Reglamento, que cuando los 
proyectos sean susceptibles de acumulación, se haga de acuerdo con el orden en el que hayan 
sido radicados en Comisión o en cada Corporación. Esto significaría dar igualdad de trato en 
el trámite de acumulación a los proyectos de iniciativa gubernamental, legislativa y popular. 
Por otro lado, se debería aclarar que ningún proyecto de ley sea sometido a debate sin 
antes haberse publicado debidamente el informe, ni en sesión diferente a aquella que 
previamente se haya anunciado, para así armonizar y dar cumplimiento a lo previsto en el 
artículo 161 de la Constitución Política. Del mismo modo, se precisa que el anuncio de los 
proyectos y el debate se deben realizar en sesiones diferentes. Todo esto en virtud de que los 
congresistas tengan el tiempo suficiente de estudiar los proyectos que van a ser debatidos y 
dando cumplimiento al principio de publicidad.   
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Ahora, teniendo de presente el caso del proyecto de ley de la Senadora Viviane 
Morales mediante el que se ordenaba realizar un referendo para aprobar que, solo las parejas 
heterosexuales pudieran adoptar niños en estado de vulnerabilidad, se tiene que fue negado en 
tercer debate y posteriormente se presentó apelación de dicha decisión ante la plenaria de la 
Cámara de Representantes, pero se evidenció que hubo controversias entre si se podía o no 
apelar en dicho caso, por lo cual se le debe dar claridad al artículo 166 del Reglamento, en el 
sentido de definir que un proyecto negado en comisión pueda ser apelado en primer debate de 
cualquiera de las cámaras, pues la redacción original del texto permite varias interpretaciones, 
dentro de las cuales hay quienes consideran que el proyecto solo puede ser apelado cuando ha 
sido negado en primer debate de la cámara de origen. Este cambio obedeció a la idea de dar 
dicha posibilidad de apelación a las dos cámaras teniendo en cuenta que se trata de un 
Congreso bicameral y ninguna de las cámaras tiene prelación sobre la otra, en cuanto al 
trámite legislativo. Sumado a lo anterior se creó un parágrafo en el artículo 166 respectivo a 
que el trámite de apelación no procede en el evento de que se nieguen artículos del proyecto, 
sino que la apelación se aplica cuando ocurre la negación del proyecto en su totalidad.  
Pasando a la ponencia del informe a la Plenaria, se necesita que éste contenga, además 
de los requisitos ya señalados por el artículo 175 del Reglamento, el título vigente del 
proyecto, número del proyecto, impedimentos considerados, comisiones accidentales en caso 
de designarse, proposiciones y votaciones de éstas, votación del articulado y del título 
proyecto, intervinientes en el debate, fechas de sesiones y números de actas respectivas, entre 
otros; la modificación para segundo debate que incluirá lo que se pretende modificar y la 
respectiva justificación, con el cuadro comparativo respectivo; la proposición con la que 
termina el informe; la firmas de ponentes y el pliego de modificaciones en caso de existir. 
Este cambio encuentra su razón de ser en que, en ocasiones, el informe a la plenaria es 
deficiente e incompleto, lo cual dificulta la labor al interior de la misma corporación. 
Para el trámite de conciliación llevado a cabo por las comisiones accidentales, se 
requiere armonizarlo y adecuar el artículo 186 del Reglamento a lo dispuesto por la 
Constitución Política en el artículo 161, pues la redacción e interpretación de lo dispuesto en 
el Reglamento es confusa y en la práctica se da aplicación al texto constitucional. Lo anterior 
con el fin de brindar seguridad jurídica ya que no es viable que una ley vaya en contravía o 
tenga disposiciones disimiles a la norma constitucional.  
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Además, en los casos donde surgen diferencias entre el pleno y la comisión, se aclaró, 
conforme a la Constitución Política, que, si al repetir el segundo debate persisten las 
diferencias, se debería considerar negado todo el proyecto cuando éstas sean fundamentales 
al sentido de la nueva ley. 
 Sesiones:  
De acuerdo con las sesiones, se debe disponer que los términos respectivos al trámite 
legislativo se entiendan como días calendario y que, para tal efecto, el día termina a las 12 
horas de la noche, igualmente, que todos los días se consideran hábiles para el Congreso, las 
sesiones duren 4 horas y dentro de este término no se tenga en cuenta la duración de los 
recesos aprobados. 
Sobre las clases de sesiones se le necesita una definición a la sesión informal, la cual 
estaba contemplada en el Reglamento, pero no contaba con un concepto sobre la misma. 
Por otro lado, para evitar la prohibición establecida en el artículo 93 de la Ley 5ª de 
1992, se podría aclarar que cuando se reúne el Congreso en pleno, las plenarias podrán 
reunirse posteriormente para debatir temas pendientes, el mismo día, lo anterior en virtud del 
principio de celeridad y por cuanto en ocasiones hay proyectos próximos a archivarse por 
vencimiento de términos. 
Frente al tema del apremio a los ausentes establecido en el artículo 92 del 
Reglamento, se debería determinar que los congresistas que lleguen a tiempo a la sesión y 
habiendo transcurrido una hora sin que se presente el quorum necesario, puedan ausentarse 
del recinto legislativo dejando constancia ante la Secretaría de la célula legislativa.  
 Proposiciones: 
Se debe requiere dar claridad a la definición de la proposición de moción de orden, 
usada por los congresistas en las sesiones legislativas, lo anterior en virtud del mal uso a esta 
proposición. 
Así mismo, se debe disponer que las proposiciones deban debatirse en el estricto 
orden de llegada y los congresistas deberían presentarlas aclarando el tipo de proposición del 
que se trata. Lo anterior en virtud de las clases de proposiciones y del procedimiento que se 
sigue para darle debate a cada una de ellas, por cuanto no es lo mismo una proposición 
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sustitutiva que reemplaza todo el proyecto de ley, que una proposición modificativa que solo 
cambia artículos, parágrafos, incisos o palabras del proyecto. Esto con el propósito de dar 
mejores herramientas a los miembros del Congreso en cuanto a lo que pretendan debatir o 
controvertir respecto de un proyecto a través de una proposición.  
 Mayorías:  
Teniendo en cuenta que no existió unanimidad entre el Gobierno y los miembros del 
Congreso sobre el tema de la mayoría requerida para la aprobación de las curules de las 
víctimas, en el marco del Procedimiento Especial para la Paz, es pertinente armonizar el 
Reglamento con lo establecido en la jurisprudencia de la Corte Constitucional respecto de las 
mayorías, para lo cual se debería armonizar el Reglamento a lo establecido en la 
jurisprudencia, en el sentido de que cuando el total de integrantes o asistentes sea un número 
impar, la mitad corresponderá a un número con decimal, por lo cual, para determinar la 
mayoría se deberá entonces aproximar la mitad aritmética al siguiente número entero. Lo 
anterior, de conformidad con el artículo 134 de la Constitución Política. 
Por otra parte, frente a la eventualidad de no contar con la mayoría prevista para la 
aprobación de un proyecto de ley o de acto legislativo, la votación podrá reconsiderarse con 
la aprobación del pleno de la célula legislativa.  
Adicionalmente, se presentan casos donde, por ejemplo, para cumplir con la mayoría 
absoluta se requieran 53 votos y sí asisten 54 congresistas, donde 52 voten afirmativamente y 
2 voten negativamente, la decisión la terminan tomando los 2 congresistas que no están a 
favor del proyecto, frente a los 52 que si lo están.   
 Deberes de quienes intervienen en el trámite legislativo: 
Se considera importante establecer dentro de las funciones del Presidente de cada 
célula legislativa, la convocatoria a las sesiones por cuanto se presenta discrepancia entre si 
esta función debía ser cumplida por la Mesa Directiva, por el Presidente, por el Secretario, o 
por la Secretaría respectiva.  
También, sobre la publicación y reparto del proyecto se requiere aclarar de quien es la 
facultad y a juicio de esta investigación debería recaer en el Presidente, es él quien debe tener 
la facultad de revisar si el mismo cumple con los requisitos constitucionales y legales para 
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darle trámite, so pena de ser devuelto al autor para que sea ajustado a la Constitución Política 
y normas legales. 
Por su parte, cuando el proyecto sea radicado en la comisión respectiva, el Presidente 
podría tener la facultad de revisar si el proyecto es procedente o no, caso en el cual podrá 
devolverlo a la Secretaria General con las observaciones respectivas, teniendo en cuenta lo 
establecido en la Ley 3ª de 1992 sobre las competencias de cada comisión constitucional, por 
cuanto un proyecto puede contener materias de competencia de diferentes comisiones. Al 
respecto la Corte Constitucional ha considerado que el desconocimiento del artículo 2° de la 
Ley 3ª genera un vicio insubsanable.  
De otra parte, según el artículo 146 de la Ley 5ª, el reparto de un proyecto de ley que 
contenga varias materias debe hacerse a la comisión de la materia predominante, y ésta tiene 
la potestad de solicitar a las demás comisiones competentes un concepto sobre el proyecto. 
Respecto de los parágrafos 1° y 2° del artículo 2° de la Ley 3ª, cuando se presenten conflictos 
de competencia, debe tenerse en cuenta el principio de especialidad y el Presidente de la 
respectiva cámara enviará el proyecto a la comisión que considere es competente. 
Respecto del trámite de acumulación de proyectos, es necesario que los jefes de leyes 
de cada Cámara, o quien haga sus veces, se reúnan semanalmente para estudiar los proyectos 
de ley que han sido presentados con el fin de evidenciar cuales pueden ser objeto de 
acumulación. Así mismo, los secretarios de comisión de ambas cámaras deben estar en 
coordinación y estudiar los proyectos de ley de su competencia que sean radicados, con el 
propósito de cumplir con el principio de economía legislativa y con lo dispuesto en el artículo 
151 del Reglamento. 
En cuanto a las prórrogas del término para la presentación del informe de ponencia, se 
debería asignar al presidente la facultad de autorizar las mismas, que no deberían ser más de 
dos. De necesitarse una prorroga diferente a las descritas, la respectiva célula legislativa 
debería aprobarla.  
Igualmente, se estudió la necesidad de que el ponente incluya en su informe de 
ponencia a la Comisión, un cuadro comparativo del texto original y el texto propuesto para 
Comisión y en caso de tratarse de primer debate en la otra cámara, el cuadro comparativo 
deberá contener el texto aprobado en la cámara de origen y texto propuesto para Comisión; 
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con el propósito de mostrar transparencia entre lo propuesto por el autor del proyecto, lo 
aprobado en Comisión y lo modificado por el ponente. 
Siguiendo con el tema del informe de ponencia, se estableció que la Secretaría de la 
Comisión Permanente revise si la ponencia cumple con los requisitos legales y 
constitucionales como proposición con la que termina el informe de ponencia, y pliego de 
modificaciones al articulado, cuando éste se modifique, acompañado de la respectiva 
sustentación, en razón a que cuando se presentan demandas contra las leyes o actos 
legislativos, aunque se cuenta con un expediente sobre el tramite surtido, éste en ocasiones es 
deficiente y no permite revisar la trazabilidad del proyecto.  
Sobre el retiro de los proyectos, en los casos donde la iniciativa no es legislativa, es de 
importancia aclarar que solo se requiere la aceptación de la Comisión o Cámara respectiva 
para estos eventos. Este cambio se pensó teniendo en cuenta que la redacción del artículo se 
presta para confusión frente a en cuales casos se requiere o no la aprobación de la célula 
legislativa para retirar el proyecto.  
En las ponencias para segundo debate se estipuló que, de no contener el mismo 
articulado aprobado, el Presidente de la Comisión podría devolverla al ponente, quien, a su 
vez, podrá apelar ante el Presidente, con el fin de mantener la identidad de materia del 
proyecto en estudio. 
En cuanto a las sesiones conjuntas, las comisiones respectivas, de manera autónoma, 
deberán ser convocadas por los Presidentes de cada comisión previo anuncio del proyecto, 
con el fin de clarificar en quien recae dicha función pues la redacción original del artículo no 
permitía establecerlo.   
Para lo respectivo a las objeciones presidenciales se requiere que cuando el proyecto 
de ley vuelva a la cámara de origen con objeciones, el Presidente deberá integrar una 
comisión accidental que debería estar conformarla por el autor y/o ponente (s) de primer o 
segundo debate del proyecto, la cual deberá pronunciarse al respecto. 
 Comisión de Ordenamiento Territorial: 
A raíz de la controversia sobre el tema del municipio de Belén de Bajirá se pudo 
identificar que existía un vacío en cuanto al procedimiento adelantado por las Comisiones de 
Ordenamiento Territorial frente a los conceptos emitidos por ellas. En cuanto a dicho trámite 
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se presentaron posturas diferentes entre la comisión y el pleno, por tanto, fue importante 
clarificar dicho procedimiento en el proyecto de ley elaborado, más aún cuando las decisiones 
tomadas por esta Comisión, pueden cambiar la historia de un municipio, departamento o 
región del país.   
 Términos propuestos: 
Se requiere establecer términos para la aprobación de las actas por cuanto no están 
contemplados en el Reglamento y ello se hace necesario para la trazabilidad del proyecto ya 
que el acta da fe de lo que realmente se surtió en cada debate para la aprobación o negación 
del tema tratado. 
Se determinó que para el reparto de los proyectos se contará con un término que de 
acuerdo con la propuesta podría ser de 8 días a partir de la publicación, en virtud del principio 
de celeridad y para evitar las decisiones subjetivas y políticas al interior del Congreso en 
cuanto a la conveniencia o no de un proyecto.  
La Mesa Directiva de la respectiva Comisión tendrá la facultad de designar los 
ponentes dentro de los cinco (5) días calendario, siempre y cuando se esté en sesiones 
ordinarias o extraordinarias. 
En cuanto a la presentación de las ponencias, tanto en comisión como en plenaria, se 
le dio el término al ponente de entre cinco (5) y quince (15) días, sin que supere los 45 días 
en el caso de que se autoricen prorrogas al término inicialmente señalado. El mismo término 
fue establecido para la presentación de las ponencias conjuntas. 
Dentro del trámite de apelación de un proyecto negado, se reguló por medio de la 
inclusión de términos el acto propio de la apelación y la decisión, contando con 30 días 
siguientes a la decisión de negar el proyecto para apelarlo y 15 días para que la Comisión 
Accidental presente el informe respectivo a la Plenaria, quien decidirá si acoge o rechaza el 
informe. Esto en virtud de la ausencia de términos para dicha etapa y a su vez, debido a que 
solo existe un caso en el cual se apeló un proyecto negado en el año 2017 y hasta la fecha, la 
plenaria no se ha pronunciado. 
Ahora bien, para el trámite de conciliación, cuando surjan discrepancias entre lo 
aprobado en las cámaras, las comisiones accidentales prepararán el texto que será sometido a 
consideración de aquellas en un término que no podrá ser superior a ocho (8) días. 
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Se buscó regular lo concerniente a la sanción presidencial de los proyectos de ley, en 
vista de que no se contaba con un término definido para ello, por lo cual se plasmó en el 
artículo 196 que el Presidente de la Cámara respectiva contará con el plazo de ocho (8) a 
quince (15) días para enviar el proyecto para sanción y si el Gobierno no lo objeta, deberá 
sancionarlo y publicarlo, para lo cual cuenta con el mismo término que tiene para realizar las 
objeciones según el artículo 166 de la Constitución Política. Este cambio se realizó con miras 
a no dejar a la subjetividad del Presidente de la República la sanción de un proyecto de ley, 
como ha sido el caso del Código Disciplinario Único que desde el mes de noviembre de 2016 
fue enviado para sanción, y a la fecha (abril de 2018) esto no ha ocurrido, lo que genera un 
choque de trenes entre las obligaciones que tiene el Ejecutivo y las del Legislativo, y dado 
que la norma no dispone un término para ello, faculta al Presidente para que se tome más de 
un año y no cumpla con su función de sancionar un proyecto que ha surtido su trámite y ha 
sido aprobado por el Congreso.  
Igualmente, cuando el Presidente de la República no sancione los proyectos de ley, lo 
deberá hacer el Presidente del Congreso, para lo cual se cuenta con veinte (20) días siguientes 
al vencimiento de los términos establecidos para las objeciones presidenciales, y además, se 
equipara este procedimiento para cuando el Presidente de la República no publique los actos 
legislativos. 
Sobre las objeciones presidenciales se fijó un plazo de treinta (30) días para que la 
comisión accidental establecida por el Presidente de la cámara de origen, una vez recibidas 
las objeciones, emita el informe respectivo para segundo debate. Esto obedece a que, en la 
actualidad, el tiempo que tiene un proyecto objetado para que el Congreso se pronuncie sobre 
las objeciones, es el mismo tiempo con el que cuenta para llevar a cabo su trámite, es decir, 
dos legislaturas, según lo ha dispuesto la Corte Constitucional; sin embargo, bajo el principio 
de celeridad, se ha considerado que el termino de 30 días es prudencial para llevar a cabo 
dicha tarea.  
Finalmente, como es deber del Presidente de la República publicar los proyectos de 
acto legislativo después de ser aprobados en primera vuelta se instauró un término de quince 
(15) días siguientes a su recibo para ello.  




1. No existe unanimidad en el manejo del procedimiento legislativo, por cuanto se pudo 
evidenciar que, en una misma cámara, las comisiones actúan de manera distinta frente al 
mismo trámite, en ocasiones se presentan diferencias entre lo considerado por una 
comisión y la plenaria y esta falencia también se muestra entre las decisiones tomadas por 
las dos cámaras legislativas, lo cual trae como consecuencia la inseguridad jurídica por 
parte de los actores que intervienen en el procedimiento legislativo. Con lo anterior, en 
busca de dar respuesta al problema de investigación, surge la duda de si ¿las 
incongruencias entre los diferentes actores del procedimiento legislativo obedecen siempre 
a la interpretación que cada uno puede hacer de acuerdo con su criterio, bien sea 
constitucional o legal frente a las deficiencias normativas del Reglamento del Congreso o a 
decisiones políticas y de conveniencia?  
Igualmente, se evidenció que no siempre existe unanimidad de criterios en las decisiones 
que toma la Corte Constitucional, más aún cuando dichas decisiones generan la 
declaratoria de inexequibilidad de leyes o actos legislativos de gran importancia jurídica, 
como fue el caso del Acto Legislativo 02 de 2012, donde por primera vez la Corte 
Constitucional consideró que la simultaneidad de los debates constituían un vicio 
insubsanable, cuando en realidad se presentó una infracción de los artículos 83 y 93 del 
Reglamento en el quinto debate del proyecto, infracción que hubiera podido ser subsanada 
devolviendo el proyecto al Legislativo. Aunque posteriormente la Corte modificó sus 
argumentos ya se había causado la inexequiblidad del Acto Legislativo, lo cual vuelve a 
generar el interrogante planteado anteriormente. 
Aunado a lo anterior, se logró vislumbrar también, que en los casos donde el Reglamento y 
la propia Carta Política tienen disposiciones claras sobre el trámite, en la práctica la ley es 
desconocida, en ocasiones por falta de estudio de la misma o por la diferencia de criterios 
al interior del Congreso por parte de quienes intervienen en el trámite legislativo, lo cual 
genera múltiples interpretaciones frente a un mismo tema. Además, en cuanto a diversas 
deficiencias normativas, la Corte Constitucional ha emitido pronunciamientos regulando 
las mismas, pero nuevamente, por desconocimiento de la jurisprudencia, no se aplican los 
mismos criterios en casos similares. Lo anterior puede obedecer a que el Congreso se basa 
en el pensamiento político y constituye la máxima representación en dicha materia, sin 
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embargo, este argumento no puede servir de escudo para desconocer la norma y la 
jurisprudencia. 
Como muestra de lo descrito cabe el interrogante si los proyectos son repartidos a las 
comisiones constitucionales sin tener en cuenta las competencias establecidas por la Ley 3ª 
de 1992, ya que, por influencias de carácter político al interior del Congreso, se podría 
desviar el reparto de determinado proyecto a determinada comisión, aunque ésta no sea la 
competente para conocerlo. 
2. Aunque esta investigación propendió identificar los vacíos de la norma con el fin de que 
fuesen subsanados, también se pudo percibir que proponer solución a todas las deficiencias 
normativas que pueda contener una ley, es una tarea de difícil alcance, pero que puede ser 
materia de otra investigación. Es claro que quedarán vacíos que se pasaron por alto de 
manera inadvertida, y otros, que, si bien fueron identificados, no eran del alcance de este 
trabajo investigativo, como es el caso de las competencias asignadas a cada comisión 
constitucional permanente de las cámaras legislativas, reguladas en la Ley 3ª de 1992, y 
otros no tuvieron una propuesta de corrección, por cuanto el trámite legislativo previsto en 
el Reglamento del Congreso, aunque establece un paso a paso a seguir, no es 
excesivamente rígido como si lo pueden ser los procesos judiciales, donde los términos son 
perentorios.  
Como consecuencia de los vacíos comprobados, esta investigación arrojó que una 
Constitución Política de carácter rígido, como las actuales, garantiza derechos y deberes, 
disponiendo que en los casos en los cuales el legislador viole el texto constitucional 
extralimitándose en el ejercicio de sus funciones, vulnerando libertades 
constitucionalmente reconocidas u omitiendo la creación de normas necesarias, estará 
incurriendo en una omisión legislativa. A pesar de lo anterior, no siempre hay omisión 
legislativa cuando no se regula cierto tema, pues esto implicaría juzgar también la 
oportunidad política del legislador para emitir las leyes, lo que sería excesivo e 
institucionalmente inadmisible. 
3. En cuanto a la aceptación o rechazo de la hipótesis planteada, al final de esta investigación 
se pudo corroborar que lo dispuesto en ella es admitido por cuanto los vacíos o deficiencias 
normativas hallados en el Reglamento del Congreso, efectivamente generan como 
consecuencia la declaratoria de inexequibilidad de las leyes y actos legislativos por parte 
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de la Corte Constitucional, así como también, la no aprobación de la norma en discusión, 
como el caso del proyecto de acto legislativo que creaba las curules para las víctimas, que 
más que ser un problema de mayorías, obedeció a la ausencia de casi el 50% de los 
congresistas o al retiro de las bancadas, en algunas ocasiones con el fin de no configurar el 
quorum necesario para la votación; o la ausencia de trámites dejando el procedimiento 
legislativo inconcluso, como el caso de la apelación presentada en virtud del proyecto de 
adopción por parte de parejas del mismo sexo, a la cual no se le ha dado respuesta o el 
proyecto que crea el Código Disciplinario Único que no ha sido sancionado por parte del 
Presidente de la República. Sin embargo, además se evidenció, que no solo como producto 
de las deficiencias normativas descritas se llega a las consecuencias mencionadas, pues al 
interior se observan otro tipo de prácticas dilatorias de índole político, que impiden la 
aprobación de determinados proyectos, como se pudo observar en el caso de la consulta 
anticorrupción cuya votación ha sido aplazada por razones electorales. 
Adicionalmente, se pudo corroborar que las deficiencias normativas del Reglamento del 
Congreso han sido subsanadas a través del manejo que se ha venido dando a casos 
similares en ausencia de la norma, por parte de las Comisiones Constitucionales y las 
Plenarias en su activa intervención en el trámite legislativo, es decir, basados en la 
experiencia y la costumbre.    
4. En la tarea de identificación de la naturaleza jurídica del procedimiento legislativo y la 
importancia en el Estado Social y Democrático de Derecho se evidenció que, entre la 
teoría contenida en las normas, la jurisprudencia y la doctrina, y cómo se desarrolla el 
trámite legislativo en la realidad, existen congruencias significativas, no obstante, se 
presentan diferencias por múltiples factores, como el desconocimiento de la norma 
jurídica, en ocasiones como producto del principio democrático de participación que 
permite que los miembros del Congreso tengan como único requisito ser colombianos de 
nacimiento y cumplir con la edad de 25 años para la Cámara de Representantes y 30 años 
para el Senado de la República.  
Otro de los factores en donde se puede observar incongruencia entre la teoría y la práctica 
es el hecho de que el Gobierno influye de manera específica en la aprobación de los 
proyectos, dándose muchas veces prelación a los proyectos de esta iniciativa y dejando de 
lado los de iniciativa legislativa, o que siendo proyectos de iniciativa gubernamental como 
es el caso de la Ley de Presupuesto o los Tratados Internacionales, la participación del 
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Legislativo es mínima, por cuanto cualquier modificación requiere el aval del Gobierno, lo 
cual está soportado en las prerrogativas dispuestas por el constituyente que determinó la 
iniciativa privativa del Gobierno para estos proyectos. Lo anterior en virtud de que el 
Congreso no cuenta con los elementos técnicos como estadísticas, con las cuales sí cuenta 
el Ejecutivo, ni con un grupo de profesionales especializados en los diversos temas que se 
manejan en las Comisiones Constitucionales, y pese a que se tuvo la iniciativa de la 
creación de la dependencia de Apoyo Legislativo, no se contó con el respaldo necesario 
para fortalecerla. De igual forma la Rama Judicial actúa, en ocasiones, como legislador 
positivo, un ejemplo de esto ocurrió, en vista de que no se estableció en la Ley 5ª cuánto 
tiempo tiene el legislativo para pronunciarse sobre las objeciones presidenciales, para lo 
cual, la Corte Constitucional en sentencia C-068 de 2004, del Magistrado Ponente Jaime 
Araujo Rentería, evidenció este vacío y concluyó que el legislativo tiene como plazo 
máximo para el trámite de las objeciones del Gobierno, dos legislaturas, conforme con lo 
dispuesto en el artículo 162 superior, según el cual un proyecto de ley, para ser tramitado, 
cuenta con este mismo término. 
Lo descrito anteriormente va en contravía de lo que dispone la doctrina y la jurisprudencia 
colombiana sobre la separación de poderes, según la cual, las tres ramas del poder público 
tienen definidas sus funciones y actúan armónicamente en pro del Estado Social de 
Derecho, pero en la práctica se evidencia como la Rama Ejecutiva termina haciendo la 
función legislativa sobre determinadas leyes que son de iniciativa gubernamental, sin que 
en el Congreso se les puedan hacer modificaciones, a menos que cuenten con el respectivo 
aval; y cómo la Corte Constitucional legisla cuando ha encontrado vacíos en las normas.  
5. Dentro de los resultados obtenidos en esta investigación que busca subsanar los vacíos o 
deficiencias normativas que presentaron algún tipo de polémica, ya sea al interior o fuera 
del Congreso, se logró identificar que el Reglamento del Congreso carecía de una 
explicación clara de los principios constitucionales de consecutividad, unidad de materia e 
identidad relativa, que rigen el trámite de una ley o un acto legislativo, los cuales han sido 
desarrollados por la Corte Constitucional y que son de vital importancia ya que establecen 
un orden y unas normas claras para la aprobación de un proyecto. Otro de los principios 
básicos para que un proyecto sea ley es el de publicidad, que, aunque estaba determinado 
en la Constitución Política y la ley, se quiso modificar para que se cumpla de acuerdo con 
los avances tecnológicos actuales. De igual forma, organizar lo respectivo al orden del día, 
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los requisitos para la presentación de un proyecto de ley o acto legislativo, la creación de 
funciones que dirima los conflictos entre el pleno, la mesa directiva y el presidente, y una 
propuesta para que se incluya en el informe de ponencia un cuadro comparativo que 
muestre las diferencias entre el texto original, el propuesto y el aprobado. 
Así mismo, la inclusión de términos que eviten demoras en el trámite, en vista de que, por 
ejemplo, para el año 2004 existía un alto porcentaje de proyectos objetados por el 
Gobierno que no habían sido decididos por las cámaras y solo hasta que la Corte 
Constitucional se pronunció sobre el término para tramitar las objeciones, fueron 
archivados, los que sobrepasaban dicho término; la duplicidad de trabajo por proyectos de 
igual materia que por descuido no hayan sido acumulados y que tengan como 
consecuencia el incumplimiento del principio de celeridad. También se aclararon temas 
como la presentación y retiro de proyectos de bancada o retiro de proyectos de iniciativa 
diferente a la legislativa, la presentación de proposiciones, el inicio de las sesiones, el 
anuncio de los proyectos, el trámite de apelación de un proyecto negado, el concepto de 
mayorías. 
Los resultados anteriormente descritos servirán como herramienta de consulta para los 
estudiosos del trámite legislativo y de quienes intervienen en él, más aún cuando el tema 
investigado no ha sido abarcado en gran medida por la doctrina, ni se cuenta con 
investigaciones sobre el mismo. Igualmente se propone como solución a los vacíos 
encontrados en el Reglamento del Congreso sobre el trámite para la expedición de una ley 
o un acto legislativo, un proyecto de ley que modifique la Ley 5ª de 1992, pues es 
necesario armonizar ésta, tanto con lo dispuesto en la Constitución, como con los 
pronunciamientos de la Corte Constitucional, para así llegar a tener un trámite legislativo 
conforme a los cambios que se han presentado en estos 26 años de vida jurídica del 
Reglamento, y dotar al mismo de seguridad jurídica frente a las demás ramas del poder 
público y frente a los ciudadanos, quienes son los directos destinatarios de la labor 
desempeñada por el Órgano Legislativo. 
  









Anexo 1: Flujograma del procedimiento 
legislativo para la expedición de un 
proyecto de ley 
  












Anexo 2: Flujograma del procedimiento 
para la expedición de un acto legislativo 
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Anexo 3: matriz y entrevistas 
A continuación, se encuentran las preguntas que fueron realizadas a los entrevistados, 
teniendo en cuenta que en algunas de las entrevistas no se hicieron la totalidad de las mismas, 
debido a las opiniones de algunos secretarios o subsecretarios y es por ello que pueden variar 
los cuestionarios en cada caso concreto. Además, el primer cuestionario propuesto fue 
modificado debido a que varias dudas fueron despejadas y aclaradas para realizar una mejora 
en las preguntas que se les practicaron a los demás entrevistados. 
Matriz de entrevistas 
 
1. Art. 11. ¿Cuál es el tiempo de la mesa para aprobar un acta de congreso pleno? 
2. ¿Según el artículo 35, en la práctica es razonable aprobar un acta resumida? 
3. Artículo 79 ¿Quién puede alterar el orden del día, el Presidente o la Mesa Directiva? 
4. Artículo 81. El orden del día de las sesiones puede ser alterado por decisión de la 
respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, con las 
excepciones constitucionales, como el mensaje de urgencia o insistencia. ¿hay alguna 
otra excepción para impedir modificarlo?  
5. Artículos 83 y 85. No se encuentra una definición de sesión informal, ¿debería ser 
definida? ¿el tiempo se debería tener en cuenta para el cumplimiento de las 4 horas? 
¿Cómo podría ser definida? 
6. Artículo 93. Solo puede sesionarse una vez al día, ¿sería importante excluir de esa regla 
los eventos en los cuales haya sesiones conjuntas o se reúna el Congreso en pleno? 
7. Artículo 106. Como se podría definir y para que se usa la moción de orden. 
8. Artículos 112 al 115. No hay claridad en cuanto al uso de las proposiciones, respecto de 
si solo se aplican en los proyectos de ley o también para debates de control político. 
¿sería importante definir las proposiciones y establecer cuales son del trámite 
legislativo? ¿Qué nombre tiene la proposición que se presenta para aprobación del 
informe final de conciliación?  
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9. Artículos 112 al 115. ¿Las proposiciones deben radicarse antes de cerrar el debate o 
antes de iniciar la sesión? 
10. Art. 144. ¿cuánto tiempo tiene los presidentes de las cámaras y de las comisiones para 
repartir los proyectos para estudio legislativo? 
11. Artículo 152. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos que 
pueden ser objeto de acumulación? ¿Dicha facultad es del presidente de la Corporación 
o también del presidente de la Comisión a través de sus secretarios que deben estar en 
comunicación? 
12. Art. 155. ¿Debería existir un límite para la presentación de un mismo proyecto de ley, 
cuando ha sido retirado o ha sido archivado? 
13. Artículo 166. ¿Qué tiempo hay para decidir sobre la apelación que se presente contra un 
proyecto negado en su totalidad o archivado indefinidamente?  
14. Artículo 171 ¿Cuál es el termino para presentar una ponencia conjunta? 
15. Artículo 186. ¿Cuál debería ser el termino mínimo y máximo que fijen los presidentes a 
las comisiones de conciliación para presentar el texto definitivo para su aprobación en 
plenaria? 
16. Artículo 197. ¿Por cuánto tiempo puede estar en el Congreso un proyecto objetado? 
¿sería importante incluir ese término en la Ley 5ª de 1992? 
17. Artículo 199. ¿Cuánto tiempo tiene el Congreso para rehacer o integrar las 
disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de acuerdo con el dictamen de 
la Corte? 
18. Artículo 201. ¿Quién está pendiente de que se sancione por el presidente una ley en el 
término correspondiente? ¿se ha presentado que el presidente supere los términos y el 
presidente del Congreso sancione la ley? ¿Cuánto tiempo tiene el presidente del 
Congreso para sancionarla? ¿la facultad que tiene el presidente del Congreso para 
sancionar y promulga las leyes cuando el presidente de la República no lo haga, es 
también para la publicación de los actos legislativos? 
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19. ¿Considera importante reglamentar el principio de consecutividad en la Ley 5ª 
conforme a los pronunciamientos de la Corte? 
20. ¿Qué otro vacío considera importante corregir? 
Entrevistas 
 
I. Secretario de la Comisión Primera del Senado de la República: Doctor Guillermo 
Giraldo Gil 
 
1. ¿De acuerdo con los artículos 2°, 79 numeral 5° y 202 de la Ley 5ª de 1992, y con su 
experiencia cuales vicios son subsanables? 
Respuesta: En ocasiones la corrección de los vicios obedece a los que ordene la Corte 
Constitucional, como lo establece la Ley 5ª y la Constitución Política, pero hay otros 
casos de corrección de vicios que no están reglados. 
Por ejemplo, considero que un vicio subsanable que no está reglado, es la aprobación de 
proyectos, cuando se encuentran en el orden del día proyectos que tienen absoluta 
prelación como lo estableció el acto legislativo 1 de 2016, o con mensaje de urgencia e 
insistencia según el artículo 163 de la Constitución Política. Esto se podría corregir 
volviendo a incluir el proyecto a consideración del pleno, haciendo la claridad de que 
por error se presentó antes, según el artículo 2° numeral 2° Ley 5ª. 
Las leyes no son inconstitucionales por violar una disposición de la Ley 5ª simplemente, 
sino cuando se transgreda una norma de la Ley 5ª que tenga relación directa con la 
Constitución Política, que establece que no se puede discutir o considerar un proyecto 
sin haber evacuado primero el que tenga mensaje de urgencia e insistencia según el 
artículo 163 de la Constitución Política, o sea un proyecto con prelación, o con absoluta 
prelación  como es el caso de los relativos al procedimiento legislativo especial para la 
paz, acto legislativo 1 de 2016. 
Otro vacío que hay es la definición de las proposiciones, pues se confunden y se utilizan 
indistintamente una proposición de duelo, una de modificación de un proyecto, una de 
citación, sustitutiva, entre otras, por lo que debe clasificarse correctamente ya que esas 
confusiones afectan el proceso, deben clasificarse según sea que se usen en el proceso 
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legislativo o en otras funciones. Sobre el momento en que puede radicarse la 
proposición, el reglamento establece que debe ser antes de cerrar el debate, pero hay que 
especificarlo mejor, porque la Ley 974 de 2005 dice que las proposiciones deben 
presentarse antes de iniciar la sesión, pero no se aplica, y ello no ha generado 
inconstitucionalidad porque esa norma no tiene relación con ninguna disposición de la 
Constitución Política. 
El reglamento no presenta claridad en cuanto al principio de consecutividad, lo cual 
debe definirse, porque la jurisprudencia lo ha definido claramente, pero por la cantidad 
de jurisprudencias, debería quedar establecido en el reglamento.  
Respecto de las sesiones informales, no se encuentran definidas en el reglamento, pese a 
que en dos partes se mencionan, pero no se definen. La Ley 1431 de 2011 en su artículo 
1° trata sobre el tema, pero no establece si el tiempo de sesión informal cuenta para las 
4 horas que debe durar la sesión de cada comisión o plenaria. Se debe igualmente, 
armonizar este precepto con la norma que señala que las 4 horas son contadas a partir de 
la apertura de la sesión y que en la última media hora se puede declarar sesión 
permanente por parte de la comisión o la plenaria de las cámaras.  
Se ha interpretado sistemáticamente que solo se puede sesionar una vez al día, pero se 
debe excepcionar cuando hay congreso pleno y cuando cada cámara se reúne aparte, 
pues allí habría dos sesiones, por lo que se debe llenar el vacío, entenderlo o explicarlo, 
porque de pronto cuando sesionan conjuntamente para legislar, no se podría volver a 
sesionar el mismo día. 
2. Art. 11. ¿Cuál es el tiempo de la mesa para aprobar un acta de congreso pleno? 
Respuesta: Se debería especificar cuál es la última sesión, porque no es claro en la 
redacción del artículo, podría ser la última sesión del periodo, de la legislatura, del 
cuatrienio. Se podría modificar el artículo en el sentido de establecer que el acta debe 
ser aprobada dentro del mes siguiente, y eliminar la expresión “la última”. 
Es muy difícil establecer cuál es la última sesión del cuatrienio, porque podría ser la del 
20 de julio, pero si se necesita hacer una elección de contralor, miembros del consejo 
nacional electoral, comisión judicial, vicepresidente en caso de falta absoluta del 
presidente, habría congreso pleno.  
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No se puede definir cuál es la última sesión del cuatrienio. 
3. De acuerdo con los artículos de la Ley 5ª, 32 numeral 2°, 97 y 102 ¿Considera que se 
debería establecer un tiempo para las intervenciones en los debates (tanto de 
Congresistas o invitados)? 
Respuesta: lo establece la Ley 974, pero no se aplica, se debe sancionar al presidente 
cuando no haga cumplir el reglamento. 
4. Según el artículo 35 de la Ley 5ª ¿En la práctica es razonable aprobar un acta resumida?  
Respuesta: textualmente el artículo señala que el acta tendrá una relación “sucinta” de 
los temas debatidos. Lo mejor es hacer las actas casi textuales para que el operador 
jurídico sepa el alma de la ley, sin embargo, esto no significa hacer simplemente una 
transcripción, por cuanto las actas deben ser entendibles para el ciudadano y el operador 
jurídico. La ley señala que el acta debe estar lista para la sesión siguiente pero no se 
cumple, debería modificarse “a la mayor brevedad posible” como dice la Ley 1431 en 
su artículo 2°, para que sea un reflejo fiel de lo que se dijo y la decisión que tomo el 
Congreso.  
5. Conforme con el artículo 41 del reglamento ¿Sería importante establecer las decisiones 
que puede adoptar la mesa directiva? ¿Cuáles serían? 
Respuesta: el artículo 41 se encuentra en conflicto en lo relacionado con la comisión de 
administración y debería armonizarse.  
Se debe establecer que cuando las mesas directivas no apliquen el reglamento, haya 
mecanismos para que las mismas apliquen y cumplan la Ley 5ª. 
Se deben precisar más las facultades de las mesas directivas.  
6. Según lo establecido en el artículo 81 de la Ley 5ª ¿El orden del día de las sesiones 
puede ser alterado por decisión de la respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de 
alguno de sus miembros, con las excepciones constitucionales del mensaje de urgencia? 
¿Hay alguna otra excepción? 
Respuesta: el artículo 163 de la Constitución Política, establece tres aspectos: el 
mensaje de urgencia, el cual puede enviar el presidente al congreso sobre un Proyecto 
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de Ley, pero el orden del día puede verse modificado así el Proyecto de Ley con 
mensaje de urgencia tenga prelación en el mismo, porque la norma no exceptúa los 
proyectos que tengan mensaje de urgencia, y la respectiva cámara cuenta con 30 días 
para decidir sobre ello. Se presenta incongruencia con el mensaje de insistencia, porque 
el artículo no señala que se pueda alterar el orden del día cuando se presente un mensaje 
de urgencia e insistencia, pues se señala la prelación de este último, mas no que el orden 
del día no pueda ser alterado.  
En relación con lo anterior, sería contradictorio declarar inconstitucional una norma en 
la que el Gobierno tiene interés para que se tramite por mensaje de urgencia.  
El mensaje de insistencia opera cuando el proyecto de ley ya está radicado, por ende, no 
se puede evacuar ningún otro tema hasta evacuar ese, igualmente el mensaje de 
insistencia se da cuando el proyecto de ley se ha anunciado y está incluido en el orden 
del día. Finalmente, si el Gobierno no solicita sesionar conjuntamente en el mensaje de 
urgencia, debe sesionar en cada comisión por separado. 
El vacío debe aclararse en el sentido de que tanto el mensaje de urgencia como el de 
insistencia, van dirigidos a la respectiva comisión o plenaria de cada cámara. A partir de 
la siguiente sesión a la que haya sido radicada la ponencia, puede ser anunciado el 
proyecto de ley con mensaje de urgencia, es decir, en primer lugar, se anuncia y 
posteriormente se incluye en el orden del día. El mismo procedimiento de prelación en 
el orden del día aplica para proyectos de leyes estatutarias y del procedimiento especial 
para la paz, tratados sobre derechos humanos, iniciativas populares, etcétera.  
Se presta para diferentes interpretaciones lo relacionado con las sesiones conjuntas para 
el trámite de urgencia, por cuanto unos consideramos que solo aplica cuando el 
Presidente lo solicita y otros consideran que debe sesionarse conjuntamente siempre que 
se tramite mensaje de urgencia o insistencia. 
7. Artículo 106. Como se podría definir y para que se usa la moción de orden. 
Respuesta: se debería establecer que las mociones de orden no podrán durar más de dos 
minutos y también que no se podrán usar para hacer intervenciones de fondo sobre 
cualquier tema, ni para hacer replicas. Debe utilizarse esencialmente para conminar a la 
mesa directiva o a cualquier integrante de la corporación, a cumplir el reglamento. 
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Al reglamento le faltan definiciones claras al comienzo. 
8. Art. 144. ¿cuánto tiempo tiene los presidentes de las cámaras y de las comisiones para 
repartir los proyectos para estudio legislativo? 
Respuesta: Este proceso deberá darse máximo en un término de 8 días siguientes a la 
fecha de radicación y se podría establecer que el no cumplimiento de esta norma dará 
lugar a acciones – sanciones disciplinarias.  
9. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos que pueden ser 
objeto de acumulación, conforme al artículo 152 del reglamento? 
Respuesta: la acumulación de proyectos es libertad del Presidente o de las mesas 
directivas de ambas cámaras. Sin embargo, se debería incentivar a los secretarios para 
que estudien los proyectos de ley y estén en comunicación sobre aquellos que se 
radiquen y puedan ser acumulables, es decir, que exista coordinación entre los 
secretarios. Así mismo, podría establecerse como causa de sanción disciplinaria el 
hecho de que los secretarios no lo hagan, para que así haya economía legislativa.  
10. Art. 155. ¿Debería existir un límite para la presentación de un mismo proyecto de ley, 
cuando ha sido retirado o ha sido archivado? 
Respuesta: No, porque eso iría en contra de la libertad de configuración legislativa. Pero 
si podría modificarse el artículo en el caso de establecer “por su autor, autores, o por la 
bancada mediante decisión de bancada. En el caso de bancada deberá mediar acta 
expedida por quien desempeñe funciones de secretario de la bancada, al respecto”.  
11. Teniendo en cuenta el artículo 166 de la Ley 5ª, y negado un proyecto en su totalidad o 
archivado indefinidamente, cualquier miembro de la Comisión o el autor del mismo, el 
Gobierno o el vocero de los proponentes en los casos de iniciativa popular, podrán 
apelar la decisión ante la Plenaria de la respectiva cámara. ¿qué tiempo tiene para 
decidir?  ¿Quién las conforma y como se eligen? 
Respuesta: los términos no se encuentran definidos en el reglamento ni en la 
Constitución Política, por lo que el tiempo debería ser: una vez apelada la decisión del 
Congreso, inmediatamente se debe designar comisión accidental que tendrá 8 días para 
presentar el informe. 
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12. ¿Cuál debería ser el máximo tiempo entre primer y segundo debate, conforme a lo 
establecido en el artículo 168 del reglamento?  
Respuesta: haciendo un análisis sistemático de la Ley 5ª de 1992, el proyecto de ley que 
no haya tenido primer debate en una legislatura, será archivado, y el proyecto de ley que 
no haya contado con los cuatro debates en dos legislaturas, se archivará.  
No se puede obligar al Congreso a aprobar una determinada cantidad de proyectos de 
ley en un lapso de tiempo, porque no habría racionalidad en cuanto al procedimiento 
legislativo. 
13. Sobre el artículo 171 ¿Cuál debería ser el término para presentar la ponencia conjunta? 
Respuesta: las mesas directivas establecen el término para los ponentes entre 5 y 15 días 
para rendir la ponencia, según lo establecido en el reglamento para la ponencia para 
segundo debate en el artículo 174 y por analogía según el artículo 3° de Ley 5ª, se le 
aplica el mismo término. Si el ponente no cumple con dicho termino, la sanción es 
cambiarlo, sin embargo, en la práctica esto no se aplica, porque se acostumbra a pedir 
prorroga y no hay límite de éstas, razón por la cual se podría establecer un máximo de 
dos prórrogas. También sería viable incluir el término de ponencia para primer debate 
que fue eliminado por error.  
14. Conforme al artículo 177, ¿Cuándo hay diferencias entre las plenarias de las cámaras y 
sus Comisiones Constitucionales como se han solucionado estas?  
Respuesta: constitucionalmente el Congreso puede hacer modificaciones, pero cuando 
la plenaria aprueba una norma que es extraña al proyecto de ley, que no lo fue en 
Comisión, se debe tener en cuenta la unidad de materia, y si es un artículo extraño al 
proyecto, debe volver a la comisión para que lo consideren, lo discutan y cumpla con 
los 4 debates porque de lo contrario solo tendría 3. 
15. ¿Qué tiempo tiene para decidir la comisión accidental conforme con el artículo 188?  
Respuesta: se podría establecer que el termino fuera entre 5 y 15 días para conciliación, 
pero en ocasiones, los proyectos de ley se aprueban en los últimos días de la legislatura 
y de ser así, la norma seria ambigua. En la comisión accidental para conciliación se 
aprueba o se niega el texto sobre el proyecto de ley, pues de no ser así, se presentarían 
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conciliaciones sucesivas. Si bien las conciliaciones no cuentan con un término 
establecido para llevarse a cabo, si deben anunciarse en la sesión anterior a la que va a 
ser debatida, y los anuncios deben ser repetitivos hasta tanto se lleve a cabo el debate, 
para una fecha determinada o determinable. 
16. Teniendo en cuenta el artículo 199 ¿Cuánto tiempo tiene el congreso para rehacer o 
integrar las disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de acuerdo con el 
dictamen de la Corte?  
Respuesta: el proyecto de ley que sea objetado, cuenta con dos legislaturas para que el 
Congreso se pronuncie, en las plenarias, diferenciándose este trámite de la corrección de 
vicios donde solo se cuenta con 30 días para pronunciarse.  
Cuando un proyecto de ley es objetado, la norma no establece cuánto tiempo tiene el 
Congreso para dar solución a las objeciones, la jurisprudencia, en sentencia C-663 de 
2013 reitero lo dicho en cuanto a que es el mismo término que tiene el trámite del 
proyecto, es decir, 2 legislaturas, que cuentan desde cuando llegó la objeción.  
Seria menester estipular que las objeciones deben, primero, volver a la cámara de 
origen, y una vez pronunciada esa plenaria, deberá remitirse a la otra cámara, porque lo 
que se da en la práctica, en ocasiones, es que se lleva a cabo simultáneamente en ambas 
cámaras, pese a que la norma señala “vuelve a la cámara de origen”, y no pueden ambas 
cámaras avocar el estudio paralelamente, pues debe haber más conciencia para estudiar 
lo de la otra cámara para no perder el esfuerzo legislativo que se ha hecho, para que 
tengan conocimiento pleno de lo aprobado en la otra cámara.  
17. Observando el artículo 201 del reglamento, ¿Quién está pendiente de que se haya 
realizado la sanción presidencial en el término correspondiente? ¿Se ha dado que el 
presidente supere los términos y que el presidente del Congreso sancione la ley? 
¿cuánto tiempo puede transcurrir para que el presidente del Congreso la sancione? 
Respuesta: no hay un término establecido para que el Congreso envié el proyecto de ley 
a sanción presidencial, pero debería ser de 8 a 15 días una vez aprobado por la plenaria 
correspondiente. Esta responsabilidad debe recaer sobre el Presidente y secretarios de 
cada cámara, quienes debe firmar. 
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Se evidencia un vacío por cuanto no se establece en la ley el tiempo que tiene el 
Presidente (Gobierno) para sancionar un proyecto, pero la jurisprudencia lo ha regulado. 
Si el Presidente no lo sanciona en los términos del artículo 166 de la Constitución 
Política, lo hace el Presidente del Congreso, ¿pero para los actos legislativos no ocurre 
lo mismo? Porque es el único acto autónomo que tiene el Congreso. En vista de que no 
hay término para que el Presidente del Congreso haga la sanción y promulgación del 
proyecto si el Gobierno no lo hace, debería establecerse que sean 8 días hábiles, en caso 
contrario, la plenaria puede ordenarle que lo publique, por aprobación de la misma (por 
mayoría simple).  
18. Respecto al principio de publicación, al que se refiere el artículo 195 de la Ley 5ª ¿Qué 
debe ser publicado en la web y que en la gaceta?  
Respuesta: la Ley 1431 de 2011 señala que el acto de publicidad se da con la 
publicación de la ponencia en la página de la gaceta del Congreso. Sin embargo, sería 
pertinente reglamentar que en caso de que se autorice la publicación por medio de 
copias, deberá entregarse antes de iniciar el debate a cada uno de los congresistas 
presentes, o que se enviará por medio electrónico al correo de cada congresista.  
19. ¿Debería incluirse en el procedimiento legislativo una deliberación suficiente? 
Respuesta: No. Si todos están de acuerdo no hay necesidad de cumplir con una 
deliberación suficiente, respetando, sin embargo, el derecho de conceder el uso de la 
palabra a todo aquel que lo solicite.  
20. ¿Quién deberá llevar el registro de intereses privados? ¿Esto ha generado algún retraso 
en el trámite, se ha consultado el registro cuando hay impedimentos?, tiene alguna 
funcionalidad? Artículo 287 de la Ley 5ª. 
Respuesta: debe ser publicado en la Gaceta del Congreso.  
II. Secretario Comisión Legal de Cuentas de la Cámara de Representantes: Doctor 
Jaime Sepúlveda Muñeton 
 
1. Según los artículos 2° y 157 ¿Considera importante reglamentar el principio de 
consecutividad en la Ley 5ª conforme a los pronunciamientos de la Corte? 
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Respuesta: los pronunciamientos de la Corte deben ser aplicables para todo el proceso 
de formación de la ley. La jurisprudencia ha aclarado el principio de consecutividad y el 
de identidad porque no hay claridad en la forma de interpretación de éstos, por ser de 
creación jurisprudencial pero igualmente deben aplicarse. El problema es que la Corte 
no ha sido rígida y a veces considera que se violan los principios y a veces no. 
En el artículo 2° del reglamento debería incluirse mínimamente la definición de los 
principios de consecutividad e identidad. Inclusive el principio de unidad de materia 
debería estar en el artículo 2°, pues se encuentra en la Ley 5ª pero en un artículo 
posterior a éste.  
2. De acuerdo con los artículos 32 numeral 2°. 97 y 102, ¿considera que se debería 
establecer un tiempo para las intervenciones en los debates, tanto de los congresistas 
como de los invitados? 
Respuesta: Hay una reglamentación interna de las mesas directivas que habla de 
tiempos, dice que máximo son 20 minutos, pero si queda en la Ley 5ª quedaría 
demasiado cerrado, pues hay temas que pueden debatirse en ese tiempo, pero otros no. 
Debería ser potestativo del presidente, de la mesa directiva, que establezca, según la 
importancia del proyecto, unos tiempos mínimos.  
3. ¿Según el artículo 35, inciso final, en la práctica es razonable aprobar un acta resumida? 
Respuesta: No. Debe ser toda el acta, excepto las palabras de grueso calibre y 
discusiones inocuas, que no son relevantes con el proyecto. No deben existir actas 
resumidas ni en comisión ni en plenaria.  
Se debería hacer una exigencia al secretario para que haga una relatoría de la sesión 
anterior, un resumen sucinto, pero no un acta resumida. Ello no debe someterse a 
consideración, lo que se somete a consideración es el acta completa. Esta función no 
puede dejarse a subjetividad del secretario. Debería incluirse un nuevo ítem en el orden 
del día que diga “informe del secretario de la sesión anterior”. Que en cada acta quede 
el informe del secretario.  
4. Artículo 41 ¿Sería importante establecer las decisiones que puede adoptar la mesa 
directiva? ¿Cuáles serían, desde el punto de vista legislativo, y deberían determinarse? 
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Respuesta: No hay necesidad de cerrarlo, porque la mesa directiva es la autoridad 
cuando el Congreso está en receso. 
5. Artículo 79 ¿Quién puede alterar el orden del día, el Presidente o la mesa directiva? 
Respuesta: En realidad lo hace el Presidente, tanto en plenaria como en comisiones, 
aunque la ley dice que es la mesa directiva. Debería modificarse, en el sentido de que lo 
que se incluya en el orden del día para discutir proyectos de ley, sea en estricto orden de 
llegada. Debería incluirse que el trámite en plenaria y en comisiones sea en el orden de 
llegada de las ponencias, excepto los trámites de urgencia y también, debería incluirse 
en este artículo la excepción del mensaje de urgencia e insistencia. 
6. Artículo 81. El orden del día de las sesiones puede ser alterado por decisión de la 
respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, con las 
excepciones constitucionales, como el mensaje de urgencia o insistencia ¿hay alguna 
otra excepción para impedir modificarlo?  
Respuesta: En el orden del día, cuando haya un mensaje de urgencia o de insistencia, 
siempre deberá ir primero, ahí no hay alteración del orden del día.  
Cuando se altera el orden del día, es si se pasa al primer lugar un proyecto de ley que 
estaba inicialmente en el décimo lugar, por ejemplo, pero cuando haya mensaje de 
urgencia e insistencia, siempre deberá ir primero. 
Con mensaje de urgencia la mesa directiva puede decidir, es una opción porque no 
obliga al Congreso, éste decide cuando se reúne después de la solicitud que haga el 
Gobierno, ya que tiene 30 días para decidir cuándo reunirse, pero con mensaje de 
urgencia e insistencia se tiene que incluir automáticamente en el primer lugar del orden 
del día, no es optativo, tiene que estar de primero. Sin embargo, cuando haya mensaje 
de urgencia, debe incluirse también de primero en el orden del día. 
La inclusión en el orden del día, para ser discutidos en primer lugar, no obsta para que 
se cumplan todas las etapas previas del trámite, es decir, debe ser presentada la 
ponencia, anunciado y publicado el proyecto de ley. 
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7. Artículos 83 y 85. No se encuentra una definición de sesión informal, ¿debería ser 
definida? ¿el tiempo se debería tener en cuenta para el cumplimiento de las 4 horas? 
¿Cómo podría ser definida? 
Respuesta: Debe clarificarse cuando se puede declarar sesión informal y en qué 
momento, pues no está claro. En la práctica se interpreta que hay sesión informal, por 
ejemplo, cuando va a intervenir una persona que no ha sido citada, pero queda a 
decisión del secretario.  
Mientras no se tenga quorum deliberatorio no puede iniciar siquiera sesión informal, 
solo se puede llamar a lista. 
El vacío está en cuánto tiempo hay que esperar si se tiene quorum deliberatorio hasta 
que se forme el decisorio. 
¿Cuándo efectivamente comienza la sesión? No está claro. Es para evitar la 
simultaneidad de sesiones cuando comisión sigue trabajando y haya plenarias, allí 
pueden crearse los vicios. Para algunos la sesión comienza en la hora que se ha citado y 
para otros cuando se llama a lista. Debería dejarse claro, porque según la Corte la sesión 
inicia en la hora para la cual se citó, no cuando se abre el registro, ni media hora 
después. Para mí, la sesión comienza cuando se aprueba el orden del día, antes no.  
Tampoco está en el reglamento, por cuanto tiempo se puede decretar un receso, podría 
ser por 20 minutos o media hora. 
8. Solo puede sesionarse una vez al día, ¿sería importante excluir de esa regla los eventos 
en los cuales haya sesiones conjuntas o se reúna el Congreso en pleno? 
Respuesta: Habría que decir que cuando hay sesiones conjuntas o congreso pleno, no 
obsta para que una comisión de una de las cámaras se reúna en el mismo día, de manera 
individual.  
9. Artículos 112 al 115. No hay claridad en cuanto al uso de las proposiciones, respecto de 
si solo se aplican en los proyectos de ley o también para debates de control político 
¿sería importante definir las proposiciones y establecer cuales son del trámite 
legislativo? 
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Respuesta: Son problemas del vocablo y no se puede limitar a que se expresen como 
menciona la ley. Se usan términos que en la ley no existen, pero son adjetivos que se 
empiezan a utilizar. Para el tema legislativo están claras las proposiciones, pero los 
congresistas deben entenderlas. 
Por ejemplo, aclarar que es una proposición principal, definidas están, pero la redacción 
no es clara, la principal es la que presentan al articulado los ponentes por primera vez y 
viene con la ponencia, con el informe de ponencia para primer o segundo debate y en la 
cual se solicita que se apruebe o se archive. 
La proposición sustitutiva es la que aclara la principal y tiende a reemplazarla, es la 
primera proposición que se presenta en el debate, a cualquier cosa. 
No está claro cuál proposición debe considerarse primero y se deja al arbitrio del 
secretario, pero debería establecerse que se consideren en estricto orden de llegada.  
10. Artículos 112 al 115. ¿Las proposiciones deben radicarse antes de cerrar el debate o 
antes de iniciar la sesión? 
Respuesta: Antes de cerrar el debate del artículo que se esté discutiendo, porque ya 
estando en votación no se pueden presentar proposiciones. Se recibirán las 
proposiciones que modifiquen la ponencia del articulado hasta antes de que este se 
discuta y se someterán a discusión y votación en estricto orden de llegada. 
11. Artículo 152. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos que 
pueden ser objeto de acumulación? ¿Dicha facultad es del presidente de la Corporación 
o también del presidente de la Comisión a través de sus secretarios que deben estar en 
comunicación? 
Respuesta: debe aclararse que se acumularán con el primer proyecto que se presentó, 
independientemente de quien sea el autor, mas no con el ultimo así sea del Gobierno.  
Se pueden acumular en la misma comisión y entre las cámaras. No está clara la 
acumulación entre cámaras, de cual se acumula con cual, siempre se acumulará con el 
primero, según el orden de llegada sin importar de quien sea.  
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Cuando están en la misma cámara, el secretario toma la decisión y le informa al 
presidente, y debe quedar en la Ley 5ª que estrictamente se acumulará con el primero 
que llegue. 
Entre cámaras, debería ser labor del jefe de leyes en ambas cámaras, tener 
comunicación para saber qué proyectos pueden acumularse.  
No debe ser optativo, deben acumularse si son del mismo tema, no debe quedar a 
potestad del presidente, por economía procesal y legislativa. 
12. Artículo 155. Retiro de un proyecto de ley, no es claro cuando procede. 
Respuesta: la redacción de este artículo es confusa, pues en la expresión “en los demás 
eventos”, sugiere que podría haber 8 excepciones, cuando no sea de iniciativa 
congresional, es decir, cuando sea de iniciativa gubernamental o popular requerirá 
aceptación de la comisión o la cámara.  
Otro ejemplo, cuando el proyecto está en segundo debate o en cuarto debate, también 
puede ser interpretado como otro evento.  
Debería aclararse, no dejar excepciones ni dejarlo abierto a interpretaciones. (quitarle el 
punto seguido y ponerle punto y coma y las demás iniciativas pero que siempre quede 
en el primer debate). No hay jurisprudencia sobre este tema. 
13. Artículo 166. ¿Qué tiempo hay para decidir sobre la apelación que se presente contra un 
proyecto negado en su totalidad o archivado indefinidamente?  
Respuesta: No hay termino, es potestativo del presidente de cada cámara, pero en 
primer momento hay que aclararse cuando puede hacerse uso de la apelación, debe 
quedar en la ley que sea en primer debate. La apelación procede cuando el proyecto se 
archiva en primer debate de la cámara de origen, primer debate de cuatro, no primer 
debate de la otra cámara. Muchos casos se han resuelto de esta manera, pero debería 
incluirse y aclararse en el artículo que es cuando se niega en el primer debate del 
proyecto, en la Cámara de origen, que está en las sentencias de la Corte. 
La apelación procederá 1 mes o 2 meses después de ser archivado para que no se tomen 
un año, por ejemplo.  
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Puede establecerse un término de 5 a 15 días calendario para la comisión accidental, que 
la elige la mesa directiva. Buscar la norma que habla sobre días calendario y aclararla 
más.  
14. Artículo 171 ¿Cuál debería ser el termino para presentar una ponencia conjunta? 
Respuesta: por analogía son de 5 a 15 días.  
15. Artículo 186. ¿Cuál debería ser el termino mínimo y máximo que fijen los presidentes a 
las comisiones de conciliación para definir el texto definitivo para su aprobación en 
plenaria? 
Respuesta: en el menor tiempo posible, sin que supere 5 días. Hay que incluir que los 
informes de conciliación tendrán prioridad en la aprobación de las plenarias de ambas 
cámaras para que no se dilaten, que se incluyan de primeros o segundos.  
16. Artículo 197. ¿Por cuánto tiempo puede estar en el Congreso un proyecto objetado? 
¿sería importante incluir ese término en la Ley 5ª? 
Respuesta: son dos legislaturas, pero debería incluirse en la Ley 5ª. 
17. Artículo 199. ¿Cuánto tiempo tiene la cámara de origen para rehacer o integrar las 
disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de acuerdo con el dictamen de 
la Corte? 
Respuesta: No hay termino, debería ser el mismo término que tiene el Congreso para 
enviar a sanción presidencial.  
18. Artículo 201. ¿Quién está pendiente de que se sancione por el presidente una ley en el 
término correspondiente? ¿se ha presentado que el presidente supere los términos y el 
presidente del Congreso sancione la ley? ¿Cuánto tiempo tiene el presidente del 
Congreso para sancionarla? ¿la facultad que tiene el presidente del Congreso para 
sancionar y promulgar las leyes cuando el presidente de la República no lo haga, es 
también para los actos legislativos? 
Respuesta: No, esa es otra discusión.  
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Hay un término perentorio para objetar, si no se objeta se entiende que se va a 
sancionar, lo que no existe es termino para sancionar, y debería incluirse, por ejemplo, 
que el presidente de la República tendrá máximo 5 o 15 días para sancionar la ley, si no 
lo hace, inmediatamente deberá ser sancionada por el presidente del Congreso, o 
ponerle termino también al presidente del Congreso (5 o 15 días). 
No existe término de cada cámara para enviar a sanción presidencial, debería incluirse 
que serán 8 días para dicha actividad.  
Los términos hacen que el procedimiento legislativo cumpla con su cometido. 
Los actos legislativos tienen otra interpretación. Si se interpreta la norma que dice que 
el mismo procedimiento que se utiliza para proyectos de ley será aplicado para reformas 
de actos legislativos, se refiere a todo el trámite, votaciones, anuncios. 
En primera vuelta un acto legislativo se envía a la oficina jurídica para su revisión, si no 
tiene vicios de trámite, se envía a la imprenta para publicar el texto aprobado en primera 
vuelta, regresa al Congreso, donde se verifica si se aprobó por mayoría absoluta, se 
revisan las votaciones, en segunda vuelta se puede modificar el texto, pero no se le 
pueden adicionar cosas, si los textos aprobados son diferentes, se concilia bajo unos 
parámetros. Luego se envía para que el presidente lo promulgue, es decir, que lo 
publique, porque los actos legislativos no necesitan sanción. Si en segunda vuelta se 
evidencia que no cumplió con la votación requerida, por ejemplo, entonces el Congreso 
ordena publicarlo a la imprenta, porque tramitado por el Congreso ya es reforma 
constitucional, pero no debería ser así, porque puede haber vicios en el procedimiento.  
El proyecto de acto legislativo se envía a presidencia para que hagan una revisión 
formal de todos los requisitos que se exigen en el trámite, no del contenido. Si encuentra 
vicios, son insubsanables, no hay termino para subsanar. Si no encuentran vicios se 
manda a publicar. 
19. Artículo 287. ¿Quién deberá llevar el registro de intereses privados? ¿esto ha generado 
algún retraso en el trámite? 
Respuesta: la Secretaria General, en el artículo lo menciona, sí se lleva ese libro y es 
obligatorio registrarse, después de ser posesionado. La información del libro debe ser 
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compatible con las incompatibilidades que se mencionen en determinado debate. Debe 
estarse actualizando. Debe publicarse en la Gaceta.  
20. ¿Debería incluirse en el procedimiento legislativo una deliberación suficiente? 
Respuesta: No, hay un artículo que dice que después de 3 horas se podrá establecer 
suficiente ilustración.  
21. ¿Cuándo el Gobierno puede devolver sin promulgación, un acto legislativo, en primera 
y segunda vuelta?  
Respuesta: cuando se encuentre que se incurrió en vicios de procedimiento 
insubsanables, lo devolverá a la cámara de origen para su archivo, esto debería quedar 
establecido, para primera y segunda vuelta. 
III. Secretario Comisión Tercera Constitucional Permanente del Senado de la República: 
Doctor Rafael Oyola Ordosgoitia 
 
1. ¿Según el artículo 35, en la práctica es razonable aprobar un acta resumida? 
Respuesta: No debe haber actas resumidas. 
2. Artículo 41, ¿sería importante establecer las decisiones que puede adaptar la mesa 
directiva? ¿Cuáles serían, desde el punto de vista legislativo, y deberían determinarse? 
Respuesta: Están definidas de manera general.  
3. Artículo 79 ¿Quién puede alterar el orden del día, el Presidente o la mesa directiva? 
Respuesta: En la práctica lo solicitan los congresistas, el orden del día lo hace la mesa 
directiva y lo altera el Presidente. Debería dejarse dicha facultad en cabeza de la mesa 
directiva, porque está conformada por presidente y vicepresidente, si no está el 
presidente habría lugar a dificultades. 
4. Artículo 81. El orden del día de las sesiones puede ser alterado por decisión de la 
respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, con las 
excepciones constitucionales, como el mensaje de urgencia o insistencia. ¿hay alguna 
otra excepción para impedir modificarlo?  
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Respuesta: No, solamente cuando hay mensaje de urgencia el orden del día se altera. 
Cuando se quiere alterar el orden del día lo solicitan los parlamentarios. No hay más 
excepciones. 
5. Artículos 83 y 85. No se encuentra una definición de sesión informal, ¿debería ser 
definida? ¿el tiempo se debería tener en cuenta para el cumplimiento de las 4 horas? 
¿Cómo podría ser definida? 
Respuesta: La sesión informal se establece mediante proposiciones, una proposición 
expresa. Se podría definir como la facultad que tiene la mesa para darle intervención a 
ciertos personajes (alcaldes, por ejemplo) que van a las sesiones a explicar ciertos temas 
del orden del día, que no hace parte, no está citado. Dentro de una sesión formal se 
puede hacer una informal.  
El inicio de la sesión se da a la hora que se hace la citación, si después de una hora no 
hay quorum, los parlamentarios pueden irse sin que les pongan falla si posterior a ello 
hacen el llamado a lista.  
Recesos de media hora, máximo dos, si no se conforma el quorum se debe levantar la 
sesión. 
6. Solo puede sesionarse una vez al día, ¿sería importante excluir de esa regla los eventos 
en los cuales haya sesiones conjuntas o se reúna el Congreso en pleno? 
Respuesta: debe haber una norma expresa porque no existe, debe dejarse por escrito que 
las comisiones pueden sesionar hasta dos veces al día, teniendo en cuenta que, en 
ocasiones, puede haber sesión en comisión y conjunta el mismo día, así, las comisiones 
individualmente pueden sesionar, y el mismo día sesionar conjuntamente.  
Sería bueno establecer expresamente, que, si el congreso pleno se reúne para elegir 
contralor, por ejemplo, puede sesionar individualmente el mismo día.  
7. Artículos 112 al 115. No hay claridad en cuanto al uso de las proposiciones, respecto de 
si solo se aplican en los proyectos de ley o también para debates de control político. 
¿sería importante definir las proposiciones y establecer cuales son del trámite 
legislativo? 
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Respuesta: Ese tema es claro, hay 5 clases de proposiciones, la principal, la sustitutiva, 
la modificatoria, no hay sustitutiva de sustitutiva ni modificatoria de modificatoria. El 
Secretario debe llevar un orden para saber que proposiciones llegan primero porque 
muchas veces está la proposición principal y varias sustitutivas, se les debe poner la 
hora en la que se presentan, porque no hay sustitutiva de sustitutiva y es complicado 
cuando discuten sobre cual sustitutiva llego primero. Debe haber un acuerdo entre los 
textos de los congresistas que presentan la sustitutiva y buscar una única redacción, si 
no se ponen de acuerdo se vota la primera que se haya presentado, pero por lo general 
siempre se busca el acuerdo. 
8. Artículos 112 al 115. ¿Las proposiciones deben radicarse antes de cerrar el debate o 
antes de iniciar la sesión? 
Respuesta: lo ideal sería antes de que se abra la discusión del articulado para que el 
Secretario pueda ordenarlas y presentárselas al ponente, aunque en ocasiones surgen 
inquietudes en medio del debate y no puede limitarse. El fondo del proyecto de ley es el 
articulado, se abre la discusión del articulado y con base en las proposiciones radicadas, 
le informa al presidente sobre cuales hay y no hay proposiciones, la hora a la que fueron 
radicadas. Por organización podría ser mejor antes de iniciar la discusión, pero es 
complicado. 
9. Artículo 152. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos que 
pueden ser objeto de acumulación? ¿Dicha facultad es del presidente de la Corporación 
o también del presidente de la Comisión a través de sus secretarios que deben estar en 
comunicación? 
Respuesta: Hay dos maneras de acumulación, por el presidente de la corporación y por 
el presidente de la comisión, la última cuando ambos proyectos están en la misma 
comisión, y la otra es la facultad que tiene uno de los presidentes de la corporación 
cuando el proyecto ha sido presentado, uno en senado y otro en cámara, y puede tener el 
mismo sentido y naturaleza, caso en el cual se solicitaría la acumulación. 
Debe ser una función encomendada a los jefes de leyes para que estén en comunicación 
y se informen sobre proyectos que puedan ser acumulados, debe quedar expreso en la 
ley que se reúnan semanalmente, por ejemplo, todos los viernes. 
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El presidente de la corporación debe informarle al de la comisión.  
10. Artículo 166. ¿Qué tiempo hay para decidir sobre la apelación que se presente contra un 
proyecto negado en su totalidad o archivado indefinidamente?  
Respuesta: no hay termino, pero debería haber 15 días por lo menos para apelar y 15 
días para decidir. En el caso de Viviane Morales, se le hundió en la primera y quien 
decide es el presidente. Dicha apelación tiene lugar, porque la norma dice que, en el 
primer debate de la respectiva cámara, no debe ser en la cámara de origen, sino en la 
que se negó. Se crea una comisión que le rinde informe a la plenaria, ese informe le 
llega al presidente de la comisión, quien decide si aprueba o no la apelación, si se 
aprueba designa otra comisión constitucional para primer debate, si la rechaza se 
archiva. El proceso es viable. Al nombrar la comisión accidental, se debería nombrar un 
congresista de cada movimiento. 
11. Artículo 171 ¿Cuál debería ser el termino para presentar una ponencia conjunta? 
Respuesta: el mismo término, 15 días, por analogía.  
12. Artículo 186. ¿Cuál debería ser el termino mínimo y máximo que fijen los presidentes a 
las comisiones de conciliación para definir el texto definitivo para su aprobación en 
plenaria? 
Respuesta: deberían ser 5 días una vez notificados los miembros de la comisión 
accidental, el termino no existe.  
13. Artículo 197. ¿Por cuánto tiempo puede estar en el Congreso un proyecto objetado? 
¿sería importante incluir ese término en la Ley 5ª? 
Respuesta: por 2 legislaturas, pero para solucionar las objeciones deberían ser 30 días 
después de objetado y antes de que se venza el termino de vida jurídica. Muchas veces 
cuando el proyecto llega a la presidencia ya va muriendo en términos.  
14. Artículo 199. ¿Cuánto tiempo tiene la cámara de origen para rehacer o integrar las 
disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de acuerdo con el dictamen de 
la Corte? 
Respuesta: la Corte siempre le da un término en el fallo.  
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15. Artículo 201. ¿Quién está pendiente de que se sancione por el presidente una ley en el 
término correspondiente? ¿se ha presentado que el presidente supere los términos y el 
presidente del Congreso sancione la ley? ¿Cuánto tiempo tiene el presidente del 
Congreso para sancionarla? ¿la facultad que tiene el presidente del Congreso para 
sancionar y promulga las leyes cuando el presidente de la República no lo haga, es 
también para los actos legislativos? 
Respuesta: Nunca se ha dado que el presidente supere los términos de sancionar. 
Los actos legislativos tienen el mismo tiempo, por analogía, pero debería estar expreso, 
aunque está más que todo en la Constitución y habría que modificarla. Lo único que 
dice la Constitución Política es que el presidente del congreso, vencidos los términos la 
sanciona. Solo ha sucedido una vez. 
16. Artículo 287. ¿Quién deberá llevar el registro de intereses privados? ¿esto ha generado 
algún retraso en el trámite? 
Respuesta: lo manejan los secretarios generales y se hace de manera correcta. 
17. ¿Considera importante reglamentar el principio de consecutividad en la Ley 5ª 
conforme a los pronunciamientos de la Corte? 
Respuesta: No porque ya los congresistas con los fallos de la Corte, saben que se puede 
incluir y que no, y son juiciosos para leer la jurisprudencia porque ellos no quieren que 
se caigan las leyes por ese sentido. 
18. ¿Debería incluirse en el procedimiento legislativo una deliberación suficiente? 
Respuesta: No, porque depende de cada proyecto de ley, algunos se discuten más rápido 
que otros (Artículo 164, declaración de suficiente ilustración). La Comisión es 
autónoma y todo proyecto tiene que discutirse, y tiene que presentarse y explicarse la 
ponencia. No hay inconveniente si un proyecto dura más de dos sesiones discutiéndose. 
IV. Secretario Comisión Séptima Constitucional Permanente del Senado de la República: 
Doctor Jesús España Vergara 
 
1. Art. 11. Cuál es el tiempo de la mesa para que apruebe un acta de congreso pleno. 
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Respuesta: esto se hace cuando se va a acabar el cuatrienio, lo correcto sería ponerle un 
término. Se debe mirar el artículo 35 del reglamento, que habla de las actas en general, 
que esta modificado por el artículo 2° inciso 5° de la Ley 1431 de 2011, que habla de la 
publicación en la web. 
Un texto definitivo sustanciado deberá contener: proposiciones en su totalidad, debe 
quedar claro quienes votan “si” y quiénes “no”. 
Debe incluirse la sustanciación y sus elementos, en el artículo 165 en el sentido de que 
“el texto sustanciado de lo aprobado en comisión, deberá contener:  
- Título del proyecto. 
- Articulado.  
- Solicitudes de impedimentos, comisión accidental que los estudia y votación.  
- Proposiciones y votación de estas.  
- Votación de título y articulado del proyecto.  
- Nombres de quienes fueron citados e invitados.  
- Redacción de los artículos modificados. 
- Ponentes y sus firmas. 
- Fechas de radicación y publicación de ponencias y fechas de las sesiones y los números 
de las actas respectivas.   
- Número de las respectivas Gacetas de publicación. 
- Conceptos del Gobierno y demás entidades. 
- Firma del Presidente y del Secretario. 
Los ponentes firman el texto definitivo en el cual debe ir la sustanciación.  
2. ¿Según el artículo 35, en la práctica es razonable aprobar un acta resumida? 
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Respuesta: eso debe ser modificado, porque se ha hecho, pero por vía de hecho y no 
porque lo indique el reglamento. Lo correcto es un acta que contenga todo. 
3. Artículo 79 ¿Quién puede alterar el orden del día, el Presidente o la mesa directiva? ¿La 
consideración de los proyectos con mensaje de urgencia o insistencia, en qué punto del 
orden del día deben ir? ¿En el numeral 4° o en el numeral 6°? 
Respuesta: en los artículos 80 y 83 del reglamento se establece que la elaboración del 
orden del día es competencia de la mesa directiva, pero si se suspende la sesión, se 
continua en la siguiente con el mismo orden del día. La Ley 1431 señala quién puede 
alterar el orden del día, en el artículo 1° que modifica el de la votación ordinaria, 
dispone propuestas de cambios. La alteración del orden de día la puede solicitar 
cualquier congresista, o un grupo, una bancada y lo decide la comisión por votación 
ordinaria y por lo general nunca lo niegan.  
4. Artículo 81. El orden del día de las sesiones puede ser alterado por decisión de la 
respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, con las 
excepciones constitucionales, como el mensaje de urgencia o insistencia. ¿hay alguna 
otra excepción para impedir modificarlo?  
Respuesta: tienen prelación el mensaje de urgencia y el mensaje de insistencia, y tiene 
que encabezar el orden del día, pero no sirve en la práctica porque los términos del 
mensaje de urgencia no son preclusivos, no significa que si se agotaron los 30 días la 
comisión no pueda seguir con el trámite, se puede paralizar el trámite legislativo, pero 
tiene que seguir. Por regla de mayorías pueden organizar el orden del día como 
consideren, según las reglas de interpretación del reglamento.  
5. Artículos 83 y 85. No se encuentra una definición de sesión informal, ¿debería ser 
definida? ¿el tiempo se debería tener en cuenta para el cumplimiento de las 4 horas? 
¿Cómo podría ser definida? 
Respuesta: siempre se vota, cuando hay alguien que no es congresista o no ha sido 
citado, generalmente nunca se niega. Se define como sesión informal porque la 
Constitución Política y el reglamento señalan quienes pueden intervenir en las sesiones.  
6. Solo puede sesionarse una vez al día, ¿sería importante excluir de esa regla los eventos 
en los cuales haya sesiones conjuntas o se reúna el Congreso en pleno? 
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Respuesta: si hay congreso pleno, esta citada la plenaria, es porque los senadores tienen 
que ir todos, por eso no puede haber sesiones simultaneas.  
El 20 de julio se realiza la instalación formal del Congreso, por lo general las plenarias 
las citan en la tarde, si el congreso no se reúne ese día no pasa nada. 
¿Están citadas sesiones conjuntas y en la tarde puede sesionar una comisión de estas, 
singularmente? NO, si la comisión esta citada a sesión conjunta, esa es su sesión en el 
día, no podría volver a sesionar ordinariamente, seria modificar la Ley 3ª.  
Las comisiones pueden sesionar 3 días a la semana, según Ley 3ª pero no se cumple. 
7. Artículos 112 al 115. No hay claridad en cuanto al uso de las proposiciones, respecto de 
si solo se aplican en los proyectos de ley o también para debates de control político. 
¿sería importante definir las proposiciones y establecer cuales son del trámite 
legislativo? ¿Qué nombre tiene la proposición que se presenta para aprobación del 
informe final de conciliación?  
Respuesta: sería lo lógico y lo justo, que se evacuen en el orden de llegada, pero en el 
trámite no siempre procede la lógica, porque si en último lugar llega una proposición 
que solicita se archive el proyecto, las proposiciones sustitutivas se votan primero que la 
principal, obligatoriamente. 
El Presidente propone que se voten en bloque los artículos que no presentan 
proposiciones y aparece alguien con una proposición sobre uno de esos artículos, se 
reabre la votación sobre ese artículo, pese a que ya se había votado y mirado las 
proposiciones existentes, pero se puede reabrir. 
8. Artículos 112 al 115. ¿Las proposiciones deben radicarse antes de cerrar el debate o 
antes de iniciar la sesión? 
Respuesta: Es procedente que se presenten proposiciones hasta que el presidente no 
haya declarado que se cerró la votación. El señor presidente decretó el cierre de la 
sustentación de la proposición. Hasta que no se cierre la votación, cabe todo, 
proposiciones hasta de artículos que ya se hayan votado y se reabren.    
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9. Art. 144. ¿cuánto tiempo tiene los presidentes de las cámaras y de las comisiones para 
repartir los proyectos para estudio legislativo? 
Repuesta: no hay termino, pero debería tenerlo, considero que deberían ser 5 días a 
partir del día siguiente de radicado el proyecto. 
Cuando el proyecto llega a la comisión debe estar acompañado de la gaceta, para 
asignarle ponentes. 
Para que el presidente del Senado reparta a las comisiones según el tema, el termino de 
5 días es más que suficiente, esa sustanciación es muy corta. 
10. Artículo 152. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos que 
pueden ser objeto de acumulación? ¿Dicha facultad es del presidente de la Corporación 
o también del presidente de la Comisión a través de sus secretarios que deben estar en 
comunicación? 
Respuesta: el secretario es quien recibe el proyecto, se decide por acuerdo mutuo de los 
dos secretarios. Los secretarios generales de las cámaras no se comunican sobre los 
proyectos que se radican en cada cámara.  
11. Art. 155. ¿Debería existir un límite para la presentación de un mismo proyecto de ley, 
cuando ha sido retirado o ha sido archivado? 
Respuesta: se pueden retirar los proyectos cuando no se ha rendido ponencia para 
primer debate, sin la anuencia de la comisión o la plenaria, siempre que no tenga 
informe para ponencia de primer debate, de lo contrario se necesita aprobación para 
ello. No hay límite para presentar un proyecto que sea retirado, lo considero 
improcedente porque no sería democrático implementar un término o un número de 
veces límite para que el proyecto sea presentado. Ejemplo: proyecto de ley de habeas 
corpus, que fue presentado 4 veces, en 4 legislaturas, por tratarse de derechos 
fundamentales. 
12. Artículo 166. ¿Qué tiempo hay para decidir sobre la apelación que se presente contra un 
proyecto negado en su totalidad o archivado indefinidamente?  
Respuesta: diferencias entre negar y archivar. 




- por retiro del autor (si tiene informe de ponencia para primer debate, no puede ser la 
secretaria, ni la mesa directiva la que reciba ni autorice el retiro, tiene que ser la 
comisión; si no tiene informe de ponencia éstas aceptan el retiro y se archiva). 
- Informe de ponencia negativo y la comisión aprueba el archivo, queda negado y se 
archiva. 
- Se presenta ponencia positiva, se debate, pero la mayoría niega la proposición positiva, 
queda negado y se archiva. 
- Y por tránsito de legislatura, por haber terminado la primera legislatura y tratándose de 
proyecto ordinario debe ser por lo menos aprobado en primer debate, y si es estatutaria, 
tiene que ser aprobado en una legislatura y si es proyecto de acto legislativo debe tener 
los 8 debates en dos periodos consecutivos, no necesariamente en la misma legislatura. 
Si se niega se archiva. 
Tiene que ser apelado de manera inmediata y se apela en la sesión cuando se toma la 
decisión de negarlo y archivarlo. Pero se presenta en la comisión y luego se envía a la 
plenaria que es quien se pronuncia. 
Se aplican las normas generales del derecho, debe apelarse en el acto, porque fue allí 
donde se tomó la decisión, salvo que tuviera que publicarse en la gaceta cuales 
proyectos se aprobaron o se negaron y así los interesados se enteraran y apelaran, pero 
eso alargaría el trámite legislativo. 
Se puede apelar en los primeros debates de cada cámara, porque es un régimen 
bicameral. 
13. Artículo 171 ¿Cuál debería ser el termino para presentar una ponencia conjunta? 
Respuesta: los mismos términos señalados en el artículo 151 donde se designan 
ponentes, y en el 174, porque se aplica para primer debate, es decir, de 5 a 15 días. La 
ponencia conjunta solo se da para primer debate, es decir, en comisiones. La ponencia 
conjunta agiliza el trámite legislativo.  
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14. Art. 175. ¿A qué se refiere el artículo cuando habla del rechazo? 
Respuesta: rechazo – negación de proposiciones, todo debe estar en la ponencia para 
segundo debate. 
15. Artículo 186. ¿Cuál debería ser el termino mínimo y máximo que fijen los presidentes a 
las comisiones de conciliación para definir el texto definitivo para su aprobación en 
plenaria? 
Respuesta: depende de la legislatura, desde que este publicado en la web (Ley 1431). 
No se puede establecer un término en días porque no conviene, nadie lo aprobaría.  
16. Artículo 188. ¿Qué tiempo tiene para decidir la comisión accidental? 
Respuesta: las comisiones accidentales no tienen términos. Se diferencian de las que 
están señaladas en el artículo 66, hay unos temas que dan espera y hay otros que no. Las 
de mediación son las que tienen que ver con la conciliación de los textos definitivos. El 
término que se demore decidiendo la comisión depende de la legislatura, pero no se 
puede establecer un término, porque hay que publicar con por lo menos un día de 
anticipación el texto definitivo, es decir, la conciliación puede tardarse 2 días, 5 días. 
Generalmente cuando se nombran las comisiones de conciliación ya se prevé que se le 
está acabando el tiempo al proyecto de ley para terminar de tramitarlo.  
La comisión de mediación no puede crear un texto nuevo, debe acoger uno de los dos 
que se hayan aprobado en plenaria, deben quedar idénticos. 
17. Art. 189. Si repetido el segundo debate en las cámaras persistieren las diferencias sobre 
un proyecto de ley, se considerará negado en los artículos o disposiciones materia de 
discrepancia, siempre que no fueren fundamentales al sentido de la nueva ley. No es 
claro “siempre que no fueren fundamentales”. 
Respuesta: si fueren fundamentales se entiende negado todo el proyecto porque perdería 
su esencia, se debe proteger el corazón del proyecto. Se debe mirar cada ley en su 
contexto porque muchas veces los proyectos cortos son más complejos que los de 500 
artículos.  
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18. Artículo 197. ¿Por cuánto tiempo puede estar en el Congreso un proyecto objetado? 
¿sería importante incluir ese término en la Ley 5ª? 
Respuesta: si el proyecto cumplió una sola legislatura le queda otra porque cuenta con 
dos legislaturas y tendrá ese término para que el congreso tenga tiempo para 
pronunciarse sobre las objeciones. Cuando es objetado por inconstitucionalidad, el 
proyecto vuelve a las cámaras y se debe enviar a la Corte Constitucional para que ella se 
pronuncie. Si el presidente lo objeta por inconveniencia y por inconstitucionalidad al 
tiempo, el Congreso se puede pronunciar sobre la inconveniencia y en cuanto a la 
inconstitucionalidad solo la Corte puede dirimir, siempre que las cámaras insistieren, es 
decir, rechacen la objeción. La Corte por vía de jurisprudencia ha establecido que el 
proyecto puede estar en el Congreso objetado, sin que supere las dos legislaturas.   
Sí se le podría poner término, dependiendo del proyecto, teniendo en cuenta que si el 
Congreso entra en receso no puede sesionar de ninguna manera si no es convocado a 
sesiones extraordinarias por el Presidente, entonces podrían ser 30 días calendario, 1 
mes, siempre que el Congreso no esté en receso y este sesionando, es decir, que la 
entrada en receso interrumpe ese término y cuando se reintegre se reanudan los días que 
hagan falta.  
19. Artículo 199. ¿Cuánto tiempo tiene la cámara de origen para rehacer o integrar las 
disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de acuerdo con el dictamen de 
la Corte? 
Respuesta: no hay término, rehacer es más difícil que pronunciarse, más dispendioso, si 
para el otro hay una propuesta de 30 días, para este deberían ser el doble, 60 días. Todo 
lo que queda sin términos queda sujeto a que lo hagan o no.  
20. Artículo 201. ¿Quién está pendiente de que se sancione por el presidente una ley en el 
término correspondiente? ¿se ha presentado que el presidente supere los términos y el 
presidente del Congreso sancione la ley? ¿Cuánto tiempo tiene el presidente del 
Congreso para sancionarla? ¿la facultad que tiene el presidente del Congreso para 
sancionar y promulga las leyes cuando el presidente de la República no lo haga, es 
también para los actos legislativos? 
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Respuesta: solo hubo un caso en que la ley la sanciono el presidente del Congreso. Si el 
Presidente no la sanciona nunca será ley porque el presidente del Congreso no tiene 
termino para hacerlo. Que los términos empiecen a correr según como sea radicado en 
el libro correspondiente, desde el día siguiente en que sea radicado el proyecto. 
21. Artículo 287. ¿El registro de intereses privados ha generado algún retraso en el trámite, 
de qué forma se maneja? 
Respuesta: hasta donde tengo conocimiento, no ha generado ningún retraso en el 
trámite, pero no tiene ninguna funcionalidad, existe de manera formal pero no es 
efectivo.  
22. ¿Considera importante reglamentar el principio de consecutividad en la Ley 5ª 
conforme a los pronunciamientos de la Corte? 
Respuesta: la línea de la Corte sobre este principio es extensa y no considero que se 
deba reglamentar el principio de consecutividad porque la Corte decide de maneras 
diversas, un ejemplo es la sentencia C 035 de 2003, donde la Corte consideró que en la 
conciliación se subsanó el tema de que no se cumpliera con los 4 debates. 
23. ¿Debería incluirse en el procedimiento legislativo una deliberación suficiente? 
Respuesta: la suficiente ilustración. Por ejemplo, con el tema del fast-track obligaron al 
Congreso a votar en bloque, sin deliberación alguna y sin modificaciones al articulado. 
24. ¿Qué otro vacío considera importante corregir? 
Respuesta:  
 Sobre afectación al gasto público y lo que genere impacto fiscal. Sería importante 
establecer que la plenaria no podrá continuar con el trámite legislativo si no se cumple 
con el requisito del parágrafo del artículo 142 de la Ley 5ª. Un ejemplo fue el proyecto 
de ley para bajar del 12% al 4% los aportes de los pensionados.  
 No está en la Ley 5ª lo referente al anuncio de los proyectos, debería ser incluido. Casi 
todos los proyectos se caen por fallas en el anuncio. La Constitución dice que debe 
hacerlo el presidente de la Plenaria o de la comisión, no el secretario. 
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 Sobre la asistencia: ¿cómo calificar que realmente un congresista asistió? ¿Por 5 o 10 
minutos o por toda la reunión? 
 El requisito constitucional y legal para todo proyecto de ley o acto legislativo, aparte de 
ser radicado en secretaria general, es que muchas veces se radica el proyecto, pero no se 
direccionan según lo establece la Ley 3ª, donde se establecen las competencias de las 
comisiones y se presenta conflicto de competencias, pero a pesar de que está previsto en 
la ley, es como si no estuviera.  
 A un proyecto no se le puede designar ponente si previamente no está publicado, según 
el artículo 157 de la Constitución, antes de darle curso en la comisión. Se puede dejar 
más claro en la Ley 5ª. 
 Se presenta conflicto de competencias cuando se reparten los proyectos. Además, un 
proyecto puede tener contenidos que sean de competencia de una comisión, y temas que 
sean de otra. El conflicto de competencias se resuelve convocando, de acuerdo al 
artículo 3° de la Ley 3ª, a los presidentes de las comisiones en conflicto y lo que se 
resuelva de plano es definitivo.  
V. Subsecretaria Comisión Primera Constitucional Permanente Senado de la República: 
Doctora Lucena González Quiroga 
 
1. De acuerdo con los artículos 2° numeral 2°, 79 numeral 5° y 202 de la Ley 5ª, con su 
experiencia, ¿cuáles vicios ha observado subsanables? ¿Cree que podría incluirse cuales 
son subsanables de manera general? 
Respuesta: los vicios subsanables son aquellos que ocurren en el procedimiento, en el 
otro aspecto no hay posibilidad de que sean subsanables y la Corte ha dicho que deben 
ser aquellos que no tengan la entidad suficiente para que la ley sea declarada 
inexequible, que no pueda ser subsanado por el Congreso, es decir, son vicios de no 
mucha envergadura.  
Por ejemplo, en los proyectos donde se aprueban los tratados, la Corte en unos casos ha 
declarado el vicio subsanable y en otros no. Cuando falte el anuncio, si el vicio se dio en 
Cámara, y ya ha pasado por Senado, el vicio es subsanable, pero si el vicio se dio en el 
Senado que es donde inicia el proyecto, es insubsanable.  
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2. Art. 11. Cuál es el tiempo de la mesa para que apruebe un acta de congreso pleno. 
Respuesta: Puedo responder refiriéndome a las sesiones conjuntas, como paralelo al 
Congreso Pleno, donde lo que se hace es esperar y aprobar en la próxima sesión 
conjunta el acta, si se prevé que va a ser pronto. La elaboración de un acta se demora 
mucho tiempo dependiendo el tiempo que se haya demorado la sesión. Las 
transcripciones son muy demoradas, esa es una gran deficiencia. Es una labor que día 
tras día se vuelve más complicada para conseguir quien la haga. Para poder aprobar el 
acta debe estar publicada pero la demora está en la transcripción porque debe hacerse de 
manera literal. Se acostumbra a que sea aprobada en ambas comisiones por separado sin 
necesidad de reunirse. El tiempo depende del trabajo que haya. No sería viable poner un 
término porque depende de la transcripción y porque no se sabe cuándo se va a reunir el 
congreso pleno, tocaría aprobar el acta por aparte, como lo hacen en comisiones 
conjuntas.  
3. ¿Según el artículo 35, en la práctica es razonable aprobar un acta resumida? 
Respuesta: en un tiempo se hacía eso, un resumen del acta y con eso se aprobaba, para 
evitar que pasara el tiempo, porque antes de 1991 era muy complicada la transcripción, 
no habían transcripciones de actas y para eso se hacían los resúmenes y después de eso 
se adjuntaban las transcripciones y se mandaba a publicar, pero hoy en día se espera que 
el acta este completa porque el resumen no se publica, allí se encuentra de una forma 
sucinta lo que paso, pero no se encuentra lo que dijeron los congresistas. Hoy en día, en 
la práctica las actas son literales. 
4. Art. 43 - 144. Cuanto tiempo tiene los presidentes de las cámaras y de las comisiones 
para repartir los proyectos para estudio legislativo. 
Respuesta: sería bueno poner un término, acá se trata de que sea inmediatamente, lo que 
pasa es que cuando se hizo la Ley 5ª, lo repartía el presidente, pero después de 2006 con 
la ley de bancadas, quien reparte el proyecto es la mesa directiva, por lo que se debe 
poner de acuerdo también al vicepresidente. Hoy en día esa función no es del presidente 
sino de la mesa directiva. En la comisión primera de Senado se elabora un acta de mesa 
directiva, se trata de que sea inmediato, pero podría ser máximo 8 días.  
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5. Artículo 79 ¿Quién puede alterar el orden del día, el Presidente o la mesa directiva? ¿La 
consideración de los proyectos con mensaje de urgencia o insistencia, en qué punto del 
orden del día deben ir? ¿En el numeral 4° o en el numeral 6°? 
Respuesta: la alteración del orden del día se hace por proposición de un congresista, no 
es decisión del presidente, en la práctica lo que se hace es que el congresista pasa la 
proposición y se somete a votación para que se altere el orden del día. El presidente es 
el que organiza el orden del día, pero cuando ya se hace público, en comisión los que 
pueden solicitar que se altere son los congresistas, inclusive el presidente. Considero 
que en el numeral 6° es claro en cuanto al mensaje de urgencia e insistencia. La 
diferencia entre estos dos es que con el mensaje de urgencia el proyecto tiene prelación, 
pero no dice que no se pueda estudiar otro proyecto, por ejemplo, si el ponente no ha 
llegado se puede considerar otro proyecto mientras tanto. Con el mensaje de insistencia 
no, la comisión no puede tocar otro tema hasta que no evacue el del mensaje de 
insistencia. Cuando el Gobierno presenta mensaje de urgencia, se piensa que 
implícitamente el Gobierno está solicitando sesiones conjuntas, pero realmente no es 
así, si presenta el mensaje y no pide sesiones conjuntas, se debe sesionar separadamente. 
Con el mensaje de insistencia pasa como con los proyectos del trámite especial para la 
paz, todo el trabajo de la comisión se suspende hasta no evacuar ese proyecto una vez 
sea anunciado y el ponente haya presentado su informe de ponencia. 
6. Artículo 81. El orden del día de las sesiones puede ser alterado por decisión de la 
respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, con las 
excepciones constitucionales, como el mensaje de urgencia o insistencia. ¿hay alguna 
otra excepción para impedir modificarlo?  
Respuesta: otras excepciones serían los proyectos de iniciativa popular que deben ir en 
primer lugar en el orden del día, y los que aprueben tratados internacionales. Los 
proyectos de ley estatutaria también deben ir en primer lugar, pero pasa igual que con el 
mensaje de urgencia. Los más exigentes son los de insistencia que excluyen cualquier 
estudio, con todos los demás si se pueden ir evacuando otros proyectos.  
7. Artículos 83 y 85. No se encuentra una definición de sesión informal, ¿debería ser 
definida? ¿el tiempo se debería tener en cuenta para el cumplimiento de las 4 horas? 
¿Cómo podría ser definida? 
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Respuesta: solo se encuentra en el artículo 230 del Reglamento del Congreso, pero sí 
sería bueno hacer una definición clara de lo que se hace en una sesión informal. Existe 
discusión porque la sesión informal la decreta la comisión y así mismo debería ser la 
comisión la que declara nuevamente la sesión formal, pero en esta comisión se opina 
que es el Presidente el que declara la formal, y en la práctica se hace así.   
La Corte ha dicho que el tiempo si se debe contar desde que inicie la sesión 
independientemente si es formal o informal, para el término de las 4 horas que señala el 
reglamento, porque en el acta que se elabora de la sesión, todo el tiempo se tiene en 
cuenta, pues en la sesión informal se cuenta con opiniones valiosas de personas que por 
mandato de la Constitución Política o la ley no tienen la oportunidad de participar en la 
sesión formal.  
Podría ser definida la sesión informal como aquella en donde intervienen ciudadanos 
que la Constitución o la ley no ha habilitado para intervenir en la sesión formal y tienen 
aportes que pueden ayudar a esclarecer la discusión del proyecto.  
8. Artículo 93. Solo puede sesionarse una vez al día, ¿sería importante excluir de esa regla 
los eventos en los cuales haya sesiones conjuntas o se reúna el Congreso en pleno? 
Respuesta: hoy en día no es impedimento que el congreso pleno se reúna, para que la 
comisión sesione posteriormente el mismo día. Lo que no puede hacer la comisión es 
sesionar dos veces en el día. Se puede sesionar en la comisión y sesionar en la plenaria 
el mismo día, pero en las conjuntas no porque ya la comisión sesionó, pero ese ha sido 
un debate porque es algo que se ha manejado con la costumbre ya que el artículo como 
tal no existe, esa costumbre ha hecho ley para evitar inconstitucionalidades.  
9. Artículos 112 al 115. No hay claridad en cuanto al uso de las proposiciones, respecto de 
si solo se aplican en los proyectos de ley o también para debates de control político. 
¿sería importante definir las proposiciones y establecer cuales son del trámite 
legislativo? ¿Qué nombre tiene la proposición que se presenta para aprobación del 
informe final de conciliación?  
Respuesta: no tiene problema porque las proposiciones de control político se conforman 
de dos o tres proposiciones y son conocidas como de control político, darles un nombre 
diferente seria complicar el trámite.  
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La proposición que se presenta para aprobación del informe final de conciliación es 
muy parecida a la que se presenta con el informe de ponencia, sería una proposición 
principal. Debería existir un manual de técnica legislativa que establezca el contenido 
de un acta final de conciliación, porque en ocasiones en el informe no se dice nada. 
Se ha tergiversado la razón de ser de las comisiones de conciliación, porque había casos 
en que en ese quinto debate salía un proyecto distinto y allí fue cuando la Corte entró a 
regular el tema. Las conciliaciones deberían ser elaboradas como los informes de 
ponencia, con una exposición de motivos y con la explicación de por qué se acoge un 
tema y otro no, qué sucedió en esa reunión, qué congresistas estuvieron de acuerdo con 
determinados temas, argumentos jurídicos de por qué se acogió, pero las conciliaciones 
por lo general se hacen de un día para otro, y sería importante establecer que no pueden 
faltar los argumentos jurídicos de la decisión. 
10. Artículos 112 al 115. ¿Las proposiciones deben radicarse antes de cerrar el debate o 
antes de iniciar la sesión? 
Respuesta: lo ideal sería antes de iniciar la sesión, pero eso no se da porque muchas 
veces en la discusión de los proyectos se dan las ideas. Lo ideal es que se usen las 
proposiciones como están definidas en la Ley 5ª. Aclarar que la sustitutiva reemplaza 
todo el texto, la modificativa reemplaza solo una parte, un artículo, una palabra, porque 
en ocasiones las presentan mal y el secretario se confunde.  
Dentro de las modificatorias están las aditivas y las supresoras. 
Las proposiciones se deben resolver en el orden de llegada a menos que sea una 
sustitutiva, que siempre se votara primero.  
Deben presentarse antes de cerrar el debate, de lo que se esté discutiendo, no cuando se 
cierre el debate general, porque las proposiciones tienen que ser leídas y deben darse a 
conocer. Frente al evento en que se quiera reabrir el debate sobre un artículo que ya fue 
votado porque alguien presento una proposición, la comisión es quien decide si lo 
reabre o no, sí se puede reabrir el debate siempre y cuando la comisión lo apruebe.  
11. Artículo 151 y 152. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos 
que pueden ser objeto de acumulación? ¿Dicha facultad es del presidente de la 
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Corporación o también del presidente de la Comisión a través de sus secretarios que 
deben estar en comunicación? 
Respuesta: se presentan dos casos, una acumulación que se da dentro de la comisión, 
cuando llegan varias iniciativas dentro de la misma corporación y la acumulación la 
hace el ponente, después de que la secretaria le envía los argumentos de por qué pueden 
acumularse y el ponente es quien decide si los acumula o no. 
Los jefes de leyes deberían reunirse, para hacer un filtro a ese nivel porque ellos son los 
que reciben todas las iniciativas. 
Y también debería darse en la comisión que se reunieran los homólogos de Senado y 
Cámara para mirar si se trata de proyectos del mismo tema. 
Si en una comisión de Senado se dan cuenta tarde y en Cámara ya tiene ponencia no se 
puede acumular y cada cual debe seguir su proceso. 
La ley dice que son los presidentes de Senado y Cámara los que deciden sobre la 
acumulación, y cabe incluir que, si se evidencian proyectos con el mismo tema, mismo 
articulado, la opción más saludable es que se devuelvan los expedientes a leyes para que 
las dos oficinas de leyes hagan la sustentación respectiva y los presidentes de Senado y 
Cámara los acumulen, siempre que no se haya hecho primer debate. Enviarlos a 
Secretaria General que es de donde dependen las oficinas de leyes.  
De acumularse dos proyectos el trámite debería iniciar donde se haya radicado primero.  
Antes se manejaba acumulación con el que se hubiera radicado primero pero ahora no, 
se acumula con el que tenga más tema, o, por ejemplo, con el del Gobierno, pero 
debería establecerse que se acumule con el primero que llegue, a menos que haya otro 
que trate el tema más ampliamente.  
12. Art. 155. ¿Debería existir un límite para la presentación de un mismo proyecto de ley, 
cuando ha sido retirado o ha sido archivado? 
Respuesta: antes del año 1992 de pronto si existía, porque mucho tiempo se manejó la 
tesis de que si un proyecto era negado no se podía volver a presentar, pero la norma no 
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lo señala. Por otra parte, en ocasiones los proyectos de ley son presentados para conocer 
la postura de los congresistas sobre el tema.  
13. Artículo 166. ¿Qué tiempo hay para decidir sobre la apelación que se presente contra un 
proyecto negado en su totalidad o archivado indefinidamente? 
Respuesta: se ha manejado muy poco la figura de la apelación. Se hizo con un proyecto 
donde alguien apeló y la Corte aclaró que no se pueden apelar artículos sino el proyecto 
completo (artículo 180 del reglamento). Se interpretaba como que se podían apelar 
artículos, pero la Corte lo aclaro en el sentido de que la apelación procede únicamente 
cuando la totalidad del proyecto ha sido negado. 
Existe necesidad de aclarar el proceso de apelación por cuanto la ley no establece 
términos. Podría ser un término pequeño, así como son en los juzgados, por ejemplo 5 
días para presentar la apelación y 8 días para decidirlo.  
14. Artículo 171 ¿Cuál debería ser el termino para presentar una ponencia conjunta? 
Respuesta: entre 5 y 15 días, les aplica lo mismo que a los de la comisión. Igual cada 
comisión designa sus ponentes, eso no se hace de manera conjunta, los días (de 5 a 15) 
corren independiente para cada comisión a partir de la designación del ponente. Lo que 
se da conjunto es la discusión, se quieren evitar los 15 días que se tienen entre 
corporación y corporación, inclusive la votación se da de manera separada. Los dos 
ponentes estudian la ponencia a ver si la presentan conjunta, sino la presentan 
independiente y la primera será la ponencia base y los demás quedaran como 
constancia. En caso de duda decidirá el presidente, algunos presidentes consideran que 
la base es la ponencia mayoritaria. Si el presidente decidiera que la base es la primera 
así no sea mayoritaria, las otras tendrían que presentarse como proposiciones 
sustitutivas a cada uno de los artículos y como son sustitutivas se deben votar primero.  
15. Artículo 186. ¿Cuál debería ser el termino mínimo y máximo que fijen los presidentes a 
las comisiones de conciliación para presentar el texto definitivo para su aprobación en 
plenaria? 
Respuesta: un día antes debe estar publicado en la gaceta, debería el artículo decir 24 
horas antes porque lo que se da en la práctica es que, por ejemplo, se aprueba el 
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proyecto a las 10 pm y se designan conciliadores, la publicación se hace antes de media 
noche y nadie alcance a conocer la publicación.  
Podría ser en el término de 5 días, pero depende de la premura porque las conciliaciones 
son muy rápidas, o entre 1 y 3 días, ya que las conciliaciones se dan rápidamente. 
16. Artículo 197. ¿Por cuánto tiempo puede estar en el Congreso un proyecto objetado? 
¿sería importante incluir ese término en la Ley 5ª? 
Respuesta: es claro que ningún proyecto puede exceder el termino de 2 legislaturas, sin 
embargo, debería ser el mismo término que usa el presidente para objetar, dependiendo 
del articulado, siempre y cuando no esté en receso. Pero hay que recordar que se debe 
publicar, tiene una comisión accidental que tiene que reunirse, podrían ser 8 días cuando 
son menos de 20 artículos y el resto con los términos del artículo 198. 
17. Artículo 199. ¿Cuánto tiempo tiene la cámara de origen para rehacer o integrar las 
disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de acuerdo con el dictamen de 
la Corte? 
Respuesta: la Corte ha dicho que no es rehacer mecánicamente, sino que se debe hacer 
un análisis integral de la norma, para que no quede contradictoria, los términos 
dependen de la longitud del proyecto. 
18. Artículo 201. ¿Quién está pendiente de que se sancione por el presidente una ley en el 
término correspondiente? ¿se ha presentado que el presidente supere los términos y el 
presidente del Congreso sancione la ley? ¿Cuánto tiempo tiene el presidente del 
Congreso para sancionarla? ¿la facultad que tiene el presidente del Congreso para 
sancionar y promulga las leyes cuando el presidente de la República no lo haga, es 
también para los actos legislativos? 
Respuesta: conozco dos leyes que han sido sancionadas por el presidente del Congreso, 
la ley del periodismo (Nancy Patricia), ambas han sido sancionadas por mujeres.  
El Presidente del Congreso debería sancionarla inmediatamente cuando el presidente no 
sancione, máximo 8 días, es simplemente ponerla en formato de ley y sancionarla, y si 
no lo hace, establecer que mediante una acción de cumplimiento se le puede solicitar 
hacerlo.  
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Para actos legislativos no sucede igual porque no se sancionan, si el presidente no lo 
publica, la publicación la podrá hacer/ la ordenará el Presidente del Congreso. 
19. ¿Considera importante reglamentar el principio de consecutividad en la Ley 5ª 
conforme a los pronunciamientos de la Corte? 
Respuesta: fijar unos parámetros que sean claros para la consecutividad, la Corte a 
veces se va a los extremos y a veces es demasiado laxa, pero se pueden establecer unos 
parámetros para que se cumpla el principio, que se entrelaza con la unidad de materia. 
VI. Secretaria Comisión Quinta Constitucional Permanente Senado de la República: 
Doctora Delcy Hoyos Abad 
 
Hay que partir de la base de la diferencia entre el procedimiento legislativo que no es 
reglado, mientras que el procedimiento administrativo y el judicial son absolutamente 
reglados, por ejemplo, las normas que rigen el procedimiento administrativo en materia de 
contratación, todo el procedimiento está reglado, desde que se abre la licitación, o se va a 
hacer un contrato y se mencionan los días que hay para cada paso. Más aun el procedimiento 
administrativo sancionatorio, cuales son las sanciones a imponer, términos y demás, todo es 
absolutamente reglado. La gran diferencia con el procedimiento legislativo es que no es 
reglado y no podría serlo, porque los congresistas deben tener libertad para hacer las leyes.  
Sí hay vacíos, pero no es posible reglamentarlo en su totalidad. No se puede medir la 
calidad de las leyes, no es el número de leyes el que establece que una legislatura sea mejor 
que la otra, no puede darse una gestión de calidad frente a ello. Un ejemplo es la ley orgánica 
que requiere mayoría absoluta para su aprobación y si no la obtuvo ¿se vuelve a proponer? 
Hay opiniones encontradas. Si no obtiene mayoría absoluta se entiende negado o se vuelve a 
proponer.  
La Corte declara inexequibles las leyes por no cumplir con los 4 requisitos que trae la 
Constitución en su artículo 157, pero en caso contrario la Corte es flexible con las demás 
falencias que se puedan presentar en el trámite.  
Se deben dejar claros los vacíos que existen en cuanto a la votación de los proyectos, 
pero en cuanto a los términos considero que no es pertinente, porque sería volver demasiado 
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rígido el procedimiento y traería como consecuencia que la Corte declare inexequibles más 
leyes, y si la Constitución Política no impone más condiciones, no hay porque exigirlas.  
Un tema susceptible ha sido el respectivo a los anuncios de los proyectos de ley, por lo 
cual la Corte ha declarado inexequibles varias leyes por errores en éste y por no cumplir con 
el principio de unidad de materia.  
Sí hay vacíos en la Ley 5ª, pero no se puede pretender que una norma se reglamente 
demasiado, porque debe tener cierta elasticidad y flexibilidad, no puede ser como el 
procedimiento administrativo. Sería importante enfocar la investigación haciendo esta 
diferencia y revisando las sentencias de la Corte para saber cuál es la razón principal por la 
que se declaran inexequibles los proyectos de ley. 
Sobre el anuncio la Corte ha dicho que debe haber secuencia de los mismos, si no se 
vota en la sesión para la cual se anunció, y en ninguna parte de la Constitución se establece 
que se deba hacer así, únicamente se señala que debe anunciarse en sesión anterior a la que va 
a ser votado, pero frente a este tema la Corte a veces se contradice.  
En ninguna parte dice que debe haber quorum decisorio para el anuncio y en 
sentencias de la Corte dice que el anuncio debe hacerse al comenzar la sesión y que debe tener 
quorum decisorio para hacerlo. Debería aclararse que el anuncio no exige quorum decisorio 
para hacerlo. Debe haber claridad en la fecha en la que se va a votar el proyecto, pero no 
debería ser exigida la cadena de anuncios. 
Nota: en vista de la postura de la entrevistada, se omitieron algunas preguntas referentes a los 
términos para las etapas del procedimiento legislativo. 
1. Art. 144. Cuanto tiempo tiene los presidentes de las cámaras y de las comisiones para 
repartir los proyectos para estudio legislativo. 
Respuesta: no considero que se deba imponer un término, porque sería volverse muy 
rígido, muy reglado, de pronto podrían ser 15 días.   
2. Artículo 81. El orden del día de las sesiones puede ser alterado por decisión de la 
respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, con las 
excepciones constitucionales, como el mensaje de urgencia o insistencia. ¿hay alguna 
otra excepción para impedir modificarlo?  
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Respuesta: si puede ser modificable el orden del día, lo que dice la ley es que se debe 
enviar con suficiente anticipación a los congresistas.  
3. Solo puede sesionarse una vez al día, ¿sería importante excluir de esa regla los eventos 
en los cuales haya sesiones conjuntas o se reúna el Congreso en pleno? 
Respuesta: Estoy de acuerdo con hacer dicha modificación. En el caso de esta Comisión 
no se presenta muy seguido, pero en el caso de Comisión Primera si es más 
conveniente, porque recibe más proyectos de ley, por lo que sería vital poder sesionar 
en estos casos. Generalmente se sesiona martes y miércoles, excepcionalmente el 
jueves, pero para el caso de comisiones primeras es más el volumen de sesiones que 
deben hacerse, existe congestión de proyectos de ley y además tratan actos legislativos, 
por lo que tienen más necesidad. 
4. Artículos 112 al 115. No hay claridad en cuanto al uso de las proposiciones, respecto de 
si solo se aplican en los proyectos de ley o también para debates de control político. 
¿sería importante definir las proposiciones y establecer cuales son del trámite 
legislativo? ¿Qué nombre tiene la proposición que se presenta para aprobación del 
informe final de conciliación?  
Respuesta: en esta comisión para cada proposición se deja constancia con fecha y hora 
en la que fueron presentadas. El reglamento es claro al definir los tipos de proposiciones 
y de aclarar que no habrá sustitutiva de sustitutiva, etc.  
Considero importante que se aclare que, en el trámite de las proposiciones, éstas serán 
evacuadas en su orden de llegada. 
5. Artículos 112 al 115. ¿Las proposiciones deben radicarse antes de cerrar el debate o 
antes de iniciar la sesión? 
Respuesta: se podrán presentar durante el debate, o hay congresistas que incluso las 
radican antes, lo cual permite que se les puedan enviar a los demás congresistas para 
que las vayan conociendo. Si se radican durante el debate deben organizarse y 
clasificarse en sustitutiva, modificatoria, las que son sobre un mismo artículo, caso en el 
cual se votara primero la que se radico primero.  
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6. Artículo 152. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos que 
pueden ser objeto de acumulación? ¿Dicha facultad es del presidente de la Corporación 
o también del presidente de la Comisión a través de sus secretarios que deben estar en 
comunicación? 
Respuesta: sí está reglado, pero hace falta coordinación. Podría ser viable que se reúnan 
cada determinado tiempo los jefes de leyes para temas de acumulación.  
7. Artículo 166. ¿Qué tiempo hay para decidir sobre la apelación que se presente contra un 
proyecto negado en su totalidad o archivado indefinidamente?  
Respuesta: considero que debe hacerse en la misma sesión, en el mismo momento que 
es negado el proyecto, es decir, inmediatamente. 
8. Artículo 171 ¿Cuál debería ser el termino para presentar una ponencia conjunta? 
Respuesta: es el mismo término de 5 a 15 días, lo que se hace en esta comisión es que el 
proyecto que se va a estudiar conjuntamente debe ser radicado al mismo tiempo en 
Cámara y Senado, y de igual forma se le envía copia a la otra cámara informándole del 
proyecto y de los ponentes, más el término que se le dio para rendir la ponencia. E 
igualmente se espera que la otra cámara haga lo mismo. Pero normalmente sí se ponen 
de acuerdo para presentar la ponencia conjunta. El termino para presentar ponencia debe 
ser contado desde que se designe el ponente.  
9. Artículo 197. ¿Por cuánto tiempo puede estar en el Congreso un proyecto objetado? 
¿sería importante incluir ese término en la Ley 5ª? 
Respuesta: sería bueno darle un término, sería prudente el mismo término que tiene el 
Gobierno para objetar, o darle un máximo de un mes para estudiarlo y reunirse. 
10. Artículo 199. ¿Cuánto tiempo tiene la cámara de origen para rehacer o integrar las 
disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de acuerdo con el dictamen de 
la Corte? 
Respuesta: sería bueno darle un término, pero depende mucho del proyecto de ley, por 
ejemplo, podrían establecerse como termino 3 meses, depende de lo que ordene rehacer 
la Corte, dependiendo de la naturaleza del proyecto.  
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11. Artículo 201. ¿Quién está pendiente de que se sancione por el presidente una ley en el 
término correspondiente? ¿se ha presentado que el presidente supere los términos y el 
presidente del Congreso sancione la ley? ¿Cuánto tiempo tiene el presidente del 
Congreso para sancionarla? ¿la facultad que tiene el presidente del Congreso para 
sancionar y promulga las leyes cuando el presidente de la República no lo haga, es 
también para los actos legislativos? 
Respuesta: De lo que recuerdo, no tengo ningún caso presente.  
12. ¿Considera importante reglamentar el principio de consecutividad en la Ley 5ª 
conforme a los pronunciamientos de la Corte? 
Respuesta: si es bueno incluir este y otros principios relacionados dentro del 
reglamento, ir recogiendo lo que ha dicho la Corte, me parece viable y sano incluir estos 
principios dentro de la Ley 5ª para tenerlos en cuenta.  
13. ¿Cuál otro vacío considera que es importante corregir? 
Respuesta: en comisiones conjuntas se presentó una ponencia positiva sobre el proyecto 
y dos ponencias negativas, en total hubo tres ponencias. Se votan primero las que son 
negativas, y en esta comisión se acostumbra a que se ponen a consideración las dos 
ponencias negativas al tiempo, se hace una sola votación y si es aprobado, quedan 
votadas ambas y no se aprueba el archivo del proyecto, en cambio en Cámara votan 
cada una por separado, así sean negativas ambas. O en ocasiones se vota una sola, la 
primera que llega, y se entiende que, si se aprueba, ya está resuelto el archivo del 
proyecto.  
Esto podría ser aclarado en el reglamento, porque dice que, de las ponencias positivas, 
la primera será la base, pero no se dice nada sobre las ponencias negativas.  
VII. Secretario Comisión Quinta Constitucional Permanente Cámara de Representantes: 
Doctor David Bettin Gómez 
 
1. Art. 11. ¿Cuál es el tiempo de la mesa para aprobar un acta de congreso pleno? 
Respuesta: por lo general con las actas de congreso pleno lo que se hace es darle 
facultades a la mesa directiva para aprobarlas. Para efectos de actuaciones del congreso 
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pleno, en procesos de elección, deben aprobarse en el menor tiempo posible, para darle 
seguridad jurídica al acto, yo creería que antes de 8 días.  
2. ¿Según el artículo 35, en la práctica es razonable aprobar un acta resumida? 
Respuesta: no estoy de acuerdo, ni se hace en la práctica, las actas se levantan como se 
transcriben y se aprueban de esa manera, y es lo mejor y lo que da más garantías, nadie 
se arriesga a dar una interpretación de lo que sucedió. Es un artículo que no se aplica.  
3. Artículo 79 ¿Quién puede alterar el orden del día, el Presidente o la mesa directiva?  
Respuesta: el pleno es quien aprueba la alteración del orden del día, porque requiere 
aprobación. Hay dos etapas, cuando se organiza el orden del día y cuando se somete a la 
decisión del pleno. Senado elabora el orden del día y no lo somete a aprobación, 
Cámara si lo aprueba, ambas formas son válidas, porque lo que dice la ley es que la 
modificación del mismo si debe necesariamente someterse a aprobación, tanto en 
comisiones como en plenaria.  
Cuando es mensaje de insistencia necesariamente va en el primer lugar del orden del 
día, igualmente con proyectos del procedimiento especial para la paz.  
4. Artículo 81. El orden del día de las sesiones puede ser alterado por decisión de la 
respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, con las 
excepciones constitucionales, como el mensaje de urgencia o insistencia. ¿hay alguna 
otra excepción para impedir modificarlo?  
Respuesta: también en el tema de control político, que prevalece en el orden del día, si 
hay un tema importante para la nación, porque esa es el alma del Congreso, el control 
político es la esencia del Congreso. Para mi es inmodificable en esos casos, pues 
primero debe existir el control político. Es importante que no se pueda modificar, que ni 
siquiera se dé la opción de escoger. 
5. Artículos 83 y 85. No se encuentra una definición de sesión informal, ¿debería ser 
definida? ¿el tiempo se debería tener en cuenta para el cumplimiento de las 4 horas? 
¿Cómo podría ser definida? 
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Respuesta: si es importante definirla, es para permitir que alguien no autorizado para 
intervenir, intervenga, pero para mí eso es innecesario, porque si la persona tiene algo 
que exponer, para que declarar la sesión informal si hace parte del problema y en el acta 
queda que la persona intervino, además no tiene efectos diferentes, una practicidad seria 
pedir autorización a la mesa para que esa persona intervenga. Para mí no es necesario 
declarar sesión informal. 
El inicio de la sesión: el artículo 145 de la Constitución dice cuándo puede funcionar el 
Congreso, cuando el secretario certifica que hay quorum para funcionar, quorum 
deliberatorio. Para mi ese artículo es claro y es el que utilizamos siempre. No podrán 
abrir sesiones ni deliberar con menos de una cuarta parte de los miembros. 
Lo que dure la sesión informal cuenta para las 4 horas de la sesión formal. Las 
intervenciones que se dan en la sesión informal enriquecen el debate, no es práctico para 
nada la sesión informal.  
6. Artículo 93. Solo puede sesionarse una vez al día, ¿sería importante excluir de esa regla 
los eventos en los cuales haya sesiones conjuntas o se reúna el Congreso en pleno? 
Respuesta: si se podría excepcionar, no le veo ningún inconveniente a establecerlo de 
esta forma. 
7. Artículos 112 al 115. No hay claridad en cuanto al uso de las proposiciones, respecto de 
si solo se aplican en los proyectos de ley o también para debates de control político. 
¿sería importante definir las proposiciones y establecer cuales son del trámite 
legislativo? ¿Qué nombre tiene la proposición que se presenta para aprobación del 
informe final de conciliación?  
Respuesta: estos artículos son de la parte general de la ley, entonces son indistintos 
sobre el manejo de las proposiciones para control político o trámite legislativo, ya 
particularmente más adelante se van encontrando regulaciones sobre el trámite 
únicamente. El reglamento es abierto en ese sentido.  
Las enmiendas totales para mí son un tema delicado, porque a veces ocurren en segundo 
o tercer debate y se pierde y se viola la consecutividad, una enmienda total es un nuevo 
proyecto, viola la publicidad, porque es presentar un proyecto nuevo, para mí eso no 
debería existir, lo correcto sería retirar el proyecto y presentar el nuevo. 
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8. Artículos 112 al 115. ¿Las proposiciones deben radicarse antes de cerrar el debate o 
antes de iniciar la sesión? 
Respuesta: el tema de las proposiciones depende de lo complejo del proyecto, hay unas 
que se radican dentro del debate y no hay problema, pero en caso de reforma tributaria 
es complejo y se ha optado porque la mesa directiva usa la facultad de disponer hasta 
cuando se reciben las proposiciones. Se puede ser más específico en cuanto a que las 
mesas directivas tienen facultades de organizar el debate en ese sentido. De un proyecto 
sencillo se pueden presentar en cualquier momento, pero se podría establecer que 
cuando el tema lo amerite, la mesa directiva dirá hasta cuando se reciben proposiciones 
y eso lo debe avalar el pleno de la comisión o de la plenaria. 
9. Art. 144. ¿cuánto tiempo tiene los presidentes de las cámaras y de las comisiones para 
repartir los proyectos para estudio legislativo? 
Respuesta: estos tiempos fueron establecidos en el código de ética, porque se graduó 
como una falta. 
10. Artículo 152. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos que 
pueden ser objeto de acumulación? ¿Dicha facultad es del presidente de la Corporación 
o también del presidente de la Comisión a través de sus secretarios que deben estar en 
comunicación? 
Respuesta: yo siempre estaba pidiendo el listado de proyectos que se radicaban en la 
otra corporación, pero no sé si ahora se siga haciendo así. Se podría establecer un 
artículo que diga que el jefe de leyes o el secretario de cada cámara, informará a su 
homologo los proyectos radicados. En la ley está, pero se le debe dar la facultad al 
secretario para que los acumule, de manera expedita y no esperar que el presidente lo 
haga. Lo anterior cuando se trata de proyectos acumulados en cámaras distintas, pero en 
la misma corporación, el secretario de la comisión realiza la acumulación, pero también 
sería bueno que los secretarios de comisión de cada cámara se comuniquen para este fin 
y que se acumulen por el orden de llegada.  
También, establecer un trámite al final donde se puedan acumular los proyectos, como 
una especie de comisión de conciliación “cuando dos proyectos hayan surtido los 4 
debates y traten del mismo tema, podrán acumularse por una comisión de conciliación”. 
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11. Art. 155. ¿Debería existir un límite para la presentación de un mismo proyecto de ley, 
cuando ha sido retirado o ha sido archivado? 
Respuesta: No. No se puede restringir eso. 
12. Artículo 166. ¿Qué tiempo hay para decidir sobre la apelación que se presente contra un 
proyecto negado en su totalidad o archivado indefinidamente?  
Respuesta: Yo creería que no se debe poner un término, pues están los términos del 
archivo, entonces antes de que termine la legislatura tendría que apelarlo, en relación 
con el artículo 155. Hasta el final de la legislatura donde se archive el proyecto se puede 
apelar.  
13. Artículo 186. ¿Cuál debería ser el termino mínimo y máximo que fijen los presidentes a 
las comisiones de conciliación para presentar el texto definitivo para su aprobación en 
plenaria? 
Respuesta: en la práctica no se necesita establecer ese término porque se hace de forma 
expedita, porque por lo general la conciliación se hace cuando ya se está terminando la 
legislatura. Algunos si se archivan por falta de conciliación, pero no se requiere ese 
término. Está reglamentado de que en la conciliación debe quedar el texto que se 
escogió, pero no está reglado qué tiene que contener el informe, aunque en su mayoría 
se hace, y no implica nada, es una decisión política, es democrática, no es como en la 
ponencia que se debe exponer la importancia del proyecto. 
14. Artículo 197. ¿Por cuánto tiempo puede estar en el Congreso un proyecto objetado? 
¿sería importante incluir ese término en la Ley 5ª?  
Respuesta: Después de objetado un proyecto, regresa al Congreso y a veces los 
proyectos se quedan y la Corte tiene una sentencia que establece que, si pasan las dos 
legislaturas, debe archivarse. 
15. Artículo 199. ¿Cuánto tiempo tiene la cámara de origen para rehacer o integrar las 
disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de acuerdo con el dictamen de 
la Corte? 
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Respuesta: objeta el Ejecutivo por inconveniencia o por inconstitucionalidad, por esta 
última puede retirar lo inconstitucional, pero si insiste va para la Corte y cuando regresa 
tendrían también las dos legislaturas. 
16. Artículo 201. ¿Quién está pendiente de que se sancione por el presidente una ley en el 
término correspondiente? ¿se ha presentado que el presidente supere los términos y el 
presidente del Congreso sancione la ley? ¿Cuánto tiempo tiene el presidente del 
Congreso para sancionarla? ¿la facultad que tiene el presidente del Congreso para 
sancionar y promulga las leyes cuando el presidente de la República no lo haga, es 
también para la publicación de los actos legislativos? 
Respuesta: conozco el caso de Nancy Patricia. El tema de los términos debe ser flexible, 
pero para mí ese artículo rompe la arquitectura de la Constitución, porque el Presidente 
del Congreso no puede usurpar las competencias asignadas por completo al Ejecutivo, 
un Plan Nacional de Desarrollo no puede ser sancionado por el Congreso. Por ejemplo, 
en una ley de presupuesto, tampoco debería permitirse que el presidente del congreso lo 
haga, porque quien responde por la ejecución de las leyes es el Gobierno, responde 
constitucionalmente y ante el país. Se debe buscar otro mecanismo porque se genera una 
descompensación. Administrativamente hay muchas fallas.  
En cuanto a la publicación de los actos legislativos es algo más sencillo, y es distinto, 
porque son modificaciones a la Constitución. Son tan sagrados los actos legislativos que 
ni la Corte se puede pronunciar de fondo sobre ellos, distinto a algo que el Gobierno 
debe manejar como la ley de presupuesto, que no puede ejecutarlo el Congreso. 
17. ¿Considera importante reglamentar el principio de consecutividad en la Ley 5ª 
conforme a los pronunciamientos de la Corte? 
Respuesta: es importante reglamentar esos principios, unidad de materia, 
consecutividad, etc.  
18. ¿Qué otro vacío considera importante corregir? 
Respuesta:  
- Comisiones de conciliación: establecer que no pueden introducir sino lo que está ya 
aprobado en cada cámara, que no se puedan exceder. 
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- Equilibrar las competencias de las 7 comisiones para que el estudio de los proyectos sea 
más equitativo y el principio de especificidad reglamentarlo más, dependiendo de 
quienes pertenecen a cada comisión.  
- La iniciativa para la designación de la comisión de conciliación la debe tener el 
presidente de la cámara de origen del proyecto. 
- La ley debería prohibir el tema comparativo cuando en comisión hay más votos de los 
que realmente debería haber, se vuelve a votar; pero en Senado sacan un voto y no 
debería ser así.  
 
VIII. Subsecretaria Comisión Sexta Constitucional Permanente Senado de la República: 
Doctora Rosalba López Gómez 
 
1. Art. 11. ¿Cuál es el tiempo de la mesa para aprobar un acta de congreso pleno? 
Respuesta:  Más importante que darle un tiempo al acta, sería ponerle un término a la 
transcripción, pues la Corte pide el acta que es la que va firmada, pero también pide la 
transcripción que es la que contiene todo el desarrollo del debate. El artículo señala que 
el acta deberá aprobarse en la siguiente sesión y si algún congresista tiene objeciones las 
hará saber y se insertan en la siguiente acta. 
2. ¿Según el artículo 35, en la práctica es razonable aprobar un acta resumida? 
Respuesta: No debe ser sucinta, pues el resumen de la intervención de los congresistas y 
de los funcionarios citados e invitados. No se puede determinar si lo que se omite en la 
elaboración del acta puede ser de suma importancia para quien lo pronunció. Lo que se 
debe hacer es organizar la transcripción; se puede mejorar la redacción sin modificar la 
esencia del pronunciamiento. En el acta se debe corregir las muletillas, palabras mal 
pronunciadas; ortografía de la transcripción, colocar signos de puntuación. La definición 
que da el reglamento de “acta” es una definición general, pero no corresponde a lo que 
debe ser un acata de una sesión del Congreso. 
3. Artículo 79 ¿Quién puede alterar el orden del día, el Presidente o la mesa directiva? 
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Respuesta: Las modificaciones al orden del día se deben hacer antes de que el mismo 
sea aprobado y sometido a votación. La modificación al orden del día aplica sobre el 
que ya está hecho. 
4. Artículo 81. El orden del día de las sesiones puede ser alterado por decisión de la 
respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, con las 
excepciones constitucionales, como el mensaje de urgencia o insistencia. ¿hay alguna 
otra excepción para impedir modificarlo?  
Respuesta: La Ley 5ª señala que cuando los proyectos de ley vienen de la otra cámara 
deben encabezar el orden del día, igualmente cuando son proyectos relacionados con 
derechos humanos. 
5. Artículos 83 y 85. No se encuentra una definición de sesión informal, ¿debería ser 
definida? ¿el tiempo se debería tener en cuenta para el cumplimiento de las 4 horas? 
¿Cómo podría ser definida? 
Respuesta:  Debería quedar taxativo en la ley y debería definirse porque se sale del 
protocolo y del contenido del orden del día. El tiempo de la sesión hace parte de las 4 
horas que debe durar la sesión. 
6. Artículo 93. Solo puede sesionarse una vez al día, ¿sería importante excluir de esa regla 
los eventos en los cuales haya sesiones conjuntas o se reúna el Congreso en pleno? 
Respuesta: Si, es importante así sea para anunciar un proyecto de ley. 
7. Artículo 106. Como se podría definir y para que se usa la moción de orden. 
Respuesta:  Para ordenar y reorganizar y para que no se desvié. Igualmente, para que el 
Presidente asuma el control del debate. 
8. Artículos 112 al 115. No hay claridad en cuanto al uso de las proposiciones, respecto de 
si solo se aplican en los proyectos de ley o también para debates de control político. 
¿sería importante definir las proposiciones y establecer cuales son del trámite 
legislativo? ¿Qué nombre tiene la proposición que se presenta para aprobación del 
informe final de conciliación?  
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Respuesta:  Las proposiciones están claramente definidas en la Ley 5ª y se utilizan tanto 
para las discusión y aprobación de proyectos de ley, como para los debates de Control 
Político. 
9. Artículos 112 al 115. ¿Las proposiciones deben radicarse antes de cerrar el debate o 
antes de iniciar la sesión? 
Respuesta: En discusión de proyectos de ley, preferiblemente antes de iniciar el debate. 
Obviamente muchas surgen durante la discusión. En debates de Control Político durante 
el desarrollo de los mismos. 
10. Art. 144. ¿cuánto tiempo tiene los presidentes de las cámaras y de las comisiones para 
repartir los proyectos para estudio legislativo? 
Respuesta: 15 días para el reparto.  
11. Artículo 152. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos que 
pueden ser objeto de acumulación? ¿Dicha facultad es del presidente de la Corporación 
o también del presidente de la Comisión a través de sus secretarios que deben estar en 
comunicación? 
Respuesta: El reglamento señala “podrá” y debe dejarse así, porque si el autor no desea 
acumularlo no debe obligársele. Cuando el proyecto es del Gobierno, todos se acumulan 
con ese. Es difícil por cuanto en ocasiones el proyecto al cual se acumula otro, este no 
es tenido en cuenta. 
12. Art. 155. ¿Debería existir un límite para la presentación de un mismo proyecto de ley, 
cuando ha sido retirado o ha sido archivado? 
Respuesta:  Por lo menos debería “sancionarse” y no permitirse su presentación en la 
misma legislatura, sino hasta la siguiente. En ocasiones presentan proyectos de ley 
inadmisibles, plagiados, simplemente por cumplir compromisos. Si un proyecto de ley 
se niega por inconstitucionalidad y ya existe pronunciamiento de la Corte 
Constitucional, no debería volverse a presentar, porque va a surtir el mismo trámite. En 
todo caso depende de la situación, no es lo mismo cuando un proyecto es archivado por 
términos, el cual puede presentarse nuevamente. En mi concepto, no debería presentarse 
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un proyecto cuando se tiene conocimiento de que no es viable, es un desgate en todos 
los sentidos, hasta en el presupuestal. 
13. Artículo 166. ¿Qué tiempo hay para decidir sobre la apelación que se presente contra un 
proyecto negado en su totalidad o archivado indefinidamente?  
Respuesta: Se debe apelar inmediatamente ante la Plenaria o la Comisión. Las Mesas 
directivas deben someterlo a aprobación o rechazo de la Plenaria en la siguiente sesión. 
14. Artículo 171 ¿Cuál es el termino para presentar una ponencia conjunta? 
Respuesta: La Ley 5ª no lo establece, pero se entiende que son 15 días. 
15. Artículo 186. ¿Cuál debería ser el termino mínimo y máximo que fijen los presidentes a 
las comisiones de conciliación para presentar el texto definitivo para su aprobación en 
plenaria? 
Respuesta: Hasta 8 días, porque se hace en los últimos días de la legislatura.  
16. Artículo 197. ¿Por cuánto tiempo puede estar en el Congreso un proyecto objetado? 
¿sería importante incluir ese término en la Ley 5ª? 
Respuesta: son dos años más. 
17. Artículo 199. ¿Cuánto tiempo tiene el Congreso para rehacer o integrar las 
disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de acuerdo con el dictamen de 
la Corte? 
Respuesta: Depende del tamaño del proyecto, de acuerdo al articulado deberían ser los 
tiempos, iguales a los establecidos para las objeciones.  
18. Artículo 201. ¿Quién está pendiente de que se sancione por el presidente una ley en el 
término correspondiente? ¿se ha presentado que el presidente supere los términos y el 
presidente del Congreso sancione la ley? ¿Cuánto tiempo tiene el presidente del 
Congreso para sancionarla? ¿la facultad que tiene el presidente del Congreso para 
sancionar y promulga las leyes cuando el presidente de la República no lo haga, es 
también para la publicación de los actos legislativos? 
Consecuencias jurídicas de las deficiencias normativas en el Reglamento del Congreso de Colombia. Página 196 
 
  
Respuesta: Debe ser una labor de la cual estén pendientes los respectivos Jefes de Leyes 
o el Secretario General.  
Recuerdo el caso de una ley que fue sancionada en la Presidencia de la Senadora 
Claudia Blum. 
El tiempo para sancionar una ley debe ser de acuerdo al volumen del proyecto entre 8 y 
15 días. 
Teniendo en cuenta que los actos legislativos no se sancionan, correspondería al 
Presidente del Congreso su publicación. 
19. ¿Considera importante reglamentar el principio de consecutividad en la Ley 5ª 
conforme a los pronunciamientos de la Corte? 
Respuesta: Si me parece necesario por cuanto varias leyes han sido declaradas 
inconstitucionales por falta de reglamentación de este principio. 
20. ¿Qué otro vacío considera importante corregir? 
Respuesta: Sería importante aclarar el procedimiento para de las audiencias públicas, en 
el sentido de que, si por lo menos un ciudadano lo solicita, se realice, así debe atenderse, 
pues existen leyes que han sido declarados inconstitucionales por este tema.  
IX. Secretaria Comisión de Ordenamiento Territorial Senado de la República: Doctora 
Sandra Ovalle García 
 
1. Art. 11. ¿Cuál es el tiempo de la mesa para aprobar un acta de congreso pleno? 
Respuesta: darle tiempo sería importante, que sea en la misma legislatura de quien 
dirige la mesa directiva, lo cual sería un tiempo máximo, porque hay personas que se 
demoran más en la aprobación. Normalmente por mes se debe sacar el acta anterior, hay 
que entender que algunas actas tienen prioridad, porque se necesita sacar el texto 
definitivo según la necesidad de la comisión. Nunca un acta debería ir al siguiente 
periodo, sin embargo, las ultimas actas de los últimos 4 días de legislatura no alcanzan a 
aprobarse en la siguiente sesión, por lo que necesitarían más tiempo.  
2. ¿Según el artículo 35, en la práctica es razonable aprobar un acta resumida? 
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Respuesta: lo más importante de un acta es que contenga lo más relevante de la sesión, 
que por ejemplo en las de control político son las conclusiones y temas específicos, y en 
proyectos de ley es distinto. 
3. Artículo 79 ¿Quién puede alterar el orden del día, el Presidente o la mesa directiva? 
Respuesta: el orden del día de la siguiente semana, que se publica tres días antes, está en 
cabeza del presidente y puede modificarlo cualquier congresista el día de la sesión, 
donde se puede solicitar, por ejemplo, que se incluya un tema, siempre y cuando se 
tenga presente que no se puede incluir un proyecto de ley que no haya sido anunciado, 
tampoco se pueden incluir votaciones, pero si pueden solicitar que se incluyan 
intervenciones. Después de ser aprobado el orden del día no puede modificarse. 
4. Artículo 81. El orden del día de las sesiones puede ser alterado por decisión de la 
respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, con las 
excepciones constitucionales, como el mensaje de urgencia o insistencia. ¿hay alguna 
otra excepción para impedir modificarlo?  
Respuesta: no se pueden incluir proyectos que no hayan sido anunciados con 
anterioridad según lo establece la Constitución Política. 
5. Artículos 83 y 85. No se encuentra una definición de sesión informal, ¿debería ser 
definida? ¿el tiempo se debería tener en cuenta para el cumplimiento de las 4 horas? 
¿Cómo podría ser definida? 
Respuesta: la sesión informal es fundamental porque se señala directamente quien tiene 
voz y voto, que son los congresistas, por eso cuando vienen alcaldes, delegados, 
etcétera, se debe demostrar que un congresista solicita sesión informal porque ellos no 
tienen la formalidad de ser un congresista. Es importante porque a veces se usa como 
mecanismo para dilatar cierto tema, y si no se aprueba declarar sesión informal, no se 
escucha a la persona. Me parece que volver a la sesión formal después de que hablan los 
invitados, si es necesario, porque para la sesión informal no se necesita un quorum 
determinante, de todas maneras, lo que dicen los invitados hace parte del acta.  
Debe contar el tiempo para las 4 horas, porque muchos congresistas ceden su derecho a 
intervenir por medio de los invitados. La definición podría ser la participación de 
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personas que no han sido convocadas formalmente y tenidas en cuenta en el orden del 
día.  
6. Artículo 93. Solo puede sesionarse una vez al día, ¿sería importante excluir de esa regla 
los eventos en los cuales haya sesiones conjuntas o se reúna el Congreso en pleno? 
Respuesta: si 
7. Artículo 106. Como se podría definir y para que se usa la moción de orden. 
Respuesta: es para que se cumpla el reglamento, por ejemplo, cuando se empieza a 
hablar de un tema que no es el que se está discutiendo. Sin embargo, se ha perdido la 
moción de orden. 
8. Artículos 112 al 115. No hay claridad en cuanto al uso de las proposiciones, respecto de 
si solo se aplican en los proyectos de ley o también para debates de control político. 
¿sería importante definir las proposiciones y establecer cuales son del trámite 
legislativo? ¿Qué nombre tiene la proposición que se presenta para aprobación del 
informe final de conciliación?  
Respuesta: yo veo que están bien definidas, en principal, aditiva, de control político, etc. 
9. Artículos 112 al 115. ¿Las proposiciones deben radicarse antes de cerrar el debate o 
antes de iniciar la sesión? 
Respuesta: dependiendo, si son votaciones de proyectos de ley debería ser antes de la 
discusión de un artículo, no de todo el proyecto, aunque el deber ser seria que antes de 
iniciar el debate se radiquen las proposiciones a cada artículo, pero en el camino se da 
que llegan las proposiciones, eso hace parte de la discusión, pero debe quedar radicada 
ante la secretaria con fecha y hora, porque dan el manejo del orden de las discusiones. 
Si la ponencia es de archivo que se vote una por una, porque se debe permitir la 
participación de los partidos, no es obligatorio, pero hay competitividad entre los 
congresistas de los diferentes partidos. 
10. Art. 144. ¿cuánto tiempo tiene los presidentes de las cámaras y de las comisiones para 
repartir los proyectos para estudio legislativo? 
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Respuesta: mínimo 15 días porque es la mesa directiva la que decide, a veces el 
presidente no está de acuerdo con el vicepresidente, o se encuentran en otras 
actividades. Lo más difícil del reparto es definir el ponente, porque para algunos temas, 
todos los congresistas quieren ser ponentes. 
11. Artículo 152. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos que 
pueden ser objeto de acumulación? ¿Dicha facultad es del presidente de la Corporación 
o también del presidente de la Comisión a través de sus secretarios que deben estar en 
comunicación? 
Respuesta: con mi experiencia como secretaria de la comisión sexta de senado, hablaba 
con el homólogo de cámara, es un tema de comunicación, pero también de discreción 
del mismo autor, si quiere o no acumularlo, así sea el mismo texto y debe respetarse la 
posición del autor. Quien decide la acumulación es la mesa directiva en cabeza del 
presidente y se intenta ser coherente con la economía legislativa, pero no siempre es 
fácil. En mi concepto está correctamente establecido.  
12. Art. 155. ¿Debería existir un límite para la presentación de un mismo proyecto de ley, 
cuando ha sido retirado o ha sido archivado? 
Respuesta: no, para mí una de las iniciativas más importantes de un ciudadano o un 
congresista, es poder presentar proyectos. Parte de la función de un congresista es 
presentar los proyectos, por compromisos con sus electores así se vea repetitivo. Es algo 
totalmente democrático. Muchos proyectos de ley se sensibilizan con la radicación del 
mismo así se sepa que no va a pasar en esa legislatura, pero se va preparando a la 
comisión, a la plenaria, es muy difícil que una idea se haga ley la primera vez. Si bien 
hay proyectos de ley que me parecen sin trascendencia, para una comunidad puede no 
ser así. No se le debe coartar esa función al congresista. Mientras el Congreso no tenga 
una estructura de asesores, de expertos en comisiones, no puede limitarse este derecho, 
como si ocurre en otros países como Estados Unidos o Chile.  
13. Artículo 166. ¿Qué tiempo hay para decidir sobre la apelación que se presente contra un 
proyecto negado en su totalidad o archivado indefinidamente?  
Respuesta: hay que reglamentarlo, debería haber términos, que tenga máximo ocho días 
para apelarlo. En mi opinión, se deberían manejar los mismos términos que un trámite 
Consecuencias jurídicas de las deficiencias normativas en el Reglamento del Congreso de Colombia. Página 200 
 
  
legislativo: 8 días tendrá el autor/ponente para apelarlo ante la plenaria y 8 días para que 
la plenaria decida si la acepta o no y luego decidir qué comisión va a estudiarlo, también 
en 8 días.  
14. Artículo 171 ¿Cuál es el termino para presentar una ponencia conjunta? 
Respuesta: el mismo término, de 5 a 15 días.  
15. Artículo 186. ¿Cuál debería ser el termino mínimo y máximo que fijen los presidentes a 
las comisiones de conciliación para presentar el texto definitivo para su aprobación en 
plenaria? 
Respuesta: máximo de 8 a 15 días. Debe ser claro que esa votación tiene que 
anunciarse.  
16. Artículo 197. ¿Por cuánto tiempo puede estar en el Congreso un proyecto objetado? 
¿sería importante incluir ese término en la Ley 5ª? 
Respuesta: los ponentes realizan un informe a la plenaria para saber si aceptan o no las 
objeciones, pero estoy de acuerdo con los pronunciamientos de la Corte. 
17. Artículo 201. ¿Quién está pendiente de que se sancione por el presidente una ley en el 
término correspondiente? ¿se ha presentado que el presidente supere los términos y el 
presidente del Congreso sancione la ley? ¿Cuánto tiempo tiene el presidente del 
Congreso para sancionarla? ¿la facultad que tiene el presidente del Congreso para 
sancionar y promulga las leyes cuando el presidente de la República no lo haga, es 
también para la publicación de los actos legislativos? 
Respuesta: si debería tener termino, máximo 2 o 3 meses, porque a veces se usan las 
sanciones para una actividad especial, ya que la sanción es una potestad política. Y 15 
días después si no ha sancionado el presidente, que lo sancione el presidente del 
Congreso.  
18. ¿Considera importante reglamentar el principio de consecutividad en la Ley 5ª 
conforme a los pronunciamientos de la Corte? 
Respuesta: si, porque hay muchas dudas en ese tema de consecutividad, es delicado que 
lo que no se discutió en una cámara, no se pueda debatir en la otra, pues siempre una 
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cámara puede enriquecer el proyecto. El reglamento no puede limitar las funciones de 
los congresistas, pero si es importante reglamentarlo. 
19. ¿Qué otro vacío considera importante corregir? 
Respuesta: me parece importante reglamentar y dar claridad al procedimiento que debe 
adelantarse cuando la comisión de ordenamiento territorial deba dar un concepto sobre 
creación de distritos o límites territoriales, como fue el caso de Belén de Bajirá, es 
importante que la comisión se pronuncie, pero dicho concepto debe llevarse a discusión 
y aprobación de la plenaria. Lo anterior por cuanto en la Ley 5ª no está reglamentado 
este procedimiento, sin embargo, por analogía las decisiones de la comisión deben pasar 
igualmente a ser discutidas y aprobadas por el pleno.  
X. Jefe de Leyes Senado de la República: Doctora Ruth Luengas Peña 
 
1. Art. 11. ¿Cuál es el tiempo de la mesa para aprobar un acta de congreso pleno? 
Respuesta: considero que, si debería haber un tiempo, lo que pasa es que muchas veces 
los proyectos son densos y eso hace que se aplace la discusión de alguna iniciativa, pero 
establecer tiempos es una manera de disciplinarnos y volvernos más racionales frente al 
manejo del tiempo, considero que podrían ser 20 días.  
2. ¿Según el artículo 35, en la práctica es razonable aprobar un acta resumida? 
Respuesta: a mí no me parece porque a veces al resumir el acta, si la persona no hace 
una buena interpretación se puede incurrir en una equivocación, en una interpretación 
errónea, se puede correr el riesgo de hacer interpretaciones equivocadas, obviamente si 
se puede hacer alguna edición, pero no tanto como resumirla. Además, si la persona que 
está elaborando el acta no maneja bien el tema, puede omitir cosas importantes. 
3. Artículo 79 ¿Quién puede alterar el orden del día, el Presidente o la mesa directiva? 
Respuesta: es la plenaria. Se presenta una proposición y la someten a probación y la 
plenaria decide si altera o no el orden del día.  
Cuando el Presidente elabora el orden del día, a veces lo publican.  
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4. Artículo 81. El orden del día de las sesiones puede ser alterado por decisión de la 
respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, con las 
excepciones constitucionales, como el mensaje de urgencia o insistencia. ¿hay alguna 
otra excepción para impedir modificarlo?  
Respuesta: la Ley 5ª señala cual es el orden a seguir para el orden del día, el cual debe 
ser respetado. El mensaje de urgencia habilita a las comisiones para que se reúnan 
conjuntamente y el de insistencia le da prioridad para ponerlo en el orden del día. No 
considero que el mensaje de urgencia exija prioridad en el orden del día.  
5. Artículos 83 y 85. No se encuentra una definición de sesión informal, ¿debería ser 
definida? ¿el tiempo se debería tener en cuenta para el cumplimiento de las 4 horas? 
¿Cómo podría ser definida? 
Respuesta: La sesión informal es lo que se sale del contexto de la sesión formal, no 
debería definirse porque de pronto algo que no quede regulado, quedaría por fuera y no 
se podría declarar sesión informal. La sesión informal es como un paréntesis, no dura 
mucho. Se usa cuando se va a escuchar a una persona que no está habilitada, para 
condecorar, para situaciones no contempladas en el orden del día.  
6. Artículo 93. Solo puede sesionarse una vez al día, ¿sería importante excluir de esa regla 
los eventos en los cuales haya sesiones conjuntas o se reúna el Congreso en pleno? 
Respuesta: Si, porque muchas veces convocan a sesión conjunta y si no ocurre y se 
levanta, no hubo sesión y se perdería el día.  
7. Artículo 106. Como se podría definir y para que se usa la moción de orden. 
Respuesta: se utiliza para darle orden al debate, por ejemplo, se está discutiendo un 
proyecto de ley y el ponente se descontextualiza un poco, entonces se usa para pedirle 
que vuelva al tema, también cuando hay mucho ruido en el recinto.  
8. Artículos 112 al 115. No hay claridad en cuanto al uso de las proposiciones, respecto de 
si solo se aplican en los proyectos de ley o también para debates de control político. 
¿sería importante definir las proposiciones y establecer cuales son del trámite 
legislativo? ¿Qué nombre tiene la proposición que se presenta para aprobación del 
informe final de conciliación?  
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Respuesta: no hay un formato de proposiciones y si alguien no sabe elaborarla se genera 
confusión al momento de discutirse, sobre todo en proyectos densos, no se sabe qué tipo 
de modificación es, pero la Ley 5ª define los tipos de proposiciones. Es una cuestión de 
redacción, de hacerlas a última hora.  
9. Artículos 112 al 115. ¿Las proposiciones deben radicarse antes de cerrar el debate o 
antes de iniciar la sesión? 
Respuesta: se deberían radicar antes de iniciar del debate para que cuando inicie ya haya 
claridad de que proposiciones se presentaron porque a veces cuando se está aprobando, 
no se sabe que proposiciones hay, no hay tiempo de organizarlas.  
Se organizan de acuerdo al artículo de que se trate, pero de acuerdo al orden de llegada. 
Si el artículo ya se votó y si la proposición es a lugar, se debe reabrir el debate. 
10. Art. 144. ¿cuánto tiempo tiene los presidentes de las cámaras y de las comisiones para 
repartir los proyectos para estudio legislativo? 
Respuesta: si deberían tener un tiempo, aunque ellos en ese sentido son cuidadosos, 
pero hay que entender que tienen sus ocupaciones y todo no se puede convertir en 
términos, porque la actividad de algunos es alta, pero sí debería ser prioridad repartir los 
proyectos para que se empiecen a debatir en comisiones, porque a veces al final del 
periodo hay mucho trabajo retrasado, se hacen sesiones muy extensas. Deberían tener 
prioridad, pero no tener un tiempo determinado. 
11. Artículo 152. ¿Qué debe hacer el presidente cuando le informan de los proyectos que 
pueden ser objeto de acumulación? ¿Dicha facultad es del presidente de la Corporación 
o también del presidente de la Comisión a través de sus secretarios que deben estar en 
comunicación? 
Respuesta: si el proyecto llego a Cámara y a Senado y es en el mismo sentido, la 
facultad de acumular la tienen los presidentes de ambas corporaciones, pero si los 
proyectos están solo en Senado en determinada comisión, el presidente de la comisión 
tiene la facultad.  
La sección de leyes le puede informar al secretario, así se maneja la comunicación para 
la acumulación, pero hay que entender que el Congreso es un ente político y la 
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acumulación tiene un sesgo político, y así debe ser, porque si el autor no quiere 
acumularlo, está en su libertad de no hacerlo.  
12. Art. 155. ¿Debería existir un límite para la presentación de un mismo proyecto de ley, 
cuando ha sido retirado o ha sido archivado? 
Respuesta: No, porque no le pueden limitar esa facultad a los congresistas, es 
democracia.  
13. Artículo 166. ¿Qué tiempo hay para decidir sobre la apelación que se presente contra un 
proyecto negado en su totalidad o archivado indefinidamente?  
Respuesta: es un mecanismo que casi nunca se utiliza, no me parece prudente decir un 
término porque no se sabe realmente como sería utilizado. Determinar unos tiempos no 
es fácil, pero se debe tener en cuenta el principio de racionalización en los trámites. 
14. Artículo 171 ¿Cuál es el termino para presentar una ponencia conjunta? 
Respuesta: la Ley 5ª establece 15 días.  
15. Artículo 186. ¿Cuál debería ser el termino mínimo y máximo que fijen los presidentes a 
las comisiones de conciliación para presentar el texto definitivo para su aprobación en 
plenaria? 
Respuesta: eso es rápido, porque ya termino el proyecto, eventualmente pueden 
demorarse, pero en general es muy rápido.  
16. Artículo 197. ¿Por cuánto tiempo puede estar en el Congreso un proyecto objetado? 
¿sería importante incluir ese término en la Ley 5ª? 
Respuesta: dos legislaturas, lo mismo que para el trámite.  
17. Artículo 199. ¿Cuánto tiempo tiene la cámara de origen para rehacer o integrar las 
disposiciones afectadas por las objeciones presidenciales, de acuerdo con el dictamen de 
la Corte? 
Respuesta: muchos proyectos se hunden por eso, porque al rehacer hay que escuchar al 
ministro del ramo y si éste no asiste ni se pronuncia, no se puede culminar con el 
trámite. Sería viable ponerle un término, podría ser una legislatura. 
Consecuencias jurídicas de las deficiencias normativas en el Reglamento del Congreso de Colombia. Página 205 
 
  
18. Artículo 201. ¿Quién está pendiente de que se sancione por el presidente una ley en el 
término correspondiente? ¿se ha presentado que el presidente supere los términos y el 
presidente del Congreso sancione la ley? ¿Cuánto tiempo tiene el presidente del 
Congreso para sancionarla? ¿la facultad que tiene el presidente del Congreso para 
sancionar y promulga las leyes cuando el presidente de la República no lo haga, es 
también para la publicación de los actos legislativos? 
Respuesta: no puede pasar que la ley no se sancione porque generaría una inseguridad 
jurídica, el Presidente estaría incumpliendo con su deber y eso podría dar curso a una 
investigación disciplinaria. Sí ha pasado dos veces, pero no tengo presentes los casos, 
aunque no la sanciona por descuido sino porque el presidente está impedido (por 
ejemplo, ley de honores a familiar de Santos y la sanciono Lizcano). 
El presidente del Congreso debería hacerlo inmediatamente, se entiende que tan pronto 
venga al Congreso, se debe sancionar, y deberían aplicarse los mismos términos que 
tiene el presidente para objetar. 
No está contemplado que en actos legislativos se haga así, debe haber razones de por 
qué el legislador no lo previo, en la Ley 5ª hay vacíos, no por olvido, sino por razones 
para cada caso.  
19. ¿Considera importante reglamentar el principio de consecutividad en la Ley 5ª 
conforme a los pronunciamientos de la Corte? 
Respuesta: sería viable incorporar los principios de consecutividad y unidad de materia 
mediante ley, porque hay muchos vacíos. 
  











Anexo 4: Proyecto de Ley requerido para 
subsanar los vacíos evidenciados 
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PROYECTO DE LEY 
Por medio de la cual se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan otras 
disposiciones 
El Congreso de Colombia 
Decreta: 
Disposiciones preliminares 
Artículo 1°. Adiciónense al artículo 2° de la Ley 5ª de 1992 los siguientes numerales:  
5. Principio de consecutividad. Consiste en que los asuntos que conforman la totalidad del 
articulado propuesto en la ponencia, de un proyecto de ley o de acto legislativo y los temas en 
él contenidos deben ser objeto de debate y decisión en sentido aprobatorio o denegatorio 
tanto en las comisiones constitucionales permanentes como en las plenarias, sin que ellas 
puedan renunciar al cumplimiento de tal exigencia ni trasladar la responsabilidad a otra célula 
congresional y que dicho texto sea discutido y aprobado o improbado en forma sucesiva. 
Respecto de actos legislativos, un “asunto nuevo” incluido en primera vuelta, tiene un 
concepto más amplio porque existe una relación estrecha entre distintos temas 
constitucionales dadas las características de la Constitución de 1991, por tanto, los cambios 
que son evidentemente contrarios a la finalidad de lo aprobado y que restringen el alcance de 
la decisión adoptada en las etapas anteriores del proceso legislativo, son inconstitucionales. 
6. Principio de identidad relativa. Se refiere a que el articulado estudiado puede sufrir 
modificaciones, adiciones o supresiones, siempre y cuando esas alteraciones guarden 
conexidad con los asuntos analizados en las etapas anteriores del trámite legislativo.  El 
objetivo último de este principio es permitir a las plenarias la posibilidad de incorporar 
cambios en el articulado, conservándose la unidad temática de la iniciativa, vista en su 
conjunto. El alcance del principio de identidad relativa o flexible en el trámite de proyectos, 
significa que el concepto de identidad sugiere que entre los distintos contenidos normativos 
que se propongan respecto de un mismo artículo exista la debida unidad temática.  
7. Principio de unidad de materia. En virtud de este principio el legislador puede incorporar 
en un proyecto de ley o acto legislativo diversidad de contenidos temáticos, siempre y cuando 
entre los mismos pueda apreciarse una relación de conexidad objetiva y razonable, es decir, 
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que razonablemente y desde un punto de vista objetivo, pueda establecerse una relación entre 
las diferentes disposiciones que conforman un cuerpo normativo, y entre éstas y el título. 
Disposiciones generales 
Artículo 2°. El artículo 11 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 11. ACTAS. De toda sesión del Congreso pleno se levantará el acta respectiva. 
El acta será considerada y aprobada antes de cerrarse la reunión, o facultarse a su Mesa 
Directiva para la debida aprobación, para lo cual contará máximo con 30 días siguientes a la 
sesión. 
Orden interno 
Artículo 3°. El artículo 35 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 35. ACTAS. De las sesiones de las Cámaras y sus Comisiones Permanentes, 
especialmente, se levantarán actas que contendrán los temas debatidos, las personas que han 
intervenido, los mensajes leídos, las proposiciones presentadas, las comisiones designadas, 
las decisiones adoptadas, las votaciones nominales y los resultados de las votaciones 
ordinarias.  
Abierta la sesión, el Presidente someterá a discusión, sin hacerla leer, el acta o actas de la 
sesión o sesiones a aprobar, puesta previamente en conocimiento de los miembros de la 
Corporación, bien por su publicación en la Gaceta del Congreso, o bien mediante 
reproducción por cualquier medio mecánico, electrónico o en la página Web de cada cámara 
o de la respectiva secretaria. 
En consideración el acta, cada Congresista sólo podrá hablar una vez para reclamar acerca de 
las omisiones o inexactitudes en que se hubiere incurrido al redactarla, sin perjuicio del 
derecho de hablar sobre las reclamaciones que hagan otros Congresistas. 
Quien tenga observaciones las presentará por escrito a la secretaría a fin de que se inserten en 
el acta siguiente. 
Tratándose de la última sesión del cuatrienio constitucional, el acta será considerada y 
aprobada antes de cerrarse la reunión, o facultarse a su Mesa Directiva para la debida 
aprobación, para lo cual contará máximo con 30 días siguientes a la sesión. 
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Las actas de las sesiones plenarias y comisiones, deberán ser publicadas en la Gaceta del 
Congreso y ésta se publicará, a la mayor brevedad posible, en la página web de cada cámara 
o en las páginas web que disponga la Secretaria General de cada Corporación.  
El Presidente 
Artículo 4°. Se incluye el numeral 13 al artículo 43 que quedará así:  
ARTÍCULO 43. FUNCIONES. Los Presidentes de las Cámaras Legislativas cumplirán las 
siguientes funciones: 
13. Convocar a sesiones.  
Comisiones especiales  
Artículo 5°. El artículo 63 de la Ley 5ª de 1992 quedará así: 
ARTÍCULO 63. COMISIONES ESPECIALES DE VIGILANCIA. En cada una de las 
Cámaras podrán establecerse comisiones especiales de seguimiento, integradas por once (11) 
miembros en el Senado y quince (15) miembros en la Cámara, mediante el sistema de 
cuociente electoral. 
Serán comisiones especiales de seguimiento: 
1. Comisión de vigilancia de los organismos de control público. 
2. Comisión de vigilancia del organismo electoral. 
3. Comisión de vigilancia del proceso de descentralización y ordenamiento territorial. Los 
conceptos emitidos por estas comisiones deberán seguir el siguiente procedimiento: 
a. Para creación de regiones administrativas y de planeación se requiere concepto de la 
Comisión de Ordenamiento Territorial de Senado. 
b. Para asuntos sobre temas limítrofes se emitirá el concepto en sesiones conjuntas de 
Comisión de Ordenamiento Territorial de ambas cámaras y aprobación por parte de la 
plenaria de Senado.  
c. Para asuntos de creación de distritos se emitirá el concepto en sesiones conjuntas de 
Comisión de Ordenamiento Territorial de ambas cámaras y aprobación por parte de las 
plenarias de ambas cámaras. 
Estas Comisiones tendrán el encargo específico de vigilar el cumplimiento de las 
disposiciones constitucionales y legales, de acuerdo con reglamentación que al efecto 
expidan las respectivas Mesas Directivas de cada Cámara atendiendo a la naturaleza y 
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finalidad de cada una de ellas, y rendirán los informes del caso y las propuestas de 
alternativas legislativas a las Comisiones Constitucionales Permanentes y al pleno de cada 
una de las Cámaras. 
Orden del día 
Artículo 6°. El artículo 79 de la Ley 5ª de 1992 quedará así: 
ARTÍCULO 79. ASUNTOS A CONSIDERARSE. En cada sesión de las Cámaras y sus 
Comisiones Permanentes sólo podrán tratarse los temas incluidos en el Orden del Día, en el 
siguiente orden: 
1. Llamada a lista. 
2. Consideración y aprobación del acta o actas anteriores publicadas. 
3. Votación de los proyectos de ley o de acto legislativo, o mociones de censura a los 
Ministros, Directores de Departamentos Administrativos y Superintendentes según el caso, 
cuando así se hubiere dispuesto por la Corporación mediante proposición. 
4. Objeciones del Presidente de la República, o quien haga sus veces, a los proyectos 
aprobados por el Congreso, e informes de las comisiones respectivas. 
5. Corrección de vicios subsanables, en actos del Congreso remitidos por la Corte 
Constitucional o cuando fuere el caso. 
6. Consideración y votación de informes de conciliación. 
7. Lectura de ponencias y consideración a proyectos en el respectivo debate, en el estricto 
orden de radicación, dando prelación a aquellos que tienen mensaje de trámite de urgencia e 
insistencia, y preferencia como los de iniciativa popular, y a los aprobatorios de un tratado 
sobre derechos humanos o sobre leyes estatutarias, y luego a los proyectos provenientes de la 
otra Cámara. 
8. Los de origen en la respectiva Cámara se tramitarán en riguroso orden cronológico de 
presentación de las ponencias, salvo que su autor o ponente acepten otro orden. 
9. Elecciones de altos funcionaros del Estado, ascensos militares y citaciones, diferentes a 
debates, o audiencias previamente convocadas.  
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10. Lectura de los asuntos o negocios sustanciados por la Presidencia y la Mesa Directiva, si 
los hubiere. 
11. Lectura de los informes que no hagan referencia a los proyectos de ley o de reforma 
constitucional. 
12. Lo que propongan sus miembros. 
PARÁGRAFO. En el evento de celebrarse sesiones para escuchar informes o mensajes, o 
adelantarse debates sobre asuntos específicos de interés nacional, no rigen las reglas 
indicadas para el orden del día. Si se trata de un debate a un Ministro, encabezará el orden del 
día de la sesión. 
Artículo 7°. El artículo 81 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 81. ALTERACIÓN. El orden del día de las sesiones puede ser modificado por 
decisión de la respectiva Corporación o Comisión, a propuesta de alguno de sus miembros, 
con las excepciones constitucionales, como en el evento en el que se presenta mensaje de 
urgencia e insistencia.    
Sesiones 
Artículo 8°. El artículo 83 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 83. DÍA, HORA Y DURACIÓN. Todos los días de la semana, durante el 
período de sesiones ordinarias, extraordinarias o especiales, son hábiles para las reuniones de 
las Cámaras Legislativas y sus Comisiones, de acuerdo con el horario que señalen las 
respectivas Mesas Directivas. Por lo anterior, todos los términos establecidos en este 
reglamento sobre el procedimiento legislativo son días calendario y se entiende que el día 
termina a las 12 horas de la noche. 
Todos los días de la semana se podrá proceder a la votación de los proyectos de ley o de acto 
legislativo cuya discusión estuviere cerrada y sometida a consideración de las plenarias, 
siempre que mediare una citación oportuna a los integrantes de la respectiva Corporación 
legislativa por un medio físico o electrónico. 
Las sesiones plenarias durarán, al igual que en las Comisiones Permanentes, cuatro (4) horas 
a partir del momento en que el Presidente las declare abiertas. La suspensión o prorroga, así 
Consecuencias jurídicas de las deficiencias normativas en el Reglamento del Congreso de Colombia. Página 212 
 
  
como la declaratoria de sesión permanente o informal, requieren aprobación de la 
Corporación o comisión respectiva. El tiempo que dure la suspensión no se tendrá en cuenta 
para el término de las cuatro (4) horas de duración de la sesión.  
Las sesiones de las Comisiones se verificarán en horas distintas de las plenarias de la Cámara 
respectiva. 
Artículo 9°. El artículo 85 de la Ley 5ª de 1992 quedara así: 
ARTÍCULO 85. CLASES DE SESIONES. Las sesiones de las Cámaras y sus Comisiones 
son públicas, con las limitaciones establecidas en el presente reglamento. 
Reglamentariamente se dividen en ordinarias, extraordinarias, especiales, permanentes, 
reservadas e informales. 
- Son sesiones ordinarias, las que se efectúan por derecho propio durante los días 
comprendidos entre el 20 de julio y el 16 de diciembre y el 16 de marzo al 20 de junio, 
gozando las Cámaras de la plenitud de atribuciones constitucionales; 
- Son sesiones extraordinarias, las que son convocadas por el Presidente de la República, 
estando en receso constitucional el Congreso y para el ejercicio de atribuciones limitadas; 
- Son sesiones especiales, las que por derecho propio convoca el Congreso, estando en 
receso, en virtud de los estados de excepción; 
- Son sesiones permanentes, las que durante la última media hora de la sesión se decretan 
para continuar con el orden del día hasta finalizar el día, si fuere el caso;  
- Son sesiones reservadas, las contempladas en el artículo siguiente; y 
- Son sesiones informales las que se presentan dentro de una sesión formal y se establecen 
mediante proposición escrita y aprobada por la respectiva célula legislativa, para permitir que 
intervengan personas que han sido invitadas. También son sesiones informales las 
convocadas para Audiencias Públicas que deberán cumplir con lo establecido en el artículo 
230 de este reglamento.  
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Artículo 10. El artículo 92 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 92. APREMIO A AUSENTES. Si llegada la hora para la iniciación de la 
sesión no hubiere el quórum reglamentario, el Presidente apremiará a quienes no han 
concurrido para que lo hagan. Transcurrida una hora sin presentarse el quórum deliberatorio, 
los asistentes podrán retirarse, hasta nueva convocatoria, dejando constancia escrita ante la 
Secretaría de que estuvieron presentes. 
Artículo 11. El artículo 93 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 93. PROHIBICIÓN DE SESIONES SIMULTÁNEAS. Las Comisiones 
Permanentes tendrán sesiones en horas que no coincidan con las plenarias, con las 
características que señala el presente reglamento. 
De igual manera, las comisiones no podrán sesionar más de una vez al día. Sin embargo, 
respecto de las plenarias, cuando sesione el Congreso Pleno cada plenaria podrá reunirse 
nuevamente el mismo día. 
Debates 
Artículo 12. El artículo 106 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 106. MOCIÓN DE ORDEN. Durante la discusión de cualquier asunto, los 
miembros de la respectiva Corporación o comisión podrán presentar mociones de orden que 
no podrán exceder el término de dos (2) minutos y que decidirá la Presidencia 
inmediatamente. La moción en tal sentido no autoriza para tratar a fondo el tema en discusión 
por el interviniente. Debe utilizarse esencialmente para conminar a la Mesa Directiva o a 
cualquier integrante de la Corporación, a cumplir el reglamento. 
Proposiciones 
Artículo 13. El artículo 113 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 113. PRESENTACIÓN DE PROPOSICIONES. El Congresista, autor de una 
proposición de modificación, adición o suspensión, la presentará por escrito y firmada, 
identificando expresamente la clase de proposición, sin necesidad de incluir razones o 
argumentos, y antes de cerrar el debate del artículo o artículos al cual se refiere la misma. 
Además, las proposiciones deberán considerarse en estricto orden de radicación para su 
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discusión y votación, para lo cual la Secretaría deberá dejar plasmada la fecha y hora en que 
haya sido recibida la proposición. Puesta en discusión, podrá hacer uso de la palabra para 
sustentarla. 
La sola radicación de la proposición no obliga a la presidencia a someterla a consideración si 
el autor de la misma no está presente. 
Artículo 14. Los numerales 1°, 2° y 4° del artículo 114 de la Ley 5ª de 1992 quedaran así:  
ARTÍCULO 114. CLASIFICACIÓN DE LAS PROPOSICIONES. Las proposiciones se 
clasifican, para su trámite, en: 
1. Proposición principal. Es la moción o iniciativa que se presenta por primera vez por el 
(los) ponente (s) junto con el articulado y el informe de ponencia para primer o segundo 
debate, a consideración y decisión de una Comisión o de una de las Cámaras. 
2. Proposición sustitutiva. Es la que tiende a reemplazar a la principal, y se discute y decide 
primero en lugar de la que se pretende sustituir. Aprobada la sustitutiva, desaparece la 
principal.  
Las proposiciones sustitutivas pueden ser a la proposición con la que termina el informe de 
ponencia o al articulado. En el primer evento, se opone a la proposición con la que termina el 
informe de ponencia; en caso de existir varias proposiciones sustitutivas se votará la primera 
radicada, y de ser negada ésta, se continuará la votación en el orden de radicación. En el 
segundo evento, de existir varias proposiciones se podrá acordar un único texto para ellas y 
de no llegar a un acuerdo, se votará la primera que haya sido radicada y de ser negada ésta, se 
continuará la votación en el orden de radicación. 
4. Proposición modificativa. Es la que aclara la principal; varía su redacción sin cambiarle el 
contenido esencial de la misma; hace dos o más de la principal para su mayor comprensión o 
claridad; obtiene que dos o más temas, dos o más artículos que versen sobre materia igual, o 
similar, se discutan y resuelvan en una sola; o traslada lo que se discute a otro lugar del 
proyecto, o tema que se debate, por razones de conveniencia o coordinación que se aduzcan. 
Esta proposición modifica artículos, parágrafos, incisos o palabras del proyecto. Dentro de las 
proposiciones modificativas se entienden adiciones y supresiones.  
 




Artículo 15. El artículo 117 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 117. MAYORÍAS DECISORIAS. Las decisiones que se adoptan a través de 
los diferentes modos de votación surten sus efectos en los términos constitucionales. La 
mayoría requerida, establecido el quórum decisorio, es la siguiente: 
1. Mayoría simple. Las decisiones se toman por la mayoría de los votos de los asistentes. 
2. Mayoría absoluta. La decisión es adoptada por la mayoría de los votos de los integrantes. 
Los proyectos de ley o acto legislativo deberán aprobarse o negarse y en el caso de no 
obtenerse la mayoría absoluta, la votación será aplazada y el proyecto podrá volver a ser 
considerado, siempre y cuando el pleno apruebe la reapertura de la discusión y votación, o de 
la votación.  
De no contarse con la mayoría absoluta para la aprobación de un artículo o artículos del 
proyecto en discusión, la votación será aplazada y éstos podrán volver a ser considerados 
siempre y cuando el pleno apruebe la reapertura de la discusión y votación, o de la votación, 
condicionado a que los mismos sean considerados en la misma sesión, de no ser así se 
entenderá que el articulo o artículos no fueron aprobados.  
3. Mayoría calificada. Las decisiones se toman por los dos tercios de los votos de los 
asistentes o de los miembros. 
4. Mayoría especial. Representada por las tres cuartas partes de los votos de los miembros o 
integrantes. 
Se entiende que la mayoría simple o absoluta hace referencia a la mitad más uno de los votos 
de quienes pueden ejercer el voto. Sin embargo, cuando el total de integrantes o asistentes sea 
un número impar, la mitad corresponderá a un número con decimal, por lo cual, para 
determinar la mayoría se deberá aproximar la mitad aritmética al siguiente número entero. Lo 
anterior, de conformidad con el artículo 134 de la Constitución Política.  
 
 





Artículo 16. El numeral 1° del artículo 129 de la Ley 5ª de 1992 quedará así: 
1. Consideración del orden del día y propuestas de cambios, modificaciones o alteración del 
mismo. 
Iniciativa legislativa 
Artículo 17. El artículo 144 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 144. PUBLICACIÓN Y REPARTO. Recibido un proyecto, se ordenará por 
la Secretaría su publicación en la Gaceta del Congreso, y se repartirá por el Presidente a la 
Comisión Permanente respectiva de acuerdo con las competencias establecidas en el artículo 
2° de la Ley 3ª de 1992 y máximo dentro de los ocho (8) días siguientes a su publicación.  
El Presidente tendrá la facultad de revisar si el proyecto cumple con los requisitos 
constitucionales y legales para darle trámite, so pena de ser devuelto al autor para que sea 
ajustado a la Constitución Política y normas legales. 
El proyecto se entregará en original, una copia física y versión en medio electrónico o 
magnético, con su correspondiente exposición de motivos. De él se dejará constancia en la 
Secretaría. En caso de que la version en medio fisico no coincida con la version en medio 
electornico o magnetico, se dara trámite al proyecto presentado en medio fisico. La Sección 
de leyes o quien haga sus veces, una vez radicado el proyecto, deberá clasificarlo por materia, 
autor y clase de iniciativa, con el fin de llevar un histórico por materia. 
Un ejemplar del proyecto, una vez repartido por la presidencia, será enviado por el Secretario 
inmediatamente para su publicación en la Gaceta del Congreso. 
Debates en comisión 
Artículo 18. El artículo 149 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 149. RADICACIÓN DEL PROYECTO. En la Secretaría de la comisión 
respectiva será radicado y clasificado por materia, autor y clase de iniciativa presentada. El 
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Presidente tendrá la facultad de revisar si el proyecto es procedente o no, caso en el cual 
podrá devolverlo a la Secretaria General con las observaciones respectivas.  
Artículo 19. El artículo 150 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 150. DESIGNACIÓN DE PONENTE. La designación de los ponentes no 
tendrá lugar hasta tanto el proyecto sea debidamente publicado, por la Secretaria General de 
la respectiva Cámara, en la Gaceta del Congreso, según lo establecido en el artículo 144 de 
este reglamento. 
La designación de los ponentes será facultad de la Mesa Directiva de la respectiva Comisión 
para lo cual cuenta con cinco (5) días calendario, siempre y cuando se esté en sesiones 
ordinarias o extraordinarias. Cada proyecto de ley tendrá un ponente, o varios, si la 
conveniencia lo aconseja. En todo caso habrá un ponente coordinador quien además de 
organizar el trabajo de la ponencia ayudará al Presidente en el trámite del proyecto 
respectivo. 
Cuando un proyecto de Acto legislativo o de ley sea presentado por una bancada, esta tendrá 
derecho a designar el ponente, o por lo menos uno de los ponentes cuando la ponencia sea 
colectiva. Se entenderá presentado por la bancada cuando el proyecto este acompañado de 
acta expedida por quien desempeñe funciones de secretario de la bancada. 
Cuando la ponencia sea colectiva la Mesa Directiva debe garantizar la representación de las 
diferentes bancadas en la designación de los ponentes, lo anterior significa que deberá 
designarse un ponente por cada partido o movimiento político que tenga representación en la 
Comisión respectiva. 
Artículo 20. El último inciso del artículo 151 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
Sólo podrán acumularse los proyectos en primer debate y se acumularán de acuerdo con el 
orden en el que hayan sido radicados en Comisión o en cada Corporación. 
Artículo 21. El artículo 152 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 152. ACUMULACIÓN CUANDO CURSAN SIMULTÁNEAMENTE. Los 
proyectos presentados en las Cámaras sobre la misma materia, que cursen simultáneamente 
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podrán acumularse por decisión de sus Presidentes y siempre que no haya sido presentada 
ponencia para primer debate. 
Para el cumplimiento del artículo 151 y el presente, los jefes de leyes de cada Cámara, o 
quien haga sus veces, deberán reunirse semanalmente para estudiar los proyectos de ley que 
han sido presentados con el fin de evidenciar cuales pueden ser objeto de acumulación, e 
informarán a los Secretarios de las Cámaras antes de proceder al envío de las iniciativas a las 
Comisiones respectivas, quienes, a su vez, informarán a los Presidentes acerca de dichos 
proyectos. De igual forma, los secretarios de comisión de ambas cámaras deberán estar en 
coordinación y estudiar los proyectos de ley de su competencia que sean radicados, con el fin 
de advertir a los secretarios generales sobre la posibilidad de ser acumulados y cumplir con el 
principio de economía legislativa. 
Artículo 22. El artículo 153 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 153. PLAZO PARA RENDIR PONENCIA. El ponente rendirá su informe 
dentro del plazo de cinco (5) a quince (15) días según lo señalado por el respectivo 
Presidente, o en sus prórrogas, que serán autorizadas por el Presidente, las cuales no podrán 
ser más de dos, ni el término total sobrepasar los 45 días, teniendo en cuenta la urgencia del 
proyecto y el volumen de trabajo de las Comisiones. En caso de incumplimiento se procederá 
a su reemplazo. De necesitarse una prorroga diferente a las descritas, se requerirá aprobación 
de la respectiva Comisión.  
El informe de ponencia a la Comisión deberá contener el cuadro comparativo respectivo del 
texto original y el texto propuesto para Comisión. 
En caso de tratarse de primer debate en la otra cámara, el cuadro comparativo respectivo 
deberá contener: texto aprobado en la cámara de origen y texto propuesto para Comisión. 
En la Gaceta del Congreso se informarán los nombres de los Congresistas que no han dado 
cumplimiento a la presentación oportuna de las respectivas ponencias. 
Artículo 23. El artículo 155 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 155. RETIRO DE PROYECTOS. Un proyecto de ley podrá ser retirado por 
su autor, autores o bancada siempre que no se haya presentado ponencia para primer debate y 
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sea de iniciativa congresional. Si no es de iniciativa congresional, se requerirá la aceptación 
de la Comisión o Cámara respectiva. 
Para el caso de bancada deberá mediar acta expedida por quien desempeñe funciones de 
secretario de la bancada, al momento de la decisión de retiro del proyecto.  
Artículo 24. El artículo 156 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 156. PRESENTACIÓN Y PUBLICACIÓN DE LA PONENCIA. El informe 
será presentado por escrito, en original y dos copias, a la Secretaría de la Comisión 
Permanente, quien deberá revisar si la ponencia cumple con los requisitos legales y 
constitucionales como proposición con la que termina el informe de ponencia, y pliego de 
modificaciones al articulado, cuando éste se modifique, acompañado de la respectiva 
sustentación. 
Su publicación se hará en la Gaceta del Congreso dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes. 
Sin embargo, y para agilizar el trámite del proyecto, el Presidente podrá autorizar la 
reproducción del documento por cualquier medio mecánico o electrónico, para distribuirlo 
entre los miembros de la Comisión antes de dar inicio al debate; ello, sin perjuicio de su 
posterior y oportuna reproducción en la Gaceta del Congreso. 
Artículo 25. El primer inciso del artículo 157 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 157. INICIACIÓN DEL DEBATE. Ningún proyecto de ley será sometido a 
debate sin antes haberse publicado debidamente el informe, ni en sesión diferente a aquella 
que previamente se haya anunciado.  
Artículo 26. El numeral 3° del artículo 160 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
3a. Las enmiendas podrán ser a la totalidad del proyecto o a su articulado, siempre y cuando 
se conserven los principios de unidad de materia, consecutividad e identidad relativa. 
Artículo 27. El artículo 165 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 165. REVISIÓN Y NUEVA ORDENACIÓN. Cerrado el debate y aprobado 
el proyecto, pasará de nuevo al ponente, o a otro miembro de la Comisión, si así lo dispusiere 
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la Presidencia, para su revisión, ordenación de las modificaciones y redacción del respectivo 
informe para segundo debate, el cual deberá ir sustanciado. 
Esta ponencia para segundo debate será suscrita por su autor, o autores, y autorizado con las 
firmas del Presidente y Secretario de la Comisión, y deberá ser radicado en la Secretaría de la 
respectiva Comisión. De no contener el mismo articulado aprobado, el Presidente de la 
Comisión podrá devolverla al ponente, quien, a su vez, podrá apelar ante el Presidente.  
Artículo 28. El artículo 166 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 166. APELACIÓN DE UN PROYECTO NEGADO. Negado un proyecto en 
su totalidad o archivado en el primer debate de cualquiera de las dos cámaras, cualquier 
miembro de la Comisión o el autor del mismo, el Gobierno o el vocero de los proponentes en 
los casos de iniciativa popular, podrán apelar la decisión ante la Plenaria de la respectiva 
Cámara, dentro de los treinta (30) días siguientes a la decisión de la Comisión, siempre que 
haya sesiones ordinarias. 
Una vez apelada la decisión, inmediatamente se debe designar una Comisión Accidental de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 187 de este reglamento, la cual contará con máximo 
quince (15) días para presentar el informe respectivo a la Plenaria. 
La Plenaria decidirá si acoge o rechaza el informe de la Comisión Accidental; en el evento de 
acogerse la apelación la Presidencia remitirá el proyecto a otra Comisión Constitucional para 
que surta el trámite en primer debate, y en caso contrario se procederá a su archivo. 
Parágrafo. En el evento de presentarse negación de artículos no es procedente el trámite de 
apelación.  
Sesiones conjuntas 
Artículo 29. El numeral 2° del artículo 169 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
2. Por solicitud gubernamental. Se presenta cuando el Presidente de la República envía un 
mensaje para trámite de urgencia sobre cualquier proyecto de ley y expresamente solicita que 
las comisiones sesionen conjuntamente. En este evento se dará primer debate al proyecto, y si 
la manifestación de urgencia se repite, el proyecto tendrá prelación en el Orden del Día, 
excluyendo la consideración de cualquier otro asunto hasta tanto la Comisión decida sobre él. 
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En caso de que el Gobierno solicite sesiones conjuntas, las comisiones respectivas, de manera 
autónoma, deberán ser convocadas por los Presidentes de cada comisión previo anuncio del 
proyecto en cada comisión.   
Artículo 30. El artículo 170 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 170. PRESIDENCIA. La sesión conjunta será presidida por el Presidente 
Titular de la respectiva Comisión senatorial, y como Vicepresidente actuará el Presidente 
Titular de la Comisión de la Cámara, quien reemplazará al Presidente en caso de ausencia del 
mismo. Cuando se trate del estudio de los proyectos de ley de origen privativo en la Cámara 
de Representantes se procederá en sentido contrario. 
Artículo 31. El artículo 171 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 171. PONENCIA. En el término de cinco (5) a quince (15) días a partir de la 
notificación del ponente, se presentará la ponencia conjunta. Si ello no fuere posible, el 
informe de ponencia radicado en el primer orden será la base. Vencido el término de la 
ponencia y sus prorrogas se hará la convocatoria para dar inicio al debate, siempre que haya 
ponencia radicada. En caso de duda, resolverá el Presidente. 
Debates en plenaria  
Artículo 32. El 2° inciso del artículo 174 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
El término para la presentación de las ponencias será fijado por el respectivo Presidente y 
estará definido entre cinco (5) a quince (15) días o en sus prórrogas, las cuales no podrán ser 
más de dos, ni el término total sobrepasar los 45 días, de acuerdo con la significación y 
volumen normativo de la propuesta, así como de la categoría de ley de que se trate.  
Artículo 33. El artículo 175 de la Ley 5ª quedara así:  
ARTÍCULO 175. CONTENIDO DE LA PONENCIA. En el informe a la Plenaria para 
segundo debate, el ponente deberá consignar la totalidad de las propuestas que fueron 
consideradas por la Comisión y las razones que determinaron su rechazo. La omisión de este 
requisito imposibilitará a la Cámara respectiva la consideración del proyecto hasta cuando 
sea llenada la omisión. Además, el informe deberá contener:  
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- Título vigente del proyecto, numero del proyecto, impedimentos considerados, 
comisiones accidentales en caso de designarse, proposiciones y votaciones de éstas, 
votación del articulado y del título proyecto, intervinientes en el debate, fechas de 
sesiones y números de actas respectivas, entre otros. 
- Modificación para segundo debate que incluirá lo que se pretende modificar y la 
respectiva justificación, con el cuadro comparativo respectivo que contenga: Texto 
original, texto aprobado en Comisión y texto propuesto para Plenaria.  
En caso de tratarse de segundo debate en la otra cámara, el cuadro comparativo 
respectivo deberá contener: texto aprobado en la cámara de origen, texto aprobado en 
Comisión y texto propuesto para Plenaria.  
 
- Proposición con la que termina el informe. 
- Firmas de ponentes. 
- Pliego de modificaciones en caso de existir: 
o Título del proyecto 
o Nuevo articulado 
o Firmas de ponentes 
Artículo 34. El artículo 185 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 185. PROCEDIMIENTO SIMILAR. En el proceso del trámite de un 
proyecto en segundo debate se seguirá, en lo que fuere compatible, el mismo procedimiento 
establecido para el primer debate. 
Comisiones de mediación  
Artículo 35. El artículo 186 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 186. COMISIONES ACCIDENTALES. Cuando surgieren discrepancias en 
las Cámaras respecto de un proyecto, los Presidentes de ambas Cámaras integrarán 
comisiones de conciliadores conformadas por un mismo número de Senadores y 
Representantes, quienes, reunidos conjuntamente, procurarán conciliar solo los textos donde 
exista discrepancia respetando los principios de consecutividad, identidad y unidad de 
materia, y en caso de no ser posible, definirán por mayoría. 
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Las comisiones prepararán el texto que será sometido a consideración de las Cámaras en el 
término que les fijen sus Presidentes, que no podrá ser superior a ocho (8) días, el cual tendrá 
prelación en el orden del día de acuerdo con el artículo 79 de este reglamento. 
El texto conciliado se deberá publicar en la Gaceta del Congreso por lo menos con un día de 
anticipación y se someterá a debate y aprobación de las respectivas plenarias. Si después de 
la repetición del segundo debate persiste la diferencia, se considera negado el proyecto. 
Serán consideradas como discrepancias las aprobaciones de articulado de manera distinta a la 
otra Cámara, incluyendo las disposiciones nuevas. 
Artículo 36. El artículo 188 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 188. INFORMES Y PLAZOS. Las Comisiones accidentales de mediación 
presentarán los respectivos informes a las Plenarias de las Cámaras en el plazo señalado. En 
ellos se expresarán las razones acerca del proyecto controvertido para adoptarse, por las 
corporaciones, la decisión final. El informe de conciliación además deberá contener las 
discrepancias y las concordancias entre los textos de las dos cámaras y terminar con el texto 
conciliado, de acuerdo con los requisitos establecidos en el artículo 175 de este reglamento. 
Artículo 37. El artículo 189 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 189. DIFERENCIAS CON LAS COMISIONES. Si repetido el segundo 
debate en las Cámaras persistieren las diferencias sobre un proyecto de ley, se considerará 
negado en los artículos o disposiciones materia de discrepancia, siempre que no fueren 
fundamentales al sentido de la nueva ley, caso en el cual se considerara negado todo el 
proyecto. 
Sanción y objeción legislativas 
Artículo 38. El artículo 196 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 196. SANCIÓN PRESIDENCIAL. Aprobado un proyecto por ambas 
Cámaras, pasará al Gobierno para su sanción, para lo cual el Presidente de la Cámara 
respectiva contará con el termino de ocho (8) a quince (15) días para enviarlo. Si no se 
objetare, dispondrá que se sancione y publique en el Diario Oficial como ley dentro del 
mismo término con el que cuenta para realizar las objeciones según el artículo 166 de la 
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Constitución Política. Se entiende entonces que, la oportunidad para sancionar la Ley, 
empieza desde el día en el que corre el término para objetar y se mantiene hasta el plazo 
máximo previsto en la Constitución para este fin. 
Artículo 39. El artículo 197 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 197. OBJECIONES PRESIDENCIALES. Si el gobierno objetare un 
proyecto de ley, lo devolverá a la Cámara en que tuvo origen, donde el Presidente deberá 
integrar una comisión accidental que deberá procurar conformarla por el autor y/o ponente (s) 
de primer o segundo debate del proyecto, la cual deberá pronunciarse al respecto en el 
término de treinta (30) días para emitir el informe respectivo para segundo debate. Realizado 
el trámite en la cámara de origen, pasará a la otra cámara, donde se surtirá el mismo trámite, 
donde dicha comisión accidental contará con el mismo término para pronunciarse. 
Si las Cámaras han entrado en receso, deberá el Presidente de la República publicar el 
proyecto objetado dentro de los términos constitucionales. 
Artículo 40. El artículo 199 de la Ley 5ª de 1992 quedara así: 
ARTÍCULO 199. CONTENIDO DE LA OBJECIÓN PRESIDENCIAL. La objeción a un 
proyecto de ley puede obedecer a razones de inconstitucionalidad o de inconveniencia. 
1o. Si fuere por inconstitucionalidad y las Cámaras insistieren, el proyecto pasará a la Corte 
Constitucional para que decida sobre su exequibilidad dentro de los seis (6) días siguientes. 
Este fallo obliga al Presidente a sancionar la ley y a promulgarla. Pero, si se declara 
inexequible, se archivará el proyecto. 
Si la Corte Constitucional considera que el proyecto es parcialmente inexequible, así lo 
indicará a la Cámara en que tuvo su origen para que, oído el Ministro del ramo, rehaga o 
integre las disposiciones afectadas en términos concordantes con el dictamen de la Corte, y 
una vez pronunciada esta plenaria, deberá remitirse el proyecto a la otra cámara para lo 
concerniente.  
Cumplido este trámite, se remitirá a la Corte el proyecto para su fallo definitivo. 
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2o. Si fuere por inconveniencia y las Cámaras insistieren, aprobándolo por mayoría absoluta, 
el Presidente sancionará el proyecto sin poder presentar nuevas objeciones, dentro del 
término establecido en el artículo 196 de este reglamento.  
Artículo 41. El artículo 201 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 201. SANCIÓN POR EL PRESIDENTE DEL CONGRESO. Si el 
Presidente de la República no cumpliere el deber de sancionar las leyes en los términos y 
según las condiciones que la Constitución establece, el Presidente del Congreso las 
sancionará y ordenará su publicación en el Diario Oficial, dentro de los veinte (20) días 
siguientes al vencimiento de los términos establecidos para las objeciones presidenciales. 
Se aplicará el anterior procedimiento cuando el Presidente de la República no publique los 
actos legislativos, en los términos establecidos. 
Reformas por el Congreso 
Artículo 42. El artículo 225 de la Ley 5ª de 1992 quedará así:  
ARTÍCULO 225. TRÁMITE DE APROBACIÓN. El proyecto de acto legislativo debe ser 
aprobado en cada una de las Cámaras por la mayoría simple, en la primera vuelta; publicado 
por el Gobierno, dentro de los quince (15) días siguientes a su recibo, requerirá de la mayoría 
absoluta en la segunda vuelta. Ambos períodos no necesariamente deben coincidir en la 
misma legislatura. 
Artículo 43. VIGENCIA DE LA LEY. Esta Ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
Publíquese, comuníquese y cúmplase 
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